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DE LAS 
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SOBRE EL 

ENJUICIAMIENTO CRIMINAL 

LEY DE 30 DE DICIEMBRE DE 1878. 


Don Alfonso XII por la gracia de Dios, Rey constitu- 
cional de España. 

A todos los que las presentes vieren y entendieren 
sabed: quejas Cortes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente: 

Artículo I o Se autoriza al Ministro de Gracia y Justi- 
cia para que, prévia consulta á la Comisión de Códigos, 
publique una Compilación general, articulada y metódica, 
en la que se refundan las disposiciones que rigen en la 
actualidad y se relacionan con el procedimiento criminal. 

Art. 2 o También queda autorizado el Ministro de Gra- 
cia y Justicia para redactar y publicar, consultando á la 
Comisión de Códigos, una nüeva edición de la Ley de En- 
juiciamiento civil, en la cual se suprima cuanto haya sido 
derogado y se comprendan en el lugar correspondiente 
todas las reformas y alteraciones hechas desde 1855. 

Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Go- 
bernadores y demás autoridades, así civiles como militares 
y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, que guarden 
y hagan guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en 
todas sus partes: 

Dado en Palacio á 30 de Diciembre de 1878. — Yo el 



— G — 


j¡q Ministro de Gracia y Justicia, Fernando Caldeion 

y Collantes. 




Señor: Autorizado el Ministro que suscribe por el art. I o 
de la lev de 30 de Diciembre último para publicar, prévia con- 
sulta á la Cornisón de Códigos, una Compilación general, ar- 
ticulada y metódica, en la que se refundan las disposiciones 
que rijan en la actualidad y se relacionan con el procedimien- 
to criminal, de ningún modo creyó poder cumplir mejor su co- 
metido que confiando desde luego esta tarea álcelo é inteligen- 
cia de la Comisión de Codificación, no obstante estarle ya en- 
comendados otros importantes trabajos, que una vez ultimados, 
permitirán al Gobierno presentar á las Cámaras las reformas 
legales que tiene ofrecidas. 

El establecimiento de los Tribunales colegiados, de la 
instancia única y del juicio oral y público en las causas cri- 
minales, que desde luego llamó de una manera preferente 
la atención del Ministro que tiene la honra de dirigirse á 
Y. M., y para cuyo planteamiento presentará á la aprobación 
de las Cortes los correspondientes proyectos de ley sobre las 
bases que ha llevado al estudio y exámen de la misma Comi- 
sión, no le ha parecido motivo bastante para omitir la Compi- 
lación que hoy somete á la sanción de V. M., porque aquella 
importante reforma, tanto tiempo há deseada y proyectada, 
ha de dilatarse forzosamente en su realización por causas de 
todos conocidas; las mismas que han hecho imposible su plan- 
teamiento desde que fué escrita en la Ley de organización del 
Poder judicial de 1870, y aun mucho ántes de ella, hasta el 
dia de hoy, á pesar de los reiterados propósitos de mis dignos 
predecesores y de su laudable deseo de llevarla á efecto; y que 
podrán demorar todavía su ejecución, no obstante el decidido 
empeño con que ha de trabajar por llevarla á cabo el Ministro 
que suscribe. 

En tanto, pues, que esta deseada reforma logra allegar en 
derredor suyo todos los elementos necesarios para que pueda 
ser planteada con probabilidades de buen éxito, la prudencia 
aconseja y las necesidades de la administración de justicia re- 
claman que se ponga término á las dudas y dificultades que 
hoy se ofrecen en la práctica, por la imposibilidad material de 
que se observen y cumplan en su integridad la Ley de orga- 
nización del Poder judicial de 1870 y la de Enjuiciamiento 
criminal de 1872, escritas para un órden de Tribunales que 
no ha llegado á establecerse; y de que se sustituya á un cri- 
terio vago é inseguro, como el que necesariamente ha de pre- 





sidir á la aplicación de unas leyes que en parte se hallan vi- 
gentes y en parte suspendidas ó derogadas, el criterio fijo y 
uniforme que descansa en la convicción de hallarse en vigor 
cuanto está escrito en la ley. Por esta consideración no pare- 
cía en manera alguna dudosa la conveniencia de llevar á cabo 
la formación de esta Compilación legal, para cuyo trabajo se 
ha inspirado la Comisión en el espíritu de la ley de 30 de Di- 
ciembre último, que sólo autoriza para recopilar lo vigente, y 
no permite, por tanto, introducir en la Ley de Enjuiciamiento 
criminal las reformas que por una parte el estudio y la expe- 
riencia de siete años, y por otra las modificaciones en la Cons- 
titución del Estado, pudieran haber sugerido como conducen- 
tes á mejorarla. 

Resueltas por la Comisión de Codificación, de la manera 
que su ilustración y prudencia se lo han aconsejado, las dudas 
que ha podido ofrecerle la realización de un trabajo que por 
su índole misma presenta dificultades especiales, se ha abste- 
nido, no obstante, de decidir por sí un punto de interés en el 
orden legal, y no sin trascendencia en el orden político, sobre 
el cual, no habiendo habido entre sus individuos unanimidad 
de pareceres, ha dejado la resolución al criterio del Gobierno. 
Versa esta cuestión sobre los delitos que se cometen por me- 
dio de la imprenta. La legislación de 1870, aunque los com- 
prendió en las disposiciones generales del Código penal, con- 
signó, sin embargo, una excepción respecto á la doctrina es- 
tablecida en el mismo sobre lo que debería entenderse en ja 
esfera legal por autores, cómplices y encubridores, al tratarse - 
de tales delitos, dando esto motivo á la redacción de los artí- 
culos 12 y 14 del expresado Código, y á los contenidos en el 
capítulo 3 o , título xir, libro i de la Ley de Enjuiciamiento 
criminal. La Comisión, pues, se ha dividido al apreciar si des- 
pués de publicada la Ley de imprenta de 8 de Enero de este 
año, debía ó no entenderse derogado lo dispuesto en el citado 
capítulo de la Ley de Enjuiciamiento, entendiendo unos que 
las referencias que hace ai Código la de imprenta obligaban á 
mantenerlo en vigor, y opinando otros que no podía subsistir 
el procedimiento común para los delitos de imprenta desde ei 
momento en que estos se rigen por un ley y por un procedi- 
miento especial. 

Cualquiera que sea el valor de ámbas opiniones y la res- 
petabilidad de sus mantenedores, no pudiendo el Gobierno de 
V. M. buscar la solución de esta duda en el derecho constitu- 
yente ni en las conveniencias del órden político, sino en lo que 
de una manera expresa y terminante establecen las disposi- 
ciones legales, no ha vacilado, después de consultarlas, en su 
creencia de que el Código penal y el procedimiento común se 
hallan susbsistentes respecto á los delitos que, no estando pe- 
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nados por la ley de 8 de Enero último, se cometen por me- 
dio de’ la imprenta, el grabado ú otro medio mecánico de 
publicación. Así lo declaró el Gobierno de V. M. ante las 
Cámaras con motivo de la discusión a que dió causa la 
citada lev de 8 de Enero, y lo confirman vanos de sus 
Artículos que suponen hallarse vigente lo dispuesto en el Có- 
digo penal vel procedimiento ordinario para algunos delitos de 
imprenta; pudiéndose citar, entre otros de estos artículos, 
el 55, según el cual, «cuando del proceso resultase que se ha 
cometido alguno de los delitos no comprendidos en esta ley, y 
y sí en el Código penal vigente, el Tribunal de imprenta man- 
dara pasar los autos al Juez de primera instancia para su con- 
tinuación y para la aplicación de la pena que corresponda 
conforme á las leyes comunes» ; y el 69, al determinar «que 
los delitos que en el libro se cometan quedarán sujetos al pro- 
cedimiento común y á la sanción que para ellos señale el Có- 
digo penal.» 

En vista de estos preceptos y de los comprendidos en los 
artículos 3 o , 16, 19, 43, 76 y 94 de la misma Ley de imprenta, 
y teniendo además presente el carácter especial de esta Com- 
pilación, no ha creído el Gobierno de V. M. que estaba dentro 
de sus facultades la supresión del capítulo 3 o , título xii, li- 
bro i de la Ley de Enjuiciamiento criminal, y lo ha dejado 
subsistente tal como en ella se encuentra. 

De escasa importancia las demas modificaciones y adicio- 
nes hechas por el Ministro que suscribe en el proyecto de la 
Comisión, proyecto que con gran complacencia ha aceptado 
en su casi totalidad, no merecen que moleste con ella la ilus- 
trada atención de Y. M. Al introducirlas ha tenido en cuenta, 
como lo tuvo también la Comisión en todo su trabajo, ya la 
necesidad de limitarse á consignar las disposiciones vigentes 
sin variar su precepto, ya la de no alterar sino en lo puramen- 
te indispensable la redacción de los artículos que no podían 
ser literalmente reproducidos, ya la de añadir en el título i, 
como en otros lugares de la Compilación, disposiciones de 
otras leyes ó decretos, que por ser de procedimiento ordinario 
ó por estar relacionados con el mismo, debian formar parte 
de ella. . 


Se ha procurado, en fin, ofrecer el testimonio más feha- 
ciente de la fidelidad con que se ha cumplido lo dispuesto en 
la ley de 30 de Diciembre último, á la vez que facilitar en 
& rí Y 1 juanera la inteligencia y estudio de la Compilación, con 
la labia que al final de la misma se publica, y en que se ex- 
presa la correspondencia de todas sus disposiciones con los 
textos legales de donde están tomadas. 

.. v í n ^ e ^ n pues, el momento de plantear con éxito favo- 

jable reformas de más trascedencia, cree el Ministro que sus- 
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cribe que la Compilación que acaba de formarse llenará el ob- 
jeto que se propusieron sus iniciadores, y á que aspiraron las 
Cámaras al votarla Ley que ordena su formación; y fundado 
en estas consideraciones, tiene la honra de someter á la apro- 
bación de V. M. el adjunto proyecto de decreto. . 

Madrid 16 de Octubre de 1879. — Señor: — AL. R. P. 
de Y. M . — Pedro Nolasco Aurioles. 

REAL DECRETO. 

En vista de las razones expuestas por el Ministro de Gracia 
y Justicia, y de acuerdo con mi Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Articulo único. Se aprueba la Compilación general de las 
disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento criminal, for- 
mada en virtud de la autorización concedida á mi Gobierno 
por la ley de 30 de Diciembre último; y se publicará á conti- 
nuación del presente decreto, para su puntual observancia en 
los Juzgados y Tribunales de la jurisdicción ordinaria en la 
Península é Islas adyacentes. 

Dado en Palacio á 16 de Octubre de 1879. — Alfonso. — El 
Ministro de Gracia y Justicia, Pedro Nolasco Aurioles 
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DICTAMEN DE LA COMISION DE CODIFICACION 

AL REMITIR EL PROYECTO DE COMPILACION 

DE LAS DISPOSIMS VIGENTES SOBRE EL ENJUICIAMIENTO CAMINAL. 


Excmo. Sr.: La Comisión general de codificación, en cumpli- 
miento de lo dispuesto por Y. E. y lo ordenado en el arl. l.° de la 
Ley de 50 de Diciembre de 1878, tiene la honra de poner en ma- 
nos de Y. E. una Compilación general , articuladay metódica , en la 
que se refunden las disposiciones que rigen en la actualidad y se 
relacionan con el procedimiento criminal; y siguiendo la costum- 
bre que tiene adoptada, se cree en el deber de consignar la razón 
de las principales modificaciones que el trabajo comprende, por si 
merecen la aprobación del Gobierno de S. M. 

El antiguo procedimiento criminal, esparcido en los Códigos y 
en las Colecciones legislativas publicadas desde D. Alfonso el Sábio 
hasta una época bien reciente, era el producto de los difenles sis- 
temas sociales, políticos y científicos que en tantos siglos han pre- 
dominado; y como esta Comisión dejó consignado hace bastantes 
anos, aquel procedimiento, mezcla de principios heterogéneos y 
írecuentemente contradictorios, ni tiene unidad, ni corresponde á 
las necesidades del momento, ni está á la altura de la ciencia , ni 
es el reflejo del verdadero estado de nuestra sociedad , ni basta á 
llenar todas las exigencias legítimas del foro, ni se halla siempre 
en observancia, porque es incompatible en gran parte con nuestra 
civilización y con los principios y doctrinas que hace mucho tiempo 
prevalecen en los Tribunales. 

La necesidad de mejorar lo existente era un sentimiento casi 
unánime de la opinión pública, y esta necesidad era tanto más pe- 
rentoria, cuanto que su aplazamiento cedería en mengua de la con- 
sideración de que debe rodearse á la administración de justicia, si 
ha de llenar los altos fines para que ha sido instituida. Merced á 


esle impulso irresistible, y guiados por un laudable deseo , los le- 
gisladores de 1870, con el propósito de ajustar todas las leyes sus- 
tantivas y adjetivas á la fundamental del Estado, y de llevar al 
terreno práctico todos sus ideales científicos, publicaron en Junio 
de dicho ano, no sólo el Código penal, sino la Ley provisional so 
bre el procedimiento del recurso de casación en los juicios crimina- 
les; y otra sobre reformas en el procedimiento para plantear dicho 
recurso, que envolvía una modificación esencial en la sustancia- 
cion del plenario, y que en materia de pruebas revestía á la indi- 
ciaría de una eficacia legal, hasta entonces desconocida en los Có- 
digos españoles. 

Al mismo tiempo, las Cortes, en igual fecha, concedieron al 
Gobierno autorización para plantear con el carácter de provisio- 
nal la Ley orgánica del Poder judicial, y aunque no se promnlgó 
ni publicó !a edición oficial, su texto, tal como resulta del Diario 
de Sesiones de las Cortes Constituyentes, se puso inmediatamente 
en observancia, quedando autorizado el Gobierno para hacer y 
plantear la división territorial en lo judicial, para reformar las Le- 
yes de Enjuiciamiento civil y de procedimiento criminal, para aco- 
modar la jurisdicción y competencia de los Jaece y Tribunales á 
lo que se establecía en dicha Ley, para formular y aprobar los di- 
ferentes reglamentos necesarios para su ejecución y para reformar 
los Aranceles judiciales, poniéndolos en armonía con la nueva for- 
ma de los procedimientos. Asimismo se dispuso que el plantea- 
miento de la nueva organización judicial podría hacerse sucesiva- 
mente en los distritos judiciales; pero todo esto no pasó de un mero 
proyecto, porque los Tribunales de partido no se establecieron, y 
la ley orgánica citada dejó de cumplirse en gran parte de sus pre- 
ceptos. 

Con arreglo á lo dispuesto en la primera disposición transitoria 
de dicha ley, se redactó la provisional de Enjuiciamiento criminal, 
y por Real decreto de 22 de Diciembre de 4872 se mandó que co- 
menzara á regir desde el 45 de Enero inmediato, bajo ciertas re- 
glas que enlazaban el antiguo con el nuevo sistema, y en las cua- 
les se establecía que mientras no se plantease la organización judi- 
dicial en lo relativo á lo,s Jueces de instrucción y Tribunales de 
partido, las atribuciones que les conferia la nueva ley correspon- 
derían los Jueces de primera instancia y á las Salas de lo crimi- 



12 — 


nal de las Audiencias; sin perjuicio de lo cual, dicha ley se presen- 
taría á las Córtes para su discusión y aprobación definitiva. 

Realizada en fin del año de 4874 la restauración deja Monar- 
quía legítima, se dictó el decreto de 3 de Enero de 18 i5 suspen- 
diendo el Jurado y el Juicio oral y público; se establecieron nuevas 
bases para las declaraciones de inamovilidad de los Magistrados y 
Jueces, y reglas para la provisión de los cargos del orden judicial y 
del Ministerio fiscal; se determinó cómo debían practicarse las ope- 
raciones de análisis químicos en los procesos criminales; se expidió 
el decreto de 16 de Febrero de 1876 sobre el nombramiento de 
Jueces especiales; y en 30 de Junio del mismo año se sancionó la 
Constitución de la Monarquía española, á cuyos preceptos debían 
y deben ajustarse todas las leyes orgánicas y complementarias que 
han de regular la vida legal de la Nación. 

Estas importantes y trascendentales novedades, especialmente 
en el período de tránsito de un sistema á otro, crearon un estado 
de confusión á que se propuso poner término la ley de 30 de Di- 
ciembre de 1878; y al darle exacto cumplimiento la Comisión ge- 
neral de codificación, en virtud del encargo que se le confió por 
Real orden de 24 de Marzo de este año, ha creído, considerando 
ésta como una de las bases principales de su trabajo, que su misión 
no se limitaba á realizar una operación mecánica, cual sería la de 
entresacar las disposiciones vigentes y separarlas de las suspensas 
ó derogadas, sino que debía formar una Compilación general , or- 
denada y metódica, refundiendo en ella las disposiciones que rigen 
en la actualidad y se relacionan con el procedimiento criminal. De 
este género son indudablemente, á juicio de la Comisión, todas las 
disposiciones que sobre competencia en lo criminal, recursos de 
fuerza en conocer y recusación de Jueces, Magistrados y Asesores* 
forman parte de la ley orgánica del poder judicial de 23 de Junio 
de 18 0, las cuales se han traido á la Compilación general para 
ofrecer en ella á los encargados de administrar la justicia el con- 
junto de todas las disposiciones que regulan actualmente en España 
el procedimiento criminal. 

Si á la vez que la Compilación de dichas leyes, se publicara 
también la parte vigente de la ley orgánica del poder judicial, la 
Comisión no hubiese incluido en el trabajo que remite á V. E. la 
relerente á las atribuciones de los Tribunales encargados en España 



de administrar ia justicia criminal; pero como la publicación de la 
ley orgánica de 1870 es imposible, cuando V. E, se ocupa con pre- 
ferente interés de dar una nueva forma á la organización de los 
Tribunales, la Comisión ha creído que el Título I de la Compila- 
ción debía dar á conocer á los Tribunales y Juzgados que adminis- 
tran la justicia en lo criminal, detallando las atribuciones de los 
Jueces municipales, las de los Jueces de primera instancia, las Au- 
diencias y el Tribunal Supremo, ya con arreglo á las disposiciones 
de la misma ley orgánica del Poder judicial, ya á las Reales órde- 
nes de I o de Agosto de 1871 y 12 de Marzo de 1872, ya al Regla- 
mento provisional para la administración de justicia en la parte que 
puede considerarse vigente en la actualidad. Sólo así considera la 
Comisión que podia dar cierto método al trabajo que se le ha en- 
comendado, y formar una Compilación general de todas las dispo- 
siciones relacionadas con el procedimiento criminal, locución que 
no encerraba el juicio de la Comisión dentro de la ley de Enjuicia- 
miento criminal vigente, sino que le permitía buscar fuera de ella 
los medios necesarios para dejar cumplido el deseo del legislador. 

El Título II de la Compilación lo forma el título preliminar de 
la ley provisional de Enjuiciamiento criminal, acomodando la deno- 
minación de Jueces y Tribunales á la que en la actualidad está vi- 
gente; refiriéndose al plenario en todos los casos en que la ley 
menciona el juicio oral; y trasportando de la ley orgánica todas 
aquellas disposiciones puramente reglamentarias ó de tramitación, 
que sirven para complementar la ley de Enjuciamiento criminal. 
Con igual objeto, al hablar de términos judiciales, se han traído á 
este título las disposiciones del Real decreto de 15 de Setiembre 
de 1875 y la del art. 890 de la ley orgánica, declarando que todos 
los dias serán hábiles para las actuaciones del sumario en las causas 
criminales, pero que para los recursos legales que pueda interponer 
cualquiera de las partes que intervienen en el mismo, y para las 
resoluciones que hayan de dictar los Juzgados y Tribunales , no se 
contarán los dias inhábiles designados genéricamente en la ley. Y 
en el último capítulo de este título se han traído á esta ley las dis- 
posiciones del Real decreto de 2 de Octubre de 1878. 

El sumario, con sus diversos procedimientos, forma el Títu- 
lo III de la Compilación, y en el capítulo 2 o que trata de las Autori- 
dades competentes para instruir sumario y de la policía judicial, se 



han utilizado las disposiciones del Real decreto de 16 de Febie- 
ro de 1872 sobre nombramiento de Jueces especiales: en el capí- 
tulo 4° se ha declarado cpiién debe hacer los análisis químicos; en 
el capítulo 5° se adicionan las disposiciones del Keal decreto de 2 
de Octubre de 1878 sobre registros de procesados y penados: los 
capítulos 8 o y 9 o , que se reíieren á la detención, prisión y liber- 
tad provisionales de los procesados y de las fianzas de estar á de- 
recho; á la entrada y registro en lugar cerrado, al de libros y pa- 
peles, y á la detención y apertura de la correspondencia escrita y 
telegráfica, se han ajustado, con la mayor rigurosidad, á las pres- 
cripciones de los artículos 4 o , 5 o y 6 o de la ley fundamental del Es- 
tado. La sección 3“ del capítulo 11 se ha dejado en suspenso por 
referirse á la legislación especial relativa al ejercicio de la libertad 
de imprenta, según la ley de 7 de Enero del corriente año. En el 
capítulo 15, que trata del sobreseimiento, se han armonizado tam- 
bién sus disposiciones con las que desde 1855 establecían la con- 
sulta á la Audiencia; para que de la resolución ejecutoria que esta 
dicte, puede interponerse en su caso el recurso de casación. Y la 
Comisión entendió que sin menoscabo del método adoptado y de la 
libertad de la defensa, podía figurar como capítulo 14 del Títu- 
lo III de la ley, el referente á los artículos de previo pronuncia- 
miento, que de hecho están reconocidos en la práctica; que consti- 
tuían un trámite muy conveniente ántes de llegar al juicio oral, y 
que pueden llegar á ser medio racional de evitar procesos innece- 
sarios. 

El plenario, que viene á constituir el Título IV de la Compila- 
ción, está formado en su parte principal con las disposiciones de la 
ley de 18 de Junio de 1870, que formó el procedimiento para plan- 
tear el recurso de casación en los juicios criminales, y como la sus- 
pensión del juicio oral ha obligado á la Comisión á dar cabida en la 
ley á las disposiciones del antiguo derecho, miénlras se formula nn 
trabajo definitivo sobre Enjuiciamiento criminal, tal como lo recla- 
ma la ciencia, ha sido necesario tomar del Reglamento provisonal, 
y hasta de la Keal orden de 8 de Marzo de 1840, todo lo referente 
al término de prueba, ratificación y abono de los testigos del su- 
mario y tachas, que se hallaba disperso en nuestra autigua v va- 
riada legislación procesal. V. E. se dignó someter al examen de la 
Comisión el estudio del expediente instruido en el Ministerio de su 
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digao cargo para averiguar si las Audiencias aplicaban el Real de- 
• creto de 9 de Octubre de 1853; y aunque del mismo resultó que 
no era unánime la práctica de las mismas, ni aun el de las diferen- 
tes Salas del Tribunal Supremo sobre este punto, tras de madura 
deliberación, convino la Comisión, por unanimidad, en que no ha- 
biendo desaparecido por completo las causas que informaron el Real 
decreto citado, debe considerarse vigente y formar parte de la ley el 
Enjuiciamiento criminal, como se propone, en armonía con la que 
se proyecta en las naciones más adelantadas en la ciencia penal. 

En el Título V, que trata de los recursos de casación y de re- 
visión, no se ha hecho otra novedad que la de suprimir aquellos ar- 
« tículos que hacía necesarios el Tribunal del Jurado, hoy en suspen- 
so; no haciendo la menor innovación en el Título VI, que trata de 
la ejecución de las sentencias; ni en el VII, que versa sobre el pro- 
cedimiento para el juicio de fallas; ni en el Título adiciona!, que se 
concreta al procedimiento para extradición de los procesados ó con- 
denados por sentencia firme que se hallen refugiados en país ex- 
tranjero. 

Tales son el método que la Comisión ha creído deber seguir y 
la extensión que ha creído deber dar á su trabajo, al llevar á efec- 
to, conforme al encargo que recibió de V. E., lo mandado en el ar- 
tículo I o de la ley de 30 de Diciembre de 1878; y aunque compren- 
de que este trabajo es de innegable utilidad, lo mismo para los par- 
ticulares que para todos los que por razón de su cargo intervienen 
en la administración de justicia, cree, sin embargo, que lo que exi- 
ge con imperiosa urgencia el estado de nuestros Tribunales y de 
nuestra legislación procesal, es una reforma radical y profunda, 
como la ciencia aconseja, como la opinión pública demanda, y como 
la Comisión confía que podrá ofrecer á V. E. dentro de un plazo 
que no será muy largo, si se toma en cuenta la importancia y tras- 
cendencia que forzosamente han de tener sus deliberaciones y tra- 
bajos. Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 5 de Julio de 
1879. — Excmo. Sr. — El Presidente de la Sección ponente, Fernan- 
do Calderón y Collantes. — Vocales: Manuel Alonso Martínez. — 
Juan González Acevedo. — José María Manresa. — Alejandro Groi- 
zard. — José de Entrala y Perales. — Benito Gutiérrez Fernandez. 
— José María Fernandez de la Hoz. — Manuel Danvila. — El Secre- 
tario de la Sección ponente, Antonio Bravo y Tíldela. 



COMPILACION GENERAL 


DE LAS 

DISPOSICIONES VIGENTES SOBRE EL ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 


La ley de 30 de Diciembre de 1878 que queda trascrita, auto- 
rizó al Ministro de Gracia y Justicia para que, prévia consulta á la 
Comisión de Códigos, publicara una compilación general, articulada 
v metódica en la que se refundieran las disposiciones que rijen en 
¡a actualidad y se relacionan con el procedimiento criminal. 

Dados los términos de esta autorización é inspirados el Minis- 
tro y la Comisión en el espíritu de la ley, que sólo facultaba para 
compilar lo vigente y que, por lo tanto, no permitía introducir re- 
formas en la de Enjuiciamiento criminal, han llevado á cabo este 
mportanle trabajo reuniendo todas las disposiciones antiguas y 
modernas de dicha especie sin hacer innovaciones trascendentales 
en nuestro sistema de procedimientos. 

Y al mismo tiempo que la Comisión de Codificación se ocupaba 
en esta importante tarea, lo hacíamos también nosotros en nuestro 
Tratado general de procedimientos criminales, procurando reu- 
nir en la forma más adecuada á su objeto las mismas disposiciones 
que se habían de comprender en la Compilación oficial ; de modo 
que uno y otro trabajo habían de dar el propio resultado. 

Mas á pesar de esto, no ha sido posible evitar que en algunos 
puntos exista divergencia por la diversa apreciación de ciertas dis- 
posiciones, que pueden considerarse ó no vigentes según el criterio 
difeiente de la Comisión ó del Gobierno y de un escritor particular; 
y deseando nosotros dar á conocerá nuestros lectores estas diferen- 
cias, nos propusimos y ofrecimos consignar en una plantilla, por 
vía de Apéndice, los puntos concretos en que no ha habido confor- 
midad, expresando la razón que hemos tenido para pensar respecto 
de ellos de distinto modo que la Comisión y el Gobierno. 
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Con este propósito hemos examinado detenidamente la Compi- 
lación, y después de comparar sus disposiciones con nuestras doc- 
trinas, nos disponíamos á formar la plantilla cumpliendo lo ofrecido. 
Pero nos ha parecido que este trabajo es de escaso resultado, por- 
que si con él se consigue poner de manifiesto las contradicciones 
que existen entre nuestra obra y la Compilación, queda sin satisfa- 
cer otra necesidad igualmente importante, que consiste en armoni- 
zar la obra y la Compilación por medio de referencias, que indiquen 
el lugar donde se ha tratado en aquella, cada una de las materias 
contenidas en esta, dando á conocer además el origen de todos los 
artículos que comprende la misma Compilación. 

Por esta razón, y consultando el interés de nuestros lectores, 
vamos á publicar la Compilación oficial con las oportunas referen- 
cias á nuestra obra y con las observaciones convenientes para po- 
ner de manifiesto las diferencias que resultan entre una y otra. Al 
hacer esto, expondremos el fundamento de nuestras opiniones; y 
si en algunos casos las consideramos equivocadas, confesaremos in- 
genuamente nuestro error. 


TÍTULO PRIMERO. — De la justicia en lo criminal. 

CAPITULO PRIMERO. — De los tribunales y juzgados que 

ADMINISTRAN LA JUSTICIA EN LO CRIMINAL. 

Articulo I o Lajusticia criminal se administra en nombre del Piey. 
(1 0 de la ley Orgánica del Poder Judicial y 74 de la Constitución.) 

Art. 2 o La potestad de aplicar las leyes en los juicios criminales, 
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponderá exclusiva- 
mente á los Jueces y Tribunales. (2 o ref. de id. y 76 de la Constitución. 

Art. 3 o En el caso de que un Tribunal tenga conocimiento de algún 
hecho que estime digno de represiou, y que no se halle penado por la 
ley, se abstendrá de todo procedimiento sobre él, y expondrá ai Go- 
bierno las razones que le asistan para creer que debiera ser objeto de 
sanción penal. 

Del mismo modo acudirá al Gobierno exponiendo lo conveniente, 
sin perjuicio de ejecutar desde luégo la sentencia, cuando de la rigu- 
rosa aplicación de las disposiciones del Código, resultare notablemente 
■excesiva la pena, atendidos los grados de malicia y el daño causado 
por el delito. (2 o del Código penal.) 

Art. 4 o La justicia se administra en lo eriminal : 

En cada término municipal, por uno ó más Jueces municipales. 

En cada partido ó demarcación, por un Juez de primera instancia. 

En cada Distrito por una Audiencia. 

En todo el Reino, por el Tribunal Supremo. (12 ref.de la L. O.) 

COMPILACION 3 
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Art. 5 o La justicia se administrará en lo criminal por las Audien- 
cias y Juzgados desde la capital de su respectivo distrito, partido ó de- 
marcación y término municipal, fuera de los casos en que con arreglo 
á la ley, puedan ó deban trasladarse á otro punto. (-0 y 21 ref. de id.) 

Art. 6° Los Jueces municipales no estarán obligados á salir del tér- 
mino municipal en los casos á que se refiere el artículo anterior, y 
serán acreedores á recompensa si continuando en el ejeicicio de su ju- 
risdicción y limitándose á ella, contribuyeren al orden y á disminuir 
las consecuencias de las circunstancias anormales en que se encontra-- 
ren los pueblos. (22 de id.) 

Art. 7 o Los Secretarios de Sala, Escribanos de actuaciones y Pro- 
curadores que ejerzan sus funciones auxiliando á la administración de 
justicia en las Audiencias y Juzgados de primera instancia, están en la 
obligación ineludible de constituirse en el pueblo á que aquellas ó estos 
se trasladen en los casos marcados por la ley. (R. O. 2 Octubre 1875.) 

Art. 8 o Los Jueces municipales ó sus suplentes que no sean Letra- 
dos v desempeñen accidentalmente Juzgados de primera instancia, se 
asesorarán de un Letrado para ejercer la jurisdicción criminal. (71 
ref. de la L . O.) 

Art. 9 o Mientras que el Juez municipal esté encargado de las fun- 
ciones de Juez de primera instancia, será reemplazado en sus funciones 
propias por ¿u suplente. (22 ref. de icl.) 

REFERENCIA.. 

Del asunto de este capítulo se ha tratado en las páginas 1 , 10, 
15, 16, 29, 56, 40, 54 y 106 del tomo I de nuestra obra. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: que en el caso de que un Tribunal 
tenga conocimiento de algún hecho que estime digno de represión 
y que no se halle penado por !a ley, se abstendrá de todo procedi- 
miento sobre él, y expondrá al Gobierno las razones que le asistan 
para creer que debiera ser objeto de sanción penal; y que. del mis- 
mo modo acudirá el Gobierno exponiendo lo conveniente, sin per- 
juicio de ejecutar desde luégo la sentencia, cuando de la rigurosa 
aplicación de las disposiciones del Código, resultare notablemente 
excesiva la pena, atendidos los grados de malicia y el daño causa- 
do por el delito. (Art. 3 # .) 

Esta disposición está lomada del art. 2 o del Código penal; y 
nosotros hemos prescindido de ella en nuestra obra, porque no la 
hemos considerado propia dé una ley de Enjuiciamiento. Se trata 
de la penalidad de los actos justiciables y no del procedimiento 
que debe observarse para imponerla. 
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CAPÍTULO II. — De las atribuciones de los tribunales y juzgados 

EN LO CRIMINAL. 

Sección primera. — De las atribuciones de los Jueces municipales. 

Art. 10. Corresponde á los Jueces municipales en materia penal: 

I o Conocer en primera instancia de los juicios de faltas. 

2 o Instruir á prevención las primeras diligencias en las causas cri- 
minales. 

3 o Desempeñar las comisiones auxiliatorias que los Jueces de pri- 
mera instancia les confieran. (271 ref. de la L. O.) 

Art. 11. Les corresponde igualmente el conocimiento en primera 
instancia de ios juicios á que, sin perjuicio de las atribuciones de los 
Alcaldes, den lagar las infracciones de las Ordenanzas generales de la 
Administración. [R. O. I o Agosto 1871 y 12 Marzo 1872.) 

REFERENCIA. 

De las atribuciones de los Jueces municipales y de la organiza- 
cion de estos Juzgados se ha tratado circunstanciadamente en las 
paginas 10 á 24 del tomo I de nuestra obra. 

OBSERVACION. 

La Compilación establece: que corresponde á los Jueces muni- 
cipales el conocimiento en primera instancia de los juicios á que, 
sin perjuicio de las atribuciones de los Alcaldes, den lugar las in- 
fracciones de las Ordenanzas generales de la Administración. ( Ar- 
tículo 11.) 

Nosotros creemos que esta atribución de los Jueces municipales 
se halla comprendida en la de conocer en primera instancia de to- 
dos los juicios sobre faltas, cualquiera que sea la ley que establez- 
ca su penalidad, y por consiguiente, que no hay necesidad de ex- 
presarla separadamente. Por esta razón no la hemos mencionado 
en nuestra obra. 

Sección segunda. — De las atribuciones de los Jueces de primera 

instancia en lo criminal. 

Art. 12. Corresponde á los Jueces de primera instancia en lo cri- 
minal : 

I o Decidir las competencias que se susciten entre los Jueces muni- 
cipales, de su partido ó demarcación. 

2 o Conocer en segunda instancia de la recusación de los mismos 
Jueces. 

3 o Conocer en primera instancia de las recusaciones que se hicie- 
ren al Juez del partido ó demarcación más inmediato, remitiendo el 
incidente á la Sala de lo criminal de la Audiencia del distrito, en caso 
de apelación. 
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4 o Conocer en segunda instancia de los juicios de faltas. 

5° Conocer en primera instancia de las causas criminales, á excep- 
cion de acuellas cuyo conocimiento corresponde á las Salas de lo cri- 
minal de las Audiencias ó al Tribunal Supremo. 

6 o Desempeñar ó hacer que se desempeñen las comisiones auxilia- 
torias que otros Tribunales le confieran. (273 y 274 ref. de id.) 

REFERENCIA.. 

La materia de esta sección ha sido tratada en las páginas 24 á 
59 del tomo I de nuestra obra. Allí se ha expuesto el personal de 
los Juzgados de primera instancia, su régimen interior y sus atri- 
buciones. 

OBSERVACION. 

La Compilación declara: que corresponde á los Jueces de prime- 
ra instancia conocer de las recusaciones que se hicieren al Juez del 
partido ó demarcación más inmediato, remitiendo el incidente á la 
Sala de lo criminal de la Audiencia del distrito en caso de apela- 
ción. {Art. 12, núm. o°) 

Al tratar nosotros de esta materia en la pág. 475 del tomo I de 
nuestra obra, expusimos nuestra humilde opinión y la declaración 
hecha por el Tribunal Supremo en diverso sentido , á la cual se ha 
adherido la Compilación. Nosotros hemos creído que corresponde 
entender del incidente de recusación en única instancia á la Sala de 
lo criminal de la Audiencia del distrito á que pertenezca el Juez re- 
cusado, que es lo que establece la ley orgánica para el caso de re- 
cusación de un Tribunal de partido, porque opinamos que un Juz- 
gado de primera instancia equivale hoy á un Tribunal de esa clase. 

Para atribuir dicha facultad al Juez del partido más próximo, 
ha sido necesario prescindir de la ley orgánica y acudir á la ley de 
Enjuiciamiento civil. Y es de notar, que ésta no concede semejante 
atribución al Juez más próximo, sino al mismo Juez recusado; y 
sólo ordena respecto de aquél, que se le pase el pleito principal 
para conocer de él y resolverlo en el caso de haberse estimado eje- 
cutoriamente la recusación (artículos 153 y 134 de la ley de Enjui- 
ciamiento civil). 

Mas no obstante lo dicho, y de acuerdo coa lo declarado por el 
Tribunal Supremo, ya quedó expuesto en nuestra obra (pág. 67 del 
tomo I) que una de las atribuciones de las Salas de lo criminal de 
las Audiencias es conocer en segunda instancia de los incidentes 
de recusación de los Jueces de partido. 
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Sección tercera. — De las atribuciones de las Audiencias 

en lo criminal. 

Art. 13. Corresponde á las Salas de lo criminal de las Audiencias: 

I o Decidir las competencias que se susciten en materia criminal en- 
tre los Juzgados de primera instancia cuando los contendientes corres- 
pondan á su distrito. 

2 o Conocer en segunda instancia de las causas que los Jueces de 
primera instancia les remitan en apelación ó en consulta. 

3 o Conocer en única instancia de las causas contra Jueces munici- 
pales de su distrito y los que en los Juzgados de su jurisdicción ejer- 
cieren el Ministerio fiscal por delitos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones. 

4 o Conocer en única instancia de las causas contra Jueces de pri- 
mera instancia y Promotores fiscales, por cualquiera clase de delitos. 

5 o Conocer en única instancia de las causas contra los Jueces ecle- 
siásticos con excepción de aquellos que deban ser juzgados por el Tri- 
bunal Supremo. 

6 o Conocer en única instancia de las causas contra los funcionarios 
del órden administrativo que ejerzan autoridad, por delitos cometidos 
en el desempeño de sus cargos, en los casos que no estén atribuidos 
por la ley al Tribunal Supremo. 

7 o Conocer en segunda instancia de los incidentes de recusación de 
los Jueces de primera instancia. 

8 o Conocer en única instancia de las competencias que se susciten 
entre los Jueces municipales cuando estos pertenezcan á distintos Juz- 
gados de primera instancia de su distrito. 

9" Conocer en única instancia de los incidentes de recusación de 
sus Magistrados cuando no pasen de dos los recusados. 

10. Auxiliar á la Administración de justicia en lo criminal, siempre 
que sean requeridas al efecto por otros Juzgados y Tribunales. (276 
ref. de id ., y Reg. I a art . 58 del Reg. prov.) 

Art. 14. Corresponde á las Audiencias en pleno, constituidas en 
Tribunales de justicia, decidir de los incidentes de recusación que se 
promovieren sobre la de sus Presidentes y Presidentes de Sala, ó de 
más de dos Magistrados de la Sala de lo criminal de la misma. (277 ref. 
de id.) 


REFERENCIA. 

Del asunto de esta sección se ha tratado en las páginas 40 á 
72 del tomo I de nuestra obra, expresando el número de Audiencias 
que existen en la Península, islas Raleares y Canarias, su personal, 
su régimen interior y sus atribuciones en Salas de justicia, Sala de 
gobierno y Tribunal pleno. 

OBSERVACION. 

La Compilación declara: que corresponde á las Salas de lo cri- 
minal de las Audiencias conocer en única instancia de las compe- 
tencias que se susciten éntrelos Jueces municipales, cuando éstos 



pertenezcan á distintos Juzgados de primera instancia de su distri- 
to. (Art. 13, núm. 8 o ) . 

Al enumerar nosotros las atribuciones de las Salas de justicia de 

las Audiencias en la pág. 66 y siguientes del tomo I de nuestra 
obra, no mencionamos la que aquí se expresa; pero «*.1 tratar de los 
Tribunales que deben decidir la competencia entre Juzgados mu- 
nicipales, dijimos en la pág. 283 , que cuando los contendientes 
pertenecen á distintos partidos judiciales, corresponde decidir la 
contienda á la Audiencia del distrito, como superior común , y que 
cuando pertenecen á diferentes distritos, y carecen, por consiguien- 
te, de una Audiencia común, corresponde resolver el conflicto al 
Tribunal Supremo. 

Mas no comprendemos la significación de las palabras «conocer 
en única instancia» de que hace uso la Compilación, pues lascues- 
tiones de competencia no tienen más que una instancia en todo- 
caso. Contra el auto en que se decide la contienda, no hay recurso 
para abrir otra instancia. En vez de la frase conocer en única ins- 
tancia de las competencias, pudo haberse empleado la de decidir 
las competencias. 


Sección cuarta. — De las atribuciones del Tribunal Supremo. 


Art. 15. Conocerá la Sala segunda del Tribunal Supremo de los ne- 
gocios criminales que á continuación se expresan : 

I a De los recursos de casación por infracción de ley en materia cri- 
minal. 

2 o De los que se consideren admitidos por ministerio de la ley. 

3° De los de queja contra los autos de las Audiencias en que se 
deniegue el testimonio de la sentencia pedida para intentarlos. (279 
ref. de id.) 


Art. 16. Corresponde á la Sala tercera del Tribunal Supremo en lo 
criminal: 


I o Conocer de los recursos de casación por quebrantamiento de 
forma. 

2 o De los de queja contra los autos de las Audiencias en que se de- 
niegue su admisión. 

3 o De las competencias en materia criminal que se susciten entre 
Juzgados y Tribunales que no tengan un superior común. 

4 ° ^e l° s juicios de residencia de los funcionarios de Ultramar que 
sean de la competencia del Tribunal con arreglo á las leyes. 

5 De las apelaciones de las causas contra los Alcaldes mayores de 
las provincias ultramarinas por los delitos que cometieren durante el 
ejercicio de sus funciones. 


6 o De los recursos de fuerza contra el Tribunal de la Rota de la ♦ 
Nunciatura. 


7 o De los recursos de revisión. 
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8 o Del cumplimiento de las sentencias pronunciadas por Tribu- 
nales extranjeros con arreglo á los tratados y á las leyes vigentes, (280 
ref. de id.) 

Art. 17. Conocerá además la Sala tercera en única instancia: 

I o De las causas contra los Cardenales, Arzobispos, Obispos y 
Auditores de la Rota. 

2 o ' De las causas contra los Consejeros de Estado, Ministros del 
Tribunal de Cuentas, Subsecretarios, Directores, Jefes de las Olicinas 
generales del Estado, Gobernadores de provincias, Embajadores, Mi- 
nistros Plenipotenciarios y Encargados de Negocios. 

Lo dispuesto en este número sólo es aplicable á las causas por de- 
litos cometidos mientras estuvieren en servicio activo. 

3 o De las causas por delitos cometidos por Magistrados de Audien- 
cias ó del Tribunal Supremo por los Fiscales de las Audiencias y por ios 
Tenientes y AbogadosFiscales delTribunal Supremo y délas Audiencias. 

4 o De las causas por delitos cometidos en el ejercicio de sus funcio- 
nes por los auxiliares del Tribunal Supremo. (280 y 281 ref. de id.) 

Art. 18. Conocerá además cada una de las Salas de Justicia del Tri- 
bunal Supremo en única instancia de las recusaciones que se interpu- 
sieren contra los Magistrados que las compongan, á excepción de su 
Presidente respectivo. (283 ref. de id.) 

Art. 19. El Tribunal Supremo en pleno, constituido 6n Sala de jus- 
ticia, conocerá en única instancia de las causas. 

I o Contra los Príncipes de la Familia Real. 

2 o Contra los Ministros de la Corona por los delitos comunes come- 
tidos en activo servicio, cuando no deban ser juzgados por el Senado. 

3 o Contra los Presidentes del Congreso de los Diputados y del 
Senado. 

4 o Contra el Presidente ó Presidentes de Sala, ó el Fiscal del Tri- 
bunal Supremo. 

5 Q Contra los Magistrados de una Audiencia ó del Tribunal Supre- 
mo, cuando sean juzgados todos, ó al ménos la mayoría de los que 
constituyeren una Sala de justicia por actos judiciales en que hayan 
tenido participación. (284 de id.) 

Art. 20. Conocerá además el Tribunal Supremo en pleno constitui- 
do en Saia de Justicia, de los incidentes de recusación que versen so- 
bre la del Presidente, del Tribunal, ó de los Presidentes de Sala, ó de 
más de dos Magistrados de una Sala de justicia. (285 de id.) 

REFERENCIA. 

De la materia de esta sección se ha tratado en las páginas 72 á 
91 del tomo I de nuestra obra, expresándose el personal del Tri- 
bunal Supremo, su régimen interior y sus atribuciones en Salas de 
justicia, Sala de gobierno y Tribunal pleno. 

CAPITULO III.— De LA COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES 

EN LO CRIMINAL. 

Sección primera. — Disposiciones generales. 

Art. 21. Corresponderá á la jurisdicción ordinaria el conocimiento 
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de las causas criminales, cualquiera que sea la penalidad señalada por 
las leyes, sin más excepciones que las que en ellas se establecen. (269 

de la L. O.) . 

Art. 22. Para que los Jueces y Tribunales tengan competencia se 

() Que el conocimiento de la causa en que intervengan, esté atri- 
buido á la autoridad que ejerzan con arreglo á las disposiciones le- 

^ 2° Que les corresponda el conocimiento de la causa con preferencia 
á los demás Jueces ó Tribunales de su mismo grado, según lo prescrito 
en la ley. (298 ref. de id.) 

Art. 23. La jurisdicción criminal es siempre improrogable. (299 
ref. de id.) 

Art. 24. Los Jueces y Tribunales que tengan competencia para co- 
nocer de una causa determinada, la tendrán también para todas sus 
incidencias, para llevar á efecto las providencias de tramitación y para 
la ejecución de la sentencia. (302 ref. de id.) 

Sección segunda. — De la competencia de la jurisdicción ordinaria en 

lo criminal. 


Art. 25. Con arreglo á lo establecido en el art. 21 de esta Compila- 
ción , la jurisdicción ordinaria conocerá de todas las causas criminales, 
á excepción de las que estuvieren reservadas al Senado, y de las que 
expresamente se atribuyen en este título á las jurisdicciones de Guer- 
ra y de Marina. (321 de id.) 

Art. 26. El conocimiento de las causas por delitos en que aparezcan 
culpables personas sujetas á la jurisdicción ordinaria y otras aforadas, 
corresponderá exclusivamente á la ordinaria, la cual será competente 
para juzgar á todas aquellas en los casos en que el castigo no esté re- 
servado especialmente por la ley al conocimiento de otra jurisdicción. 
(322 de id.) 

Art. 27. La jurisdicción ordinaria, será competente para prevenir 
las causas por delitos que cometan los aforados. 

Esta competencia se limitará á instruir las primeras diligencias, 
concluidas las cuales, la jurisdicción ordinaria remitirá las actuaciones 
al Juez que debiere conocer de la causa con arreglo á las leyes, y pon- 
drá á su disposición los detenidos y los efectos ocupados. 

La jurisdicción ordinaria cesará en las primeras diligencias tan lue- 
go como conste que la especial competente forma causa sobre el mismo 
delito. (323 de id.) 

Art. 28. Considéranse como primeras diligencias las de dar protec- 
ción á los perjudicados, consignar las pruebas del delito que puedan 
desaparecer, recoger y poner en custodia cuanto conduzca á su com- 
probación y á la identificación del delincuente, y detener, en su caso, 
á los reos presuntos. (324 de id.) 

Art. 29. Fuera de los casos reservados al Senado, y aquellos en que 
expresa y limitativamente atribuye la ley el conocimiento de determi- 
nadas causas al Tribunal Supremo, á las Salas de lo criminal de las 
Audiencias y á las jurisdicciones de Guerra y Marina, serán competen- 
tes para la instrucción de las causas y castigo de las faltas y de los de- 
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litos los Jueces de la demarcación ó término municipal en que se hayan 
cometido, según su respectiva competencia. (325 ref. de id.) 

Art. 30. Cuando no conste el lugar en que se cometió una falta ó 
un delito, serán Jueces y Tribunales competentes para instruir y cono- 
cer de la causa: 

1 H El del partido, demarcación ó distrito en que se hayan descu- 
bierto pruebas materiales del delito. 

2 o El del partido, demarcación ó distrito en que el reo presunto 
haya sido aprehendido. 

3 o El de la residencia del reo presunto. 

4 o Cualquiera que hubiere tenido noticia del delito. 

Si se suscitase competencia entre estos Jueces ó Tribunales, se de- 
cidirá dando la preferencia por el órden con que están expresados en 
el párrafo que precede. 

Tan luego como conste el lugar en que se hubiese cometido el de- 
lito, se remitirán las actuaciones al Juzgado ó Tribunal de aquella 
demarcación, poniendo á su disposición los detenidos y efectos ocupa- 
dos. (3 26 de id.) 

Art. 31. Un sólo Juez ó Tribunal de los que sean competentes cono- 
cerá de los delitos que tengan conexión entre sí. (328 de id.) 

Art. 33. La jurisdicción ordinaria será la competente, con exclu- 
sión de toda otra, para juzgar á los reos de delitos conejos, siempre 
que alguno esté sujeto á ella, áun cuando los demás sean aforados. 
(329 de id.) 

Art. 33. Lo establecido en el artículo anterior, se entiende en el 
caso de que sea competente la jurisdicción ordinaria para juzgar de los 
delitos conexos. 

Si alguno de éstos fuere, por su índole y naturaleza, de la compe- 
tencia exclusiva de otra jurisdicción, ésta deberá conocer de la causa 
que se forme sobre él, sin perjuicio de que la ordinaria conozca de la 
que se instruya sobre los demás. (330 de id.) 

Art. 34. Considéranse delitos conexos: 

t° Los cometidos simultáneamente por dos ó más personas re- 
unidas. 

2° Los cometidos por dos ó más personas en distintos lugares ó 
tiempos, si hubiere precedido concierto para ello. 

3 o Los cometidos como medio para perpetrar otros ó facilitar su 
ejecución. 

4 o Los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos. (331 
de id.) 

Art. 35. Son Jueces y Tribunales competentes, por su órden, para 
conocer de las causas por delitos conexos: 

I o El del territorio en que se haya cdmetido el delito á que esté se- 
ñalada pena mayor. 

2 o El que primero comenzare la causa, en el caso de que á los delitos 
esté señalada igual pena. 

3° El que la Sala de Gobierno de la Audiencia, atendiendo sólo á la 
mejor y más pronta administración de justicia, designe en sus casos 
respectivos cuando las eausas hubieren empezado al mismo tiempo, ó 
no conste cuál comenzó primero, si los Juzgados correspondieren al 
distrito de la misma Audiencia. 

COMPILACION 4 
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•i° El (jue la Sala de Gobierno del Iribunal Supremo, teniendo tam- 
bién en cuenta sólo la mejor y más pronta administración de justicia, 
designe en el caso del párrafo anterior, si las causas hubieren empezado 
en Juzgados que correspondan á diferentes Audiencias. (332 ref. de id.) 

Art. 36. Los extranjeros que cometieren faltas ó delinquieren en 
España, serán juzgados por ios que tengan competencia para ello por 
razón de las personas ó del territorio. (333 de id.) 

Art. 37. Exceptúanse de lo ordenado en el articulo anterior los Prín- 
cipes de las familias reinantes, los Presidentes ó Jefes de otros Estados, 
los Embajadores, los Ministros plenipotenciarios y los Ministros resi- 
dentes, los Encargados de negocios y los extranjeros empleados de 
planta en las Legaciones, ios cuales, cuando delinquieren, serán pues- 
tos a disposición desús Gobiernos respectivos. (334 de id.) 

Art. 38. El conocimiento de los delitos comenzados á cometer en 
España, y consumados ó frustrados en países extranjeros, correspon- 
derá á los Tribunales y Jueces españoles, en el caso de que los actos 
perpetrados en España constituyan por sí delito, y sólo respecto á 
éstos. (335 de id.) 

Art. 39. Serán juzgados por los Jueces y Tribunales del Reino, se- 
gún el orden prescrito en el art. 30, los españoles ó extranjeros que 
fuera del territorio de la nación hubiesen cometido alguno de los deli- 
tos siguientes: 

Contra la seguridad exterior del Estado. 

Lesa majestad. 

Rebelión. 

Falsificación de la firma, de la estampilla real ó del Regente. 

Falsificación de la firma de los Ministros. 

Falsificación de otros sellos públicos. 

Falsificaciones que perjudiquen directamente al crédito ó intereses 
del Estado, y la introducción óexpendicion de lo falsificado. 

Falsificación de billetes de Banco, cuya emisión esté autorizada por 
la ley, y la introducción ó expendicion de los falsificados. 

Los cometidos en el ejercicio de sus funciones por empleados públi- 
cos residentes en territorio extranjero. (336 de id.) 

Art. .40 Si los reos de los delitos comprendidos en el artículo ante - 
rior hubiesen sido absueltos ó penados en el extranjero, siempre que 
en este último caso se hubiese cumplido la condena, no se abrirá de 
nuevo la causa. 

Lo mismo sucederá si hubiesen sido indultados, á excepción de los 
delitos de traición y lesa majestad. . 

Si hubieren cumplido parte de la pena, se tendrá en cuenta para 
rebajar proporcionalmente la que en otro caso les correspondería. (337 
de id.) 

Art. 41. Lo dispuesto en los dos artículos que anteceden es aplica- 
ble á los extranjeros que hubiesen cometido alguno de los delitos com- 
prendidos en ellos, cuando fueren aprehendidos en el territorio español 
ó se obtuviera la extradición. (338 de id.) 

Art. 42. El español que cometiere un delito en país extranjero 
contra otro español , será juzgado en España por los Juzgados ó Tri- 
bunales designados en el art. 30 y por el mismo órden con que se de- 
signan si concurrieren las circunstancias siguientes: 
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\ & Que se querelle el ofendido ó cualquiera de las personas que 
puedan hacerlo con arreglo á las leyes. 

2 a Que el delincuente se halle en territorio español. 

3 a Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado ó penado 
en el extranjero, y en este último caso haya cumplido su condena (1). 

Si hubiere cumplido parte de la pena, se observará lo que para 
igual caso previene el art. 40. (339 de id.) 

Art. 43. El español que cometiere en país extranjero un delito de 
los que el Código penal español califica de graves, contra un extranje- 
ro, será juzgado en España si concurren las tres circunstancias señala- 
das en el artículo que precede, y por los mismos Jueces que en él se de- 
signan. (340 de id.) 

Art. 44. No podrá procederse criminalmente en el caso del artículo 
anterior, cuando el hecho de que se trate no sea delito en el país en 
qu ; se perpetró, aunque lo sea según las leyes de España. (341 de id.) 

Art. 45. Los españoles que delincan en país extranjero y sean en- 
tregados á los Cónsules de España, serán juzgados con sujeción á las 
leyes en cuanto lo permitan las circunstancias locales. 

Instruirá el proceso en primera instancia, el Cónsul ó el que le 
reemplace, si no fuere Letrado, con el auxilio de un Asesor, y en su de- 
fecto con el de dos adjuntos, elegidos entre los súbditos españoles, los 
cuales serán nombrados por él al principio de cada año y actuarán en 
todas las causas pendientes ó incoadas durante el mismo. 

Terminada la instrucción de la causa, y ratificadas á presencia del 
reo ó reos presuntos, las diligencias practicadas, se remitirán los autos 
al Juez ó Tribunal español que, atendida la naturaleza del delito, tenga 
competencia para conocer de él y sea el más próximo al Consulado en 
que se haya seguido la causa, á no ser que por fuero personal debiera 
ser juzgado el reo por distinta jurisdicción que la ordinaria, si hubie- 
re delinquido en España, en cuyo caso lo será por el Tribunal Superior 
correspondiente al fuero que disfrute. (342 de id.) 

Art. 46. La jurisdicción ordinaria es competente para conocer de 
las faltas, sin más excepciones que las señaladas en la ley respecto á 
los militares y marinos. (343 de id.) 

Art. 47. Los Jueces dei lugar en que se cometa una falta, son los 
únicos competentes para juzgarla. (344 de id.) 

Art. 48. En las faltas cometidas en país extranjero en que sean en- 
tregados los que las cometan á los Cónsules españoles, juzgará en pri- 
mera instancia el Vicecónsul, si lo hubiere, y en apelación el Cónsul 
con su Asesor, si no fuere Letrado; á falta de Asesor, con los adjuntos 
de que habla el art. 45. Si no hubiere Vicecónsul, hará sus veces un 
súbdito español, elegido del mismo modo que los adjuntos, al principio 
de cada año. 

Estos juicios se seguirán en conformidad á las leyes del Reino. (345 
de id.) 


(í) En el texto legal que aquí se reproduce, parece que debió cometerse un ye- 
ro de imprenta, poniendo chaya» en vez de «no haya cumplido su condena.» 
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Art. 49 Lo prescrito en esta Sección respecto á delitos cometidos 
en el extranjero, se^entenderá sin perjuicio de los tratados vigentes ó 
que en adelante se celebren con potencias extranjeras. (346 de id ) 


REFERENCIA. 


Del asunto de estas dos secciones se ha tratado en las páginas 
5 á 10, 252 á 265 y 268 á 272 del tomo I de nuestra obra. Pero de- 
bemos advertir que la materia de que tratan los arts. 46, 47 y 48, 
por pertenecer á fallas y no á delitos, está tratada en las páginas i 
á 10 y 171." 

OBSERVACION. 


La Compilación oficial contiene una nota en el art. 42, que dice 
así: «En el texto legal que aquí se reproduce, parece que debió co- 
meterse un yerro de imprenta, poniendo haya en vez de no haya 
cumplido su condena .» 

Nosotros, que hemos tratado de esta materia en la pág. 270 y 
siguiente del tomo I de nuestra obra, no hemos hecho notar el pre- 
sunto yerro de imprenta , porque hemos creido que no existe. Y la 
divergencia es importante, porque recae sobre un punto de tras- 
cendencia. Esto nos obliga á dar una explicación. 

El art. 42 de la Compilación está tomado del 339 de la ley or- 
gánica del Poder judicial, y éste dispone que el español que come- 
ta un delito en país extranjero contra otro español, será juzgado en 
España. Pero para ello exige, entre otras condiciones, que no haya 
sido absuello en el extranjero, porque no parece justo que habien- 
do sido declarado inculpable en el juicio, se le someta á otro juicio 
después; que no haya sido indultado en el extranjero, porque una 
vez perdonado, es duro que se deje sin efecto el perdón; y en fin, 
que no haya sufrido la pena de su delito, porque sería una injus- 
ticia insigne hacerle sufrir dos penas por un solo delito. Se ve, 
pues, con claridad que esta última condición se puede redactar, 
como la ha redactado la ley orgánica, en estos términos: «que el 
delincuente no haya sido penado y haya cumplido su condena,» ó 
lo que es igual, que no haya sido penado y ejecutado. Si ha sido 
penado y ha cumplido su condena, no se le puede procesar; pero 
íá no ha sido penado ó no ha cumplido su condena, bien puede 
procesársele después imponiéndole otra pena en lugar de laque no 
sufrió, porque en tal caso, no se le obliga á cumplir dos condenas 
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sino sólo la última. Por eso dispone el artículo en su último párra- 
fo, que si hubiese cumplido parte de la pena impuesta en el ex- 
tranjero, se tendrá en cuenta para rebajar la que se. le imponga en 
España. En resúmen: si el delincuente no ha sido penado, se le 
puede procesar; si ha sido penado v no ha cumplido por completo 
su condena, también; pero si ha sido penado y ha cumplido toda 
su condena, no se le puede procesar de nuevo. Por esto exige la 
ley para que se le pueda procesar, que no haya sido penado y cum- 
plido su condena. Nos parece que con esta observación queda des- 
vanecido el escrúpulo de la Compilación, y que podemos convenir 
en que la ley orgánica no adolece de un yerro de imprenta. Pero 
hay que confesar que la locución de la ley es un tanto oscura y da 
lugar á duda. Más clara habría sido si se hubiera expresado en 
estos términos: «Que el delincuente no haya sido absuelto, indul- 
tado ó penado en el extranjero, ó que, habiendo sido penado, no 
haya cumplido su condena .» 


La Compilación ordena: que los españoles que delincan en país 
extranjero y sean entregados á los Cónsules de España, serán juz- 
gados con sujeción á las leyes en cuanto lo permitan las circunstan- 
cias locales: que instruirá el proceso en primera instancia el Cón- 
sul ó el que le reemplace, si no fuere Letrado, con el auxilio de un 
Asesor, y en su defecto, con el de dos adjuntos, elegidos entre los 
súbditos españoles, los cuales serán nombrados por él al principio 
de cada año, y actuarán en todas las causas pendientes ó incoadas 
durante el mismo; y que, terminada la instrucción de la causa, y 
ratificadas á presencia del reo ó reos presuntos las diligencias prac- 
ticadas, se remitirán los autos al Juez ó Tribunal español que , 
atendida la naturaleza del delito, tenga competencia para conocer 
de él, y sea el más próximo al Consulado en que se haya seguido 
la causa. ( Art . 45.) 

Esta disposición está tomada del art. 342 de la ley orgánica de! 
Poder judicial; pero éste artículo no está en observancia después 
del decreto del Ministerio -Regencia de o de Enero de 1875. La ley 
orgánica suponía la institución de la instancia única en todas las 
causas y el juicio oral- ante los Tribunales, como suponía también 
la existencia de los Jueces de instrucción ; y atribuyendo este ca- 
rácter á los Cónsules de España en país extranjero, dispuso que, 
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terminado el sumario, lo remitieran al Tribunal español competen- 
te, que podia ser el de partido, la Audiencia ó el Tribunal Supie - 
mo. Pero declarada en suspenso la observancia de la ley en este 
punto, v debiendo conocer de las causas en primera instancia los 
Jueces de partido, debe hoy el Cónsul elevar la causa á plenario y 
dictar sentencia como venia haciéndolo ántes de que se publicara la 
ley orgánica, conforme á lo dispuesto por el Real dereto le 29 de 
Setiembre de 1848 y por la ley orgánica de la carrera consular y 
Reglamento de 31 de Mayo de 1870. (Véase lo expuesto sobre esta 
materia en las pags. 170 á 179 del tomo I de nuestra obra, donde 
se ha tratado de la organización y atribuciones de los Tribunales 
consulares). 

Sección tercera. — De la competencia de las jurisdicciones especiales 

en lo criminal. 

Art. 50. La jurisdicción do Guerra y la de Marina serán las Unicas 
competentes para conocer respectivamente, con arreglo á las Ordenan- 
zas militares del Ejército y de la Armada, de las causas criminales por 
delitos comelidos por militares y marinos de todas clases en servicio 
activo del Ejército ó de la Armada. (347 de id.) 

Art. 51. Bajo la denominación de servicio militar activo, para los 
efectos legales, se comprende el que presta el Ejército permanente y la 
Marina, el que se hace por los cuerpos de la Guardia civil, los res- 
guardos de Hacienda y cualquiera fuerza permanente, organizada mi- 
litarmente, que dependa en este concepto del Ministerio de la Guerra 
ó Marina, y esté mandada por Jefes militares, y sujeta á las Ordenan- 
zas del Ejército ó de la Armada en lo que se refiera al cumplimiento 
de sus deberes militares, aunque tenga por objeto principal auxiliar á 
la Administración y á los funcionarios del órden judicial. 

Sin embargo, los individuos de los cuerpos que se hallaren en este 
Ultimo caso, rio serán responsables á la jurisdicción militar en lo que 
se refiere á los delitos ó fallas que cometiesen como agentes de las Au- 
toridades administrativas ó judiciales, respecto á las cuales serán juz- 
gados por la jurisdicción ordinaria. (348 de id.) 

Art. 52. No están comprendidos ertel párrafo primero del artículo 
anterior, y serán por lo tanto juzgados por la jurisdicción ordinaria: 

I o Los retirados del servicio, sus mujeres, hijos y criados. 

2° Las mujeres, hijos y criados de los que estén en servicio activo. 

3” La gente de mar, por delitos comunes cometidos en tierra. 

4° Los operarios de arsenales, astilleros, fundiciones, fábricas y par- 
ques de Marina, Artillería é Ingenieros, por delitos cometidos fuera de 
sus respectivos establecimientos. 

5 o Los reos de delitos contra la seguridad interior del Estado y el 
órden publico, cuando la rebelión ó sedición- no tenga carácter mi- 
litar. ° 

6 Los reos de atentado y desacato contra las autoridades políticas, 
administrativas ó judiciales. 
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V Los reos por los delitos de tumulto, de desórdenes públicos y por 
pertenecer á asociaciones ilícitas. 

8 o Los reos de falsificación de sellos, marcas, monedas y documentos 
públicos. 

9 o Los reos de robo en cuadrilla. 

10. Los reos de adulterio, estupro ó violación. 

11. Los reos militares por injuria ó calumnia á personas que no sean 
militares. 

12. Los reos por defraudación ó contrabando y delitos conexos, co- 
metidos en tierra, á no haberse hecho resistencia armada á, la fuerza 
pública. 

13. Los que hubieren dilinqnido ántes de pertenecer á la milicia, ó 
estando dados de baja ó desempeñando algún empleo ó cargo público 
que no sea militar, ó habiendo desertado. 

1 4. Los que incurrieren en faltas castigadas en el libro 3 o del. Código 
penal, excepto aquellos á que las Ordenanzas, Reglamentos y bandos 
militares del Ejército y Armada señalen pena mayor cuando fueren 
cometidas por militares, las cuales serán de la competencia de la juris- 
dicción de Guerra ó de Marina (349 de id.) 

Art. 53. Las jurisdicciones de Guerra ó de Marina en sus casos res- 
pectivos, serán las únicas competentes para conocer de los delitos si- 
guientes: 

I o De las causas criminales por delitos cometidos por militares ó 
marinos de todas clases en servicio activo, cá excepción de los expre- 
sados en el artículo anterior. 

2 o De los delitos de traición, que tengan por objeto la entrega de 
una escuadra, plaza, puerto militar, buque del Estado, arsenal ó alma- 
cenes de pertrechos navales ó de municiones de boca ó guerra. 

3 o De los delitos de seducción de tropa de tierra ó de mar, ya se 
refieran á militares ó marineros, españoles ó extranjeros que se hallen 
al servicio de España, para que deserten desús banderas ó buques en 
tiempo de guerra ó se pasen al enemigo. 

4 o De los delitos de espionaje, insulto á centinelas, á salvaguardias 
y tropa armada de tierra ó de mar, y de atentado ó desacato á la auto- 
ridad militar. 

5 o Dejos delitos de seducción y auxilio á la deserción en tiempos 
de paz. 

6 o De los delitos de robo de armas, pertrechos, municiones de toca 
y guerra, ó efectos pertenecientes á la hacienda militar ó de marina en 
los almacenes, cuarteles, establecimientos militares, arsenales y bu- 
ques del Estado, y de incendio cometido en los mismos parajes. 

I o De los delitos cometidos en plazas sitiadas por el enemigo, que 
tiendan á alterar el orden público ó á comprometer la seguridad de las 
mismas. 

8 o De los delitos que se cometan en los arsenales del Estado contra 
el régimen interior, conservación y seguridad de estos estableci- 
mientos. ' 

9 o De los delitos y faltas comprendidos en los bandos que con arre- 
glo á ordenanza pueden dictar los Generales en jefes de los Ejércitos y 
los Almirantes de las escuadras. 

10. Délos delitos cometidos por los prisioneros de guerra y per- 
sonas de cualquier clase, condición y sexo que sigan al ejército en cam- 
paña, ó que conduzcan los buques del Estado. 
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H. De los delitos de los asentistas del Ejército ó de la Marina, que 

tengan relación con sus asientos y contratas. 

\l. De las causas por delitos de cualquiera clase cometidos á bordo 
de las embarcaciones, así nacionales como extranjeras, cuando no sean 
de "¡jorra y se cometan los delitos en puertos, bahías, radas ó cualquier 
otro punto de la zona marítima del Reino, ó por piratas apresados en 
alta mar cualquiera que sea el país á que pertenezcan, y de las repre- 
sabas y contrabando marítimo, naufragios, abordajes y arribadas. 

No obstante lo prevenido en este número, cuando los delitos comu- 
nes cometidos en buques mercantes extranjeros, en la zona marítima 
española, lo fueren por los individuos de las tripulaciones contra otros 
individuosde las mismas, serán entregados los delincuentes que no sean 
españoles á los Agentes consulares ó diplomáticos de la nación cuyo 
pabellón llevase el buque en que se cometió el delito, si fueren reclama- 
dos oficialmente, á no disponer otra cosa los tratados. 

13. De las faltas especiales que se cometan por los militares ó por 
individuos de la Armada en el ejercicio de sus funciones ó que afecten 
inmediatamente al desempeño de las mismas. 

14. De las infracciones de las reglas de policía encías naves, puertos, 
playas y zonas marítimas, de las Ordenanzas de Marina y Reglamentos 
de pesca en las aguas saladas del mar. (350 de id.) 

REFERENCIA. 


De la materia de esta sección se ha tratado en las páginas 263 
á 268 del tomo I de nuestra obra, habiéndose expresado con sepa- 
ración los casos de la competencia de los Tribunales de Guerra y 
los que pertenecen á la de los Tribunales de Marina. 

CAPÍTULO IV. — De las cuestiones de competencia. 


Art. 54. Podrán promover y sostener las cuestiones de competencia: 
1° Los Juzgados municipales. 

2 o Los de primera iustanoia. 

3 o Las Audiencias. (352 ref. de id ) 

Art. 55. El Tribunal Supremo no podrá formar competencias, y nin- 
gún Juez ó Tribunal podrá promoverlas contra él. (353 y 335 ref. 
de id. ) 


Art. 56. Cuando algún Juzgado ó Tribunal entendiere en negocios 
que sean de las atribuciones y competencia del Tribunal Supremo, se 
limitará éste á ordenar que se abstenga de todo procedimiento el que 
indebidamente ejerciese funciones que no son suyas, y que le remita 
los antecedentes. 


t T T b ! e ?. l? ot ^ ordenar que se le remesen éstos para examinar si el 
Juzgado ó Tribunal conoce de negocios que estén reservados á él por 
las leyes. (356 de id.) 

^ as cuestiones de competencia pueden promoverse por in- 
hibitoria o por declinatoria. (357 de id.) 

„ n ^ t - n 58 - Inhibitoria se intentará ante el Juez ó el Tribunal á 
S, 8 L COn f ere com P 0te nte, pidiéndole que dirija oficio al que se 
míe no serlo, para que se inhiba y remita la causa. (358 ref. de id.) 



Art. 59. La declinatoria se propondrá ante el Juez ó Tribunal á 
quien se considere incompetente, pidiéndole que se separe del conoci- 
miento de la causa y la remita al tenido por competente. (359 ref. 
de id.) 

Art. 60. La inhibitoria y la declinatoria podrán ser propuestas en 
los negocios criminales, por el Ministerio fiscal, por los acusadores, 
cuando los procedimientos no se hayan comenzado á su instancia, por 
los procesados y por los responsables civilmente del delito. (360 ref. 
de id.) 

Art. 61. Podrán proponer la inhibitoria ó la declinatoria en lo cri- 
minal: 

El Ministerio fiscal en cualquiera estado de la causa. 

El acusador privado sólo al .presentarse como parte en ella. 

El procesado y el que sea considerado como parte civil en la causa 
terminado el sumario. (362 ref. de id.) 

Art. 62. El que hubiere optado por uno de los medios señalados en 
el art. 57 para promover las competencias, no podrá abandonarlo y re- 
currir á otro, ni emplearlos simultánea ó sucesivamente, debiendo pa- 
sar por el resultado de aquel á'que hubiese dado preferencia. (363 ref. 
de id.) 

Art. 63. El Juez ó Tribunal que se considere competente en lo cri- 
minal, deberá en cualquier tiempo y en cualquier estado de la causa, 
promover la competencia. (364 ref. de id.) 

Art. 64. No es permitido á los Jueces de primera instancia inhibir 
á la jurisdicción ordinaria del conocimiento de una causa sin la apro- 
bación de la Audiencia, con quien debe consultarse préviamente el 
.auto inhibitorio para que la competencia se halle en estado de deci- 
dirse. [Art. 5! del Reglamento prov. ) 

Art. 65. La inhibitoria se propondrá en escrito, que firmará un 
Letrado. 

En el escrito expresará el que la proponga que no ha empleado la 
declinatoria. 

Si resultare lo contrario, será condenado en las costas, aunque se 
decida en su favor la competencia ó aunque él la abandone en lo su- 
cesivo. (365 de laL. O.) 

Art. 66. Los Jueces y Tribunales ante quienes se proponga la inhi- 
bitoria oirán al Ministerio fiscal cuando no fuere éste quien la hubiere 
propuesto. El Ministerio fiscal contestará dentro de tercer dia. (366 
ref. de id.) 

Art. 67. Con vista de lo que diga el Ministerio fiscal, ó sin ella en 
los casos en que, con arreglo al artículo que antecede, no proceda, 
mandarán los Jueces ó Tribunales librar oficio inhibitorio, ó declararán 
no haber lugar á hacerlo en auto motivado. (367 de id.) 

Art. 68. Los autos en que los Jueces municipales denegaren el re- 
querimiento de inhibición, serán apelables en ambos efectos. 

Contra lo que en segunda instancia decidieren los Jueces de parti- 
do, sólo habrá recurso de casación en su caso. (368 ref. de id.) 

Art. 69. Los autos en que los Jueces de primera instancia denega- 
ren el requerimiento de inhibición en materia criminal, serán apela- 
bles para ante la Audiencia. (369 ref. de id.) 

COMPILACION 5 
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Art. 70. Contra los autos de las Audiencias denegando el requeri- 
miento de inhibición, sólo habrá, en su caso, recurso de casación en lo 
criminal. (37 O ref.de id.) 

Art 71. Con el oficio de inhibición se acompañará testimonio del 
escrito en que se haya pedido, de lo expuesto poi el Ministerio fiscal, 
de la providencia que se hubiere dictado y de lo demás que los Tribu- 
nales y Jueces estimen conducente para fundar su competencia. (371 

ref. de id.) 

Art. 72. El Juez ó Tribunal requerido, cuando reciba el oficio de 
inhibición, oirá en las causas criminales al Ministeiio fiscal y al acusa- 
dor privado si lo hubiere, y además, cuando se hallare ya la causa en 
plenario, al procesado ó procesados y á los que sean parte como res- 
ponsables civilmente del delito. (3/2 ref. de id.) 

Art. 73. Las comunicaciones de que trata el artículo anterior serán 
sólo por tres dias, pasados los cuales sin devolverse los autos, se reco- 
gerán de oficio con contestación ó sin ella, y el Juez dictará auto inhi- 
biéndose ó negándose á hacerlo. (373 de id.) 

Art 74. El auto en que se inhibieren los Jueces ó Tribunales sólo 
será apelable en los casos establecidos en los artículos 68 y 69. (374 


ref. de id ) 

Art. 75. Consentida ó ejecutoriada la sentencia en que los Jueces ó 
Tribunales se hubiesen inhibido del conocimiento de una causa, se re- 
mitirán los autcs al Juez ó Tribunal que hubiere propuesto la inhibi- 
toria, con emplazamiento de las partes para que puedan comparecer 
ante él para usar de su derecho, y se pondrán á su disposición en las 
causas criminales los procesados, las pruebas materiales del delito y 
los bienes embargados. (375 ref. de id.) 

Art. 76. Si se negare la inhibición, se comunicará el auto al Juez ó 
Tribunal que la hubiere propuesto, con testimonio de los escritos de 
los interesados, del Ministerio fiscal y de lo demás que se crea conve- 
niente. (376 de id.) 


Art. 77. En el oficio que los Jueces 'ó Tribunales dirijan en el caso 
del artículo anterior, exigirán que se les conteste para continuar ac- 
tuando si se les deja en libertad, ó que se remita la causa á quien cor- 
res onda, para que se decida la competencia. (377 de id.) 

Art. 78. Recibido el oficio expresado en el artículo anterior, los 
Jueces ó Tribunales que hayan propuesto la inhibitoria dictarán, sin 
más sustanciacion, auto en el término de tercero dia. (378 de id.) 

Art 79. Los autos en que se inhibieren los Jueces ó Tribunales, 
sólo serán apelables en los casos establecidos en los artículos 68 y 69. 
(379 rpf. de id.) J 


Art. 80. Consentido ó ejecutoriado el auto en que los Jueces ó Tri- 
bunales desistan de la inhibitoria, lo comunicarán al requerido de in- 
, lición, remitiéndole lo actuado ante el mismo para que pueda man- 
darlo unir á los autos. (380 de id.) 

Art. 81 Si los Jueces ó Tribunales insistieren en la inhibitoria la 
comunic u án a los que hubieren sido requeridos de inhibición para que 

‘° n 8 a aul r 08 al 1 Tr ‘ b « na J fi lie corresponda, haciéndolo ellos de lo 
actuado en su Juzgado ó Tribunal. (381 de id.) 

Art. 82. Cuando los Jueces ó Tribunales entre quienes se empeñe la 
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cuestión de competencia tuvieron un superior común, le remitirán !a 
causa y las actuaciones relativas á la misma cuestión. (382 de id.) 

Art. 83. Si los Jueces ó Tribunales ejercieren jurisdicción de diversa 
clase ó desempeñaren sus cargos en territorio no sujeto á un superior 
común, remitirán los autos y actuaciones sobre la inhibitoria al Tribu- 
nal Supremo. (383. nte id.) 

Art. 84. Las competencias se decidirán dentro de los cuatro dias si- 
guientes á aquel en que el Ministerio fiscal hubiese emitido su dictá- 
men. (384 de id.) 

Art. 85. Contra los autos de las Audiencias en que se decidan cues- 
tiones de competencia, sólo se dará el recurso de casación en su caso. 

Contra los del Tribunal Supremo no habrá ulterior recurso. (385 
de id.) 

Art. 86. Los autos del Tribunal Supremo en que se decidan com- 
petencias, se publicarán dentro de los diez dias siguientes á su fecha 
en la Gaceta , y á su tiempo en la Colección legislativa. 

Los de las Audiencias en los Boletines oficiales de las provincias 
que comprenda su distrito, dentro de los quince dias siguientes á su 
fecha. ( t86 de id.) 

Art. 87. El Tribunal Supremo podrá conderrar al pago de las costas 
causadas en la inhibitoria al Juez ó Tribunal, y á las partes que la hu - 
biesen sostenido ó impugnado con notoria temeridad, determinando en 
su caso ia proporción en que deban pagarlas. 

Lo mismo podrán hacer las Audiencias respecto á los Jueces y á las 
partes, en el caso expresado en el párrafo anterior. 

Cuando no hicieren especial condenación de costas, se entenderán 
de oficio las causadas en la competencia. (387 de id.) 

Art. 88. Los Tribunales que hayan resuelto la competencia, remi- 
tirán la causa y las actuaciones que hubiesen tenido á la vista para de- 
cidirla, con certificación del auto, al Tribunal ó Juez declarados com- 
petentes, y cuidarán de que se haga efectiva la condenación en las 
costas que hubiesen impuesto, librando al efecto las órdenes oportu- 
nas. (388 de id.) 

Art. 89. Cuando la cuestión de competencia, empeñada entre dos ó 
más Tribunales ó Jueces, fuere negativa por rehusar todos entender en 
una causa, la decidirá el superior común, ó el Tribunal Supremo en su 
caso, siguiendo para ello los mismos trámites prescritos para las de- 
más competencias. (3 V 9 ref. de id.) 

Art. 90. Las cuestiones de jurisdicción promovidas por Jueces ó 
Tribunales seculares contra Jueces y Tribunales eclesiásticos, se sus- 
tanciarán y decidirán con sujeción á las reglas establecidas para los 
recursos de fuerza en conocer. (390 de id.) 

Art. 91. Guando los Jueces y Tribunales eclesiásticos estimaren que 
les corresponde el conocimiento de una causa un que entiendan los Jue- 
ces ó Tribunales seculares, podrán requerirles de inhibición, y si no 
se inhibieren, recurrir en queja al superior inmediato de estos, el cual, 
después de oir al Ministerio fiscal, resolverá lo que creyere pro- 
cedente. 

Contra esta resolución no se dará recurso alguno. (391 de id.) 
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Art. 92. Las declinatorias se sustanciarán en la forma que para los 
artículos de pié vio pronunciamiento establece la ley . 

Contra los autos que pronuncien las Audiencias sólo se dará en su 
caso el recurso de casación. (392 re f . de id.) 

Art. 93. Las inhibitorias y las declinatorias propuestas en las cau- 
sas criminales durante el sumario, no suspenderán su curso, el cual 
se continuará por el órden que se expresa en los números siguientes: 

I o Cuando hubiere conformidad sobre el lugar en que se cometió 

el delito, por el Tribunal ó Juez que lo sea de él. 

2 o Cuando no hubiere dicha conformidad, por el que hubiere co- 
menzado ántes á actuar. 

3 o Cuando hubieren principiado ámbos en una misma fecha, por el 
Tribunal ó Juez requerido de inhibición. (393 de id.) 

Art. 94. Las inhibitorias y las declinatorias en las causas crimina- 
les durante el plenario, suspenderán los procedimientos hasta que se 
discuta y decida la cuestión de competencia. 

Durante la suspensión, el Tribunal óJuez á quien corresponda, se- 
gún los casos establecidos en el artículo anterior, practicará cualquiera 
actuación que sea absolutamente necesaria, y de cuya dilación pudie- 
ran resultar perjuicios irreparables, ya sea de oficio, ya á instancia de 
cualquiera que tenga uu interés legítimo. (394 ref. de id.) 

Art. 95. En el caso de competencia negativa en las causas crimi- 
nales entre la jurisdicción ordinaria y otra privilegiada, la ordinaria 
empezará ó continuará la causa. (395 de id.) 

Art. 96. Cuando la competencia fuere entre Tribunales y Jueces 
que ejerciesen una misma clase de jurisdicción, empezará ó continuará 
la causa : 

l u El Juez del lugar en que se cometió el delito, si en el lo hubiese 
conformidad. 

2 o No habiendo conformidad respecto al lugar donde se cometió el 
delito, el primero que hubiere empezado á actuar, y si tampoco en 
este punto hubiese conformidad, aquel ante quien se hubiese presen- 
tado querella ó denuncia. 

En los casos en que no sean aplicables las reglas anteriores, de- 
berá continuarse la causa por el Juez que hubiese promovido la com- 
petencia negativa. (396 de id.) 

Art 97. Para la decisión de toda competencia en lo criminal, el 
fribunal óJuez que deba continuar conociendo de la causa, remitirá 
al superior inmediato, cualquiera que sea el estado en que la compe- 
tencia se empeñare, testimonio de las actuaciones relativas á la inhi- 
bitoria, y de lo demás <¡ue sea conducente en apoyo de su intención, 
reteniendo la causa para su continuación si se hallase en sumario. 

El Tribunal ó Juez que no deba continuar actuando, remitirá ori- 
ginal la causa, y si no la hubiere comenzado, las actuaciones relativas 
á la inhibitoria. (397 de id.) 

Art 98. Todas las actuaciones que se hayan practicado hasta la de- 
cisión de las competencias serán válidas, sin necesidad de que se ratifi- 
quen ante el Juez ó Tribunal que sea declarado competente. (398 de id.) 
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REFERENCIA. 

De la materia de este capítulo se ha tratado en las páginas 272 
á 292 del tomo I de nuestra obra, habiéndose expuesto la sustan- 
ciacion correspondiente á las cuestiones de competencia entre los 
Juzgados municipales, entre los Juzgados de primera instancia, 
entre un Juzgado y una Audiencia y entre dos Audiencias. El for- 
mulario de estos procedimientos existe en las páginas 337 á 406. 

OBSERVACION. 

Tratando la Compilación de los trámites que deben observarse 
en las cuestiones de competencia, dispone: que si el Juez ó Tribu- 
nal requerido de inhibición se negare á ella, comunicará el auto al 
que la hubiere propuesto, exigiendo que le conteste para continuar 
actuando si le deja en libertad ( artículos 76 y 77); que recibido el 
oficio por el que haya propuesto la inhibitoria, dictará auto en el 
término de tercero dia ( art . 78), y que los autos en que se inhibie- 
ren los Jueces ó Tribunales, serán apelables. (Art. 79.) 

Nosotros hemos entendido otra cosa distinta, según puede ver- 
se en la pág. 282 del tomo I de nuestra obra. Hemos entendido, 
que en esos autos á que se refiere la Compilación, no se inhiben los 
Jueces ó Tribunales sino que desisten de la inhibitoria. Si son ellos 
los que han suscitado la cuestión de competencia requiriendo de 
inhibición, claro es que no conocen del juicio; y si no conocen, mal 
pueden inhibirse : lo que pueden hacer y hacen es desistir de la in- 
hibitoria propuesta por ellos. 

Y después de todo esto, la Compilación viene á convenir con 
nuestra manera de ver, pues en el art. 80, que es el inmediato, 
continúa hablando de los trámites de la cuestión de competencia, 
y dice: «Consentido ó ejecutoriado el auto en que los Jueces ó Tri- 
bunales desistan de la inhibitoria, lo comunicarán al requerido de 
inhibición, remitiéndole lo actuado ante el mismo (ante el mismo 
desislente) para que pueda mandarlo unir á los autos.» Tanto el 
artículo 79 como el 80 de la Compilación, están tomados respecti- 
vamente de los artículos 379 y 380 de la ley orgánica, que nosotros 
tuvimos presentes y que pusimos en armonía para que desapare- 
ciera la disconformidad en que se encuentran. 


La Compilación dispone: que las declinatorias se sustanciarán 
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en la forma que para los artículos de prévio pronunciamiento esta- 
blece la ley; y que contra los autos que pronuncien las Audien- 
cias, sólo se dará en su caso el recurso de casación. ( Art . 92.) 

Esta disposición ha sido tomada en su primera parte del artí- 
culo 580 de la ley de Enjuiciamiento criminal, y en su parte se- 
gunda, del art. 392 de la Ley orgánica del Poder judicial. Pero 
respecto de esta última parte debemos hacer notar tres diferencias 
que se advierten entre nuestra obra y la Compilación, y que no de- 
jan de tener alguna importancia. 

1/ Al tratar nosotros de los artículos de prévio pronunciamiento 
en las páginas 491 y siguientes del tomo II, no hemos dado á la re- 
solución del artículo ó incidente la denominación de auto, como lo 
hacen la ley orgánica y la Compilación, sino el nombre de senten- 
cia, fundándonos en el art. 668 de la misma ley orgánica y atem- 
perándonos también á la locución de la de Enjuiciamiento criminal 


en su art. 589. 

2.* Consiste la segunda diferencia en que la Compilación y la 
ley orgánica, á su vez, establecen contra dicha resolución el re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma, al paso que no- 
sotros lo consideramos establecido por infracción de ley, según 
puede verse en la página 494 de dicho tomo II, fundándonos en el 
art. 861 de la misma Compilación, que es el 797 de la ley de En- 
juiciamiento criminal. Decimos que la Compilación establece dicho 
recurso por quebrantamiento de forma, por que hace uso de la fra- 
se «en su caso» la cual dá á entender que el recurso solo procede 
cuando llega el caso de dictarse la sentencia definitiva que resuel- 
ve la causa. Esto significa la frase anotada según el tecnicismo ju- 
rídico que se emplea en las leyes de casación. «En su caso,» esto 
es, en el caso de que la sentencia definitiva que se pronuncie al 
terminar el juicio, sea adversa á la parte que propuso el incidente. 
Nosotros nos hemos abstenido de consignar dichas palabras, porque 
este recurso de casación no se ha establecido para el caso indicado, 
sino que procede interponerlo y debe admitirse luego que se dicte 
la sentencia en el incidente ó artículo de declinatoria, sin esperar 
á qjie recaiga la resolución definitiva del juicio criminal. 

5 Las dos diferencias que acabamos de exponer, versan sobre lo 
que dice la Compilación, y la tercera versa sobre lo que no dice 
se c un la Compilación, se da el recurso de casación contra los au- 
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tos (sentencias) que pronuncian las Audiencias en el artículo de 
prévio pronunciamiento sobre declinatoria de jurisdicción; y no 
dice más. Pero nosotros hemos creído que debe añadirse á esto una 
circunstancia importante, á saber: la circunstancia de que la ex- 
cepción de declinatoria haya sido desestimada, pues si se estimare, 
no cabe recurso alguno contra la resolución. Así lo expusimos en 
las páginas 494 y 495 del citado tomo II, hablando del artículo de 
prévio pronunciamiento ante los Juzgados de primera instancia y 
ante las Audiencias; y nos fundamos en las últimas palabras del ar- 
tículo 850 de la Compilación, que es el 593 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal. 


Al tratar la Compilación déla importante materia de las cuestio- 
nes de competencia, se ha limitado á disponer la sustanciacion que 
debe darse á dichas cuestiones cuando se promueven entre Jue- 
ces ó Tribunales ordinarios, y nada ha dispuesto acerca de los trá- 
mites que deben observarse cuando se entabla la contienda entre 
Jueces ó Tribunales ordinarios y los especiales de Guerra y Mari- 
na, ó entre aquellos y la Administración pública, si bien ha indica- 
do ligeramente en el art. 91 lo que debe practicarse cuando los 
Ju eces ó Tribunales eclesiásticos estimaren que Ies corresponde el 
conocimiento de una causa en que entiendan los Jueces ó Tribuna- 
les seculares. Es lamentable este vacío, v tanto mas de extrañar 
cuanto que en la ley orgánica del Poder judicial y en el Regla- 
mento de 25 de Setiembre de 1863 se establecen reglas para la 
sustanciacion de estas cuestiones en que tanto se interesa la juris- 
dicción ordinaria. (Puede verse lo que dejamos expuesto en las 
páginas 302 á 329 del tomo I de nuestra obra y el formulario 
correspondiente en las págs. 432 á 456. 

CAPITULO V. — De los recursos de fuerza en conocen. 

Art. 99. El recurso de fuerza en conocer procederá cuando un Juez 
ó Tribunal eclesiástico conozca ó pretenda conocer de una causa no su- 
jeta á su jurisdicción ó llevar á ejecución la sentencia que hubiese 
pronunciado en negocio de su competencia, procediendo por embargo 
y venta de bienes, sin impetrar el auxilio de la jurisdicción ordinaria. 
<399 de la L. O.) 

Art. 100. Podrán promover el recurso de fuerza en conocer : 

\° Los que se consideraren agraviados por la usurpación de atribu- 
ciones hecha por un Juez ó Tribunal eclesiástico. 
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2 0 Los Fiscales de las Audiencias y el del Tribunal Supremo. (400 
de ui.) 

Art. 101. Los Fiscales municipales, los Promotores fiscales de Juz- 
gados de primera instancia, los Jueces y los Tribunales de la jurisdic- 
ción ordinaria, no podrán promover directamente recursos de fuerza 

Cuando supieren que alguna autondau judicial eclesiástica se naya 
entrometido á entender en negocios ajenos á su jurisdicción, se dirigi- 
rán á los Fiscales de las Audiencias ó al del Supremo, según sus atii- 
buciones respectivas, dándoles las noticias y datos que tuvieien, para 
que puedan promover el recurso si lo estimaren procedente. (401 
ref. de id.) 

Art. 102. Los que considerándose agraviados por un Juezó Tribu- 
nal eclesiástico quisieren promover el recurso de fuerza en conocer, lo 
propondrán en los términos que prescribe la ley. (402 de id.) 

Art. 103. El Ministerio fiscal promoverá el recurso directamente y 
sin preparación alguna. (403 de id.) 

Art. 104. El agraviado preparará el recurso ante el Juez ó Tribunal 
eclesiástico solicitando en petición fundada que se separe del conoci- 
miento del negocio y remita los autos ó las diligencias practicadas aL 
Juezó al Tribunal competente, protestando, si no lo hiciere, impetrar 
la Real protección contra la fuerza. (404 de id.) 

Art. 105. Cuando el Juez ó Tribunal eclesiástico denegare la pre- 
tensión hecha con arreglo al articulo anterior, podrá el agraviado pedir 
testimonio déla providencia denegatoria, y obtenido, se tendrá el re- 
curso por preparado. (405 de id.) 

Art. 106. En el caso de que el Juez ó Tribunal eclesiástico denegare 
el testimonio expresado en el artículo anterior, ó no diere providencia 
separándose del conocimiento de la causa, podrá el agraviado recurrir 
en queja á la Audiencia en cuyo territorio ejerciese aquel su jurisdic- 
ción, ó aj Tribunal Supremo según sus respectivas atribuciones, en con- 
formidad á lo establecido en la ley. (406 de id.) 

Art. 107. El Tribunal ante quien se interpusiere la queja, si fuere 
competente para conocer del recurso, ordenará al Juez ó Tribunal ecle- 
siástico que facilite el testimonio al recurrente en el término de tercer 
dia, desde aquel en que reciba la Real provisión que al efecto se le di- 
rija. (407 de id.) 

Art. 108. Cuando no cumpliere el Juez ó Tribunal eclesiástico con 
lo ordenado en la provisión de que trata el articulo anterior, se le diri- 
girá segunda Real provisión, conminándole con .la pena establecida 
para este caso en el Código penal. (408 de id.) 

Art. 109. Si no obedeciese á la segunda Real provisión, el Tribunal 
que conozca del recurso mandará al Juez de primera instancia ó en 
cuya jurisdicción residiere el J uez ó Tribunal eclesiástico, que recoja los 
autos y se los remita, y que proceda desde luego á la formación de la 
causa criminal correspondiente. 

En este caso, el recurso de fuerza quedará preparado con la remesa 
de los autos. (409 ref. de id.) 

Art. 110. Presentado ante el Tribunal á quien corresponda conocer 
uel recurso el testimonio de la denegación decretada por el Juez ó Tri- 
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tunal eclesiástico, ó interpuesto el recurso directamente por el Minis- 
terio fiscal, se dictará auto admitiéndolo ó declarando no haber lugar á 
admitirlo. (410 de id.) 

Art. 111. Declarará el Tribunal la admisión cuando haya motivos 
que induzcan á estimar que el Juez ó Tribunal eclesiástico ha salido de 
los limites de sus atribuciones y competencia. 

En otro caso declarará no haber lugar á la admisión del recurso, 
(41 1 ref. de id.) 

Art. 112. En la misma providencia en que el Tribunal admita el re- 
curso, maudará por medio de una Real provisión que el Juez ó Tribu- 
nal eclesiástico dentro de tercero dia, remita los autos, á no ser que ya 
estuviesen en el Tribunal por consecuencia de lo ordenado en el artícu- 
lo 109. (41 2 ref. de id.) 

Art. 1 13. En la Real provisión que se despache en conformidad con 
lo establecido en el articulo anterior, se encargará al Juez ó Tribunal 
eclesiástico que haga emplazar á las partes para que comparezcan, 
dentro de diez dias improrogabies, si quisieren, ante el Tribunal que 
conozca del recurso á hacer uso de su derecho. (413 de id.) 

Art. 114. Cuando los citados en virtud de lo ordenado en el ar- 
ticulo anterior comparecieren, serán parte en el recurso. 

Sino lo hicieren, se sustanciará el recurso sin su concurrencia, 
parándoles perjuicio del mismo modo que si estuvieran presentes. 
(414 de id.) 

Art. 115. Los Jueces y Tribunales eclesiásticos podrán citar á sus 
respectivos Fiscales para que comparezcan como partes ante la juris- 
dicción ordinaria. 

Este mismo carácter tendrán los Jueces y Tribunales eclesiásticos 
cuando se presenten en el recurso para sostener sus actos y su com- 
petencia. (415 de id.) 

Art. 116. Cuando no remitiere el Juez ó Tribunal eclesiástico los 
. autos que se le reclamen, se observará lo que se expresa en el artícu- 
lo 109 de esta Compilación. (416 de id.) 

Art. 117. En el caso de que el Juez de primera instancia, cumplien- 
do con lo que ordena el art. 109, remesare los autos'al Tribunal, man- 
dará notificar la providencia en que lo ordene, á los que sean parte 
en ellos, emplazándoles á los efectos que establece el art. 113. 
(417 de id.) 

Art. 118. Remitidos los autos por el Juez de primera instancia con 
arreglo á lo preceptuado en los artículos anteriores, el recurso se ten- 
drá por admitido por el hecho de entrar los autos en el Tribunal á 
cuyo conocimiento corresponda. (418 ref. de id.) 

Art. 119. En todo caso, recibidos los autos en la Audiencia ó en el 
Tribunal Supremo, se sustanciará el recurso en la forma establecida 
por derecho respecto álas apelaciones de los incidentes. (41 9 ref. de id.) 

Art. 120. El Ministerio fiscal será también parte en los recursos que 
no haya promovido, yen todo caso concurrirá necesariamente á la 
vista. (420 de id.) 

Art. 121. El Tribunal dictará auto, limitándose á las declaraciones* 
que siguen: 

I a No haber lugar al recurso, condenando en costas al que lo hu- 
compilacion 6 
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bitíse interpuesto y mandando devolver los autos al Juez ó Tribunal 
eclesiástico para su continuación con arreglo á derecho. 

2 a Declarar que el Juez ó Tribunal eclesiástico nace fuerza en co ■ 
nocer, y ordenar que levante las censuras si las hubiere impuesto. 

Sg podrán gh G$t6 caso imponer las costas al Juez ó Tiibun&l 
eclesiástico, cuando hubiere por su parte temeridad notoria en atri- 
buirse facultades ó competencia que no tenga.. 

Esta providencia se comunicará al Juez ó Tribunal eclesiástico 
por medio de oficio. (421 de id.) 

Art. 122. De todo auto en que se declare que un Juez ó Tribunal 
eclesiástico hace fuerza en conocer, se dará cuenta al Gobierno acom- 
pañando copia del mismo auto. (422 de id.) 

Art. 123. Cuando se declare no haber lugar al recurso, se devolve- 
rán los autos al Juez ó Tribunal eclesiástico, con la certificación cor- 
respondiente para que pueda continuarlos con arreglo á derecho. 
(423 de id.) 

Art. 124. Hecha la devolución de los autos, se tasarán y regularán 
las costas y se procederá por la Audiencia ó por el Tribunal Supremo 
á disponer lo que corresponda para hacerlas efectivas, empleando para 
ello la vía de apremio. (424 de id.) 

Arl. 125. Si se declarase que el Juez ó Tribunal eclesiástico hace 
fuerza, se remitirán los autos con citación de las partes que se hayan 
personado en el Tribunal al Juez competente, y se dará noticia de 
la providencia al Juez ó Tribunal eclesiástico por medio de oficio. 
(425 de id.) 


REFERENCIA. 


De la materia de este capítulo se ha tratado en las páginas 
329 á 536 del tomo I de nuestra obra, y el formulario existe en las 
páginas 456 á 463. 


OBSERVACION. 


La Compilación, que no se ha ocupado de las cuestiones de 
competencia entre los Juzgados y Tribunales ordinarios y los es- 
peciales de Guerra y Marina, establece los trámites del llamado 
recurso de fuerza en conocer. (. Arts . 99 á Í25.) 

Poco hemos dicho y nada más diremos acerca de esta materia, 
porque las disposiciones modernas sobre unificación de fueros ha- 
cen casi imposible el caso de aplicación de semejante recurso. Los 
«Juzgados y Tribunales eclesiásticos saben observar lo prescrito y 
no dan lugar á conflicto alguno. Su espíritu de obediencia les pone 
á salvo de toda reclamación del brazo secular. 
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CAPÍTULO VI. — Déla recusación de los jueces, magistrados 

Y ASESORES , Y DE LOS AUXILIARES DE LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES. 

Sección primera. -Disposiciones generales. 

Art. 126. Los Jueces y Magistrados, cualquiera que sea su grado y 
jerarquía, y los Asesores, sólo podrán ser recusados por causa legítima. 
(426 de la L. O.) 

Art. 127. Podrán sólo recusar en los negocios criminales: 

El representante del Ministerio Fiscal. 

El acusador privado, ó los que por él puedan ejercitar ó ejerciten 
sus acciones y derechos. 

Los procesados. 

Los responsables civilmente por delito ó falta. (427 ref. de id.) 

Art. 128. Son causas legítimas de recusación: 

1* El parentesco de consanguinidad ó afinidad dentro del cuarto 
grado civil, con cualquiera de los expresados en el artículo anterior. 

2 a El mismo parentesco dentro del segundo grado con el Letrado 
de alguna de las partes que intervengan en la causa. 

3* Estar ó haber sido denunciado ó acusado por alguna de ellas, 
como autor, cómplice ó encubridor de un delito, ó como autor de una 
falta. 

4 a Haber sido defensor de alguna de las partes, emitido dictámen 
sobre el proceso como Letrado, ó intervenido en él como Fiscal, perito 
ó testigo. 

3 a Ser ó haber sido denunciador ó acusador privado del que re- 
cusa. 

6 a Ser ó haber sido tutor ó curador para bienes de alguno que sea 
parte en la causa. 

T Haber estado en tutela ó guardaduría de alguno de los expresa- 
dos en el número anterior 

8 a Tener interés directo ó indirecto en la causa. 

9* Amistad íntima. 

10 a . Enemistad manifiesta. (428 de id. ref.) 

Art. 129. Los Jueces, Magistrados y Asesores comprendidos en el 
articulo anterior, se inhibirán del conocimiento del negocio sin esperar 
á que se les recuse. 

Contra esta inhibición no habrá recurso alguno. (429 de id.) 

Art. 130. En lo criminal, podrá proponerse la recusación en cual- 
quier estado de la causa. (431 ref. de id.) 

Art. 131. En lo criminal no podrá hacerse, sin embargo, la recu- 
sación después de comenzada la vista de la causa. (432 ref. de id.) 

Sección segunda, — De la sustanciacion de las recusaciones de los 
Jueces de primera instancia y de los Magistrados. 

Art. 132. En las causas por delitos, se hará la recusación en escrito 
firmado por Letrado, por el Procurador y por el recusante, si supiere 
y estuviere en el lugar de la causa. Este último deberá ratificarse ante 
el Juez. 

Cuando el recusante no estuviere presente, firmarán sólo el Le- 
trado y el Procurador, si estuviese éste autorizado expresamente para 
recusar. 
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En lodo caso se expresará en el escrito detenida y el; ramente la 
causa de la recusación. (433 ref. de id.) 

Art. 133. No obstante lo dispuesto en el párrafo 4 o del articulo an- 
terior, en las causas criminales podrá el procesado, si estuviere en in- 
comunicación, proponerla recusación verbalmente en el acto de reci- 
birle la declaración, ó podrá llamar al Juez poi conducto del Alcaide 

de la cárcel para recusarle. . , , , 

En este caso deberá el Juez presentarse acompañado del actuario, 
el cual hará constar por diligencia la petición de recusación y la causa 
en que se funde. (435 ref. de id.) 

Art. 134. Guando el recusado estimare procedente la causa alega- 
da, entre las que quedan expresadas, cualquiera que sea la forma 
que baya empleado el recusante, dictará auto desde luégo dándo- 
se por recusado y mandará pasar las diligencias á quien deba reem- 
plazarle. 

Contra este auto no habrá recurso alguno (436 ref. de id.) 

Art. 135. Cuando el recusado no estimare procedente la recusa- 
ción, la denegará. (437 ref. de id.) 

Art. 136. El auto admitiendo ó denegando la recusación será fun- 
dado y bastará notificarlo al Procurador del recusante, aunque éste se 
halle en el pueblo en que se siga la causa y haya firmado el escrito de 
recusación. (438 ref. de id.). 

Art. 137. Al recusante que estuviere incomunicado é interpusiere 
la recusación en la forma expresada en el art. 133 y le fuere denegada, 
se le advertirá que podrá reproducirla cuando le sea alzada la incomu- 
nicación. (439 de id.) 

Art. 138. El recusado que no se inhibiere por noc onsiderarse com- 
prendido en la causa alegada para la recusación, mandará formar pie- 
za separada. 

Esta contendrá el escrito original de recusación y el auto denega- 
torio de la inhibición, quedando nota expresiva de uno y otro en el pro- 
ceso. (440 de id.) 

Art. 139. Durante la sustanciado!) de la pieza separada no podrá 
intervenir el recusado en la causa ni en el incidente de recusación, y 
será sustituido por aquél á quien corresponda con arreglo á la ley. 
(441 ref. de id.) 

Art. 140. La recusación no detendrá el curso de la causa. 

Exceptúase el caso en que el incidente de recusación no se hubiese 
decidido cuando sean citadas las partes para la vista, suspendiéndose 
entónees hasta que aquél se decida. (442 id. id.) 

Art. 141. Instruirán las piezas separadas de recusación: 

Cuando el recusado sea el Presidente ó un Presidente de Sala de 
una Audiencia ó del Tribunal Supremo , el Presidente de Sala más 

antiguo; y si el recusado fuese el más antiguo, el que le siga en anti- 
güedad. h 

Cuando el recusado sea un Magistrado de Audiencia ó del Tribunal 
. up reino, el Magistrado más antiguo de su Sala; y si el recusado fue- 
re el más antiguo, el que le siga en antigüedad. 

clase (443° ref de* id) ^ prin,era instancia > el más inmediato de igual 
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Art. 142. Formada la pieza separada, se oirá á la otra ü otras par- 
tes que hubiere en la causa por término de tres dias á cada una, que 
sólo podrán prorogarse por otros dos cuando, á juicio del J uez ó Tribu- 
nal, hubiere justa causa para ello. (444 ref. de id.) 

Art. 143. Trascurrido el término señalado en el artículo anterior, 
con la próroga en su caso, y recogidos los autos sin necesidad de peti- 
ción por parte del recusante, se recibirá á prueba el incidente de recu- 
sación, cuando la cuestión fuere de hechos, por ocho días, durante los 
cuales se practicará la que hubiere sido solicitada por las partes y ad- 
mitida como pertinente. (445 de id.) 

Art. 144. Contra el auto que dictaren los Jueces de primera ins- 
tancia admitiendo ó denegando la prueba, podrá pedirse reposición. 

Esta petición sólo podrá hacerse dentro de los tres dias siguientes 
á la notificación del auto. (446 ref. de id.) 

Art. 145. Contra el auto en que las Audiencias ó el Tribunal Su- 
premo admitieren ó denegaren la prueba, no se dará ulterior recurso. 
(447 de id.) 

Art. 146. Cuando, por ser la cuestión de derecho, no se hubiere 
recibido á prueba el incidente de recusación, ó hubieren pasado losoch o 
dias concedidos en el art. 143 para la prueba, ó no se hubiere accedí - 
do á la reposición de que trata el art. 144, .se mandará citar á las par - 
tes, señalando dia para la vista. (448 de id.) 

Art. 147. Decidirán los incidentes de recusación : 

Cuando el recusado fuere el Presidente ó un Presidente de Sala de 
la Audiencia, la misma Audiencia en pleno. 

Cuando fuere Magistrado, la Sala á que pertenezca. 

Cuando fuere Juez de primera instancia, el más inmediato, y la Au- 
diencia en apelación. 

Cuando fuere Juez municipal, el de primera instancia del partido. 
(449 ref. de id.) 

Art. 148. Los autos en que se declare haber ó no lugar á la recu- 
sación, serán siempre fundados y se pronunciarán dentro de los tres 
dias siguientes al de la vista. (450 de id.) 

Art. 149. Contra el auto que dictare el Tribunal Supremo no ha- 
brá recurso alguno. 

Contra el que dictare la Audiencia sólo habrá el de casación en su 
caso. 

Los autos que dicten los Jueces de primera instancia accediendo á 
la recusación, no serán apelables. 

Los autos en qué se deniegue serán apelables en ambos efectos 
ante la Audiencia. (451 ref. de id.) 

Art. 150. Interpuesta y admitida la apelación del auto denegatorio 
de recusación, se citará y emplazará á las partes para que en el térmi- 
no de diez dias comparezcan ante la Audiencia á usar de su derecho, y 
se remitirá á la misma original la pieza separada de la recusación. (452 
de id. ) 

Art. 151. Cuando no compareciesen las partes en dicho término, 
se tendrá por desierta la apelación y. firme el auto apelado, con imposi- 
ción de las costas al apelante, devolviéndose los autos al Juez ó Tribu- 
nal de que procedan. (4,53 de id.) 
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Art 152. Cuando comparecieren, se formará el apuntamiento, si- 
guiendo después la sustanciaron en la forma establecida respecto á las 
apelaciones de los incidentes. (454 ref. de id.) 

Art 153 En todos los autos en que se denegare la recusación, se 
condenará en costas al que la hubiere propuesto, no siendo el Ministe- 
rio fiscal. (455 de id.) 

Art. 154. Además de la condenación de costas expresada en el ar- 
tículo anterior, se impondrá al recusante una multa de 25 á 50 pesetas, 
cuando el recusado fuere Juez municipal: de 50 á 100, cuando fuere 
Juez de primera instancia: de 100 á 200, cuando fuere Magistrado de 
Audiencia; y de 200 á 400, cuando fuere Magistrado del Tribunal Su- 
premo. (456 ref. de id.) 

Art. 155. Cuando no se hiciesen efectivas las multas respectiva- 
mente señaladas en el artículo anterior, sufrirá el multado prisión sub- 
sidiaria por via de sustitución y apremio, en los términos que para las 
causas por delitos establece el Código penal. (457 de id.) 

Art. 156. En el caso previsto en el art. 146 de no haber accedido 
el Juez de primera instancia á la reposición del auto denegatorio de 
prueba, si la Audiencia estimare que debió esta admitirse, lo declarará 
así, dejando sin efecto el auto apelado, y mandará devolver las dili- 
gencias al Juzgado de que procedan, para que se practique la prueba y 
dicte nuevo auto. 

Cuando estimare que el Juez denegó justamente la reposición, dic- 
tará auto en lo principal. (458 ref. de id.) 

Art. 157. Cuando un Juez de primera instancia se inhibiere volun- 
tariamente, ó á petición de parte legítima, del conocimiento de una 
causa, conforme á lo establecido en el art. 128, dará cuenta al Presi- 
dente de la Audiencia. 

El Presidente de la Audiencia lo comunicará á la Sala de gobierno, 
la cual, si considerase improcedente la inhibición, podrá imponerle 
una corrección disciplinaria si hubiese suficiente motivo para ello, ele- 
vándolo en este caso al conocimiento del Ministerio de Gracia y Justicia, 
para que se una al expediente personal del Juez á los efectos que cor- 
responda. (459 ref. de id.) 

Art. 158. Cuando la Audiencia revocase el auto denegatorio de la 
recusación, se remitirá siempre al expresado Ministerio, para los efec- 
tos del artículo anterior, copia del auto revocatorio que hubiere pro- 
nunciado. (460 de id.) 


Sección tercera. — De la sustanciacion de las recusaciones 

en los juicios de faltas. 


Art. 159 En los juicios de faltas la recusación se propondrá en el 
mismo, acto de la comparecencia. (46 1 de id.) 

Art 160. En vista de la recusación, el Juez municipal, si la causa 
alegada luere de las expresadas en el art. 128 y cierta, se dará por re- 
rfe irí) pílSando el conoc imiento de la falta á su suplente. (462 ref. 

. 161. Cuando el recusado no considerare legítima la recusa- 

i n, pasaia el conocimiento del incidente á su suplente haciéndolo 
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constar en el acta. Contra este auto no habrá ulterior recurso. (463 ref. 
de id.) 

Art. 162. El suplente del Juez municipal, en el caso del artículo 
anterior, hará comparecer á las partes, y en el mismo acto recibirá las 
pruebas que ofrezcan, cuando la cuestión sea de hechos. (464 de id.) 

Art. 163. Recibida la prueba ó cuando por tratarse de cuestión 
de derecho no fuere necesaria, el Juez municipal suplente resolverá 
sobre si há ó no lugar á la recusación, en el mismo acto si fuere posible. 
En ningún caso dejará de hacerlo dentro del segundo dia. 

De lo actuado y del auto se hará mención en el acta que se exten- 
derá. (465 de id.) 

Art. 164. Contra el auto del Juez suplente declarando haber lugar 
á la recusación, no se dará recurso alguno. 

Contra el auto en que la denegare, habrá apelación para ante el 
Juez de primera instancia. (466 ref. de id.) 

Art. 165. La apelación que proceda según el artículo anterior, se 
interpondrá verbalmente en el acto mismo de la comparecencia, cuan- 
do el Juez suplente declare no haber lugar á la recusación. 

Cuando usare de la facultad de diferir la resolución dentro de se- 
gundo dia, se interpondrá la apelación en el acto mismo de la notifi- 
cación, cuando fuere personal ; en otro caso, dentro de las veinticuatro 
horas siguientes á ella. 

La apelación en este caso se interpondrá también verbalmente ante 
el Secretario del Juzgado, y se hará constar por diligencia. (467 de id. 

Art. 166. Cuando no se apelare dentro de los términos señalados 
en el artículo anterior, el auto del Juez suplente será firme. 

Cuando se interpusiere apelación en tiempo, se remitirán los ante- 
cedentes al Juzgado de primera instancia con citación de las partes, á 
expensas del apelante. (468 ref. de id.) 

Art. 167. En el Juzgado de primera instancia se dará cuenta en la 
primera audiencia, sin admitir escritos. 

Los interesados ó sus apoderados podrán hacer verbalmente las ob- 
servaciones que estimen, prévia la venia del Juez. 

El Juez pronunciará su auto inmediatamente, cuando fuere posible, 

En ningún caso dejará de hacerlo dentro del segundo dia siguiente 
á aquel en que se le hubiera dado cuenta. 

Contra su auto no habrá ulterior recurso. (469 ref. de id.) 

Art. 168. Cuando el auto sea confirmatorio se condenará en costas 
al afielante. (470 de id.) 

Art. 169. Declarada procedente la recusación por auto firme, y re- 
mitidos los antecedentes con el auto al Juzgado municipal en el caso 
de que haya habido apelación, entenderá el suplente en el conocimiento 
del negocio. 

Declarada improcedente la recusación por auto también firme, el 
Juez recusado volverá á entender en el negocio. (471 de id.) 


Sección cuarta. — De las recusaciones de los auxiliares de los 

Juzgados y Tribunales. 

Art. 170. Los Secretarios de los Juzgados municipales, los Escri- 



— 48 — 


baños actuarios de los de primera instancia, y Secretarios de Sala de las 
Audiencias y del Tribunal Supremo, serán recusables. 

Lo serán también los Oficiales de Sala. 

No lo serán los Archiveros. (5H7 ref. de id.) 

Art 171 Serán aplicables á las recusaciones de los Secretarios, 
actuarios y Oficiales de Sala, á que se refiere el artículo anterior, las 
prescripciones de este mismo capitulo con lcis modificaciones si— 

^ I a La pieza de recusación se instruirá, cuando los recusados fueren 
auxiliares de los Juzgados de primera instancia, de las Audiencias ó 
del Tribunal Supremo, por el Juez ó por el Magistrado más moderno 
de la Sala á que los auxiliares correspondan, ó en que estén pendientes 
los autos en que sean recusados, y se fallará por el Juez ó por la misma 

Sala. . 

2 a El Juez ó Magistrado instructor podrá delegar la práctica de las 
diligencias que no pudiere ejecutar por sí mismo en los Jueces de 
primera instancia y municipales. {558 ref. de id.) 

Art. 172. Los auxiliares recusados no podrán actuar en la causa ó 


negocio en que lo fueren, ni en la pieza de recusación, reemplazándo - 
les aquellos á quienes correspondería si la recusación fuese admitida. 
(559 de id.) 


Art. 173. En las recusaciones de Secretarios de Juzgados munici - 
pales, instruirá y fallará la pieza de recusación el Juez municipal don- 
de solo hubiere uno. 

Si hubiera dos, el del Juzgado á que no pertenezca el recusado; y 
si tres ó más, el que siga en el órden oficial á aquel á que perte- 
neciere. 

Si perteneciere al último en orden, entenderá de la recusación el 
primero. (560 de id.) 

Art. 174. En todo caso, cuando la recusación fuere admitida, se 
condenará en costas al recusado; y si se desestimare , al recusante. 
(561 de id.) 

Art. 175. Guando sea firme el auto en que se admita la recusación, 
quedará el recusado separado de toda intervención en los autos, con- 
tinuando en su reemplazo el que le haya sustituido durante la sustan- 
ciacion del incidente : y si fuere Secretario ó actuario en Juzgado 
municipal ó de primera instancia, no percibirá derechos de ninguna 
clase dosdeque se hubiere interpuesto la recusación, ó desde que, sién- 
dole conocida la causa alegada, no se separó del conocimiento del ne- 
gocio. (563 ref. de id.) 

Art 176. Guando se desestimare la recusación por auto firme, vol- 
verá el auxiliar recusado á ejercer sus funciones; y si fuere este Se- 
cretario ó actuario de Juzgado municipal ó de primera instancia, le 
abonará el recusante los derechos correspondientes á las actuaciones 
practicadas en la causa, haciendo igual abono al que haya sustituido 
al recusado. (563 ref. de id.) 

Art. 177. No podrán los auxiliares ser recusados después de citadas 
as paites para sentencia, ni tampoco durante la práctica de alguna 
diligencia de que estuvieren encargados. (564 de id.) 
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REFERENCIA. 

La materia de todo el capítulo que precede, ha sido tratada coa 
• extensión en las páginas 463 á 490 del tomo I de nuestra obra, ha- 
biéndose expuesto con separación lo relativo á la recusación del 
Juez municipal, Secretario de Juzgado municipal, Juez de primera 
instancia, Escribanos, Presidente y Presidentes de Sala de Audien- 
cia, Magistrados de Audiencia, Secretarios de Sala de justicia y 
Oficiales de Sala de Audiencia, Presidente y Presidentes de Sala 
del Tribunal Supremo, Magistrados del Tribunal Supremo, Secre- 
tarios de Sala de justicia y Oficiales de Sala del Tribunal Supremo. 
El formulario de la recusación de todos estos funcionarios existe en 
las páginas 500 á 552. 

Pero no hemos tratado de la recusación de los Asesores, porque 
se comprenden entre los Jueces de primera instancia. Por lo mis- 
mo, sin duda, no trata de ellos tampoco la Compilación, aunque los 
menciona en el epígrafe del capítulo. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: Que instruirá la pieza separada de re- 
cusación cuando él recusado sea un Juez de primera instancia, el 
más inmediato de igual clase ( art . 141, párrafo final); y que este 
mismo decidirá el incidente con apelación á la Audiencia. (Art. 147.) 

Nosotros hemos dicho en la pág. 471 del tomo I de nuestra obra, 
que corresponde instruir la pieza de recusación al Magistrado más 
moderno de la Sala de lo criminal de la Audiencia; y que ésta ha 
de resolver la cuestión. Esta es nuestra Opinión, fundada en las ra- 
zones que expusimos en la pág. 473. (Véase también lo dicho en la 
Observación que hemos expuesto á la sección segunda, capítulo se- 
gundo, título primero de la Compilación, que trata de las atribu- 
ciones de los Jueces de primera instancia.) 


También dispone la Compilación, que cuando el recusado fue- 
re Juez municipal, decidirá el incidente de recusación el de prime- 
ra instancia del partido. (Art. 147 citado, párrafo final.) 

Nos parece que esto no puede ser, porque tratando la misma 
Compilación de la sustanciacion de la recusación en los juicios de 
fallas, esto es, de la recusación del Juez municipal, dice en el 
COMPILACION 7 
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art. 163. «El .Juez municipal suplente resolverá sobre si há ó no 
lugar á la recusación.» Esto mismo dijimos nosotros en la pág. 466 
del tomo í de nuestra obra, y-esto dice también la ley orgánica. De 
modo que es el Juez municipal suplente y no el de primera instancia • 
el que debe resolver sobre la recusación. Y de aquí se deduce que 
entre los arts. 147 y 163 de la Compilación existe una contradic- 
ción manifiesta. 

Pero es digno de observar, que esta misma contradicción existe,, 
al parecer, entre los arts. 449 y 465 de la ley orgánica de donde se 
han tomado los de la Compilación ; de suerte que el error de ésta 
se deriva del error de aquella. Así parece. 

Mas no es así: la ley orgánica, escrita para su época, dictó dis- 
posiciones adecuadas á la organización judicial de su tiempo, y no 
incurrió en error, al paso que la Compilación, adoptando esas dis- 
posiciones, ha cometido un anacronismo. Vamos á demostrarlo. 

La ley orgánica creó Jueces de instrucción y Jueces municipa- 
les, atribuyendo á unos y á otros la facultad de instruir las prime- 
ras diligencias de las causas criminales, y á unos y á otros los con- 
sideró recusables como Jueces instructores. Pues bien: habiéndo- 
los igualado en esto, los igualó también en cuanto á la sustancia- 
cion de la recusación, y dijo en su art. 449: «Decidirá los inciden- 
tes de recusación cuando el recusado fuere Juez de instrucción ó 
municipal, el Tribunal de partido.» Pero á los municipales los con- 
sideró al mismo tiempo como Jueces de primera instancia en los 
juicios sobre fallas, y al tratar de su recusación en tal concepto, 
dijo en el art. 465: «El Juez mticicipal suplente resolverá sobre si 
há ó no lugar á la recusación.» 

lié aquí dos disposiciones diversas para des casos diversos: 
considerando la ley á los Jueces municipales como Jueces de ins- 
trucción, los sometió á los Tribunales de partido para los efectos de 
la recusación; y considerándolos como Jueces de primera instancia 
en los juicios sobre faltas, los sometió á sus Suplentes. Y esto se ve 
con mayor claridad si se fija la atención en los epígrafes de los di- 
ferentes capítulos en que la ley ha tratado de la recusación de es- 
tos Jueces. En el capítulo II del título VIII, trata de la sustanciacion 
de las recusaciones de los Jueces de instrucción y habla de los mu- 
nicipales; y en el capítulo III del mismo título, trata de la sustan- 
ciacion de las recusaciones en los juicios verbales y de faltas. En 
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aquel, considera á los Jueces municipales como Jueces de instruc- 
ción, y en este los considera como Jueces de primera instancia en 
los juicios sobre faltas. 

Pero hoy no es aplicable ni puede observarse la primera dispo- 
sición, porque no existen los Jueces deinstruccion ni los Tribunales 
de partido. Los Jueces municipales no pueden ser considerados 
como Jueces de instrucción, ni pueden ser recusados con este ca- 
rácter, porque son meros delegados de los Jueces de partido. Ni 
tendría resultado la recusación que contra ellos se intentara, por- 
que su intervención en los sumarios es muy efímera. (Ya hemos di- 
cho en el lugar oportuno de nuestra obra, y lo dice también la Com- 
pilación en su art. 457, que « practicadas todas las diligencias más 
urgentes del sumario, y todas las que el Juez de primera instan- 
cia le hubiese prevenido, el municipal remitirá á éste la causa, no 
pudiendo retenerla en ningún caso más de tres dias.») 

Siendo esto así, no hay términos hábiles para proponer y sus- 
tanciar la recusación contra el Juez municipal con el carácter de 
Juez instructor, sino solamente como Juez de primera instancia en 
los juicios sobre faltas, resolviendo el incidente el Suplente y des- 
pués el Juez del partido en grado de apelación, como lo establece 
la Compilación. 

CAPITULO VII. —De las audiencias y policía de estrados en los 

JUZGADOS Y TRIBUNALES. 

Art. 178. El despacho ordinario y la vista de causas se hará en 
audiencia pública. (649 ref . de la L. O.) 

Art. 179. Podrán los Jueces y Tribunales, sin embargo de lo orde- 
nado en el articulo anterior, disponer que se haga á puerta cerrada el 
despacho y vista de las causas en que lo exijan la moral ó el decoro, á 
petición de alguna délas partes interesadas, á excitación del Ministe- 
rio fiscal, ó de oficio, ántes de la vista ó en el acto mismo de su cele- 
bración. 

En este último caso, oidas brevemente las partes, el Juez ó Tribu- 
nal decidirán lo que corresponda. 

Contra lo que se decida, no se dará ulterior recurso. (650 ref. 
de id.) 

Art. 180. Los actuarios ó Secretarios darán cuenta del despacho 
ordinario por el orden de presentación de las peticiones en sus respec- 
tivas Escribanías ó Secretarías. (651 ref. de id.) 

Art. 181. Las vistas de las causas criminales, se señalarán por el 
órüen de su conclusión. 

Exceptúanse las causas por delitos á que la ley señale pena que 
exceda de la de presidio mayor, y los demás negocios que por pres- 
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cripi: ion exprosa de otras leyes tengan preferencia, Jos cuales, estando 
conclusos, serán antepuestos á los demás, cuyos señalamientos áun no 
se hubieren hecho. (652 ref. de id.) 

Art. 182. Las causas se verán en el dia señalado. 

Si al concluir las horas de la audiencia no hubiere finalizado la 
vista de alguna causa, podrá suspenderse para continuarla en el dia 
ó dias siguientes, á no ser que el Presidente prorogue la audiencia. 
(653 ref. de id.) 

Art. 183. Sólo podrá suspenderse la vista de las causas criminales: 

r Por impedirlo la continuación de una causa pendiente del dia 
anterior. 

2 o Cuando el Ministerio fiscal, el procesado ó su defensor, ó el del 
acusador en las causas que no puedan seguirse de^oficio, tuvieren 
causa legitima que les impidiere asistirá la vista. (655 ref. de id.) 

Art. 184. Cuando el Letrado que faltase á la defensa en causa cri - 
minal sin justa cansa, hubiese sido nombrado de oficio, será corregido 
disciplinariamente. (656 de id.) 

Art 185. La vista que fuere suspendida, volverá á señalarse para 
el dia más próximo cuando haya desaparecido el motivo de la suspen- 
sión, y sin perjuicio, en lo posible, del órden con que estuvieren seña- 
ladas las vistas de los demás pleitos ó causas. 

El exceso de gastos que ocasionare la suspensión, por falta no jus- 
tificada del defensor del procesado ó del acusador, en las que no pue- 
dan seguirse de oficio, será siempre de cuenta del que los haya origina- 
do. (657 ref. de id.) 

Art. 186. Cuando empezado á ver algún negocio, enfermare ó de 
otro modo se inhabilitare el Juez ó alguno ó algunos de los Magistra- 
dos para continuarlo, y no hubiere probabilidad de que el impedido 
pueda concurrir dentró de pocos dias, se procederá á nueva vista, com- 
pletando en su caso el número de Magistrados con los que deban reem- 
plazar al ausente. (658 ref. de id.) 

Art. 187. Los que sean parte en las causas podrán, con la venia 
del Juez ó del Presidente, exponer lo que juzguen oportuno para su de- 
fensa en el acto de la vista’, ó cuando se dé cuenta de cualquier solici- 
tud que les concierna. 

El Juez ó Presidente deberá conceder la palabra, en tanto que la 
usen contrayéndose á los hechos y guardando el decoro debido. (659 
ref. de id . ) 

Art. 188. Los concurrentes á los estrados de los Juzgados y Tribu- 
nales estarán descubiertos, guardarán silencio y compostura y observa- 
rán las disposiciones que para mantener el orden dictare el que presida. 

Con igual respeto serán acatados los Jueces, Magistrados, Fiscales 
y sus auxiliares, en cualquier acto ó lugar en que ejerzan su respecti- 
vo ministerio. (660 de id.) 

Art. 189. Los que interrumpieren la vista de algún proceso, cau- 
sa ú otro acto solemne judicial, dando señales ostensibles de aproba- 
ción ó desaprobación, faltando al respeto y consideraciones debidas á 
los Juzgados y Tribunales, óperturbando de cualquier modo el órden, 
pero sin que el hecho llegue á constituir delito, serán amonestados en 
el acto por el Juez ó Presidente, y expulsados del Tribunal, si no obe- 
decieren á la primera intimación. (661 ref. de id.) 
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Art. 190. Los que se resistieren á cumplir la órden de expulsión, 
serán arrestados y corregidos sin ulterior recurso, con una mulla que 
no exceda de 20 pesetas en los Juzgados Municipales, de 40 en los de 
primera instancia, de 00 en las Audiencia^ y de 80 en el Tribunal So- 
premo; y no saldrán del arrestj hasta que hayan satisfecho la multa, 
ó en sustitución hayan estado arrestados tantos dias como sean nece- 
sarios para extinguir la corrección, á razón de 5 pesetas cada dia. (662 
ref. de id ) 

Art. 191. En los términos expresados en el artículo anterior serán 
corregidos los testigos, peritos ó cualesquiera otros que, como partes 
ó representándolas, faltaren en las vistas y actos solemnes judiciales, 
de palabra, obra ó por escrito, á la consideración, respeto y obediencia 
debidos á los Tribunales, cuando sus actos no constituyan delito. (663 
de id.) 

Art. 192. No están comprendidos en los dos artículos anteriores, 
los que se hallen sujetos á la jurisdicción disciplinaria, con arreglo á 
lo dispuesto en la ley Orgánica del Poder judicial. (664 ref. de id.) 

Art. 193. Cuando los actos de que tratan los dos artículos que an- 
teceden, llegaren á constituir delito ó falta, serán destinados en el acto 
sus autores, instruyéndose la sumaria correspondiente y poniendo á 
los detenidos á disposición del Juez ó Tribunal que deba conocer de la 
causa. (665 ref. de id.) . 

Art. 194. Serán nulos todos los actos judiciales practicados bajo la 
influencia de intimidación ó de fuerza. 

Los Jueces, Tribunales y Salas que hubieren cedido á la intimida- 
ción ó á la fuerza, tan luégo como se vean libres de ellas, declararán 
nulo todo lo practicado y promoverán al> mismo tiempo la formación 
de causa contra los culpables. (666 de id.) 

REFERENCIA. 

De la materia de este capítulo se ha tratado, al hablar del ré- 
gimen interior de los Juzgados y Tribunales, en las pág. 25, 58, 
59 y 84 del tomo I de nuestra obra. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: que las vistas de las causas criminales 
se señalarán por el orden de su conclusión, con excepción de las cau- 
sas por delitos á que la ley señale pena que exceda de Ja de presi- 
dio mayor, y los demás negocios que por prescripción expresa de 
otras leyes tengan preferencia, los cuales, estando conclusos, serán 
antepuestos á los demás cuyos señalamientos aun no se hubieren he- 
cho. (Art. 181.) 

Tratando de la suspensión de las vistas, establece también la 
Compilación: que el exceso de gastos que ocasionare la suspensión 
por taita no justificada del defensor del procesado ó del acusador. 


en las que do puedan seguirse de oíicio, será siempre de cuenta del 
que los haya originado. ( Art . i 85.) 

Y establece asimismo: que los que sean parte en las causas, 
podrán, con la vénia del Juez ó del Presidente, exponer lo que juz- 
guen oportuno para su defensa en el acto de la vista, ó cuando se 
dé cuenta de cualquier solicitud que les concierna; y que el Juez ó ■ 
Presidente deberá conceder la palabra en tanto que la usen con- 
trayéndose á los hechos y guardando el decoro debido. (Art. 187.) 

Estas disposiciones han sido consignadas también en nuestra 
obra; pero hemos omitido, y deseamos que se tenga por adiciona- 
do, lo relativo al señalamiento de las vistas, al exceso de gastos por 
la suspensión y á la audiencia que se debe conceder á los interesa- 
dos cuando se de cuenta de cualquier solicitud que les concierna. 

CAPITULO VIII. — De LA FORMA DE DICTAR ACUERDOS, PROVIDENCIAS, 
AUTOS Y SENTENCIAS, Y DEL MODO DE DIRIMIR LAS DISCORDIAS. 

Sección primera. — De la forma de dictar acuerdos , providencias , 

autos y sentencias. 

Art. 195. Las resoluciones de los Tribunales en pleno, cuando no 
estén constituidos en Salas de Justicia, y las de las Salas de Gobierno, 
se llamarán acuerdos. 

La misma denominación se dará á las advertencias y á las correc- 
ciones que, por recaer en personas que estén sujetas á la jurisdicción 
disciplinaria, se impongan en las sentencias ó en otros actos judiciales, 
cuando no se exprese en los autos la falta, corrección y nombre de la 
persona á que se refieran, con la frase á lo acordado. (667 de la L. O.) 

Art. 196. Las resoluciones de los Juzgados y Tribunales que ten- 
gan carácter judicial, se denominarán: 

Providencias , cuando sean de mera tramitación. 

Autos , cuando decidan incidentes ó puntos que determinen la per- 
sonalidad combatida de alguna de las partes, la competencia del Juz- 
gado ó Tribunal, la procedencia ó improcedencia de la recusación, la 
determinación de la acción, la admisión ó inadmisión de las excepciones 
ó de la reconvención, la reposición de alguna providencia, la denega- 
ción de la reposición, la prisión y soltura, la admisión ó denegación 
de prueba; las que puedan producirá las partes un perjuicio irrepa- 
rable, y las demás que según las leyes deban fundarse. 

Sentencias , cuando decidan definitivamente la cuestión criminal 
de la causa en una instancia ó en un recurso extraordinario; y las que 
declaren haber ó no haber lugar á oir á un litigante ó reo declarado 
en rebeldía. 

Sentencias firmes , cuando no quepa contra ellas recurso alguno 
ordinario ni extraordinario, ya por su naturaleza, ya por haber sido 
consentidas por las partes. 

Ejecutoria , el documento público y solemne en que se consigne 
una sentencia firme. (668 ref. de id.) 



Art. 197. La fórmula de las providencias se limitará á la deter- 
minación del Jaezó Tribunal, sin más fundamentos ni adiciones que 
la fecha en que se acuerde, la rúbrica del Juez ó del Presidente de la 
Sala y la firma del Secretario. 

La fórmula de los autos será fundándolos en resultandos y consi- 
derandos, concretos y limitados, unos y otros, á la cuestionj que se 
fieeida. 

Lis sentencias definitivas se formularán con sujeción á lo dispuesto 
en el art. 852 de esta Compilación. (669 id. id.) 

Art. 198. Las ejecutoria s se encabezarán en nombre del Ley. 

En ellas se insertarán las sentencias firmes y las anteriores, sólo 
cuando por referirse las firmes á ellas, sean su complemento. (670 id. 
Ídem.) 

Art. 199. Las providencias, los autos y las sentencias 'serán pro- 
nunciadas necesariamente dentro del término que respectivamente 
establezca la ley. 

El Jaezó Tribunal que no lo hiciere, será corregido disciplinaria- 
mente, á no mediar justas causas, que liará constar en los autos. 
{671 de id.) 

Art. 200. El Juez, para dictar sentencia, verá por sí los autos. 

A los Tribunales colegiados se dará cuenta de ellos por los respec- 
tivos Secretarios, formando apuntamiento en los casos que lo ordene 
la ley. (672 ref . de id.) 

Art. 201. Para dictar autos ó sentencias en los asuntos de que co- 
nozca la Sala segunda ó tercera del Tribunal Supremo, serán necesa- 
rios siete Magistrados. 

Para dictar autos ó sentencias en los juicios cuyo conocimiento cor- 
responda á las Salas de lo criminal de las Audiencias, serán necesarios 
tres votos conformes. (86 ref. de la ley de Enjuiciamiento criminal.) 

Art. 202. En cada causa que penda en los Tribunales superiores 
habrá un Magistrado Ponente. 

Turnarán en este cargo los Magistrados de la Sala, á excepción del 
que la presida. 

No estará éste, sin embargo, exento, cuando el Tribunal ó la Sala 
se componga de tres. (674 ref. ley orgánica.) 

Art. 203. Corres londerá á los Ponentes : 

I o Informar á la Sala sobre la admisión ó desestimación de las adi- 
ciones á los apuntamientos que soliciten las partes. 

2 o Examinar los interrogatorios y proposiciones de prueba presen- 
tadas por las partes, y calificar su pertinencia. En caso de reclama- 
ción decidirá la Sala. 

3° Discernir los cargos de curadores para causas; recibir las decla- 
raciones y ratificaciones de los testigos , y practicar todas las diligen- 
cias de prueba ó de otra clase que les ordene él Tribunal ó la Sala, 
cuando, según las leyes, no deban practicarse ante el mismo Tribunal 
ú la Sala, ó se bagan fuera del pueblo en que esté constituido, y no se 
dé comisión á los Jueces municipales ó de primera instancia para que 
las practiquen. 

4 o Proponer los autos y las sentencias que hayan de someterse á 
discusión del Tribunal , y redactarlas definitivamente, conformándose 
con lo acordado. 
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En el caso de que no se conformare con el voto de la mayoría , se 
encargará el Magistrado nombrado por el Presidente del Tribunal ó de 
la Sala, de la redacción definitiva de la sentencia. 

5 0 Leer en audiencia pública la sentencia. (675 ref. de id.) 

Art. 204. Si por cualquier circunstancia no pudiere fallarse algún 
negocio en el dia correspondiente, no será obstáculo á que se decidan 
ó sentencien otros vistos con posterioridad, sin que por ello se altere 
el órden más que en lo que sea absolutamente indispensable. (676 
de id.) 

Art. 205. Concluida la vista de las causas, podrá cualquiera de los 
Magistrados pedir los autos para reconocerlos privadamente. 

Cuando los pidieren varios, fijará el que presida el término que haya 
de tenerlos cada uno, de modo que puedan dictarse las sentencias den- 
tro del tiempo señalado para ello. (677 ref. de id.) 

Art. 206. En los juicios criminales podrán pronunciárselos autos 
y las sentencias inmediatamente después de la vista, y cuando asi no 
se hiciere, señalará el Presidente el dia en que se haya de votar, dentro 
del término señalado respectivamente por las leyes. (670 id id ) 

Art. 207. La discusión y votación de las sentencias se verificará 
siempre en todos los Tribunales á puerta cerrada y ántes ó después de 
las horas señaladas para el despacho ordinario y para las vistas. (680 
de id. ) 

Art 208. El Ponente someterá á la deliberación del Tribunal los 
puntos de hecho, los fundamentos de derecho y la decisión que deba 
comprender la sentencia, y prévia la discusión necesaria, se votará 
sucesivamente. (6 S i de id.) 

Art. 209. Votará primero el Ponente y después de él los Magistra- 
dos por orden inverso de su antigüedad ; el que presida votará el úl- 
timo. (682 ref. de id.) 

Art. 210. En las causas cuando la importancia de la discusión lo 
exigiere, podrá el que presida hacer un breve resúmen de ella ántes de 
la votación. (683 id. id.) 

Art. 211. La sentencia se dictará por mayoría absoluta de votos, 
excepto los casos en que la ley exigiere expresamente mayor número. 
(681 de id.) 

Art. 212. Cuando, después de la vista y ántes de la votación, algún 
Magistrado se imposibilitare y no pudiere asistir á la votación, dará 
su voto fundado y firmado, y lo remitirá directamente al Presidente de 
la Sala. 

51 no pudiere escribir ni firmar, se valdrá del Secretario de la Sala. 

El voto así emitido se remitirá á los demás, y se conservará rubri- 
cado por el que presida, con el libro de sentencias. 

Cuando el impedida no pudiere votar ni áun de este modo, se votará 
la causa por los no impedidos que hubieren asistido á la vista; y si hu- 
biere los necesarios para formar mayoría, éstos dictarán sentencia. 

Cuando en las causas criminales no hubiere mayoría, se estará á lo 
que ordena la ley respecto á las discordias. (686 ref. de id.) 

Art. 213. Cuando fuere trasladado, jubilado, separado ó suspensa 
algún Magistrado, votará las causas á cuya vista hubiere asistido y 
áun no se hubieren fallado. (687 id. id.) 
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Art. 214. Empezada la votación de una sentencia, no podrá inter- 
rumpirse sino por algún impedimento insuperable. (688 de id.) 

Art. 215. Todo el que tome parte en la votación de una sentencia, 
firmará lo acordado, aunque hubiere disentido de la mayoría; pero po- 
drá en este caso salvar su voto, extendiéndolo, fundándolo é insertán- 
dolo con su firma al pié, dentro de las yei-nticuatro horas siguientes, 
en el libro de votos reservados. (689 de id.) 

Art. 216. En las certificaciones ó testimonios de las sentencias que 
expidieren los Tribunales no se insertarán los votos particulares, pero 
se remitirán á la Audiencia ó al Tribunal Supremo en su caso, y se 
harán públicos cuando se interponga y admita recurso de casación* 
(690 de id.) 

Art. 217. Las sentencias se firmarán por todos los Magistrados no 
impedidos, dentro de las veinticuatro horas siguientes á aquella en que 
se hayan acordado. (691 ref. de id.) 

Art. 218. En cada Juzgado ó Tribunal donde hubiere sólo una Sala 
y en cada Sala de Audiencia ó del Tribunal Supremo, se llevará un re- 
gistro de sentencias, en el cual se extenderán y firmarán todas las de- 
finitivas. (692 ref. de id.) 

Art. 219. El registro expresado en el artículo anterior estará en los 
Juzgados, en las Audiencias y en el Tribunal Supremo, bajo la custo- 
dia de los Jueces y del Presidente respectivo de la Sala. (693 ref. de id.) 

Art 220. Las sentencias definitivas se leerán en audiencia pública 
y se notificarán á los Procuradores de las partes el mismo dia en que 
se publiquen, ó á lo más el siguiente. (694 de id.) 

Art. 221. Los Jueces ó Tribunales no podrán variar las sentencias 
que pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún concepto 
oscuro ó suplir cualquiera omisión que contengan, dentro del dia há- 
bil siguiente al de la notificación. 

Estas aclaraciones podrán hacerse de oficio ó á instancia de parte, ó 
del Ministerio Fiscal en su caso. (695 de id.) 

Sección segunda. — Del modo de dirimir las discordias. 

Art. 222. Guando en la votación de una sentencia definitiva, auto 
ó providencia que recayere en causa criminal, no resultare mayoría 
de votos sobre cualquiera de los pronunciamientos de hecho ó de de- 
recho que deban hacerse, ó sobre la decisión que haya de dictarse, 
volverán á discutirse y á votarse los puntos en que hayan disenlido 
los votantes. (696 ref. de id.) 

Art. 223. La nueva vista se celebrará con los Magistrados que hu- 
bieren asistido á la primera, aumentándose dos más cuando los dis- 
cordantes fueren tres, y cuatro más si fueren cinco ó más los que dis- 
coi dasen. (698 id. id.) 

Art. 224. Asistirán por órden á dirimir las discordias: 

1° Ll Presidente del Tribunal. 

2 o Los Magistrados de la Sala respectiva que no hayan visto la 
causa. 

3 o Los Magistrados más antiguos del Tribunal, con exclusión délos 
Presidentes. (699 ref. de id.) 

COMPILACION 8 
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Art. 225. El Presidente del Tribunal hará el señalamiento de las 
vistas en discordia, prévio aviso del Presidente de la Sala respectiva, 
y después de designar los Magistrados á quienes corresponda dirimir- 
ía. (700 de id.) 

Art. 226. Los nombres de ¡os Magistrados que hayan de dirimir 
la discordia, se harán saber oportunamente á los litigantes, para que 
puedan hacer uso del derecho de recusación si fuere procedente. (701 
de id . ) 

Art. 227. Los Magistrados discordantes consignarán con toda cla- 
ridad en la providencia que hubiese causado la discordia, los nimios 
en que convinieren y aquellos en que disintieren. Se limitarán á deci- 
dir con ios dirimentes aquellos en que no hubiere habido conformidad. 
(70'á de id.) 

Art. 228. Antes de empezar á ver tina causa en discordia, el Pre- 
sidente de la Sala que baya de dirimirla, preguntará á los discordantes 
si insisten en sus pareceres, y sólo en caso de contestar afirmativamen- 
te, se procederá á la vista. 

Si al verificarse la votación de la sentencia en discordia, llegaren 
á convenir los discordantes en número suficiente para formar mayo- 
ría, no pasará adelante el acto. (703 de id.) 

Art. 229. En las causas criminales, cuando en la segunda vota- 
ción insistieren las discordantes en sus respectivos pareceres, se so- 
meterán á nueva deliberación los dos votos más favorables al proce- 
sado, excluyendo los demás, y entre aquéllos optarán precisamente to- 
dos los votantes, de modo que resulte aprobado cualquiera de ambos, 
á ménos que convenga la mayoría en otro distinto. 

En este caso pondrán en lugar oportuno de la sentencia las siguien- 
tes palabras: 

Visto el resultado de la votación , la ley condena. 

La determinación de cuáles sean los dos pareceres más favorables 
al procesado, se hará á pluralidad de votos. (706 de id.) 

Art. 230. Las discordias que resultaren en el mismo Tribunal 
Supremo al fallar las causas de que eonozca en única instancia, se di- 
rimirán en conformidad á lo prescrito en el artículo precedente. (707 
ref. de id.) 

Art. 231. En las sentencias que pronunciare el Tribunal Supre- 
mo en los recursos de casación, en los de revisión ó en causas crimi- 
nales, no habrá discordia, quedando al efecto desechados los resul- 
tandos y considerandos que no reúnan mayoría absoluta de votos. (708 
de id.) 


REFERENCIA.. 

La materia de todo este capítulo está tratada en parle en las 
páginas 101 á 107 del tomo II de nuestra obra, y el formulario 
existe en las páginas 108 á 116. El resto puede verseen la página 
59 y siguientes del tomo I, en que se habla del régimen interior 
de las Audiencias, en la página 84 y siguientes, en que se trata del 
régimen interior del Tribunal Supremo, y en las páginas 47 y 76 



' del mismo lomo I, en que se habla de los Magistrados de Audien- 
cia y del Tribunal Supremo. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: que las resoluciones de los Juzgados y 
Tribunales que tengan carácter judicial , se denominarán senten- 
cias cuando decidan definitivamente la cuestión criminal de la cau- 
sa en una instancia ó en un recurso extraordinario, y las que de- 
claren haber ó no haber lugar á oir á un litigante ó reo declarado 
en rebeldía. (Ají. 196.) 

Esta disposición ha sido tomada del art. 668 de la ley orgánica 
del Poder judicial; y al trascribirla la Compilación, ha puesto, se- 
gún nuestra opinión, algo de más y algo de ménos. La resolución 
que declara haber ó no lugar á oir á un litigante , se dicta en los 
pleitos y no en las causas, y parece, por lo tanto, que esto está de 
más. Pero se ha omitido en la denominación de sentencia la resolu- 
ción que, recayendo sobre un incidente, ponga término á lo prin- 
cipal; y aunque la ley orgánica, que así lo dice, se refiere á los 
pleitos, tiene esto aplicación á las causas criminales, según se de- 
muestra por el art. 589 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que 
llama sentencia á la resolución de los incidentes ó artículos de pré- 
vio pronunciamiento, como la llama también la. Compilación en el 
826. Nosotros hemos calificado de sentencia dicha resolución en 
el caso de que ponga término al juicio principal haciendo imposible 
su continuación (página i 04 del tomo II de nuestra obra), como lo 
dice la ley orgánica. Y ahora reconocemos que es sentencia aunque 
no ponga término al juicio, según la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, puesto que la resolución de los artículos de prévio pronuncia- 
miento no termina el juicio cuando se desestima la excepción pro- 
puesta. 

La Compilación declara: que para dictar autos ó sentencias en 
los asuntos de que conozca la Sala segunda ó tercera del Tribunal 
Supremo, serán necesarios siete Magistrados. ( Art 201, párrafo I o .) 

Mencionamos esta disposición para rectificar una equivocación 
que padecimos al tratar de este punto en nuestra obra (pági- 
nas 104 y siguiente del tomo 11). Allí dijimos que son necesarios 
siete Magistrados para dictar autos ó sentencias la Sala segunda del 
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Tribunal Supremo, que conoce de lo criminal, y no dijimos lo mis-* 
mo respecto de la Sala tercera á pesar de que también conoce de 
asuntos criminales, ora en recurso de casación ó ya en única ins- 
tancia. 


También declara la Compilación: que para dictar autos ó sen- 
tencias en los juicios cuyo conocimiento corresponda á las Salas de 
lo criminal de las Audiencias, serán necesarios tres votos confor- 
mes. ( Art . 201, pár. 2 o .) 

Esta disposición está lomada del art. 74 del Reglamento provi- 
sional de 26 de Setiembre de 1855, en el cual se establece: que en 
las Audiencias, para el despacho de sustanciacion serán suficientes, 
por regla general, dos Magistrados para formar Sala: que sus vo- 
tos harán resolución en todo aquello en que estuvieren conformes 
de toda conformidad; y que para actos que no sean de mera sustan- 
ciacion, no podrá haber Sala con menos de tres ni tampoco senten- 
cia ni resolución sino en lo que reúna sus tres votos absolutamen- 
te conforme?. 

Pero es de notar, que este artículo del Reglamento está dero- 
gado por el art. 86 de la ley de Enjuiciamiento criminal y por el ar- 
tículo 684 de la ley orgánica del Poder judicial. El primero de es- 
tos dispone, que para dictar autos ó sentencias en los juicios cuyo 
conocimiento corresponde á las Salas de lo criminal de las Audien- 
cias, serán necesarios tres Magistrados; y el segundo ordena que 
la sentencia se dictará por mayoría absoluta de votos; de modo que 
con dos votos conformes hay sentencia. (Véase lo que dijimos sobre 
esto en la pág. 6o del tomo I.). Y la Compilación misma lo establece 
así en su art. 211. Mucho celebraríamos que se reformara el arl. 201 
de la Compilación expresando que para dictar autos ó sentencias las 
Salas de lo criminal de las Audiencias, serán necesarios tres Magis- 
trados, que es lo que prescribe el árt. 86 de la ley de Enjuiciamien- 
to criminal, y dejando en el art. 211 lo relativo al número de vo- 
tos, que está conforme con el art. 684 de la ley orgánica. 


La Compilación dispone: que en las certificaciones ó testimo- 
nios de las sentencias que expidieren los Tribunales, no se inserta- 
rán los votos particulares, pero que se remitirán á la Audiencia ó 
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al Tribunal Supremo, en su caso, y se harán públicos cuando se in- 
terponga y admita recurso de casación. ( Art . 216.) 

Esta disposición ha sido tomada del art. 690 de la ley orgánica 
del Poder judicial, escrita para el caso en que existieran 1 <s Tribu- 
nales de partido; y por eso manda que estos Tribunales remitan á 
la Audiencia los votos particulares ó reservados que aparezcan en 
sus sentencias. Pero esto no tiene aplicación á los Juzgados de pri- 
P mera instancia, porque, siendo unipersonales, no puede haber en 
sus sentencias votos particulares, ni es posible, por consiguiente, 
remitirlos á la Audiencia. Conveniente seria que se reformase la 
Compilación en este punto suprimiendo lo que se refiere á los Juz- 
gados. 


La Compilación dispone también: que en cada Juzgado ó Tri- 
bunal donde hubiere solo una Sala, y en cada Sala de Audiencia 
ó del Tribunal Supremo, se llevará un registro de sentencias, en 
el cual se extenderán y firmarán todas las definitivas; y que el 
registro expresado estará en los Juzgados , en las Audiencias y en 
el Tribunal Supremo bajo la custodia de ios Jueces y del Presi- 
dente respectivo de la Sala. ( Artículos 218 y 219.) 

Esta disposición ha sido tomada de los artículos 692 y 693 de la 
ley orgánica del Poder judicial, que suponen la existencia de los 
Tribunales de partido. Pero nosotros hemos creido que carecen 
hoy de aplicación respecto de los Juzgados, porque no hay ley ni 
orden alguna por la cual se prevenga que se lleve en ellos el re- 
gistro de sentencias como se halla dispuesto para los Tribunales 
colegiados. Parece, pues, que los artículos citados debieran refor- 
I marse en el mismo sentido que el 216. 


La Compilación ordena: que cuando en la votación de una sen- 
tencia definitiva, auto ó providencia que recayere en causa crimi- 
nal, no resultare mayoría de votos sobre cualquiera de los pronun- 
ciamientos de hecho ó de derecho que deban hacerse, ó sobre la 
decisión que haya de dictarse, volverán á discutirse y á votarse los 
puntos en que hayan disentido los volantes (art. 222). Y después, 
en el artículo siguiente, manda que la nueva vista se celebrará 
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con los Magistrados que hubieren asistido á la primera, aumen- 
tándose dos más cuando los discordantes fueren tres, y cuatro más 
si fueren cinco ó más los que discordaren. (Art. 223.) 

Llama desde luego la atención, que no habiendo dispuesto la 
Compilación para el caso de discordia la celebración de nueva vista , 
trate, sin embargo, acerca del modo como se ha de celebrar, dedi- 
cando á este punto el artículo citado 223 y los siguientes 224, 225, 
226, 227 y 228. Y todavía es más notable, que en los artículos pos- 
teriores 229 y 230 se establezcan disposiciones bajo el supuesto de 
que no ha de haber nueva vista , sino una sola, como queda ordenado 
en el art. 222. 

Esta observación nos ha movido á buscar la explicación de se- 
mejante anomalía, y creemos haberla encontrado. 

Las disposiciones á que nos referimos, han sido tomadas de los 
artículos 696 al 707 de la ley orgánica del Poder judicial, los cua- 
les establecen dos procedimientos para dirimir las discordias , á sa- 
ber: uno para las causas criminales en las Aundiencias y en el 
Tribunal Supremo, y otro para los negocios civiles en las Audien- 
cias, haciendo extensivo este último á los Tribunales de partido en 
lo civil v en lo criminal. 

Ahora bien: al formarse la Compilación, se han tomado de la 
ley orgánica los dos procedimientos, esto es, el criminal y el civil, 
aplicándolos á las discordias que se causen en materia criminal en 
las Audiencias y en el Tribunal Supremo, á cuyo fin se ha susti- 
tuido la palabra pleito con la palabra causa, como se ve en el ar- 
tículo 228 de la Compilación, que es el 703 de la ley orgánica. De 
aquí resulta una duplicación de procedimientos para el objeto úni- 
co de dirimir las discordias : el primero se establece por los ar- 
artículos 222, 229 y 230 déla Compilación, y el segundo, por los 
artículos 223 al 228. Seguu el pr Opero, debe dirimirse la discordia 
por medio de votaciones sin vista ; y según el segundo, debe diri- 
mirse con nuera vista. Dada esta dualidad, es imposible cumplir 
lo preceptuado por la Compilación, porque los dos procedimientos 
adoptados son incompatibles. Si ha de haber tres votaciones, no 
puede haber segunda vista, y viceversa. 

Nosotros hemos omitido el segundo procedimiento, porque lo 
hemos considerado como peculiar de las discordias en materia civil, 
puesto que no existen Tribunales de partido, á los cuales era 
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aplicable, tanto en lo criminal como en lo civil, según lo dispuesto 
por el art. 697 de la ley orgánica del Poder judicial. 

¿Habrá dado por supuesto la Compilación, aunque no lo ex- 
presa, que después de la primera votación ha de haber siempre se- 
gunda vista? ¿Será ésta la solución de la dificultad? Parece que no, 
pues la segunda vista sólo está establecida para los negocios civiles. 
Después de ordenar el art. 696 de la ley orgánica que se proceda 
á segunda votación en caso de discordia, dice en el párrafo segun- 
do: «Cuando en los negocios civiles tampoco resultare del segundo 
escrutinio mayoría, se dictará providencia declarando la discordia 
y mandando celebrar nueva vista con más Magistrados.» Esta es la 
segunda vista, puesto que tiene lugar cuando se declara la discor- 
dia causada en la primera. Sin esta declaración no puede haber 
segunda vista. Y en lo criminal no se hace la declaración; luego 
en lo criminal no puede haber segunda vista. 

CAPITULO IX. — Del ministerio fiical. 


Art. 232. El Ministerio fiscal velará por la observancia de las le- 
yes que se refieran á la organización de los Juzgados y Tribunales; 
promoverá la acción de la justicia en cuanto concierne al interés públi- 
co, y tendrá la representación del Gobierno en sus relaciones con el Po- 
der judicial. (763 de id.) 

Art. 233. Antes de proceder de oficio los Jueces y Tribunales 
á decretar procedimientos contra los funcionarios del Ministerio fis- 
cal, deberán oir á su inmediato superior jerárquico, á quien comuni- 
carán los antecedentes en que se haya de basar la causa. (837 id. id.) 

Art. 234. Los representantes del Ministerio fiscal no podrán ser 
recusados. * 

Deberán, sin embargo, excusarse de intervenir en los actos judi- 
ciales cuando concurra en ellos alguna de las causas señaladas en el 
artículo 128 (845 id.) 

Art. 235. Si concurriere en el Fiscal del Tribunal Supremo, ó en 
los Fiscales de Audiencia alguna de las causas por las que, en confor- 
midad al articulo anterior, deban abstenerse, designarán para que los 
reemplacen al Teniente Fiscal, y en su defecto á los Abogados fiscales, 
por el órden de antigüedad. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior, es aplicable á los Tenientes ó 
Abogados fiscales cuando ejerzan las funciones de su Jefe respectivo. 
(846 de id.) 

Art. 236. Los Tenientes y Abogados fiscales del Tribunal Su- 
premo y de las Audiencias, harán presente su excusa al superior res- 
pectivo, quien los relevará de intervenir en los actos judiciales y ele- 
girá para sustituirlos al que tenga por conveniente entre aquellos. 
{Sil de id.) 
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Art. 237. Los Promotores fiscales de los Juzgados de primera ins- 
tancia presentarán su excusa por escrito á los Fiscales de las Audien- 
cias, y si éstos la estimaren justa, delegarán la intervención fiscal en 
los actos judiciales, en quien deba sustituirles. 

De la excusa que presentaren los Promotores fiscales, y de la dele- 
gación en su caso, darán conocimiento al Juez que entendiere en la 
causa. (848 ref. de id.) 

Art. 238. Cuando los representantes del Ministerio fiscal no se ex- 
cusaren á pesar de comprenderles alguna de las causas expresadas en 
el art. 128, podrán los que se consideren agraviados recurrir en queja 
al superior inmediato. 

El superior oirá al subordinado que hubiere sido objeto de la que- 
ja, y encontrándola fundada decidirá su sustitución. 

Si no la encontrara fundada, podrá acordar que intervenga en el 
proceso. 

Contra esta determinación, no se dará recurso alguno. 

Si fuere el Fiscal del Tribunal Supremo el que diere motivo á la 
queja, deberá ésta dirigirse al Ministro de Gracia y Justicia por con- 
ducto del Presidente del mismo Tribunal. 

El Ministro de Gracia y Justicia, oida la Sala de Gobierno del Tri- 
bunal Supremo, si lo considera oportuno, resolverá lo que estime pro- 
cedente. (849 de id.) 

Art. 239. Los Fiscales de las Audiencias nombrarán un Promotor 
sustituto para cada Juzgado, debiendo recaer este nombramiento en 
un Letrado domiciliado en la cabeza del mismo; y á falta de éste se 
encargarán de las Promotorías los Registradores de la propiedad, 
(i?. Ord. lo Marzo 78.) 

REFERENCIA. 

Lo relativo al Ministerio fiscal ha sido tratado con la extensión 
conveniente en los lugares de nuestra obra que vamos á citar. En 
las págs. 17, 30, 49 y 77 del tomo I, hemos hablado de los Fis- 
cales municipales, Promotores fiscales, Fiscal, Teniente fiscal y 
Abogados fiscales de las Audiencias y del Tribunal Supremo. En 
la página 121, de la licencia que necesitan para ausentarse. En las 
páginas 138 á 143 y 164, de su destitución, suspensión, traslación 
y jubilación. En las págs. 130 á 153, de su responsabilidad crimi- 
nal y civil. En la página 158, de la corrección disciplinaria; y en 
las páginas 490 á 495, de su abstención para ejercer sus funciones 
por causas de recusación. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: que los Fiscales de las Audiencias 
nombrarán un Promotor sustituto para cada Juzgado, debiendo re- 
caer este nombramiento en un Letrado domiciliado en la cabeza 
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del mismo; y que á falta de éste, se encargarán de las Promotorías 
los Registradores de la propiedad. (Art. 239.) 

Esta disposición está tomada de la Real orden de 15 de Marzo 
de 1878, de la cual no nos hemos ocupado a! tratar de esta materia 
en la pág. 52 del tomo I de nuestra obra, porque aún no se había 
publicado. Pero conviene insistir en lo que allí expusimos, á saber: 
que entre los Letrados llamados en primer término, tienen prefe- 
rencia los Aspirantes al Ministerio fiscal y á la judicatura, como se 
declara en los artículos 95 y 770 de la ley orgánica del Poder ju- 
dicial. 

TITULO II.— Disposiciones generales relativas al Enjuicia- 
miento criminal. 

CAPITULO I. — De las personas á quienes corresponde el ejerci- 
cio DE LAS ACCIONES QUE NACEN DE LOS DELITOS Y FALTAS. 

Art. 240. Do todo delito ó falta nace acción penal para el castigo 
del culpable, y puede nacer también acción civil para la restitución de 
la cosa, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios causa- 
dos por el hecho punible. (I o de la de Enjuiciamiento criminal.) 

Art. 241. La acción penal es pública. 

Todos los ciudadanos españoles podrán ejercitarla con arreglo á las 
prescripciones de la ley. (2 de id.) 

Art. 242. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, no 
podrán ejercitar la acción penal : 

I o El que no goce de la plenitud de los derechos civiles. 

2 o El que hubiese sido condenado dos veces por sentencia firme 
como reo del delito de denuncia ó querella calumniosa. 

3 o El Juez ó Magistrado. 

Los comprendidos en los números anteriores podrán, sin embargo, 
ejercitar la acción penal por delito ó falta cometidos contra sus perso- 
nas ó bienes, ó las personas ó bienes de sus cónyuges, ascendientes ó 
descendientes. 

Los comprendidos en los números 2 o y 3 o podrán ejercitar también 
la acción penal por el delito ó falta cometidos contra las personas ó 
bienes de los que estuviesen bajo su guarda legal. (3 de id.) 

Art. 243. Tampoco podrán ejercitar acciones penales entre sí: 

I o Los cónyuges, á no ser por delito ó falta cometidos por el uno 
contra la persona del otro, ó las de sus hijos, y por los comprendidos 
en los artículos 448, 432, 453 y 486 del Código penal. 

2 o Los ascendientes, descendientes y hermanos consanguíneos ó afi- 
nes, á no ser por delito ó falta cometidos por los unos contra las perso- 
nas de los otros. (4 de id.) 

Art. 244. Las acciones penales que nacen de los delitos definidos 
en los artículos 458, 467 y 471 del Código penal, tampoco podrán ser 
ejercitadas más que por Ia 3 personas á quienes correspondieren, con 
arreglo á lo dispuesto en los artículos 463, 480 y segundo párrafo del 
482 del mismo Código. 

COMPILACION 0 
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Tampoco podrán ser perseguidas más que por los ofendidos ó por 
sus representantes legales las faltas comprendidas en los artículos 584, 
números I o y 2 o ; 603, números 2°, 3 o , 7 o y 8 a ; y 603, núm. I a del Có- 
digo penal, (o de id.) 

Art. 245. Los funcionarios del Ministerio fiscal tendrán la obliga- 
ción de ejercitar, con arreglo á las disposiciones de la ley, todas las ac- 
ciones penales que consideren procedentes, haya 0 no acusador par- 
ticular en las causas, rnénos las acciones referidas en el artículo ante- 
rior y las procedentes de los delitos comprendidos en los artículos 448 
y 452 del Código penal. 

Sostendrán también las procedentes de los delitos definidos en los 
artículos 453. 460, 461 y 462 del Código penal en los casos expresados 
en los párrafos segundo y tercero del art. 463 de dicho Código. (6 de 
idem.) 

Art. 246. La acción penal por delito ó falta que dé lugar al proce- 
dimiento de oficio, no se extingue por la renuncia de la persona 
ofendida. » 

pero se extinguen por esta causa las que nacen de delito ó falta que 
no pueda ser perseguido sino á instancia de parte, y las civiles, cual- 
quiera que sea el delito ó falta de que procedan. (7 de id.) 

Art. 247. La renuncia de la acción civil ó de la penal renuuciable, 
no perjudicará más que al renunciante; pudiendo continuar el ejercicio 
de la penal en el estado en que se hallare la causa ó ejercitarla nueva- 
mente, los demás á quienes también correspondiere. (8 de id.) 

Art. 248. Las acciones que nacen de un delito ó falta podrán ejer- 
citarse junta ó separadamente. (9 de id.) 

Art. 249 Ejercitada sólo la acción penal, se entenderá utilizada 
también la civil, á no ser que el dañado ó perjudicado la renunciare ó 
la reservare expresamente. Si se ejercitare sólo la civil, no se entende- 
rá utilizada con ella la penal, la cual se considerará extinguida, si fue- 
re renunciable. (10 de id.) 

Art. 250. Podrán asimismo ejercitarse expresamente las dos ac- 
ciones por una misma persona ó por varias. 

Pero no podrá ejercitarse la civil sino por el Ministerio fiscal por 
daño causado al Estado, ó por los que hubiesen sido dañados ó perju- 
dicados por el delito ó falta, ó por sus representantes ó causa- habien- 
tes. (II de id.) 

Art. 251. Estando pendiente la acción penal, no podrá ejercitarse 
separadamente la civil, hasta que aquella haya sido resuelta por sen- 
tencia firme; pero el interesado podrá ejercitar en la causa hasta el 
trámite Je calificación del delito inclusive la acción civil, si ántes no la 
hubiere renunciado. (12 de id.) 

Art. 252. Pendiente la acción civil, podrá ejercitarse separadamen- 
te la penal; mas en este caso, se suspenderá el curso de aquella hasta 
que la penal sea resuelta por sentencia firme. (13 de id.) 

Art 253. En ningún caso será necesario, para el ejercicio de la 
acción penal, que haya precedido el de la civil procedente del mismo 
delito ó falta. (14 de id.) 

Art. 254. La extinción de la acción penal no llevará consigo la de 
la civil, á no ser que la extinción procediese de haberse declarado por 



— G7 — 

sentencia fume que no existió el hecho de que la civil hubiese podido 

nacer. . , . 

En los demás casos, la persona á quien la acción civil correspondie- 
re podrá ejercitarla en tiempo y forma contra quien estuviere obligado 
á la restitución de la cosa, reparación del daño ó indemnización del 
perjuicio sufrido. (15 de id.) 

Art. 255, La extinción de la acción civil tampoco llevará consigo 
la de la penal que naciere del mismo delito ó falta. (I (> de id.) 

Art. 256. La sentencia firme absolutoria, dictada en ei pleito pro- 
movido por el ejercicio de la acción civil, no será obstáculo para el 
ejercicio de la acción penal correspondiente. 

En este raso, el Juez ó Tribunal que de ella conociere, apreciará, 
según corresponda, la fuerza de las pruebas que se hubiesen practica- 
do en el pleito civil, si se dieren nuevamente en el juicio criminal 
(17 de id.) 


REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada extensamente en el 
título preliminar del libro IT, páginas 5 á 37 del tomo II de nues- 
tra obra. Este título está dividido en cuatro capítulos: en el pri- 
mero se ha tratado de los hechos que dan lugar al procedimiento 
criminal y de las penas establecidas para su represión; en el se- 
gundo, de la responsabilidad criminal con expresión de los autores, 
cómplices y encubridores, de la responsabilidad civil, y del ejer- 
cicio de las acciones penal y civil; en el tercero, de las circunstan- 
cias de exención, atenuación y agravación de la responsabilidad cri- 
minal; y en el cuarto, de la extinción de la responsabilidad crimi- 
nal y civil. 

CAPITULO II. — Del derecho de defensa y del beneficio de pobreza 

EN LOS JUICIOS CRIMINALES. 

Art. 257. Los que fueren procesados en causa criminal tendrán de- 
recho á ser representados por Procurador y defendidos por Letrado. 

Si no los nombraren por sí mismos, se les designarán de oficio, 
cuando lo solicitaren ó cuando la causa hubiese llegado á estado en 
que fuese necesaria la intervención de aquellos funcionarios, ó cuando 
el procesado intentare utilizar algún recurso para cuya interposición 
hubiere la misma necesidad. (18 de la ley de Enj. criml .) 

Art. 258. El querellante particular y el actor civil, si estuvieren 
habilitados de pobres, tendrán también derecho á que se les nombren 
de uficio Procurador y Abogado para su representación y defensa. 
(1 ddeid.) 

Art 259. Los Abogados á quienes corresponda la defensa de po- 
bres, no podrán excusarse de ella en las causas criminales sin un moti- 
vo personal y justo que calificarán según su prudente arbitrio los De - 
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canos de los Colegios donde los hubiere, y en su defecto el Juez ó el 
Tribunal en que hubieren de hacerse las defensas. (877 de la L. O.) 

Art. 260. Todos los que fueren parte en una causa criminal, que 
no estuviesen declarados pobres, tendrán obligación de satisfacer los 
derechos de los Procuradores que los representen, los honorarios de 
los Abogados que los defiendan y de los peritos que informen á su ins- 
tancia, y las indemnizaciones de los testigos que declaren, también á 
su instancia, si estos las hubiesen reclamado y el Juez ó Tribunal 
hubiese estimado la reclamación. 

Pero, ni durante la causa ni después de terminada, tendrán obliga- 
ción de satisfacer las demás costas procesales, á no ser que á ello hu- 
biesen sido condenados. (20 de la ley de tinj. criml.) 

Art. 261. Se usará papel de oficio en los juicios sobre fallas y 
causas criminales, sin perjuicio del correspondiente reintegro, si hu- 
biere condenación de costas. (21 de id.) 

Art. 262. Podrán ser habilitados como pobres: 

I o Los que vivan de un jornal ó salario eventual. 

2 o Los que vivan solo de un salario permanente ó de un sueldo, 
cualquiera que sea su procedencia, que no exceda del doble jornal de 
un bracero en el pueblo cabeza de partido judicial del domicilio de los 
que solicitaren la habilitación. 

3 o Los que vivan sólo de rentas, cultivo de tierras ó cria de gana- 
dos, cuyos productos sean menores que el jornal de dos braceros, en la 
cabeza del mismo partido judicial. 

4° Los que vivan sólo del ejercicio de cualquiera profesión ó indus- 
tria, ó de los productos de cualquier comercio, por los cuales les cor- 
responda pagar de contribución una cantidad inferior á la fijada en la 
siguiente escala : 

En las capitales de provincia de primera clase, cincuenta pesetas. 

En las de segunda, cuarenta. 

En las de tercera y cuarta, treinta. 

En las cabezas de partido judicial, veinticinco. 

En los demás pueblos, veinte. (22 de id.) 

Art. 263. Cuando alguno reuniese dos ó más modos de vivir de los 
designados en el artículo anterior, se computarán los rendimientos de 
todos ellos, y no podrá otorgarse la defensa por pobre si, reunidos, ex- 
cedieren de las cuotas señaladas en el mismo artículo. (23 de id.) 

Art 264. Cuando litigasen unidos varios que individualmente tu- 
viesen derecho á ser defendidos por pobres, se les habilitará como tales, 
áun cuando los productos reunidos de los modos de vivir de todos ellos 
excedieren de las cuotas que quedan señaladas. (24 de id.) 

Art. 265. No se otorgará la defensa por pobre á los comprendidos 
en cualquiera de los casos expresados en el art. 262, cuando á juicio del 
Juez ó Tribunal que conociere de la pretensión, se infiera del número 
de criados que tengan á su servicio, del alquiler de la casa que habiten 
ó de otros cualesquiera signos externos, que tienen medios superiores 
al doble jornal de un bracero en la cabeza del partido judicial de su do- 
micilio. (25 de id.) 

Art. 266. Cuando la pretensión de pobreza se entablare ántes de 
empezar el sumario, ó hallándose éste pendiente, será competente 
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para conocer de ella el Juez ó Tribunal que conozca de la causa. ('26 
ref. de id.) 

Art. 267. La sustanciacion de la pretensión de pobreza se hará en 
pieza separada, acomodándose á los trámites establecidos para el ar- 
tículo de excepciones, y sin que por razón de su tramitación pueda de- 
jar de principiarse ó de continuarse la causa. 

En este incidente serán admisibles todos los medios de prueba que 
el Juez ó el Tribunal considerare pertinentes. (27 id. id.) 

Art. 268. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrá 
ser habilitado de pobre, sin necesidad de prévia justificación, ' el que 
estuviere de notoriedad comprendido en alguno de los casos del art. 262 
si á ello no se opusieren el Ministerio fiscal y la parte con quien debiera 
sustanciarse el incidente. (28 de id ) 

Art. 269. El que entablare la pretensión, tendrá derecho á que 
desde luégo se le otorguen los beneficios de la pobreza legal, sin per- 
juicio de lo que definitivamente se resuelva. (29 de id.) 

Art. 270. Cuando fuere el acusador quien promoviere la pretensión, 
se sustanciará el incidente con citación y audiencia del procesado, si ya 
lo hubiere, ó no estuviere en rebeldía. (30 de id.) 

Art. 271. La pretensión de pobreza entablada por el procesado se 
sustanciará con citación y audiencia del querellante particular y actor 
civil si lo hubiere. (31 de id.) 

Art. 272. El Ministeiio fiscal será parte en todos los incidentes 
de pobreza. (32 de id.) 

Art. 273. El procesado á quien no se hubiese citado ni oido en 
el incidente de pobreza del querellante, podrá impugnar en cualquier 
estado de la causa, la habilitación que á favor de aquél se hubiese he- 
cho. (33 de id.) 

Art. 274. El que no hubiese sido declarado pobre durante el su- 
mario, á pesar de haberlo solicitado, podrá serlo durante el plenario, 
si justificare que con posterioridad á su primera pretensión vino á pa- 
rar á alguno de los casos mencionados en el art. 262. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable al que, para se- 

§ uir el recurso de casación, pretendiese ante el Tribunal Supremo la 
eclaracion de pobreza que le hubiere sido denegada durante el curso 
de la causa. (34 ref. de id.) 

Art. 275. Siempre que se denegare la declaración de pobreza, se 
condenará en las costas al que la hubiere solicitado. (35 de id.) 

Art. 276 Contra la sentencia firme que resolviere negativamente 
el incidente de pobreza, procederá solamente el recurso de casación 
ante la Sala segunda del Tribunal Supremo. (36 ref. de id.) 

Art. 277. Los que fueren declarados pobres, disfrutarán de los 
beneficios siguientes: 

f° £1 de la exención del pago de honorarios y derechos al Abogado 
que los hubiese defendido y al Procurador que los hubiese represen- 
tado, y de los honorarios é indenmizaciones correspondientes á los 
peritos que hubieren declarado á su instancia. 

2 o El de la exención del pago de derechos de Arancel y del reinte- 
gro del papel de oficio empleado en la causa. (37 ref. de id.) 



Art. 278. La declaración de pobreza no eximirá á aquel á cuyo 
favor se hubiere hecho de la obligación de pagar las costas en que 
fuese condenado, si se le encontrasen bienes con que hacerlas efecti- 
vas. (38 de id .«) 

Art. 279. El declarado pobre deberá pagar los gastos de su de- 
fensa: . 

I o Siempre que por resultado de la causa percibiese alguna canti- 
dad. En este caso, será destinada la tercera parte de lo percibido al 
pago de los expresados gastos, en la porción que fuese necesaria. 

Si dicha tercera parte fuese menor que el total de los gastos, no 
se destinará mayor parte á su pago, habiendo de aplicarse aquélla á 
prorata á las partidas que los compongan. 

2 o Siempre que se justifique, por los que tengan derecho á los gas- 
tos expresados, que durante la causa se encontraba el declarado pobre, 
en alguno de los casos en que no deben otorgarse los beneficios de la 
defensa en este concepto. (39 de id.) 

REFERENCIA. 

El asunto de este capítulo ha sido tratado extensamente en las 
púgs. 57 á 51 del tomo II de nuestra obra, con separación de lo re- 
lativo al derecho de defensa y al beneficio de pobreza en los juicios 
criminales, y el formulario de todos estos procedimientos existe en 
las págs. 52 á 74, el cual comprende el incidente de defensa y ade- 
más el de pobreza ante los Juzgados de primera instancia, ante las 
Audiencias y ante el Tribunal Supremo. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: que la sustanciacion de la pretensión 
de pobreza se hará en pieza separada, acomodándose á los trámites 
establecidos para el artículo de excepciones. (Art. 267.) 

Nosotros hemos creido que el incidente sobre defensa por pobre 
no puede acomodarse á los trámites de los artículos de excepciones, 
ó sea de prévio pronunciamiento, porque opinamos que estos ar- 
tículos no están en vigor; pero por si la Compilación los. decla- 
raba vigentes, ya expusimos en su lugar oportuno la sustanciacion 
que debería observarse para decidir sobre la pretensión de pobreza. 
(Véase en la pág. 44 y siguientes del tomo II.) Previmos los dos 
casos, y para los dos hemos expuesto la tramitación establecida. 

CAPITULO III. — De las notificaciones, citaciones y Emplazamientos. 

Art. 280. Las notificaciones, citaciones y emplazamientos que se 
practicaren fuera de los estrados del Juzgado ó Tribunal, se harán res- 
pectivamente por el Secretario, alguacil ó por un Oficial de Sala. (40 
ref. de la ley de fínj. crim.) 
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Art. 281. Para la práctica de las notificaciones, el actuario ó Se- 
cretario que interviniere en la causa, extenderá una cédula que con- 
tendrá: 

I o La expresión del objeto de. dicha causa, y los nombres y apelli- 
dos de los que en ella fueren parte. 

2 o La copia literal de la resolución que hubiere de notificarse. 

3 o La persona ó personas que han de ser notificadas. 

4 o La fecha en que la cédula se expidiere. 

5 o La firma del actuario ó Secretario. (41 ref. de id.) 

Art. 282. Se harán constar en los autos por nota sucinta la expe- 
dición de la cédula, y el actuario, Secretario, Oficial de Sala, ó algua- 
cil á quien se encargare su cumplimiento. (42 ref. de id ) 

Art. 283. El que recibiere la cédula sacará y autorizará con su fir- 
ma, tantas copias cuantas fueren las personas á quienes hubiere de 
notificar. (43 de id.) 

Art. 284. La notificación consistirá en la entrega de la copia de la 
cédula, á la persona que deba ser notificada. 

La entrega se hará constar por diligencia sucinta al pié de la cédu- 
la original. (44 de id.) 

Art. 285. En la diligencia se anotará el dia y hora de la entrega, 
y será firmada por la persona á quien ésta se hiciere, y por el funcio- 
nario que practicare la notificación. 

Si la persona á quien se hiciere la entrega no supiere firmar, lo 
hará otra á su ruego; y si no quisiere, lo harán dos testigos buscados 
al efecto. (45 de id.) • 

Art. 286. Guando á la printera diligencia en busca no fuere ha- 
llado en su habitación el que hubiere de ser notificado, cualquiera 
que fuere la cansa de su ausencia, se entregará la cédula al parien- 
te, familiar ó criado, mayor de catorce años que se hallare en aquélla. 

Si no hubiere nadie, se hará la entrega á uno de los vecinos más 
próximos. (46 de id.) 

Art. 287. En la diligencia de entrega se hará constar la obliga 

cion del que recibiere la copia de la cédula, de entregarla al que de 

hiera ser notificado inmediatamente que regresare á su domicilio, 

bajo la multa de cinco á cincuenta pesetas si dejare de entregarla. (47 

de id.) 

* 

Art. 288. Cuando no se pudiere practicar una notificación, por 
haber cambiado de habitación el que hubiere de ser notificado, y no 
poderse averiguar la nueva, ó por cualquiera otra causa se hará cons- 
tar así en la cédula original. (48 de id.) 

Art. 289. Las citaciones y emplazamientos se practicarán en la 
forma establecida para las notificaciones, con las siguientes diferen- 
cias: 

La cédula de citación contendrá: 

I o El Juez ó Tribuna! que hubiere dictado la resolución, y la fecha 
de ésta. 

2 o Los nombres y apellidos de los que debieren ser citados y las 
señas de s .s habitaciones; y si éstas fueren ignoradas, cualesquiera 
otras circunstancias por las que pueda descubrirse el lugar en que 
aquéllos se hallaren. 

3 o El objeto de la citación. 
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4 o El l igar, dia y hora en que haya de concurrir el citado. 

5 0 La obligación, si la hubiere, de concurrir al primer llamamiento 
bajo la multa de cinco á cincuenta pesetas, ó si fuese ya'el segundo el 
que se hiciere, la de concurrir, bajo apercibimiento de ser procesado 
como reo del delito en que incurriere por su desobediencia. 

La cédula del emplazamiento contendrá los requisitos I o , 2 o y 3 o 
anteriormente mencionados para la de la citación, y además los si- 
guientes: 

I o El término dentro del cual ha de comparecer el emplazado. 

2 o El lugar en que ha de comparecer y el Juez ó Tribunal ante quien 
ha de hacerlo. 

3 o La prevención de que, si no compareciere, le pararán los perjui- 
cios á que hubiere lugar en derecho. (49 de id.) 

Art 290. Cuando el citado no compareciere en ellugar, dia y hora 
que se le hubiese señalado, el que hubiere practicado la citación vol- 
verá á constituirse en el domicilio de quien hubiese recibido la copia 
de la cédula, haciendo constar por diligencia, en la original, la causa 
de no haberse efectuado la comparecencia. Si esta causa no hubiese 
sido legítima, se procederá inmediatamente por el Juez ó Tribunal 
que hubiere acordado la citación, á llevar á efecto la prevención que 
correspondiere, de las establecidas en el núm. 5 o del artículo anterior. 
(50 de id.) 

Art. 291. Cuando las notificaciones ó emplazamientos hubieren 
de practicarse en territorrio de otra Autoridad judicial española, se 
expedirá suplicatorio, exhorto ó mandamiento, según corresponda, 
insertando en ellos los requisitos que hubiere de contener la cédula. 

51 hubiere de practicarse en el extranjero, se observarán para ello 
los trámites prescritos en los tratados, si los hubiese, y en su defecto 
se estará al principio de reciprocidad. (51 de id.) 

Art. 292. Si el que hubiere de ser notificado, citado ó emplazado, 
no tuviere domicilio conocido, se darán las órdenes convenientes á los 
agentes de policía judicial por el Juez ó Tribunal que hubiese acordado 
la práctica déla diligencia, para que se le busque en el breve término 
que al efecto se señale. 

Si no fuere habido, se mandará insertar la cédula en el Boletín ofi- 
cial de la provincia de su última residencia y en la Gaceta de Madrid 
si se considerare necesario. (52 de id.) 

Art. 293. Practicada la notificación, citación ó emplazamiento , ó 
hecho constar la causa que lo hubiese impedido, se unirá á los autos 
la cédula original ó el suplicatorio, exhorto ó mandamiento expedi- 
dos. (53 de id). 

Art. 294. Serán nulas las notificaciones, citaciones y emplaza- 
mientos que no se practicaren con arreglo á lo dispuesto en este ca- 
pitulo. 

Sin embargo, cuando la persona notificada , citada ó emplazada se 
hubiere dado por enterada en el juicio, surtirá desde entónces la dili- 
gencia todos sus efectos, como si se hubiese hecho con arreglo á las 
disposiciones de la ley. (54 de id.) 

Art. 295. El auxiliar ó subalterno que incurriese en morosidad 
en el desempeño de las funciones que por este capítulo le correspon- 
dan, ó faltare á alguna de las formalidades en el mismo establecidas. 
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será corregido disciplinariamente por el Juez ó Tribunal de quien de- 
penda. (55 de id.) 

Art. 296. Las notificaciones, citaciones y emplazamientos podrán 
practicarse á los Pracuradores de las partes. 

Se exceptúan : 

t° Las citaciones que la ley disponga que se practiquen á los mismos 
interesados en persona. 

V Las citaciones que tengan por objeto la comparecencia obligato- 
ria de éstos. (56 de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las págs. 74 á 79 
del tomo Ií de nuestra obra, con el formulario correspondiente en 
las págs. 80 á 85. 

OBSERVACION. 

La Compilación ha omitido las formalidades que deben obser- 
varse en la práctica de las notificaciones, citaciones y emplaza- 
mientos que hayan de hacerse dentro de los estrados del Juzgado 
ó Tribunal. Pero nosotros los hemos puesto en la página 74 del 
tomo II de nuestra obra, con un formulario en la pág. 80. 

Respecto de jas que deban verificarse fuera de dicho lugar, ha 
establecido la Compilación : que las notificaciones, citaciones y 
emplazamientos que se practicaren fuera de los estrados del Juz- 
gado ó Tribunal, se harán respectivamente por el Secretario, Al- 
guacil, ó por un Oficial de Sala. {Art. 280.) 

Esta disposición se ha tomado del art. 40 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal; pero no se halla conforme con ella, porque di- 
cha ley no atribuye á los Secretarios la facultad de practicar aque- 
llas diligencias. 


La Compilación establece : que se harán constar en los autos 
por nota sucinta la expedición de la cédula (para notificar) y el 
Actuario, Secretario, Oficial de Sala ó Alguacil á quien se encar- 
gare su cumplimiento. {Art. 282.) 

Esta disposición ha sido tomada del art. 42 de la misma ley de 
Enjuiciamiento criminal; pero tampoco se halla conforme con ella, 
porque la ley solo autoriza á los Oficiales de Sala y á los Algua- 
1 ciles para practicar notificaciones, y no á los Escribanos ni á los 
Secretarios. Y todo esto se confirma por el art 281 de la misma 
• Compilación, pues en él se ordena, que la cédula se extienda por 
COMPILACION 10 
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el Actuario ó Secretario ; y no siendo posible que se encargue su 
cumplimiento al mismo que la extiende, se ha de encargar necesa- 
riamente á otro funcionario distinto, esto es, al Oficial de Sala ó al 
Alguacil, en sus casos respectivos, que es lo que tenemos dicho 
en el lugar correspondiente de nuestro libro, pág. 75 del tomo II. 

CAPITULO IV. — De los suplicatorios, exhortos y mandamientos. 

Art. 297. Los Jueces y Tribunales se auxiliarán mutuamente para 
la práctica de todas las diligencias que fueren necesarias en la instruc- 
ción de las causas criminales. (57 déla ley de Enj. crim.) 

Art. 298. Cuando una diligencia judicial hubiere de ser ejecutada 
por un Juez ó Tribunal distinto' del que la hubiese ordenado, éste en- 
comendará su cumplimiento por medio de suplicatorio, exhorto ó 
man damiento. 

Empleará la forma del suplicatorio cuando se dirigiere á un Juez ó 
Tribunal de categoría superior á la suya; la de exhorto cuando se di- 
rigiere á uno de igual categoría, y la de mandamiento, cuando se di- 
rigiere á un subordinado suvo. (58 de id.) 

Art. 299. El Juez ó Tribunal que hubiere ordenado la práctica de 
una diligencia judicial, no podrá dirigirse á Jueces ó Tribunales de ca- 
tegoría inferior que no le estuvieren subordinados, debiendo entender- 
se directamente con el superior de aquellos que tuviere categoría igual 
á ia suya. (59 de id.) 

Art. 300. Cuando el suplicatorio, exhorto ó mandamiento se ex- 
pidieren de oficio, se enviarán directamente para su cumplimiento por 
el Juez ó Tribunal que los hubiere librado. 

Habiéndose expedido á instancia de parte, se entregarán á ésta con 
e! mismo objeto, fijándole término para la presentación del documento 
á la Autoridad á quien se hubiese encomendado el cumplimiento. 

Se exceptúan los casos en que expresamente se dispone otra cosa en 
la ley. (60 de id.) 

Art. 301. La persona que recibiere los documentos los presenta- 
rá, en el término que se le hubiese fijado, al Tribunal ó Juez á quien 
se hubiese encomendado el cumplimiento, dando aviso, acto continuo 
de haberlo hecho así, al Juez ó Tribunal de quien procediesen. (61 de 
idem.) 

Art. 302. Cuando hubieren sido remitidos de oficio, el Juez ó Tri- 
bunal que los hubiese recibido, acusará inmediatamente el recibo al 
remitente. (62 de id.) 

Art. 303. El Juez ó Tribunal que recibiese un suplicatorio, ex- 
horto ó mandamiento, lo cumplirá con preferencia á toda otra ocupa- 
ción, á no ser que, por ello se perjudicare su propia competencia. 

Una vez cumplimentado, lo devolverá sin demora en la misma for- 
ma en que lo hubiese recibido, ó en que se le hubiese presentado. (63 
de id. ) 

Art. 304. Cuando se demorase el cumplimiento de un suplicato- 
rio, el Juez ó Tribunal que lo hubiese expedido, remitirá de oficio ó á 
instancia de parte, según los casos, un recuerdo al Juez ó Tribunal su- 
plicado. 
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Si la demora en el cumplimiento fuese respecto á un exhorte, en 
vez de recuerdo dirigirá suplicatorio al superior inmediato del exhor- 
tado, poniendo aquella en su conocimiento para lo que proceda. 

Si fuese respecto á un ma-ndamiento, expedirá otro, con preven- 
ción de corrección disciplinaria, al inferior moroso, á no ser que in- 
curriese en mayor responsabilidad por la demora. (64 de id ) 

Art. 305. Los exhortos á Tribunales extranjeros se dirigirán siem- 
pre por la vía diplomática ó por el conducto y en la forma estableci- 
da en los tratados. (65 reí. de id.) 

Art. 306. Las Legaciones abonarán, con cargo al presupuesto del 
Ministerio de Gracia y Justicia, los gastos que se originen en las cau- 
sas criminales seguidas de oficio ó á instancia de parte declarada pobre. 

En las demás causas, no se dará curso á ios exhortos si los intere- 
sados no designan ántes persona que abone los gastos en la Ordena- 
ción de pagos de dicho Ministerio ó en el punto donde han de cumpli- 
mentarse. 

En justa reciprocidad, no se dará curso por las legaciones á exhor- 
tos de las Autoridades extranjeras, sin que previamente se asegure el 
pago de los gastos que ocasione su evacuación en España, del modo 
que se convenga con el Gobierno del país. ( R . O. de 31 de Mayo de 
\ 876.) 

Art. 307. Los Jueces y Tribunales españoles no cumplirán exhor- 
tos de Tribunales extranjeros sino en los casos y del modo establecido 
en los tratados celebrados con los Estados respectivos. 

En todo caso se estará al principio de reciprocidad. (66 de id.) 

Art. 308. Con las Autoridades, Agentes y Jefes de fuerza armada, 
que tengan obligaciones de policía judicial, pero que no estén á las in- 
mediatas órdenes de los Jueces y Tribunales, se comunicarán éstos por 
medio de atentos oficios, á no ser que la urgencia del caso exija otra 
forma. (67 de id.) 

Art. 309. Los Jueces y Tribunales se dirigirán, en forma de expo- 
sición, por conducto del Ministro de Gracia y Justicia , á los Cuerpos 
Colegisladores y á los Ministros de la Corona, tanto para que auxilien 
á la administración de justicia en sys propias funciones, como para que 
obliguen á las Autoridades sus subordinadas á que suministren los da- 
tos ó que presten los servicios que les hubiesen pedido. (68 de id.) 

Art. 310. Cuando los expedientes gubernativos se refiran á desfal- 
cos, estafas, abusos de confianza, ó cualesquiera otros hechos cometi- 
dos por los empleados de la administración pública que constituyan un 
delito común penable con areglo al Código, las dependencias que los ins- 
truyan están obligadas á remitirá los Juzgados que deban entender ó 
estén entendiendo en las causas que ptú’ estos hechos se promuevan, 
copi.is íntegras y certificadas de dichos expedientes, para que obren en 
los procesos los efectos oportunos. 

Fuera de los casos comprendidos en el párrafo anterior, las oficinas 
de la administración deben evacuar, con referencia á los expedientes 
gubernativos, los informes que los Jueces les pidan sobre hechos ó an- 
tecedentes concretos que consten en los mismos, ó expedir certifica- 
ciones de los extremos que indique la Autoridad judicial, si así lo exi- 
giese. 

Cuando á juicio del Jefe de la dependencia á quien los Jueces se di- 



rijan, hubiese inconveniente en facilitar las noticias ó certificaciones 
que éstos les pidan, lo liará presente al Ministerio de Hacienda, expo- 
niendo las razones en que se funda para opinar por la negativa, á fin 
de. que, apreciándolas* debidamente y oyendo, si fuese necesario, al 
Consejo de Estado, pueda resolver lo que corresponda. 

En ningún caso procede remitir á los Juzgados los expedientes gu- 
bernativos originales aunque los reclamasen, toda vez que los Jueces 
pueden practicar por sí, si residen en el mismo punto que la oficina en 
que exista el expediente, ú por delegación en otro caso, cuantas com- 
pulsas estimen conveniente practicar para la más recta administración 
de justicia en los asuntos en que se hallen entendiendo. (R. O. de 12 
de Agosto 1 8G 9 , reiterada en 9 de Noviembre de 1874.) 

Art. 311. Los mismos Jueces y Tribunales emplearán la forma de 
cartas-órdenes para encomendar á sus subalternos y á los funcionarios 
de policía judicial que estén á sus órdenes, el cumplimiento de sus re- 
soluciones ó la práctica de diligencias judiciales. (69 de la ley de En- 
juiciamiento criminal.') 

REFERENCIA. 

De la materia de este capítulo se ha tratado en las págs. 86 
á 91 del tomo II de nuestra obra, con el formulario correspondien- 
te en las págs. 92 á 101. 

OBSERVACION. 

Al tratar de los exhortos que se dirigen á Tribunales extranje- 
ros, la Compilación ordena: que las Legaciones abonarán, con car- 
go al presupuesto del Ministerio de Gracia y Justicia, los gastos que 
se originen en las causas criminales seguidas de oficio ó á instancia 
de parte declarada pobre: que en las demás causas no se dará 
curso á los exhortos, si los interesados no designan antes per- 
sona que abone los gastos en la Ordenación de pagos de dicho 
Ministerio, ó en el punto donde han de cumplimentarse; y que 
en justa reciprocidad, no se dará curso por las Legaciones á ex- 
hortos de las Autoridades extranjeras sin que préviamente se ase- 
gure el pago de los gastos que ocasione su evacuación en España, 
del modo que se convenga con el Gobierno del país. (Art. 306.) 

Esta disposición procede de una Real orden de 31 de Mayo 
de 1876 comunicada al encargado de Negocios de España en Rue- 
ños-Aires, relativa solamente á aquella Legación; pero al compren- 
derse cni re las disposiciones de la Compilación, se le ha dado carác- 
ter general. Nosotros no la hemos mencionado en nuestra obra, por 
que la Real orden se limita á una sola Legación. 



Tratando de las comunicaciones que pueden dirigir los Jueces 
y Tribunales á los Ministros de lá Corona para que auxilien á la 
adminislraccion de justicia, la Compilación dispone: 

I o Que cuando se reclamen datos sobre expedientesgubernati- 
vos y estos se refieran á desfalcos, estafas, abusos de confianza, ó 
cualesquiera otros hechos cometidos por los empleados de la admi- 
nistración pública que constituyan un delito común, penable con 
arreglo al Codigo, las Dependencias que los instruyan están obliga- 
das á remitir á los Juzgados que deban entender ó estén entendien- 
do en las causas que por estos hechos se promuevan, copias íntegras 
y certificadas de dichos expedientes, para que obren en los proce- 
sos los efectos oportunos. 

2 o Que fuera de los casos expresados, las Oficinas de la Adminis- 
tración deben evacuar, con referencia á los expedientes guberna- 
tivos, los informes que los Jueces les pidan sobre hechos ó antece- 
dentes concretos que consten en los mismos, ó expedir certificacio- 
nes de los extremos que indique la Autoridad judicial, si así lo 
exigiere. 

3 o Que cuando, á juicio del Jefe de la Dependencia á quien los 
Jueces se dirijan, hubiere inconveniente en facilitar las noticias ó 
certificaciones que éstos les pidan, lo hará presente al Ministerio 
de Hacienda, exponiendo las razones en que se funda para opinar 
por la negativa, d fin de que apreciándolas debidamente y oyendo, 
si fuere necesario, al Consejo de Estado, pueda resolver lo que 
corresponda. 

4 o Que en ningún caso procede remitir á los Juzgados los ex- 
pedientes gubernativos originales aunque los reclamasen, toda vez 
que los Jueces pueden practicar por sí, si residen en el mismo punto 
que la Oficina en que exista el expediente, ó por delegación en otro 
caso, cuantas compulsas estimen conveniente practicar para la más 
recta administración de justicia en los asuntos en que se hallen en- 
tendiendo. (Art. 310.) 

Todas estas disposiciones fueron dictadas por Real orden de 
12 de Agosto de 1809 para gobierno de las oficinas de la Adminis- 
tración pública; y aunque es conveniente que tengan conocimiento 
de ellas los Jueces y Tribunales, no hemos creído que debían con» - 
prenderse en un tratado de procedimientos judiciales. 



— 78 — 

CAPÍTULO V. — De los términos judiciales. 

Art. 312. Las resoluciones y diligencias judiciales se dictarán y 
practicarán dentro do los términos señalados para cada una de ellas. 
(70 de la ley de Enj. crim.) 

Art. 313. Por ningún motivo ni pretesto se prorogarán los tér- 
minos judiciales señalados en la ley, inás que lo que la misma autori- 
ce. (I o del li. D. de 15 de Noviembre de 1875. ) 

Art. 314. Los Jueces y Magistrados serán responsables siempre 
que dicten providencias, autos ó sentencias fuera de los términos fija- 
dos por las leyes. No les eximirá de responsabilidad el que se consigne 
por diligencia que el retraso ha consistido en haber estado ocupado 
en la tramitación de causas de oficio ó en otros asuntos del Ministerio 
judicial. (á° de R. D. citado en el artículo anterior.) 

Art. 315. Únicamente en el caso de que el Juez haya tenido que 
ausentarse del lugar de su residencia ordinaria para instruir causa cri- 
minal ó para otro acto grave ó urgente del servicio, se descontarán 
los (lias de ausencia de los señalados en la ley para dictar las decisio- 
nes. (3 o de id.) 

Art 316. Las Salas de Justicia corregirán, en la forma que la 
gravedad del caso exija, las infracciones de la ley que quedan enun- 
ciadas rn los artículos anteriores, y si no lo hicieren incurrirán á su 
vez en responsabilidad. (4 o de id.) 

Art. 317. Siempre que las Salas de Justicia notaren falta de cum- 
plimiento de la ley en lo relativo á los términos judiciales, darán cuen- 
ta al Ministerio de Gracia y Justicia, á los fines del Real Decreto de 15 
de Noviembre de 1875. (5 o ref. de id.) 

Art. 318. Los que se consideren perjudicados por dilaciones injus- 
tificadas de los términos judiciales, podrán deducir queja ante el Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia, que si la estima fundada, la remitirá al 
Fiscal á quien corresponda para que entable de oficio el recurso de res- 
ponsabilidad por infracción manifiesta de la ley. (70 de la ley de En- 
juiciamiento criminal.) 

Art. 319. En los términos no se contarán los dias que fueren in- 
hábiles para dictar la resolución ó practicar la diligencia que fuere su 
objeto. (71 de ley de Enj. crim.) 

Art. 320. Los dias en que los Juzgados y Tribunales vacaren con 
sujeción á la ley serán hábiles para las actuaciones del sumario de las 
causas criminales sin necesidad de habilitación, y podrán habilitarse 
igualmente en el plenario para cualquiera otra en que haya urgencia. 
(890 de L O.) 

Art. 321. Serán improrogables los términos judiciales, á no ser en 
los casos en que la ley disponga expresamente lo contrario. 

Pero podrán suspenderse ó abrirse de nuevo, si esto fuere posible, 
sin retroceder e! juicio del estado en que se hallare, cuando hubiere 
causa jucta y probada. 

Se reputará causa justa la que hubiese hecho imposible dictarla 
resolución ó practicar la diligencia judicial independientemente de la 
voluntad de quienes hubiesen debido hacerlo. (7ií de la ley de Enjui- 
ciamiento crim.) 
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Art. 322. Las sentencias se dictarán en los cinco dias siguientes 
al en que se hubiese celebrado la vista del incidente ó se hubiese ter- 
minado el juicio. 

Se exceptúan las sentencias en los juicios sobre faltas, las cuales 
habrán de dictarse en el mismo dia ó en el siguiente al en que se hu- 
biese celebrado el juicio. (73 ref. de id.) 

Art. 323. Los autos se dictarán en los tres dias siguientes al en 
que se hubiesen entablado las pretensiones que por ellos se hayan de 
resolver, ó hubiesen llegado las actuaciones á estado de que aquellos 
sean dictados. 

Las providencias se dictarán en el mismo dia en que se hayan pre- 
sentado las pretensiones, ó resulte de las actuaciones la necesidad de 
dictarlas. (7 i de id ) 

Art. 324. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior los 
autos y providencias que debieren dictarse en más corto término, para 
no interrumpir el curso del juicio ó para no infringir con el retraso 
alguna disposición legal. (75 ref. de id.) 

Art. 325. El Escribano actuario ó Secretario dará cuenta al Juez 
ó Tribunal de todas las pretensiones escritas en el mismo dia en que le 
fueren entregadas, si esto sucediere antes de las horas de audiencia ó 
durante ésta, ó al siguiente, si se le entregaren después. 

Para ello pondrá al pié de la pretensión, en el acto de recibirla y á 
presencia de quien se la entregare, una breve nota consignando el dia 
y la hora de la entrega. (76 id. id.) 

Art. 328. Las notificaciones, citaciones y emplazamientos que hu- 
bieren de hacerse en la capital del Juzgado ó Tribunal, se practicarán, 
lo inás tarde, al siguiente dia de dictada la resolución que hubiere de 
ser notificada, ó en virtud de la cual se hubiere de hacer la citación ó 
emplazamiento. (77 de id.) 

Art. 327. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, po- 
drán notificarse las sentencias de causas en los dos dias siguientes al 
en que se hubiesen dictado. (78 ref. de id.) 

Art. 328. Si las mencionadas diligencias hubieren de practicarse 
fuera de la capital, el Escribano actuario ó Secretario entregará de 
todos modos al Oficial de Sala ó subalterno I-a cédula, ó remitirá de 
oficio ó entregará á la parte, según procediere, el suplicatorio, exhor- 
to ó mandamiento, al siguiente dia de dictada la resolución. La dili- 
gencia habrá de practicarse en un término que no excederá de un dia 
por cada 30 kilómetros de distancia entre la capital y el punto en que 
aquella hubiere de tener lugar. (79 id. id.) 

Art. 329. Las demás diligencias judiciales se practicarán en los 
términos que habrán de fijarse para ello en las resoluciones en que se 
ordenaren. (80 de id.) 

Art. 330. Los recursos de reforma ó de súplica se interpondrán 
en el término de tres dias siguientes al en que se hubiese practicado la 
última notificación. (81 de id.) 

. Art. 331. El recurso de apelación habrá de entablarse dentro de 
cinco dias, á contar desde el de la última notificación de la resolución 
judicial que fuere su objeto. 

El recurso de casación por quebrantamiento de forma, habrá de en- 



tablarse dentro de igual término, á contar desde el dia de la ültima no- 
tificación de la sentencia que pusiere término al juicio en que la falta 
se hubiese cometido. 

La preparación del recurso de casación por infracción de ley se ha- 
rá también dentro de los cinco dias siguientes al de la última notifica- 
ción de la sentencia ó auto contra quien se intentare entablar el re- 
curso. . 

Se exceptúa el recurso de apelación y la preparación del de casa- 
ción por infracción de ley contra la sentencia dictada en juicio sobre 
faltas. Para estos recursos, el término será el primer dia siguiénte al 
• en que se hubiese practicado la última notificación. 

Los recursos de reforma y apelación contra autos y providencias 
dictadas á presencia de las partes, solamente serán admisibles si se in- 
terpusieren en el acto. (82 de id.) 

Art. 332. El recurso de queja, podrá interponerse en cualquier 
tiempo miéntras estuviere pendiente el juicio, ó causa sobre que re- 
cayese (83 de id.) 

Art. 333. Los actuarios y Secretarios tendrán obligación de poner 
sin la menor demora, en conocimiento del Juez ó Tribunal el venci- 
miento de los términos judiciales. (84 ref. de id.) 

Art. 334. Trascurrido el término señalado por la ley, ó por el Juez 
ó Tribunal, según los casos, se continuará de oficio el curso de los au- 
tos en el estado en que se hallaren. 

Si el proceso estuviere en poder de alguna persona, se recogerá de 
oficio, con imposición de una multa de o á 25 pesetas, si no lo entrega- 
re en el acto. 

Si el término hubiese sido para interponer el recurso de apelación ó 
el de casación, se declarará también de oficio firme el auto, ó la sen- 
tencia que hubiera de ser su objeto. (85 de id.) 

REFERENCIA. 

Del asunto de este capítulo se ha tratado en las págs. 158 
á 163 del tomo II de nuestra obra. 

OBSERVACION. 

La Compilación declara: 

I o Que los Jueces y Magistrados serán responsables siempre 
que dicten providencias, autos ó sentencias fuera de los términos 
fijados por las leyes ; y que no les eximirá de responsabilidad el 
que se consigne por diligencia que el retraso ha consistido en haber 
estado ocupado en la tramitación de causas de oficio ó en otros 
asuntos del Ministerio judicial. [Art. 314.) 

2 o Que únicamente en el caso de que el Juez haya tenido que 
ausentarse del lugar de su residencia ordinaria para instruir causa 
criminal ó para otro acto grave ó urgente del servicio, se descon- 
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tarún los dias de ausencia de los señalados en la ley para diciar 
las decisiones. (Art. 515.) 

3 o Que las Salas de justicia corregirán en la forma que la gra- 
vedad del caso exija, las infracciones de la ley que quedan enun- 
ciadas; y que si no lo hicieren, incurrirán á su vez en responsabi- 
lidad. (Art. 316.) 

4“ Que siempre que las Salas de justicia notaren falta de cum- 
plimiento de la ley en lo relativo á los términos judiciales, darán 
cuenta al Ministerio de Gracia y Justicia á los fines del Real de- 
creto de 45 de Noviembre de 1875. (Art. 517.) * 

5 o Que los que se consideren perjudicados por dilaciones injus- 
tificadas de los términos judiciales, podrán deducir queja ante el 
Ministerio de Gracia y Justicia, que, si la estima fundada, la re- 
mitirá al Fiscal á quien corresponda para que entable de oficio el 
recurso de responsabilidad por infracción manifiesta de la ley. (Ar- 
ticulo 318.) 

Estas prescripciones pertenecen al Real decreto de 15 de No- 
viembre de 1875, y forman la sanción penal de las faltas que pue- 
den cometerse en la observancia de la ley respecto de los términos 
señalados para dictar las resoluciones judiciales. Nosotros hemos 
prescindido de dicho decreto, porque hemos creído que la respon- 
sabilidad de los Jueces y Magistrados en el punto de que se trata, 
se halla establecida en el art. 671 de la ley orgánica del Poder ju- 
dicial, y que se hace efectiva por medio de los procedimientos que 
también se establecen en los artículos 755 al 739 de la misma ley, 
que ya expusimos en la pág. 456 del tomo I de nuestra obra. El 
decreto es muy respetable; pero sobre el decreto está la ley, según 
nuestra humilde opinión. 

CAPITULO VI. — De los recursos contra las resoluciones de los 

TRIBUNALES Y JUECES DE PRIMERA INSTANCIA. 

Art. 335. Contra los autos del Juez de primera instancia podrán 
ejercitarse los recursos de reforma, apelación y queja. (90 ref. de la 
ley de Enj . crim ) 

Art. 336. El recurso de apelación podrá interponerse solamente 
en los casos determinados en la ley, y se admitirá en ambos efectos, 
tan sólo cuando la misma lo disponga expresamente. (92 de id.) 

Art. 337. El recurso de queja podrá interponerse contra todos los 
autos no apelables del Juez, y contra las resoluciones en que se dene- 
gare la admisión de un recurso de apelación. (93 de id. ref.) 

COMPILACION I i 
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Art. 338. Los recursos de reforma y «apelación se interpondrán 
ante el mismo Juez que hubiere dictado el auto ó providencia que fue- 
re su objeto. (9 i ref. de id.) 

Art. 339. El recurso de queja se interpondrá ante la Audiencia á 
que corresponda el Juez de primera instancia contra quien aquella se 
produzca. 

Se exceptúa el recurso de queja contra el auto en que se denegare 
la apelación del de no admisión de querella, cuyo recurso habrá de 
interponerse ante la Audiencia ó el Tribunal competente para conocer 
del delito que hubiese sido objeto de la querella según los casos. (9o 
ref. de id.) 

Art. 340. Será Juez competente para conocer del recurso de re- 
forma, el mismo ante quien se hubiese Interpuesto, con arreglo al ar- 
ticulo 338. 

Será Tribunal competente para conocer del recurso de apelación la 
Sala de lo criminal de la Audiencia á que corresponda el Juez contra 
cuyo auto se hubiese interpuesto el recurso. 

Se exceptúa el de apelación contra el auto de no admisión de que- 
rella, de cuyo recurso podrá solamente conocer el Juez ó Tribunal que 
hubiera sido competente para fallar sobre el delito referido en la que- 
rella. 

Será Juez ó Tribunal competente para conocer del recurso de que- 
ja, el mismo ante quien se hubiese interpuesto con arreglo al art. 339 
(96 ref. de id.) 

Art. 341. L 03 recursos de reforma, apelación y queja se inter- 
pondrán siempre en escrito autorizado con firma do Letrado. (97 de id.) 

Art. 342. El recurso de apelación no podrá interponerse sino 
después de haberse ejercitado el de reforma. Pero podrán interponerse 
ambos en un mismo escrito; en cuyo caso, el de apelación se propon- 
drá subsidiariamente por si fuere desestimado el de reforma. 

El que interpusiere el recurso de reforma, presentará con el escrito 
tantas copias del mismo cuantas sean las demás partes, á las cuales ha- 
brán de ser entregadas dichas copias. 

El Juez de primera instancia resolverá el recurso al tercer dia de 
entregadas las copias, hubiesen ó no presentado escrito las demás par- 
tes sobre lo que fuere objeto del recurso. (98 ref. de id.) 

Art. 343. Interpuesto el recurso de apelación, el Juez lo admiti- 
rá, en uno ó en ambos efectos, según sea procedente. (99 ref. de id.) 

Art. 344. Si se admitiere el recurso en ambos efectos, se mandará 
remitir los autos originales al Tribunal que hubiere de conocer de la 
apelación y emplazar á las partes para que se personen ante aquél en 
el término de quince ó diez dias, según que dicho Tribunal fuere el 
Supremo ó la Audiencia. (100 ref. de id.) 

Art. 345. Si el recurso no fuere admisible más que en un solo 
efecto, se mandará sacar testimonio del auto apelado, de los demás 
particulares que el apelante pidiere y fueren de dar, teniendo presente 
el carácter reservado del sumario, y de los que el Juez acordare de 
oficio. 

Este testimonio se expedirá por el actuario ó Secretario, en el pla- 
zo más corto posible, que se fijará en la resolución en que se ordenare 
su expedición. 
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El testimonio de lo que tuviere carácter reservado será expedido 
de modo que no perjudique al secreto necesario para la investigación 
judicial. (101 re/. de id.) 

Art. 346. Para el señalamiento de los particulares que hayan de 
testimoniarse, no podrá darse vista al apelante, de los autos que para 
él tuvieren carácter de reservados. (102 de id. id.) 

Art. 347. Puesto el testimonio, se emplazará á las partes para que, 
dentro del término fijado en e! art. 344, se personen en el Tribunal que 
hubiere de conocer del recurso. (103 de id. id.) 

Art. 348. Recibidos los autos en el Tribunal Superior, si en el tér- 
mino del emplazamiento no se hubiere personado el apelante, se decla- 
rará de oficio desierto el recurso, comunicándolo inmediatamente por 
certificación al Juez, y devolviendo los autos originales, si el recurso 
se hubiese admitido en ambos efectos. (104 re/, de id.) 

Art. 349. Si el apelante se hubiese personado, se le dará vista de 
los autos por término de tres dias para instrucción. 

Después de él seguirá la vista, por igual término, á las demás par- 
tes personadas, y por último al Fiscal, si la causa fuese por delito de 
los que dan lujará procedimiento de oficio, ó dé los comprendidos en 
los artículos 453, 460, 461 y 462 del Código penal. 

A la parte que no devolviere los autos en el término por que le fue- 
ren comunicados, se le recogerán de oficio en el primer día de demora. 

Sin embargo de lo dispuesto en los párrafos anteriores, no se dará 
vista á las partes de lo que fuese para ellas de carácter reservado. (105 
de id. id.) 

Art. 350. Devueltos los autos por el Fiscal, ó si éste no fuese par- 
te en la causa, por la última de las personas á quien se hubiesen en- 
tregado, se señalará dia para la vista, en la que el Fiscal, si fuere par- 
te, y los defensores de las demás, podrán informar lo que tuvieren 
por conveniente á su derecho. (106 de id. id.) 

Art. 351. Las partes podrán presentar, ántes del dia de la vista, 
los documentos que tuvieren por conveniente en justificación de sus 
pretensiones. 

No. será admisible otro medio de prueba. (107 de id.) 

Art. 352. El Tribunal resolverá por auto el recurso en los tres 
dias siguientes al en que la vista hubiese tenido lugar. (108 de id.) 

Art. 353. Cuando fuere firme el auto dictado, se comunicará al 
Juez para su cumplimiento, devolviéndole el proceso, si la apelación 
hubiese sido en ambos efectos. (109 de id.) 

Art. 354. Cuando se interpusiere el recurso de queja, el Tribunal 
ordenará al Juez que informe en el corto término que al efecto le se- 
ñalare. (1 10 ref. de id.) 

Art. 355. Recibido dicho informe, se pasará al Fiscal si la causa 
fuere por delito de los expresados en el art. 24o, para que emita dic- 
tamen por escrito en el término de tres dias. (III de id.) 

Art. 356. Con vista de este dictámen, el Tribunal resolverá por 
auto al siguiente dia lo que estimare justo. (112 de id.) 

Art. 357. Contra los autos de los Jueces de primera instancia, de 
las Salas de lo criminal de las Audiencias y del Tribunal Supremo, po- 
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drá interponerse el recurso de súplica ante el que hubiere dictado el 
autu suplicado, (1 13 ref. de id.) 

Art. 358. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior 
los autos dedos Jueces de primera instancia y de las Salas de lo crimi- 
nal de las Audiencias, contra los cuales se otorga expresamente otro 
recurso en la ley. 

En este caso procederá tan sólo el recurso expresamente otorgado. 
(114 ref. de id.) 

Art. 359. El recurso de súplica contra el auto ó sentencia de cual- 
quier Tribunal se sustanciará con el procedimiento señalado para el 
recurso de reforma que se entablare contra cualquiera resolución de 
un Juez de primera instancia. (115 ref. de id ) 

Art. 360. El recurso de casación procederá contra los autos y sen- 
tencias de las Salas de lo criminal de las Audiencias, en los eaSos ex- 
presados en la ley. (116 ref. de id.) 

Art. 361. Contra las sentencias del Tribunal Supremo no proce- 
derá recurso alguno. (1 17 de id. id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las págs. 128 
á 135 del tomo II de nuestra obra, con el formulario correspondien- 
te en las págs. 136 á 158. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: que el recurso de queja se interpondrá 
ante la Audiencia á que corresponda el Juez de primera instancia 
contra quien se produzca; pero que se exceptúa el recurso de que- 
ja contra el auto en que se denegare la apelación del de no admi- 
sión de querella, el cual habrá de interponerse ante la Audiencia 
ó el Tribunal competente para conocer del delito que hubiese sido 
objeto de la querella, según los casos. (Art. 339.) 

Esta disposición está tomada del art. 95 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, que, en nuestro concepto, carece hoy de aplica- 
ción en cuanto á la excepción que se establece. Debemos exponer 
el fundamento de nuestra opinión. 

La ley de Enjuiciamiento criminal, al dictar dicha disposición, 
se refería al auto de no admisión de querella acordado por el Juez 
de instrucción; y como la querella podia versar sobre delito de la 
competencia del Tribunal de partido ó sobre delito de la competencia 
de la Audiencia, fué preciso hacer distinción de estos dos casos. 
Así pues : cuando la querella versara sobre delito de que debiera 
conocer el Tribunal de partido, á éste correspondía también deci- 
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dir sobre el recurso de queja; y cuando la querella versara sobre 
delito sujeto á la jurisdicción de la Audiencia, á ésta correspondía 
entender en el recurso de queja. Mas hoy no cabe la distinción, 
porque debiendo conocer de la querella la Audiencia en segunda 
instancia, cualquiera que sea la gravedad del delito, es forzoso que 
la misma Audiencia conozca y resuelva sobre el recurso de queja. 
Y no se diga que alguna vez puede corresponder á otro Tribunal, 
•como es el Supremo, el conocimiento de la querella por razón de la 
persona delincuente, pues en tal caso no puede existir el recurso 
de queja, toda vez que la querella se ha de presentar ante el mis- 
mo Tribunal Supremo, según la regla establecida por la ley. Pare- 
ce, pues, que debiera reformarse la Compilación en este punto, su- 
primiendo las palabras «ó el Tribunal competente» y las siguien- 
tes hasta el íinal del art. 359. 


También declara la Compilación: que será Tribunal competente 
para conocer del recurso de apelación la Sala de lo criminal de la 
Audiencia á que corresponda el Juez, contra cuyo auto se hubiere 
interpuesto; pero que se exceptúa el recurso de apelación contra el 
auto de no admisión de querella, del cual podrá solamente conocer 
el Juez ó Tribunal que hubiera sido competente para fallar sobre 
el delito referido en la querella. (Art. 340, párrafos 2 o y 3 o .) 

Respecto de esta disposición, es de notar desde luégo que en lo 
juicios criminales sobre delitos no puede conocer en grado de ape- 
lación un Juez , como dice la Compilación, sino que debe conocer 
necesariamente un Tribunal. Y este Tribunal ha de ser la Audien- 
cia, en todo caso, que es el competente para entender en la quere- 
lla que se haya presentado ante el Juez de primera instancia, sea 
cualquiera la gravedad del delito que la haya motivado, como que- 
da dicho anteriormente. 


Volviendo á tratar la Compilación del recurso de queja, dice: 
que será Juez ó Tribunal competente para conocer de este recurso 
el mismo ante quien se hubiese interpuesto. (Art. 340, párrafo 4 o . 

Así lo hemo9 expuesto nosotros en su lugar oportuno de confor- 
midad con lo dispuesto en el párrafo 4 o del art. 96 de la ley de En- 
juiciamiento criminal; pero con la diferencia de que,, en nuestro 



— S6 — 


concepto, no puede conocer de dicho recurso un Juez, como dice la 
Compilación, sino un Tribunal, que puede ser la Audiencia ó el 
Supremo en sus casos respectivos. Parece, por lo tanto, que ha de- 
bido suprimirse la palabra «Juez.» La ley sólo dice «Tribunal.» 


Con relación á otro recurso legal, dispone la Compilación: que 
contra los autos de los Jueces de primera instancia , de las Salas de 
lo criminal de las Audiencias y del Tribunal Supremo, podrá inter- 
ponerse el recurso de súplica ante el que hubiese dictado el auto 
suplicado. (Art. 557.) 

Esto mismo hemos dicho nosotros respecto de las Audiencias y 
del Tribunal Supremo; pero hemos creído, y seguimos creyendo 
que contra los autos de los Jueces de primera instancia no se da 
dicho recurso de súplica sino el de reforma; y aunque el art. 113* 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, del cual se ha tomado esta 
disposición, habló de los autos de los Tribunales de partido, no pue- 
de aplicarse á los que dictan los Jueces de primera instaucia, 
porque estos no son Tribunales. Ha dado lugar á esta equivoca- 
ción, en que es fácil incurrir, el haber subrogado los Jueces de pri- 
mera instancia en lugar de los Tribunales departido , de que ha- 
bló la ley. 

Pero este error material de la Compilación carece de trascen- 
dencia, porque no puede ocurrir el caso en que se interponga el 
recurso de súplica contra los autos de los Jueces. El art. 358 de la 
misma Compilación, que es el inmediato, lia puesto remedio di- 
ciendo: « Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior los 
autos de los Jueces de primera instancia y de las Salas de lo crimi- 
nal de las Audiencias, contra los cuales se otorga expresamente 
otro recurso en la ley. En este caso, procederá tan sólo el recurso 
expresamente otorgado .» Ahora bien: estando expresamente otor- 
gados contra ios autos de los Jueces de primera instancia los recur- 
sos de reforma, apelación y queja según los arts. 335, 356 y 537 
de la Compilación, no hay riesgo de que se intente el de súplica. 


También establece la Compilación: que el recurso de súplica 
contra el auto ó sentencia de cualquier Tribunal, se sustanciará con 
el procedimiento señalado para el recurso de reforma que se enta- 



blarc contra cualquiera resolución de un Juez de primera instancia. 

( Art . 339.) 

Esta disposición está tomada del art. 115 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal; pero nosotros creemos que contra las sentencias de 
cualquier Tribunal no hay recurso de súplica, como dice la Com- 
pilación, sino sólo el de casación en los casos que la ley determina. 
Parece, pues,, que está demás ia palabra «sentencia» en la Com- 
pilación. 

CAPITULO VII.— De las costas procesales. 

Art. 362. En todo auto ó sentencia que ponga término á la causa 
ú á cualquiera de sus incidentes, deberá resolverse sobre el pago de 
las costas procesales. (118 de Enj. crim.) 

Art. 363. Esta resolución podrá consistir : 

En declarar las costas de oficio. 

2 o En condenar á su pago á los procesados, señalando la parte pro- 
porcional de que cada uno de ellos deba responder, si fuesen varios. 

No se impondrán nunca las costas á los procesados que fueren ab- 
sueltos. 

3 Ú En condenar á su pago al querellante particular ó actor civil. 

Serán éstos condenados al pago de las costas cuando resultare de 
las actuaciones que han obrado con temeridad ó mala fé. El Ministerio 
fiscal podrá también ser condenado en las costas en casos de temeridad 
ó mala fé notorias. (119 de id.) 

Art. 364. Las costas consistirán : 

I o En el reintegro del papel sellado empleado en la causa. 

2 o En el pago de los derechos de Arancel. 

3 o En el de los honorarios devengados por los Abogados y peritos. 

4 o En el de las indemnizaciones correspondientes á los testigos que 
las hubiesen reclamado y fueren de abono, y en los demás gastos que 
se hubiesen ocasionado en la instrucción de la causa. (120 re/, de id.) 

Art. 365. Cuando se declarasen de oficio las costas, no habrá lu- 
gar al pago de las cantidades correspondientes á los números I o y 2 o 
del artículo anterior. ' 

Los Procuradores y Abogados que hubiesen representado y defen- 
dido á cualquiera de las partes, y los peritos que hubiesen declarado 
á su instancia, podrán exigir de aquella, si no estuviere declarada po- 
bre, el abono de los derechos, honorarios é indemnizaciones que les 
correspondieren. 

El actuario P Secretario del Tribunal' ó Juzgado que interviniere 
en la ejecución de la sentencia, hará la tasación de las costas relativas 
á los números I o y 2 o del artículo anterior. Los honorarios de los Abo- 
gados y peritos se acreditarán por minutas formadas por los que los 
hubiesen devengado. Las indemnizaciones de los testigos se computa- 
rán por la cantidad que oportunamente se hubiese fijado en la cansa. 
Los demás gastos serán regulados por el Tribunal ó Juzgado, con vista 
de los justificantes. (121 re/, de id.) 

Art. 366. Hechas la tasación y regulación de costas, se dará vista 
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al Ministerio fiscal y á la parte condenada al pago, para que mani- 
fiesten lo que tengan por conveniente en el término de tres dias. 
(122 de id.) 

Art. 367. En vista de lo que el Ministerio fiscal y dicho interesado 
manifestaren, el Juez ;ó Tribunal aprobará ó reformará la tasación 
y regulación. 

Si se tachare de ilegítima ó excesiva alguna partida de honorarios, 
el Juez ó Tribunal, ántes de resolver, podrá pedir informe á dos in- 
dividuos de la misma profesión del que hubiese presentado la minuta 
fachada de ilegítima ó excesiva, ó á la Junta de gobierno del Colegio, 
si los que ejerciesen dicha profesión estuviesen colegiados en el punto 
de residencia del Juez ó Tribunal. (123 ref. de id.) j 

Art. 368. Aprobadas ó. reformadas la tasación y regulación, se 
procederá á hacerlas efectivas por la vía de apremio establecida en 
la ley de Enjuiciamiento civil, con los bienes de los que hubiesen sido 
condenados á su pago. (124 de id.) 

Art. 369. Si los bienes del penado no fuesen bastantes para cu- 
brir todas las responsabilidades pecuniarias que se le hubiesen im- 
puesto, se procederá con arreglo á lo dispuesto en los artículos 49, 50 
y 51 del Código penal. (1 25 de id.) 

Art. 370. Cuando fuese el Ministerio fiscal el condenado en cos- 
tas, comprenderán solamente estas los gastos de defensa de los proce- 
sados, entendiéndose como tales los mencionados en los párrafos 3 o 
y 4 o del art 364. 

Estos gastos serán satisfechos por cuenta del fondo que se formare 
con el importe de los depósitos hechos para interponer el recurso de 
casación que se declarasen caducados. (126 de id.) 

Art. 371. El Juez ó Tribunal que hubiese dictado la sentencia fir- 
me en que se impusieren las costas al Ministerio fiscal, la pondrá in- 
mediatamente en conocimiento del Ministerio de Gracia y Justicia, 
acompañando la nota de la tasación y regulación de los gastos en que 
aquellas consistieren para los efectos oportunos. (127 ref. de id.) 

REFERENCIA. 


De la materia de este capítulo se ha tratado en las págs. 416 
á 424 del lomo II de nuestra obra, con un formulario sobre exac- 
ción de costas en las págs. 122 á 127. 


CAPÍTULO VIII. — De la declaración de rebeldía del procesado, 

Y DE SUS EFECTOS. 

Art. 372. Será declarado rebelde el procesado que en el término 
fijado en las requisitorias no compareciese, ó que no fuese habido y 
presentado ante el Juez ó Tribunal que conociere de ¡a causa. (128 de- 
la ley de Enj. crim) 

Art. 373. Será llamado y buscado por requisitoria: 

I o El procesado que al ir á notificársele cualquiera resolución ju- 
dicial, no luere hallado en su domicilio por haberse ausentado, si se 
ignorase su paradero; y el que no tuviese domicilio conocido. El que 
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practicare la diligencia, interrogará sobre el punto en que se hallare 
el procesado á la persona con quien aquella se entendiese, con arreglo 
á lo dispuesto en el artículo 286. 

2 o El que se hubiere fugado del establecimiento en que se hallare 
detenido ó preso. 

3 o El que, hallándose en libertad provisional, dejare de concurir á 
la presencia judicial el dia que le estuviere señalado ó cuando fuere lla- 
mado. (129 de id ) 

Art. 374. Inmediatamente que un procesado se hallare en cual- 
quiera de los casos del artículo anterior, el Juez ó Tribunal que cono- 
ciere de la causa mandará expedir requisitorias para su llamamiento 
y busca. (130 de id. ) 

Art. 375. La requisitoria expresará todas las circunstancias men- 
cionadas en el artículo 659, excepto la última, cuando no se hubiese 
decretado la prisión ó detención del procesado; y además las si- 
guientes: 

I o La de número del artículo 373 que diere lugar á la expedición 
de la requisitoria. 

2 o El término dentro del cual el procesado ausente deberá presen- 
tarse, bajo apercibimiento de que en otro caso será declarado rebelde 
y le parará el perjuicio á que hubiere lugar con arreglo á la ley. 
(131 de id.) 

Art. 376. La requisitoria se remitirá á los Jueces, se publicará en 
los periódicos y se fijará en los sitios públicos mencionados en el ar- 
tículo 658, uniéndose á los autos el original y un ejemplar de cada pe- 
riódico en que se hubiere publicado. (132 de id.) 

Art. 377. Trascurrido el plazo de la requisitoria sin haber com- 
parecido ó sin haber sido presentado el ausente, se le declarará rebel- 
de. (133 de id.) 

Art. 378. Si la causa estuviere en sumario, se continuará hasta 
que se declare terminado por el Juez ó Tribunal competente, sus- 
pendiéndose después su curso y archivándose los autos y las piezas de 
convicción que pudieren conservarse y no fueren de un tercero irres- 
ponsable, hasta que se presentare ó fuere habido el rebelde. (134 re- 
formado de id.) 

Art. 379. Si fueren dos ó más los procesados y no á todos se Ies 
hubiese declarado en rebeldía, se suspenderá el curso de la causa res- 
pecto á los rebeldes hasta que fueren hallados, y se continuará res- 
pecto á los demás. (136 de id.) 

Art. 380. En cualquiera de los casos de los dos artículos anterio- 
res se reservnrá, en el auto de suspensión, á la parte ofendida por el 
delito, la acción que le corresponda para la restitución de la cosa, la 
reparación del daño y la indemnización de perjuicios, á fin de que pue- 
da ejercitarla, independientemente de la causa, por la via civil contra 
los que fueren responsables; á cuyo efecto no se alzarán los embargos 
hecnos ni se cancelarán las fianzas prestadas. (137 ref. de id.) 

Art. 381. Cuando la causa se archivase por estar en rebeldía todos 
los procesados, se mandarán devolver á los dueños, que no fueren civil 
ni criminalmente responsables del delito, los efectos ó instrumentos 
del mismo, ó las demás piezas de convicción que hubiesen sido reco- 
gidas durante la causa; pero ántes de hacerse la devolución, el Escri- 
compilacio.n 12 
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baño «actuario ó Secretario extenderá diligencia consignando descrip- 
ción minuciosa de todo Jo que hubiere de devolverse. 

Asimismo se practicará el reconocimiento pericial que habría de 
practicarse si la causa hubiera continuado su curso ordinario. 

Para la devolución de los efectos y piezas de convicción pertene- 
cientes á un tercero irresponsable, se observará lo que se dispone en 
el articulo 806. (138 de id.) 

Art. 382. Si el reo se hubiese fugado ú ocultado después de ha- 
berle sido notificada la sentencia, y estando pendiente el recurso de 
casación, éste se sustanciará hasta definitiva, nombrándose al rebelde 
Abogado y Procurador de oficio. 

La sentencia que recayere será firme. 

Lo misino sucederá si habiéndose ausentado ú ocultado el reo des- 
pués de haberle sido notificada la sentencia, se interpusiere el recurso 
por su representación ó por el Ministerio fiscal después de su ausencia 
ii ocultación. (139 de id.) 

Art 383. Guando el declarado rebelde en los casos del art. 378, 
fuere habido,' se abrirá nuevamente la causa, para continuarla según 
su estado. (140 de id.) 


REFERENCIA,. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las págs. 163 
á 168 del tomo II de nuestra obra, y el formulario correspondiente 
existe en las págs. 169 á 172. 

CAPITULO IX. — De las obligaciones de los jueces y tribunales 

RELATIVAS A LA FORMACION DE LA ESTADÍSTICA JUDICIAL. 

Art. 384. Los Jueces municipales tendrán obligación de remitir 
cada mes al Juez de primera instancia de que dependan, un estado de 
todos los juicios sobre faltas que durante el mes se hubiesen celebrado. 
(141 ref. de la ley de Enj. crim.) 

Art. 385. Los Jueces de primera instancia, además de dar parte de 
la formación de cada sumario, remitirán cada trimestre a! Presidente 
de la Audiencia un estado-resúmen de los mensuales que hubiesen re- 
cibido los Jueces municipales, y otro de las caus,as pendientes y termi- 
nadas en sus Juzgados durante igual espacio de tiempo. (142 al 1 44 in- 
clusive de id.). 

Art. 386. Las Salas de lo criminal de las Audiencias remitirán asi- 
mismo á los Presidentes de estas los correspondientes estados de las 
causas también pendientes, ó porellas terminadas durante el trimestre. 
(1 46 ref. de id.) 

Art. 387. Los Presidentes de Audiencia remitirán al Ministerio de 
Gracia y Justicia, todos en el primqr mes de cada trimestre, estados-re- 
súmenes de los que hubieren recibido de los Jueces de primera instan- 
cia y de las Salas de lo criminal. (147 ref. de id.) 

Art. 388. Las Salas segunda y tercera del Tribunal Supremo re- 
mitirán al «Ministerio de Gracia y Justicia un estado de los recursos de 
casación ante ellas pendientes y por ellas fallados durante el trimestre. 
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Cuando la Sala de lo criminal de cualquiera Audiencia, ó la segunda 
y tercera del Tribunal Supremo, ó éste constituido en pleno, princi- 
piare ó fallare alguna causa criminal contra cualquiera de las personas 
comprendidas en el núm. 3 o del art. 13, y en el I7y 18 de estaCompila- 
cion, lo pondrá inmediatamente en conocimiento del Ministerio de Gra- 
cia y Justicia, remitiendo testimonio de la sentencia. (148 ref. de id.) 

Art. 389. Los Tribunales superiores remitirán al Registro central 
de procesados y penados, establecido en el Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, notas autorizadas de las sentencias firmes en las que se imponga 
alguna pena por delito, y de los autos de sobreseimiento provisional 
oon arreglo á los modelos que se les envien al efecto. [Artículos I o y 
5 o del Real decreto de 2 de Octubre de 1878). 

Art. 390. Por el Ministerio de Gracia y Justina se publicará pe- 
riódicamente el resúmen general de la Estadística criminal en el terri- 
torio de la Península é Islas adyacentes. (149 de id-) 

Art. 391. El Tribunal que dictare sentencia condenatoria firme en 
cualquiera causa crimina!, remitirá testimonio de la parte dispositiva 
de la misma a! Juez del lugar en que se hubiese formado el sumario. 
(150 ref. de id.) 

Art. 392. Cada Juez llevará un libro que se titulará Registro de 
penados. 

Las hojas de este libro serán numeradas, selladas y rubricadas por 
el Juez y el Secretario del Juzgado. 

En dicho libro se extractarán las certificaciones expresadas en el 
articulo anterior. (151 ref. de id.) 

Art. 393. Llevará también cada Juez de primera instancia otro li- 
bro titulado Registro de procesados en rebeldía, que tendrá las forma- 
lidades prescritas para el Registro de penados . 

En este libro se anotarán todas las cansas cu vos procesados hayan 
sido declarados rebeldes, y se hará en el asiento de cada una la anota- 
ción correspondiente cuando el rebelde fuere habido. (152 ref. de id.) 

Art. 394 Los Jueces y Tribunales conservarán metódicamente co- 
leccionadas las minutas de los autos y sentencias que dictaren, hacien- 
do referencias á cada una en el asiento correspondiente de los libros de 
autos y de sentencias del Juzgado ó Tribunal. (153 ref de id.) 

Art. 395. Las hojas de los libros de autos y de sentencias de los 
Juzgados y Tribunales serán numeradas y selladas, rubricándolas el 
Juez ó Presidente respectivo. (154 ref. de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 425 
á 129 del tomo I de nuestra obra, bajo el epígrafe de Inspección 

y vigilancia sobre la Administración de justicia. 

* 

OBSERVACION. 

Las disposiciones que se refieren á la estadística judicial, suelen 
sufrir frecuentes reformas y alteraciones. Todos los sistemas adop- 
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lados desde los primeros años de este siglo han sido desechados 
después ó modiíicados por razones de actualidad; y de esta verdad 
responden el art. 270 de la Constitución política de 1812, los ar- 
tículos 55, 85 y 92 del Reglamento provisional de 26 de Setiembre 
de 1855, el art. 45 de las Ordenanzas de 19 de Diciembre del mis- 
mo año, la circular del Tribunal Supremo de 16 de Agosto de 1857, 
el art. 8 o de la Real órden-circular de 20 de Diciembre de 1858, 
la orden de la Regencia provisional de 20 de Enero de 1841, las 
Reales órdenes de 9 y 50 de Octubre de 1855, la ley orgánica del 
Poder judicial y la ley de Enjuiciamiento criminal. 

En vista de esta extraordinaria movilidad de la legislación re- 
lativa á la materia, y teniendo en cuenta que el asunto carece de 
importancia, y que, en realidad, es extraño al enjuiciamiento ó 
sustanciacion de los procesos, fuimos muy parcos al tratar de él en 
las páginas 125 á 129 del tomo I de nuestra obra, limitándonos á 
exponer el sistema sencillo establecido por la ley orgánica; pera 
habiendo adoptado la Compilación el que aparece de los ar- 
tículos 141 á 154 déla de Enjuiciamiento, haremos notar algunos 
puntos que llaman la atención. 

La Compilación ha suprimido todo lo dispuesto por la ley or- 
gánica respecto de las visitas de inspección que pueden ordenar, 
el Presidente del Tribunal Supremo y los de las Audiencias, y áun 
el Gobierno, que son sin duda el medio mas eficaz para conocer el 
estado de la administración de justicia en lodo el reino, y del cual 
nos ocupamos nosotros en el lugar precitado de nuestro libro. Pero 
prescindiendo ahora de esto, conviene fijarse en algunos de los 
artículos del capítulo que. examinamos. 

La Compilación ordena: que cuando la Sala de lo criminal de 
cualquiera Audiencia ó la segunda y tercera del Tribunal Supremo, 
ó éste constituido en pleno, principiare ó filiare alguna causa cri- 
minal contra cualquiera de las personas comprendidas en el nú- 
mero 5 o del art. 13 y el 17 y 18 de esta Compilación, lo pondrá 
inmediatamente en conocimiento del Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, remitiendo testimonio de la sentencia. (Art. 588, párrafo 2 o .) 

Creemos que en esta disposición se ha padecido una equivoca- 
ción involuntaria al imponer á la Sala segunda del Tribunal Su- 
premo la obligación que se expresa, porque esta Sala no conoce 
de causas criminales como la tercera y el Tribunal pleno, sino 
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solamente de recursos de casación y de queja, según lo establecido 
por el art. 15 de la misma Compilación. Parece, pues, que corres- 
ponde suprimir la parte que se refiere á dicha Sala segunda. 

Llama también la atención el precepto de que nos ocupamos en 
cuanto se limita á las causas que se sustancien contra las personas 
comprendidas en el número 5 o del art. 13, que son las que se siguen 
por la Sala de lo criminal de las Audiencias contra Jueces munici- 
pales de su distrito respectivo y contra los que en los Juzgados de 
su jurisdicción ejercieren el Ministerio fiscal, por delitos cometidos 
en el ejercicio de sus funciones. ¿Es que la Compilación releva á 
las Audiencias de la obligación de dar parte al Gobierno de las 
causas que instruyen contra las personas comprendidas en los nú- 
meros 4 o , 5 o y 6 o del mismo art. 13, que son Jueces de primera 
instancia, Promotores fiscales, Jueces, eclesiásticos y autoridades 
del orden administrativo? No lo creemos así, porque si es intere- 
sante que el Ministerio de Gracia y Justicia tenga conocimiento de 
las causas que se formen contra Jueces y Fiscales municipales y de 
las sentencias que se dicten en ellas, mucho más interés debe exis- 
tir en que tenga conocimiento el Gobierno de los procesos que se 
instruyan y se resuelvan contra las demás autoridades y funciona- 
rios de categoría superior. Parece, pues, jue el precepto de la 
Compilación acerca de este punto, limitado á las causas del núme- 
ro 3’ del art. 13, debiera hacerse extensivo á las comprendidas en 
los números 4 o , 5° y 6 o del mismo artículo, y de este modo estaria 
de acuerdo la Compilación con el art. 148 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, del cual se ha tomado la disposición citada. 

Y creemos asimismo que existe en ella otra equivocación al 
imponer al Tribunal Supremo el deber de dar parte al Gobierno de 
las causas designadas en el art. 18 de la Compilación, porque este 
artículo no trata de causas, sino de incidentes de recusación. Sin 
duda se habrá querido citar el art. 19 que determina la atribución 
del Tribunal Supremo en pleno para conocer, constituido en Saia 
de justicia, contra las personas de alta dignidad que en el mismo 
se designan . * 


La Compilación dispone: que el Tribunal que dictare sentencia 
condenatoria firme en cualquiera causa criminal, remitirá testimo- 
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nio de la parte dispositiva de la misma al Juez del lugar en que se 
hubiese formado el sumario. ( Art . 391.) 

Esta disposición ha sido tomada del art. 150 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, en el cual se ordenaba que se remitiera tes- 
timonio de ¡a sentencia condenatoria al Juez de instrucción del lu- 
gar en que se hubiese formado el sumario; y esto tenía cierto inte- 
rés, porque era conveniente que los Jueces de instrucción tuvieran 
noticia de las sentencias condenatorias firmes para poder acreditar 
en los sumarios que en adelante se instruyeren contra los mismos 
condenados, la circunstancia de reincidencia. Pero esta medida no 
es necesaria respecto de los Jueces de primera instancia, porque és- 
tos ya reciben certificación de la sentencia firme en todos los ca- 
sos; y no solamente de la parte dispositiva, como dice la Compila- 
ción, sino de toda la sentencia, para unirla á la causa original que 
con ella se les devuelve. 

Parece, pues, innecesario el testimonio que la Compilación 
manda remitir al Juez del lugar en que se formó el sumario, si se 
refiere, como es de suponer, al Juez de primera instancia. 


La Compilación manda: que los Jueces y Tribunales conserva- 
rán metódicamente coleccionadas las minutas de los autos y sen- 
tencias que dictaren, haciendo referencias á cada uua en el asien- 
to correspondiente de los libros de autos y de sentencias del Juzga- 
do ó Tribunal [art. 394); y que las hojas de los libros de autos y 
de sentencias de los Juzgados y Tribunales serán numeradas y se- 
lladas, rubricándolas el Juez ó Presidente respectivo. [Art. 395.) 

Esta disposición ha sido tomada de los artículos 153 y 154 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal. Pero es de notar que esta ley 
sólo se refiere á los Tribunales, esto es, á los Tribunales de parti- 
do, á las Audiencias y al Tribunal Supremo; y es que la Compila- 
ción, al trascribir dichos dos artículos, ha añadido las palabras 
«Jueces» y «Juzgados» en sustitución de los Tribunales de partido. 
De este modo ha venido á introducir una reforma haciendo extensi- 
vo á los Juzgados el deber de conservar las minutas de sus autos y 
sentencias, que sólo se ha establecido por la ley para los Tribuna- 
les. Y creemos que la reforma no puede tener efecto, porque dichas 
minutas han de estar en relación con los libros ó registros de sen- 



lencias, y estos libros sólo se llevan en los Tribunales. Ya dijimos 
en otra ocasión, ocupándonos de los artículos 21 8 y 219 de la Com- 
pilación, que no hay ley ni órden alguna por la cual se prevenga 
que se lleve en los Juzgados el registro de sentencias como se baila 
dispuesto para los Tribunales colegiados. 

También llama la atención la disposición de que hablamos al 
suponer que en los Tribunales existen libros de autos, pues la ley 
orgánica, que estableció el registro de sentencias, no ordenó que se 
comprendieran en él las resoluciones denominadas autos por ella 
misma. Y en verdad que la Compilación no ha introducido esta otra 
reforma, sino que la ha tomado de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, la cual ha dado también por supuesto que en los Tribunales 
existen libros de autos y de sentencias sin tener en cuenta que la 
creación de estos libros ó registros no comprendió los autos sino 
sólo las sentencias. 


TITULO III. — Del sumario. 

CAPITULO 1 . — De la denuncia y la querella. 

Sección primera. — De la denuncia. 

Art. 396. El que presenciare la perpetración de cualquier delito 
público, estará obligado á ponerlo inmediatamente en conocimiento 
del Juez de primera instancia, municipal 0 funcionario fiscal más pró- 
ximos ai sitio en que se hallare, bajo la multa de cinco á cincuenta pe- 
setas. (15o ref. de la ley de Enj . crim.) 

Art 397. Estarán exentes de la obligación establecida eu el ar- 
tículo anterior : 

I o Los que no gozaren del pleno uso de su razón. 

2° Los impúberes. 

y Los eclesiásticos. 

4° Los ministros de los cultos disidentes. 

5 o Los Jueces y funcionarios que de oficio deben proceder. (loG ref. 
de id.) 

Art. 398. Gozarán también de la exención: 

I o El cónyuge del delincuente. 

2 Ü Los ascendientes y descendientes consanguíneos ó afines del de- 
lincuente y sus colaterales consanguíneos hasta el cuarto grado inclu- 
sive, y los ¡.fines hasta el segundo también inclusive. (157 de id.) 

Art. 399. Los que por razón de sus cargos, profesiones ú oficios 
tuvieren noticia de algún delito público, estarán obligados á denun- 
ciarlo inmediatamente al Tribunal competente ó al Juez de primera 
instancia, ó en su defecto al municipal ó al funcionario del Ministerio 
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fiscal del sitio en que se hallaren, ó al funcionario de policía más pró- 
ximo al mismo sitio, si se tratare de un delito flagrante. 

Los que no cumpliesen esta obligación incurrirán en la multa seña- 
lada en el art. 396. 

Si la omisión en dar parte fuese de un Profesor de Medicina, Ciru- 
jía ó Farmacia, y el delito de los comprendidos en el título vm, ó en 
el art. 483, ó en el capitulo 3 o del título xn del libro 2 o del Código 
penal, la multa no podrá bajar de 25 pesetas. 

Si el que hubiese incurrido en la ornision fuese empleado público, 
se pondrá además en conocimiento de su superior inmediato para los 
efectos á que hubiese lugar en el órden administrativo. (158 ref. de 
idem.) 

Art 400. La obligación impuesta en el párrafo primero del artícu- 
lo anterior no comprenderá á los Abogados ni á los Procuradores, res- 
pecto de las instrucciones ó explicaciones que recibieren de sus 
clientes. 

Tampoco comprenderá á los Sacerdotes respecto de las noticias que 
se Ies hubiesen revelado bajo sigilo sacramenta!. (159 de id.) 

Art. 401. Las multas señaladas en los artículos anteriores se im- 
pondrán disciplinariamente por los Jueces ó Tribunales que conocieren 
de los deltlos que hubieran debido ser denunciados; á no ser que la 
omisión produjere responsabilidad criminal con arreglo á las leyes. 
(160 de id.) 

Art. 402. El que por cualquier medio diferente de los menciona- 
dos, tuviere conocimiento de la perpetración de algún delito de los 
que deben perseguirse de oficio, podrá denunciarlo al Tribunal compe- 
tente ó al Juez de primera instancia ó municipal, ó á los funcionarios 
del Ministerio fiscal, ó de policía, sin que se entienda obligado por es- 
to á probar los hechos denunciados ni á formalizar querella. (161 re- 
formado de id.) 

Art. 403. El denunciador no contraerá en ningún caso otra res - 
ponsabilidad que la correspondiente á los delitos que hubiese cometí 
do por medio de la denuncia, ó con su ocasión. (162 de id.) 

Art. 404. Las denuncias podrán hacerse personalmente ó por me- 
dio de mandatario con poder especial. 

Podrán también hacerse por escrito ó de palabra. (163 de id.) 

Art. 405. La denuncia que se hiciere por escrito habrá de estar 
firmada por el denunciador; y si no pudiere hacerlo, por otra persona 
á su ruego. La Autoridad ó funcionario que la recibiere, rubricará y 
sellará todas las hojas á presencia del que la presentare, que podrá 
hacerlo también por sí ó por medio de otra persona á su ruego. (164 
de id.) 

Art. 406. Guando la denuncia fuera verbal, se extenderá un ac- 
ta por la Autoridad ó funcionario que la recibiere, en la que, en forma 
de declaración, se expresarán cuantas noticias tenga el denunciante 
relativas al hecbo denunciado y á sus circunstancias, firmándola am- 
bos á continuación Si el denunciante no pudiere firmar, lo hará otra 
persona á su ruego. (165 de id.) 

Art. 407. El Juez, Tribunal, Autoridad ó funcionario que reci- 
bieren una denuncia verbal ó escrita, harán constar por la cédula de 
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vecindad ó por los demás medios que fu eren bastantes, la identidad de 
Ja persona del denunciador. (166 ref. de id.) 

Art. 408. Las Autoridades judiciales y los funcionarios del Minis- 
terio fiscal registrarán en un iibro reservado las denuncias que se les 
hicieren y las vicisitudes por qué fueren pasando, expidiendo á los 
denunciadores un resguardo, en que consten el número de la denuncia 
en el registro; el dia y hora de su presentación ; el hecho denunciado; 
Jos nombres del denunciador y denunciado, si éste fuese conocido; ¡os 
comprobantes que se hubieren presentado de los hechos, y las demás 
circunstancias que se consideren importantes. (167 de id.) 

Art 409. La denuncia anónima no se anotará en el registro. 

El Juez ó Tribunal, Autoridad ó funcionario á quien se hiciere, po- 
drá, sin embargo, mandar proceder ó procederá por sí mismo, según 
lo permitiere la naturaleza de sus atribuciones, á la averiguación del 
hecho en ella denunciado, si lo estimare conveniente. 

El Tribunal á quien se hiciere una denuncia con los requi sitos esta- 
blecidos en los artículos anteriores, mandará al Juez de primera ins- 
tancia competente que proceda inmediatamente á lo que haya lugar 
para la comprobación de los hechos denunciados. Se exceptúan los 
casos en que el Tribunal no considerare delito los hechos denuncia- 
dos, ó la denuncia fuere manifiestamente falsa. (168 ref. de id.) 

Art. 410. Cuando ésta se hiciere á un Juez de primera instancia ó 
municipal, ó á un funcionario del Ministerio fiscal, ó de policía, proce- 
derán también inmediatamente, según sus atribuciones, á no ser en 
los dos casos del última párrafo del artículo anterior. (169 de id. id.) 

Art. 411. Si el Juez, Tribunal, Autoridad ó funcionario al que se 
hiciere la denuncia, creyese que no debia procederse, lo consignará así 
en el registro, absteniéndose de todo procedimiento, sin perjuicio de 
la responsabilidad en que incurra por haberla desestimado indebida- 
mente. (170 de id. id.) 


REFERENCIA. 

De la materia de esta sección se ha tratado en las páginas 
190 á 194 del tomo II de nuestra obra, con el formulario corres- 
pondiente de la denuncia hecha de palabra y por escrito en las pá- 
ginas 19o á 197. 


Sección segunda. — De ia queredla. 

Art. 412. Las causas criminales cuya instrucción no comience de 
oficio, empezarán precisamente por querella. (171 de id. 

Art. 413. Todos los ciudadanos españoles, hayan sido ó no ofen- 
didos con el delito, pueden querellarse, ejercitando la acción popular 
establecida en el artículo 24 1 de esta Compilación. 

También pueden querellarse los extranjeros, por los delitos cometi- 
dos contra sus personas ó bienes ó las personas ó bienes de sus repre- 
sentados, piévio cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 425, si no 
estuvieren comprendidos en el último párrafo del 426. (172 de id.) 

Art. 414. Los funcionarios del Ministerio fiscal habrán de ejerci- 

COM PIL ACION 13 
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Ur también, en forma (Je querella, las acciones penales en los casos 
en que á ello estuvieren obligados con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
ticulo ‘2*5. (173 de vi.) 

Art. 415. La querella habrá de interponerse ante el Juez compe- 
tente. (174 ref. de id.) 

Art. 416. Si el querellado estuviese sometido por el delito que 
fuese objeto de la querella á la Audiencia ó al Tribunal Supremo, en 
virtud de lo prescrito en los cuatro últimos párrafos del número 3® del 
artículo 13, y en el 17 y 18 de esta Compilación, habrá de interponer- 
se la querella ante el Tribunal que por dichos artículos fuere compe- 
tente para conocer del delito. 

Lo mismo se hará cuando fueren varios los querellados por un 
mismo delito ó por dos ó más conexos , y alguno de aquellos estuviere 
sometido á la Audiencia ó al Tribunal Supremo, con arreglo á lo dis- 
puesto en los artículos mencionados en el párrafo anterior. (175 de id.) 

Art. 417. En los casos de delito in fraganti ó de los que no dejan 
señales permanentes de su perpetración, ó en que fuere de temer fun- 
dadamente la ocultación ó fuga del presunto culpable, el particular 
que intentare querellarse del delito podrá acudir desde luego al Juez 
de primera instancia ó municipal que estuviere más próximo , ó á 
cualquier funcionario de policía, á fin de que se practiquen las prime- 
ras di'igencias necesarias para hacer constar la verdad de los hechos y 
para detener al delincuente. (176 de id.) 

Art. 418. El particular querellante , cualquiera que sea su fuero, 
quedará sometido para todos los efectos del juicio por él promovido, 
al Juez de primera instancia ó Tribunal competente para conocer del 
delito objeto de la querella. (177 ref. de id.) 

Art. 419. El mismo podrá apartarse de la querella en cualquier 
tiempo, quedando, sin embargo, sujeto á las responsabilidades que pu- 
dieran resultarle por sus actos anteriores. (178 de id.) 

Art. 420. Si la querella fuese por delito que no pueda ser perse- 
guido sinoá instancia de parte , se entenderá haberla abandonado el 
que la hubiere interpuesto cuando dejare de instar el procedimiento 
dentro de los cinco dias siguientes á la notificación del auto en que el 
Juez ó Tribunal asi lo hubiese acordado. 

Al efecto, á los cinco dias de haberse practicado las últimas dili- 
gencias pedidas por el querellante , ó de estar paralizada la causa por 
falta de instancia del mismo, mandará de oficio el Juez ó Tribunal que 
conociere de los autos , que aquel pida lo que convenga á su derecho 
en el término fijado en el párrafo anterior. (179 de id.) 

Art. 421. Se tendrá también por abandonada la querella cuando 
por muerte ó por haberse incapacitado el querellante para continuar 
la acción, no compareciere ninguno de sus herederos ó representantes 
legales á sostenerla dentro de los sesenta dias siguientes al en que la 
muerte ó la incapacidad hubiesen ocurrido. (180 de id.) 

Art. 422. La querella se presentará siempre por medio de Procu- 
rador con poder bastante, y suscrita por Letrado. 

Se extenderá en papel de oficio, y en ella se expresará: 

t° El Juez ó Tribunal ante quien se presente. 

2® El nombre, apellido y vecindad del querellante. 

3° El nombre, apellido y vecindad del querellado. 



En el caso de ignorarse estas circunstancias, se deberá hacer la de- 
signación del querellado por las señas que mejor pudieran darle á co- 
nocer, á no ser que fuesen también estas señas ignoradas. 

4 o La relación circunstanciada de! hecho, con expresión del lugar, 
año, mes, dia y hora en que se ejecutó, si se supieren. 

5 o Expresión de las diligencias que se deberán practicar para la 
comprobación del hecho. 

6 o La petición de que se admita la querella, se practiquen las dili- 
gencias indicadas en el número anterior , se proceda á la detención y 
prisión del presunto culpable, ó á exigirle la fianza de libertad provi- 
sional, y se acuerde el embargo desús bienes en la cantidad necesaria 
en los casos en que así proceda. 

1° La firma del querellante ó la de otra persona á su ruego, si no 
supiere ó no pudiere firmar, y ia de su Procurador y la del Letrado 
que le defienda. 

Si el Procurador lo fuese en virtud de poder especial, no será nece- 
saria la firma del querellante , ni la de otra persona á su ruego. (181 
de id.) 

Art. 423. Cuando la querella tenga por objeto algún delito de 
los que solamente pueden perseguirse á instancia de parte, excepto el 
de violación ó ranto, acompañará también la certificación que acre- 
dite haberse celebrado ó intentado el acto de conciliación entre el que- 
rellante y el querellado. 

Podrán, sin embargo, praciicarse desde luego, y sin este requisito, 
las diligencias de carácter urgente para la comprobación de los hechos 
ó para la detención del delincuente, suspendiendo después el curso de 
los autos hasta qué se acredite el cumplimiento de lo dispuesto en el 
párrafo anterior. (182 de id.) 

Art. 424. Si el delito fuese el de calumnia ó injuria , causadas en 
juicio, se acompañará la licencia del Juez ó Tribunal que hubiese co- 
nocido de aquel, con arreglo al párrafo I o del artículo 482 del Código 
penal. (183 de id.) 

Art. 425. El particular querellante habrá de prestar la fianza de la 
clase y en la cuantía que fijare el Juez ó Tribunal para responder de 
las resultas del juicio (184 de id.) 

Art. 426. Estarán, sin embargo, exentos de cumplir lo dispuesto 
en el articulo anterior: 

I o El ofendido y sus herederos ó representantes legales. 

2 o Cuando el delito fuere el de asesinato ó el de homicidio, el viudo 
ó viuda, los ascendientes y descendientes consaguíneos ó afines, los 
colaterales consanguíneos hasta el cuarto grado, y los afines hasta el 
segundo, y los herederos también de la víctima. 

Para que los querellantes comprendidos en los dos números ante- 
riores gocen de la exención de la fianza, sará necesario que sean ciu- 
dadanos españoles, ó siendo extranjeros, que les corresponda esta exen- 
ción en virtud de tratados celebrados con el Gobierno de su Nación ó 
por la regla de la reciprocidad. (185 de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de esta sección ha sido tratada en las páginas 107 
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á 203 del tomo II de nuestra obra, con el formulario correspondien- 
te en las páginas 204 á 206. 

OBSERVACION. 

Después de establecer la Compilación que la querella habrá de 
interponerse ante el Juez competente, declara: que si el querellado 
estuviese sometido por el delito que fuese objeto de la querella ála 
Audiencia ó al Tribunal Supremo, en virtud de lo prescrito en los 
cuatro últimos párrafos del número 3 o del art. 13 y en el 17 y 18, 
habrá de interponerse la querella ante el Tribunal que por dichos 
artículos fuere competente para conocer del delito. [Art. 416.) 

En la redacción de este artículo se ha cometido sin duda algún 
error de imprenta, porque el número 3 o del art. 13, que se cita, no 
contiene más que un párrafo; pero se comprende perfectamente 
que los cuatro párrafos á que se refiere la Compilación, son los 
números 3 o , 4*, 3 o y 6 o de dicho art. 13, que tratan de las causas 
contra Jueces y Fiscales municipales, contra Jueces de primera 
instancia y Promotores fiscales, contra Jueces eclesiásticos y contra 
funcionarios del orden administrativo. Estos cuatro númerds cor- 
responden á los cuatro últimos párrafos del número 3 o del art. 276 
de la ley orgánica del Poder judicial, de donde aquellos se han 
tomado. 

Del propio modo aparece un error de imprenta en la cita del 
art. 18 de la Compilación, pues en éste sólo se trata de las recusa- 
ciones. Sin duda se ha querido hacer referencia al art. 19 en que 
se determinan las atribuciones del Tribunal Supremo en pleno, 
constituido en Sala de justicia, para conocer de las causas contra 
las personas de alta dignidad que allí se expresan. 

También se ha incurrido en el mismo error de imprenta en los 
artículos 431 y 460 de la Compilación al hacer la referencia ántes 
indicada. 

CAPITULO II. — De las autoridades competentes para instruir 

SUMARIO Y DE LA POLICÍA JUDICIAL. 

Art. 427. Constituyen el sumario todas las actuaciones judiciales 
practicadas para averiguar y hacer constar la perpetración de los deli- 
tos, con todas las circunstancias que puedan influir en su calificación, 
y quiénes hubiesen sido los delincuentes; asegurando sus personas y su 
responsabilidad pecuniaria. (186 de la ley de Enj. crim.) 
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Art. 428. Cada delito de que conociere la Autoridad judicial, será 
objeto de un sumario. Los delitos conexos, sin embargo, se compren- 
derán en un solo proceso. (187 de id+) 

Art. 429. Las diligencias del sumario serán secretas hasta que la 
causa se eleve á plenario. 

El Abogado ó Procurador de cualquiera de las partes que develare 
indebidamente el secreto del sumario, será corregido con multa de 50 
á 500 pesetas. 

En la misma multa incurrirá cualquiera otra persona que no fuere 
funcionario público y cometiere la misma falta. 

El funcionario público, en el caso de los párrafos anteriores, incur- 
rirá en las penas del art. 378 del Código penal. (188 de id.) 

Art. 430. La formación del sumario corresponderá á los Jueces de 
primera instancia por los delitos que se cometan dentro de su partido 
ó demarcación respectiva, y en su defecto á los demás de la misma ciu- 
dad ó población, cuando en ella hubiere más de uno, y á prevención 
con ellos ó por su delegación, á los Jueces municipales. (189 ref. de id.) 

Art. 431. El Ministro de Gracia y Justicia y las Salas de gobierno 
del Tribunal Supremo y de las Audiencias podrán encomendav á un 
Juez especia! la formación de los sumarios por los delitos comprendi- 
dos en el número 3 o del art. 13, y en el 17 y 18 de esta Compila- 
ción, ó por delitos cuyas extraordinarias circunstancias, ó las del lu- 
gar ó tiempo de su ejecución, ó de las personas que en ellos hubiesen 
intervenido como ofensores ú ofendidos, dieren motivo á considerar 
conveniente el nombramiento de aquél parala más acertada investiga- 
ción, ó para la más segura comprobación de los hechos. 

El Ministro de Gracia -y Justicia y la Sala de gobierno del Tribuna! 
Supré’mo no podrán nombrar Juez especial, para estos casos, más que 
á un Magistrado, Juez ó funcionario del Ministerio fiscal que estuvie- 
ren en activo servicio. 

Las Salas de gobierno de las Audiencias tampoco podrán nombrar 
más que á un funcionario de los anteriormente expresados, que cor- 
respondiere al distrito de la Audiencia cuya Sala de gobierno hiciere 
el nombramiento. 

Cuando las Salas de gobierno del Tribunal Supremo y de las Au- 
diencias hicieren uso de esta facultad, lo pondrán inmediatamente en 
conocimiento del Ministro de Gracia y Justicia. (190 ref . de id.) 

Art. 432. El nombramiento de Jueces especiales que se baga con- 
forme al artículo anterior será y habrá de entenderse sólo para la ins- 
trucción del sumario con todas sus incidencias. Terminado éste se re- 
mitirá por el Juez especial, al Juez ó Tribunal á quien según las dispo- 
siciones vigentes corresponda el conocimiento de la causa, para que la 
prosiga y falle con arregjo á derecho. ( R . O. de 16 de Febrero 1876. 

Art. 433. Serán auxiliares de los Jueces de primera instancia y de 
los municipales, en su caso, y constituirán la policía judicial: 

Las Autoridades administrativas encargadas de la seguridad pú- 
blica y de la persecución de todos los delitos ó de algunos especiales. 

2 o Los agentes ó subordinados de las mismas para el objeto del 
párrafo anterior. 

3° Los Alcaldes, Tenientes de Alcalde y Alcaldes de barrio. 

4 o Los Jefes, Oficiales é individuos de la Guardia civil ó de cual- 
quiera otra fuerza destinada á la persecución de oialhechores. 



o° Los serenos, celadores y cualesquiera otros agentes municipales 
de policía urbana y rural. 

6 o Los guardas particulares de montes, campos y sembrados, jura- 
dos ó confirmados por la Administración. 

7 a Los Jefes de establecimientos penales y los Alcaides de las cár- 
celes. 

8 o Los alguaciles y dependientes de los Tribunales y Juzgados. 
(191 de id.) 

Art. 434. Será obligación de todos los que forman la policía judi- 
cial, averiguar los delitos públicos que se cometieren en su territorio ó 
demarcación ; practicar, según sus atribuciones, las diligencias nece- 
sarias para comprobarlos y descubrir á los delincuentes, y recoger, 
poniendo á disposición de la Autoridad judicial todos los efectos, ins- 
trumentos ó pruebas del delito, de cuya desaparición hubiere peligro. 
(192 de la L. de Enj. crim. reform.) 

Art. 435. Si el delito fuere de los que sólo pueden perseguirse á 
instancia de parte legítima, tendrán la misma obligación expresada en 
los artículos anteriores si fuesen por aquella requeridos al efecto. (193 
de id.) 

Art. 436. Inmediatamente que los funcionarios de policía judicial 
tuvieren conocimiento de un delito público ó fueren requeridos para 
prevenir la instrucción de diligencias por razón de algún delito privado, 
lo participarán á la Autoridad judicial, si pudieren hacerlo sin cesar en 
la práctica de las diligencias de prevención. 

En otro caso, lo harán cuando las hubiesen terminado. (194 de id.) 

Art. 437. La Autoridad judicial á que se refiere el articulo ante- 
rior, en caso de delito flagrante, será el Juez municipal en los pueblos 
que no fueren cabeza de partido y también en ésta si el Juez de pri- 
mera instancia se hallare ausente. 

En los demás casos será el Juez de primera instancia (195 ref . de 
idem.) 

Art 438. Se considerará flagrante el delito que se acabare de co- 
meter. 

Se reputará delincuente in fraganti aquel que fuere sorprendido en 
el acto de cometer el delito, ó detenido ó perseguido inmediatamente 
después de cometerlo, entendiéndose esto por todo el tiempo que dura- 
re ó no se suspendiere la persecución, miéntras que el delincuente no 
se ponga fuera del inmediato alcance de los que le persiguieren. 

Se reputará también delincuente in fraganti aquel á quien se sor- 
prendiere con efectos ó instrumentos de un delito que hicieren presu- 
mir su participación en él. (196 de id.) 

Art. 439. Las Autoridades ó funcionarios á quienes por la ley cor- 
responde la instrucción de las primeras diligencias, podrán ordenar 
que les acompañen, en caso de un delito flagrante, de lesiones persona- 
les, Us dos primeros médicos que fueren habidos, para prestar en su 
caso los oportunos auxilios al ofendido. 

Los médicos que siendo por dichas Autoridades ó funcionarios re- 
queridos, áun verbalmente, no se prestasen á lo expresado en el pár- 
rafo anterior, incurrirán en una mulla de 50 á 500 pesetas á no ser 
que hubiesen incurrido por su desobediencia en responsabilidad crimi- 
nal. (197 de id.) 
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Art. 440. Los funcionarios de policía judicial podrán impedir, en 
el caso del art. 438, que se aparten del lugar del delito las personas 
que en él se encontraren. 

Podrán también secuestrar los efectos que en él hubiere, basta tan- 
to que llegue la Autoridad judicial, siempre que exista peligro de que, 
no haciéndolo pudieran desaparecer algunas pruebas de los hechos 
ocurridos. 

Igualmente podrán en el mismo caso y con igual razón hacer com- 
parecer ó conducir inmediatamente ante el Juez municipal ó de pri- 
mera instancia, á las personas y efectos indicados en el párrafo ante- 
rior. (198 ref , de id.) 

Art 441. Podrán asimismo las Autoridades y agentes á que se re- 
fieren los artículos que preceden, requerir el auxilio de la fuerza pú- 
blica cuando fuere necesario, para el desempeño de las funciones que 
por la ley se les encomiendan. 

El requerimiento se hará por escrito, si lo permitiere la urgencia 
del caso, al jefe que tuviere la fuerza en el lugar en que ésta se hallare. 
(199 de id. ) 

Art. 442. Cuando concurriere algún funcionario de policía judi- 
cial de categoría superior á la del que estuviere actuando, deberá éste 
darle conocimiento de cuanto hubiese practicado, poniéndose desde 
luégo á su disposición (200 de id.) 

Art. 443. Cuando el Juez de primera instancia ó el municipal se 
presentaren á formar el sumario, cesarán las diligencias de prevención 

3 ue estuviere practicando cualquiera Autoridad ó agente de policía; 

ebiendo éstos entregarlas en el acto á dicho Juez, asi como los efectos 
relativos al delito que se hubiesen adquirido, y poniendo á su disposi- 
ción á los detenidos, si los hubiere. (201 ref. de id.) 

Art. 444. Los funcionarios expresados en el art. 433 practica- 
rán, sin dilación, según sus atribuciones respectivas, y á pesar de que 
esté incoado el sumario, todas las diligencias que durante el curso de 
la causa les encargaren los Jueces de primera instancia y municipales. 
(202 id.) 

Art. 445. Practicarán asimismo las diligencias que los funcionarios 
del Ministerio fiscal les encomendaren para la averiguación y compro- 
bación de los delitos. (203 de id.) 

Art. 446. El funcionario de policía judicial que por cualquiera cau- 
sa no pudiere cumplir el requerimiento ó la órden que hubiere reci- 
bido del Ministerio fiscal, del Juez ó de la Autoridad ó agente que hu- 
biere ¡-revenido las primeras diligencias, lo pondrá inmediatamente en 
el conocimiento del que hubiese hecho el requerimiento, ó dado la ór- 
den para que provea de otro modo á su ejecución. 

Si la causa no fuere legítima, el que hubiese dado la órden ó hecho 
el requerimiento, lo pondrá en conocimiento del superior jerárquico 
del que se excusare, para que le corrija disciplinariamente, á no ser 
que hubiese incurrido en mayor responsabilidad con arreglo á las 
leyes. 

El superior jerárquico comunicará á la Autoridad ó funcionario que 
le hubiere dado la queja, la resolución que adoptare respecto á su su- 
bordinado. (204 de id.) 

Art. 447. El jefe de cualquiera fuerza pública que no pudiere 
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prestar el auxilio que por los Jueces de primera instancia ó municipa- 
les ó por un funcionario de policía judicial le fuere pedido, se atendrá 
también á lo dispuesto en el párrafo primero del artículo anterior. 

El que hubiese hecho el requerimiento, lo pondrá en noticia del 
jVfe superior inmediato del que se excusare, en la forma y para el ob- 
jeto expresado en los párrafos segundo y tercero de dicho artículo. 
(205 ref. de id.) 

Art. 448. Los funcionarios de policía judicial extenderán un ates- 
tado de las diligencias que practicaren, en el cual se especificarán con 
la mayor exactitud los hechos por ellos averiguados, insertando las de- 
claraciones é informes recibidos, y anotando todas las circunstancias 
que hubiesen observado y pudieren ser prueba ó indicio del delito. 
(206 de id.) 

Art. 449. El atestado será firmado por el que le hubiese extendido, 
y si usare de sello, lo estampará con su rúbrica en todas las hojas. 

Las personas presentes, peritos y testigos que hubiesen intervenido 
en las diligencias relacionadas en el atestado, serán invitadas á firmar- 
lo en la parte á ellos referente. Si no lo hicieren, se expresará la ra- 
zón. (207 de id.) 

Art. 450. Si no pudiere redactar el atestado el funcionario á quien 
correspondiere hacerlo, se sustituirá por una relación verbal circuns- 
tanciada, que reducirá a escrito, de un modo fehaciente, el funcionario 
del Ministerio fiscal, el Juez de primera instancia ó el municipal á 
quien debiera haberse presentado el atestado, manifestándose el moti- 
vo de no haberse redactado en la forma ordinaria. (208 ref . de id.) 

Art. 451. En ningún cas:>, salvo el de fuerza mayor', los funcio- 
narios de policía judicial podrán dejar trascurrir más de veinticuatro 
horas sin dar conocimiento á la Autoridad judicial de las averiguacio- 
nes y diligencias que hubiesen hecho. 

Los que, sin exceder el tiempo de las veinticuatro horas, dilatasen, 
más de lo necesario dar el conocimiento, serán corregidos disciplinaria- 
mente con multa de 10 á 100 pesetas. (209 de id.) 

Art. 452. Cuando hubiesen practicado diligencias por órden ó re- 
querimiento de la Autoridad judicial ó del Ministerio fiscal, comunica- 
rán el resultado obtenido, en los plazos que en la órden ó en el requeri- 
miento se hubiesen fijado. (210 de id.) 

Art. 453. Los atestados que redactaren y las manifestaciones que' 
hicieren los funcionarios de policía judicial, á consecuencia de las ave- 
riguaciones que hubiesen practicado, se considerarán denuncias para 
los efectos de los artículos 403, 409 y 410. 

Las demás declaraciones que hicieren, habrán de ser firmadas y 
tendrán el valor de declaraciones testificales. (211 de id.) 

Art. 454. Los Jueces de primera instancia y los Fiscales califica- 
rán, en un registro reservado, el comportamiento de los funcionarios 
que bajo su inspección prestaron servicios de policía judicial, y cada 
semestre, con referencia á dicho registro, comunicarán á los superiores 
de cada uno de aquéllos, para los efectos á que hubiere lugar, la califi- 
cación razonada de su comportamiento. 

Cuando los funcionarios de policía judicial que hubieren de ser 
corregidos disciplinariamente con arreglo á la ley, fueren de categoría 
superior á la de la Autoridad judicial ó Fiscal que entendieren en las. 
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diligencias en que se hubiese cometido la falta se abstendrán éstos de 
imponer por si mismos la corrección, limitándose á poner lo ocurrido 
en conocimiento del Jefe inmediato del que hubiese de ser corregido. 

El Jefe á quien se diere parte observará en este caso lo dispuesto 
en el párrafo 3 o del art. 446. (21 2 ref. de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 206 
á 212 del tomo II de nuestra obra, habiéndose expuesto con la de- 
bida separación sobre las autoridades competentes para instruir el 
sumario y sobre la policía judicial, con el formulario correspon- 
diente á esta última en las páginas 213 á 215. 

CAPITULO 111.— De la instrucción. 

, Art. 455. Los Jueces de primera instancia instruirán los sumarios 
por los delitos públicos que se cometan dentro de su partido ó demar- 
cación, con intervención del Ministerio fiscal. (213 ref. de la ley de 
Enj. crim.) 

Art. 456. Los Jueces municipales en los casos de delito flagrante 
en los pueblos que no sean cabeza de partido ó demarcación deque 
esté accidentalmente ausente el Juez de primera instancia, formarán de 
oficio las primeras diligencias del sumario, siendo público el delito, y 
á requerimiento de parte legítima, si fuese privado, dando conocimiento 
á dicho Juez inmediatamente ó tan pronto como fuere posible, sin per- 
juicio de continuar practicándolos actos más urgentes de investigación. 

Si entretanto el Juez de primera instancia comunicare alguna orden 
sobre el asunto, al en que estuviere conociendo, la ejecutará éste pun- 
tualmente. (214 ref. de id.) 

Art. 457. Practicadas todas las diligencias más urgentes del su- 
mario, y todas las que el Juez de primera instancia le hubiere preve- 
nido, el municipal remitirá á éste la causa; no pudiendo retenerla en 
ningún caso más de tres dias. (215 ref. de id.) 

Art. 458. Los Jueces de primera instancia darán también parte de 
la formación de los sumarios al Presidente de la Audiencia en los 
dos dias siguientes al en que hubieren principiado á conocer de los 
mismos. (216 ref. de id.) 

Art. 459. En el parte expresarán las circunstancias principales del 
hecho, la persona contra quien se dirija el procedimiento, y si está ó 
no detenida ó presa. (217 de id.) 

Art. 460. Si la persona contra quien resultaren cargos fuere al- 
guna de las comprendidas en los cuatro últimos párrafos del núm. 3 C 
del art. 13, ó en los artículos 17 y 18 de esta Compilación, practicadas 
las primeras diligencias y ántes de dirigir el procedimiento contra 
aquélla, esperará las órdenes del Tribunal competente; si éste fuere el 
Supremo, le dará al efecto el parte á que se refiere el artículo ante- 
rior. 

Si el delito fuere de los que dan motivo á la prisión preventiva con 

COMPILACION 1 4 
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arreglo ;í lo dispuesto en la ley, y el presunto culpable hubiere sido 
sorprendido in fraganti, podrá ser desde luego detenido y preso, si 
fuere necesario, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior. 
(2 1 8 de id.) 

Art. 461 . Los Jueces de primera instancia podrán delegar en los 
municipales la práctica de todos los actos y diligencias que la ley no 
reserva exclusivamente á los primeros. (219 ref. de id.) 

Art. 462. Tendrán el mismo valor que las diligencias practicadas 
por los Jueces de primera instancia, las que se practicaren por los Jue- 
ces municipales, ante los secretarios de su Juzgado, y en su defecto, 
ante un notario ó dos hombres buenos, que reúnan las circunstancias 
y presten el juramento expresado en el art. 474. 

Podrán, sin embargo, los Jueces de primera instancia acordar la ra- 
tificación de dichas diligencias, si lo estimaren conveniente. (22o ref. 
de id.) 

Art. 463. El Juez que instruyere el sumario practicará las dili- 
gencias que le propusieren el Ministerio fiscal ó el particular quere- 
llante, excepto las que considerase innecesarias ó perjudiciales. 

Contra el auto denegatorio de las diligencias pedidas podrá Ínter* 
ponerse el recurso de apelación, que será admitido en un solo efecto. 
(2 -1 de id.) 

Art. 464. Cuando se presentare querella en la forma y con los re- 
quisitos prevenidos en la ley, el Juez después de admitirla, si fuere 
procedente, mandará practicar las diligencias que • n ella se propusie- 
ren, salvo las que considerare contrarias á las leyes, ó innecesarias ó 
perjudiciales para el objeto de la querella, las cuales denegará en re- 
solución motivada. (222 ref. de id.) 

Art. 465. Desestimará en la misma forma la querella cuando los 
hechos en que se fundase no constituyan delito, ó cuando no se consi- 
derare competente para instruir el sumario objeto de la misma. 

Contra el auto á que se refiere este artículo, procederá el recurso de 
apelación, que será admisible en ambos efectos. (223 de id.) 

Art. 466. Cuando concurrieren á un sumario el Fiscal, y uno ó va- 
rios querellantes, el Juez accederá á las pretensiones en que todos es- 
tuviesen conformes en cuanto las considere procedentes. Si no estuvie- 
ren conformes, dará preferencia, también en cuanto las considere pro- 
cedentes, á las del Fiscal, y en su defecto á las del querellante ofendido 
por el delito. (224 ref. de id.) 

Art. 467. Las diligencias pedidas y denegadas en el sumario po- 
drán ser propuestas de nuevo en el plenario. (225 ref. de id.). 

Art. 468. El Juez hará constar cuantas diligencias se practicaren á 
instancia de parte. 

De las ordenadas de oficio solamente constarán 'en el sumario 
aquellas cuyo resultado fuere conducente al objeto del mismo. (226 
ref. de id.) 

Art. 469. El querellante podrá intervenir en todas las diligencias 
del sumario. 

Si el delito fuere público, podrá el Juez de primera instancia, sin 
embargo de lo dispuesto en el párrafo anterior, declarar, á propuesta 
fiscal ó de oficio, secreto el sumario para el querellante. (227 ref. de id.) 



Art. 470. El Jaez municipal tendrá las mismas facultades que el 
de primera instancia para no comunicar al querellante particular las 
actuaciones que practicare. (2?8 ref de id.) 

Art. 471. Sin embargo del deber impuesto á los Jueces municipa- 
les en el art. 456. cuando el Juez de primera instancia tuviere no- 
ticia de algún delito de los que la ley castiga con las penas de muerte, 
cadena, reclusión, relegación ó extrañamiento perpétuos ó temporales, 
ó cuya comprobación fuere difícil por circunstancias especiales, ó que 
hubiese causado extraordinaria alarma, se trasladará inmediatamente 
al lugar del delito y procederá á formar el sumario, haciéndose cargo 
de las actuaciones que hubiese practicado el Juez municipal, y recibien- 
do las averiguaciones y dalos que le suministren los funcionarios de la 
policía judicial; y permanecerá en dicho lugar el tiempo necesario para 
practicar todas las diligencias cuya dilación pudiere ofrecer inconve- 
nientes. (229 ref. de id.) 

Art. 472. Concurrirá asimismo al lugar del delito el Promotor fis- 
cal del partido, en los casos expresados en el artículo anterior, si otras 
ocupaciones más graves no se lo impidieren, y en los demás casos po- 
drá concurrir también, aunque para ello no fuere requerido, al punto 
'adonde se traslade el Juez de primera instancia, para intervenir en las 
diligencias que éste hubiere de practicar. (230 ref. de id.) 

Art. 473. El actor civil tendrá en el sumario solamente la inter- 
vención necesaria para hacer constar la propiedad de la cosa que recla- 
mase y los daños ó perjuicios que hubiese sufrido, y su importe, y para 
asegurar la restitución, la reparación ó la indemnización correspon- 
diente. (231 de id. id.) 

Art. 474. Los Jueces de primera instancia formarán el sumario 
ante los Escribanos actuarios. 

En casos urgentes y extraordinarios faltando éstos, podrán proce- 
der con la intervención de dos hombres buenos, mayores de edad, que 
sepan leer y escribir, los cuales jurarán guardar fidelidad y secreto. 
(232 ref. de id.) 

Art. 475. Las diligencias del sumario que hubieren de practicarse 
fuera de la circunscripción del Juez de primera instancia ó del término 
del Juez municipal que las ordenare, tendrán lugar en la forma que 
determine el capítulo 4 o del título 2 o y serán reservadas para todos ios 
que no deban intervenir en ellas. (233 de id.) 

Art. 476. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, 
cuando el lugar en que se hubiere de practicar alguna diligencia del 
sumario estuviere fuera de la jurisdicción del Juez de primera instan- 
cia, pero en lugar próximo al punto en que éste se hallare, y hubiese 
peligro en demorar aquélla, podrá ejecutarla por sí mismo, dando in- 
mediato aviso al Juez propio del pacido. (234 ref. de id.) 

Art. 477. Cuando al mes de haberse incoado un sumario no se hu- 
biere terminado, el Juez dará parte cada semana á los mismos á quienes 
lo hubiese dado al principiarse aquél, de las causas que hubiesen impe- 
dido su conclusión. 

Con vista de cada uno de estos parles, los Presidentes á quienes 
se hubiesen remitido y el Tribunal competente acordarán, según sus 
respectivas atribuciones, lo que consideren oportuno. (235 ref. de id.) 

Art. 478. De las faltas de celo y de actividad en la formación de los 
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sumarios, serán los Jueces de primera instancia y los municipales en su 
caso, responsables disciplinariamente, á no ser que lo fueran criminal- 
mente con arreglo á las leyes (236 ref. de id.) 


REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 215 
á 220 del tomo II de nuestra obra. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone : que las diligencias pedidas y denega- 
das en el sumario podrán ser propuestas de nuevo en el plenario. 
(Art. 467.) 

Esta disposición procede del art. 225 de la ley de Enjuiciamien- 
to criminal, que habla del juicio oral. Nosotros opinamos que este 
artículo no es aplicable hoy en el plenario, porque el Juez es siem- 
pre el mismo, y habiendo denegado ejecutoriamente alguna dili- 
gencia en el sumario, debe hacer lo mismo en el plenario. Además: 
el art. 46o de la Compilaciou declara, que contra el auto denega- 
torio de las diligencias pedidas en el sumario podrá interponerse el 
recurso de apelación; y de aquí se sigue, que si la Audiencia con- 
firma la resolución apelada, ya no es posible volver sobre ella y 
admitir en el plenario aquellas mismas diligencias que fueron de- 
sestimadas por sentencia firme. 

CAPITULO IV. — Del cuerpo del delito. 

Art. 479. Cuando el delito que se persiguiere hubiese dejado ves- 
tigios ó pruebas materiales de su perpetración, el Juez los hará cons- 
tar en el sumario, recogiéndolos además inmediatamente y conserván- 
dolos para el plenario si fuere posible. (238 ref. de la ley de Enj. cri- 
minal.) 

Art. 480. Siendo habida la persona ó cosa objeto del delito, el 
Juez describirá detalladamente su estado y circunstancias, y especial- 
mente todas las que tuvieren relación con el hecho punible. (239 ref. 
de id.) ^ 

Art. 481. Cuando las circunstancias que se observaren en la per- 
sona ó cosa pudieren ser mejor apreciadas por peritos, inmediatamente 
después d? la descripción ordenada en el articulo anterior, los nom- 
brará el Juez haciéndose constar por diligencia el reconocimiento y el 
informe que emitieren. (240 ref. de id.) 

Art. 482. Si para la apreciación del delito ó de sus circunstancias 
tuviere importancia el reconocimiento de un lugar cualquiera, el Juez 
hará consignar en los autos la descripción del mismo, sin omitir ningún 
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detalle que pueda tener valor, tanto para la acusación como para la 
defensa. (241 ref. de id.) 

Art. 483. E! Juez procurará recoger en los primeros momentos las 
armas, instrumentos ó efectos de cualquiera clase que puedan tener 
relación con el delito y se hallen en el lugar en que éste se cometió, ó 
en sus inmediaciones, ó en poder del reo, ó en otra parte conocida, ex- 
tendiendo diligencia expresiva del lugar, tiempo y ocasión en que se 
encontraren, describiéndolos minuciosamente para que se pueda for- 
mar idea cabal de los mismos y del lugar y circunstancias de su ha- 
llazgo. 

La diligencia será firmada por la persona en cuyo poder fueren 
hallados, notificándose á la misma el auto en que se mande recogerlos. 
(542 ref. de id.) < 

Art. 484. En los casos de los dos artículos anteriores, ordenará 
también el Juez el reconocimiento por peritos, siempre que esté indi- 
cado para apreciar mejor la relación con el delito de los lugares, ar- 
nas, instrumentos y efectos á que dichos artículos se refieren. (243 ref. 
de id.) 

Art. 485. Cuando en el acto de describir la persona ó cosa objeto 
del delito, y los lugares, armas, instrumentos ó efectos relacionados 
con el mismo, estuvieren presentes ó fueren conocidas personas que 
puedan declarar acerca del modo y forma con que aquel hubiese sido 
cometido, y de las causas de las alteraciones que se observaren en di- 
chos lugares, armas, instrumentos ó efectos, ó acerca de su estado an- 
terior, serán examinadas inmediatamente después de la descripción; v 
sus declaraciones se considerarán como complemento de ella. (244 
de id.) 

Art. 486. Para llevar á efecto lo dispuesto en el artículo anterior, 
podrá ordenar el Juez que no se ausenten durante la diligencia de des- 
cripción las personas que hubieren sido halladas en el lugar, y que 
comparezcan además inmediatamente las que se hallaren en cualquier 
otro próximo. 

Los que desobedecieren la órden incurrirán en la responsabilidad 
señalada para los testigos en el art. 574. (245 ref. de id.) 

Art. 487. Los instrumentos, armas y efectos á que se refiere el 
artículo 483 se sellarán, si fuere posible, .acordándose su retención y 
conservación. Las diligencias á que esto diere lugar se firmarán por la 
persona en cuyo poder se hubiesen hallado, y en su defecto por dos 
testigos. 

Si los objetos no pudieren por su naturaleza conservarse en su 
forma primitiva, el Juez acordará lo que estime más conveniente [tara 
conservarlos del modo posible. (246 ref. de id.) 

Art. 488. Cuando fuere conveniente para mayor claridad ó com- 
probación de los hechos, se levantará el plano del lugar, ó se hará el 
retrato de las personas que hubiesen sido objeto del delito, ó la copia 
ó diseño de los efectos ó instrumentos del mismo, aprovechando para 
ello todos los recursos que ofrezcan las artes. -El plano, retrato, copia 
ó diseño se unirán á los autos. (247 de id.) 

Art 489. Cuando no hayan quedado huellas ó vestigios del delito 
que hubiese dado ocasión al sumario, el Juez averiguará y liará cons- 
tar, siendo posible, si la desaparición de las pruebas materiales ha 



I 10 — 


ocurrido natural, casual ó intencionadamente; las causas de la misma 
ó los medios qne para ella se hubiesen empleado ; procediendo seguida- 
mente á recoger y consignar en el sumario las pruebas ae cualquier 
otra clase que se puedan adquirir acerca de la perpetración del delito. 
(248 ref. de id.) 

Art. 490. Si fuere conveniente recibir algún informe pericial sobre 
los medios empleados para la desaparición del cuerpo del delito ó so- 
bre las pruebas de cualquiera clase que en su defecto se hubiesen re- 
cogido, el Juez lo ordenará inmediatamente del modo prevenido en el 
capítulo 7 o de este mismo título, (249 de id.) 

Art. 491. Cuando el delito fuere de los que no dejan huellas de su 
perpetración, el Juez procurará hacer constar por declaraciones de tes- 
tigos y por los demás medios de comprobación, la ejecución del delito 
y sus circunstancias y la preexistencia de la cosa, cuando el delito hu- 
biese tenido por objeto la sustracción de la misma. (250 ref. de id.) 

Art. 492. Si la instrucción tuviere lugar por causa de muerte vio- 
lenta ó sospechosa de criminalidad, ántes de proceder al enterramiento 
del cadáver 6 inmediatamente después de su exhumación, hecha la 
descripción ordenada en el art. 480, se identificará por medio de testi- 
gos, que á la vista del mismo den razón satisfactoria de su conoci- 
miento. (251 de id.) 

Art. 493. No habiendo testigos de reconocimiento, si el estado 
del cadáver lo permitiere, se expondrá al püb'ico ántes de practicarse 
la autopsia, por tiempo á lo rnénos de veinticuatro horas, expresando 
en un cartel qne se lijará á la puerta del depósito de cadáveres, el si- 
tio, hora y día en que aquél se hubiese hallado y el Juez que estuvie- 
re instruyendo el sumario, á fin de que quien tuviere algún dato que 
pueda contribuir al reconocimiento del cadáver ó al esclarecimiento 
del delito y de sus circunstancias, lo comunique al Juez de primera 
instancia. (252 ref. de id.) 

Art. 494. Cuando á pesar de tales prevenciones no fuere el cadá- 
ver reconocido, recogerá el Juez todas las prendas del traje con que se 
le hubiese encontrado, á fin de que puedan servir oportunamente para 
hacer la identificación. (253 id. id.) 

Art. 495. En los sumarios á que se refiere el art. 492 áun cuando 
por la inspección extenor pueda presumirse la causa de la muerte, se 
procederá á la autopsia del cadáver por los Médicos forenses ó en su 
caso por los que el Juez designe, los cuales después de describir exac- 
tamente dicha operación, informarán sobre el origen del fallecimiento 
y sus circunstancias. (254 id. id.) 

Art. 496. Con el nombre de Médico forense habrá en cada Juzga- 
do de primera instancia un Facultativo encargado de auxiliar á la ad- 
ministración de justicia en todos los casos y actuaciones en que sea 
necesaria ó conveniente la intervención y servicios de su profesión, 
tanto en la capital de partido, como en cualquiera pueblo ó punto de 
la demarcación judicial. (2 o del fí. D. de 13 de Mayo de I862.J 

Art. 497. El Médico forense residirá necesariamente en la capital 
del Juzgado para que haya sido nombrado, y no podrá ausentarse de 
ella sin licencia del Juez, del Presidíente de la Audiencia del distrito ó 
del Ministerio de Gracia y Justicia, según que sea por ocho dias á lo 
más en el primer caso, veinte en el segundo, y por el tiempo que el 



— ili 


Ministro estime conveniente en el tercero. (5 o y G° del R. D. citado 
en el artículo anterior.) 

Art. 498. En las ausencias, enfermedades y vacantes sustituirá al 
Médico forense otro Profesor que desempeñe igual cargo en la misma 
población, y si no le hubiese, el que él Juez designe, dando cuenta de 
ello al Presidente de la Audiencia. (7 o y. 8 o de id.) 

Art. 499. El Médico forense está obligado á practicar todo acto ó 
diligencia propios de su profesión é instituto, con el celo, esmero y 
prontitud que la naturaleza del caso exija y la administración de jus- 
ticia requiera. (9 o de id.) 

Art. 500. Cuando en algún caso, además de la intervención del 
Médico forense, el Juez estimase necesario la cooperación de uno ó más 
Facultativos de la misma clase, hará el oportuno nombramiento. 

Lo establecido en el párrafo anterior tendrá también lugar en el 
caso en que por su gravedad el Médico forense crea necesaria la coope- 
ración de uno ó más comprofesores y el Juez lo estimare así. (10 
de id.) 

Art. 501. Siempre que sea compatible con la buena administra- 
ción de justicia, el Juez podrá conceder prudencialmente un término 
al Médico forense para que preste sus declaraciones, evacúe los infor- 
mes y consultas y redacte otros documentos que sean necesarios, per- 
mitiéndole asimismo designar las horas que tenga por más oportunas 
para practicar las autopsias y exhumaciones de los cadáveres. (I I de 
Ídem.) 

Art. 502. En los casos de envenenamiento, heridas ú otras lesio- 
nes cualesquiera, quedará el Médico forense encargado de la asistencia 
facultativa del paciente, á no ser que éste ó su familia prefieran la de 
uno ó más Profesores de su elección, en cuyo caso conservará aquél la 
inspección y vigilancia que le incumbe para llenar el correspondiente 
servicio Médico- forense. (12 de id.) 

Art. 503. Si el paciente ó su familia hiciese la elección del Pro- 
fesor ó Profesores á que se refiere el artículo anterior y el Médico fo- 
rense no estuviese conforme con el tratamiento ó plan curativo em- 
pleado, se reunirán para ponerse de acuerdo, y si no lo consiguieren 
darán parte de eilo al Juez á los efectos que en justicia procedan. (13 
de id.) 

Art. 504. Lo dispuesto en los artículos anteriores es aplicable 
cuando el paciente ingrese en la cárcel, hospital ú otro establecimien- 
• to, y sea asistido por los facultativos de los mismos. (14 de id.) 

Art. 505. Las autopsias se harán en un local público que en cada 
pueblo ó circunscripción tendrá destinado la Administración para el 
objeto y para depósito de cadáveres. Podrá, sin embargo, el Juez dis- 
poner, cuando lo considere conveniente, que la operación se practique 
en otro lugar ó en el domicilio del difunto, si su familia lo pidiere, y 
esto no pudiere perjudicar ál éxito del sumario. 

Si el Juez no pudiere asistir á la operación anatómica, delegará en 
un funcionario de policía judicial; dando fé de su asistencia, así como 
de lo que en aquélla ocurriere, el Escribano de la causa (255 reforma- 
do de la ley de Enj. crim. ) 

Art. 506. En caso de lesiones de cualquiera especio, el herido será 
asistido bajo la inspección de los Médicos forenses ó que designe el Juez, 
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los cual js darán parle del estado en que se halle en los períodos que 
se les ordenaren, y además en el momento en que advirtieren peligra 
de muerte. 

Si ésta ocurriere, se verificará la autopsia conforme se expresa en 
los artículos anteriores. (256 ref. de id.) 

Art. 507. Guando aparecieren señales ó indicios de envenenamien- 
to, se recogerán inmediatamente las cosas ó sustancias que se presu- 
mieren nocivas, disponiendo el Juez el análisis con asistencia de las 
personas en cuyo poder se hubiesen hallado. (257 ref. de id.) 

Art. 508. El servicio de análisis químicos se verificará por Docto- 
tores en Ciencias físico-químicas, en Medicina ó en Farmacia, ó Licen 
ciados en esta líltima Facultad, de reconocida ciencia y probidad, que 
serán nombrados por el Juzgado en que radiquen las respectivas cau- 
sas, si los hubiera en la circunscripción correspondiente: en otro caso 
los designará el Presidente de la Audiencia de entre los que residieran 
en el territorio de la misma. (I o del D. de 21 de Junio de 1873.) 

Art. 509. Los indicados Profesores prestarán este servicio en el 
concepto de peritos titulares, y no podrán negarse á efectuarlo, con 
arreglo á lo dispuesto en la ley, á no ser por las causas y en la forma 
prevenida en la misma. (2 o de id.) 

Art. 510. Cada uno de los citados Profesores, que informe como 
perito en virtud de orden judicial, percibirá por sus honorariosé indem- 
nización de los gastos que el desempeño de este servicio le ocasione, 
cinco peseta;’ por cada hora que emplee en el análisis ó ensayo que se 
le encomiende, no estando obligado á trabajar más de tres horas por 
dia, excepto en casos urgentes ó extraordinarios, lo que se hará cons- 
tar en los autos. (3 o de id.) 

Art. 511. Concluido el análisis y firmada la declaración correspon- 
diente, los Profesores pasarán al Juzgado, ó al Presidente de la Audien- 
cia, en su caso, una nota firmada de los objetos ó sustancias analizados 
y de los honorarios que les correspondan, á tenor de lo dispuesto en el 
artículo anterior. El Juzgado dirigirá esta nota, si la creyere ajustada, 
al Presidente de la Audiencia, quien la cursará elevándola al Ministerio 
de Gracia y Justicia, á no encontrar excesivo el número de horas que se 
suponga empleadas en cualquier análisis, en cuyo caso acordará que 
informen tres comprofesores del que lo haya verificado, y en vista de 
de su dictámen, confirmará ó rebjará los honorarios reclamados á lo 
que fuere justo, remitiendo todo con su informe al expresado Ministe- 
rio. (4 o de id.) 

Art. 512. El Ministro de Gracia y Justicia, si conceptuare excesi- 
vos los honorarios, podrá también, ántes de decretar su pago, pedir in- 
forme, y en su caso, nueva tasación de los mismos á la Academia de 
Ciencias exactas, físicas y naturales, y en vista de lo que esta Corpora 
cion expusiere ó de la nueva tasación que practicare, se confirmarán 
los honorarios ó se reducirán á lo que resultare justo, decretándose su 
pago. (5 o de id.) 

Art. 513. Para verificar éste, se incluirá por el Ministro de Gracia 
y Justicia en los presupuestos de cada año la cantidad que se concep- 
túe necesaria. (6 o de id.) 

Art. 514. Los Profesores mencionados no podrán reclamar otros 
honorarios que los anteriormente fijados por virtud de este servicio, ni 
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exigir que el Juez les facilite los medios materiales de laboratorio ó 
reactivos, ni tampoco auxiliares subalternos para llenar su cometido. 
(7 o de id.) 

Art. 515. Guando en el partido judicial donde se sustancie el pro- 
ceso no haya Doctores en ninguna de las Facultades nombradas en el 
art. 508, ó estuvieren imposibilitados legal ó físicamente para practi- 
car el análisis los que en él residieren, el Juez lo pondrá en conoci- 
miento del Presidente de la Audiencia y éste nombrará el perito ó peri - 
tos que hayan de prestar este servicio entre los Doctores en las expre- 
sadas Facultades domiciliados en el distrito. (8 o del R. D. de I o de No- 
viembre de 1375.) 

' / 

Art. 516. El Presidente de la Audiencia comunicará el nombra- 
miento de peritos al Juzgado para que se pongan á disposición de los 
mismos con las debidas precauciones y formalidades, las sustancias que 
hayan de ser analizadas. (9 o de id.) 

Art. 517. Los Ingenieros industriales que lo sean en la especiali- 
dad química, podrán practicar los análisis á que se refieren ios ar- 
tículos anteriores. ( R . O. de 16 de Junio de 1876.) 

Art. 518. Los Juzgados y Tribunales practicarán los análisis quí- 
micos únicamente en los casos en que se consideren absolutamente in 
dispansables para la necesaria investigación judicial y la recta admi- 
nistración de justicia. (1 0 déla R. O. de 19 de Febrero de 1869.) 

Art. 519. Los Presidentes de las Audiencias examinarán cuidadosa- 
mente las notas de las sustancias ú objetos analizados y de los honora- 
rios que en ellas se estampen; y si encontraren excesivo el número de 
horas qua se supongan empleadas en el análisis, previo dictámen de 
tres comprofesores de los que los hayan practicado, dictarán la resolu- 
ción que proceda respecto de la cuantía de los honorarios reclamados, 
y remitirán el expediente con su informe al Ministerio de Gracia y 
Justicia á los efectos del art. 512 de esta Compilación. (2 o de id.) 

Art. 520. En los delitos de robo, hurto, estafa y en cualquiera otro 
en que deba hacerse constar la preexistencia de su objeto, si no hubie- 
re testigos presenciales del hecho, se recibirá información sobre los 
antecedentes del que se presentare como agraviado, y sobre todas las 
circunstancias que ofrecieren indicios de hallarse éste poseyendo las 
cosas objeto del delito al tiempo en que se suponga cometido. (258 de 
la ley de Enj. crim .) 

Art. 521. Cuando parala calificación del delito, ó de sus circuns- 
tancias fuese necesario estimar el valor de la cosa que hubiese sido su 
objeto, ó el importe del perjuicio causado ó que hubiera podido causar- 
se, el Juez oirá sobre ello al dueño ó perjudicado, y acordará des- 
pués el recbnocimiento pericial, en la forma determinada en el capítu- 
lo 7 o de este mismo título. 

El Juez facilitará á los peritos nombrados las cosas y elementos di- 
rectos de apreciación sobre que hubiere de recaer su informe , y sino 
estuvieren á su disposición, les suministrará los datos oportunos que 
se pudieren reunir; previniéndoles en tal caso que hagan la tasación 
y regulación de perjuicios de un modo prudente, con arreglo á los 
datos que les hubiesen sido suministrados. (259 ref. de id.) 

Art. 522. Las diligencias prevenidas en este capítulo, serán prac- 
ticadas con preferencia á las demás del siuinano, no suspendiéndose 

COMPILACION lo 
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su ejecución sino para asegurar la persona del presunto culpable ó 
para dar el auxilio necesario á los agraviados por el delito. (“260 de id.) 

Art. 523. La confesión del procesado no eximirá al Juez de prac- 
ticar las diligencias con el mismo celo y actividad que en los demás 
casos. (261 ref de id.) 


REFERENCIA. 

De esta materia se ha tratado en las páginas 220 á 230 del to- 
mo II de nuestra obra. 


OBSERVACION. 

La Compilación ordena : que en cada Juzgado de primera ins- 
tancia haya un facultativo con el nombre de Médico-forense, encar- 
gado de auxiliar á la administración de justicia, y establece algunas 
otras disposiciones acerca de sus deberes. ( Artículos 496 al 504.) 

Todo esto está conforme con lo dispuesto por el Real decreto de 
13 Mayo de 1862, que no altera sustancialmente lo que tenemos 
expuesto en nuestra obra respecto de la intervención de los faculta- 
tivos en los casos en que sean necesarios los servicios de su pro- 
fesión. 

CAPITULO V. — De la. identidad del delincuente y de sus cir- 
cunstancias PERSONALES.. 

Art. 524. Tan pronto como resultare en cualquiera diligencia al- 
gún cargo contra determinada persona, el Juez mandará que sea reco- 
nocida por el que se lo hubiere dirigido. 

Lo mismo se hará aunque el querellante ó un testigo no hicieren 
más que atirmar ó declarar alguna circunstancia que pudiera servir de 
fundamento para el cargo. 

Sin embargo de lo dispuesto en los dos párrafos anteriores , no se 
acordará el reconocimiento cuando los que hubieren de hacerlo afir- 
maren que no conocen ni reconocerían al que hubiere de ser su ob- 
jeto, dando de tal afirmación una razón satisfactoria. 

Pero áun en este caso habrá de hacerse el reconocimiento si el que- 
rellante ó el testigo dijesen qiie habían visto alguna vez al que hubie- 
re de ser reconocido. (262 ref. de la ley de Enj. crim.) 

Art. 525. La diligencia de reconocimiento se practicará poniendo 
á la vista del que hubiere de ejecutarlo, la persona que haya de ser 
reconocida, haciéndola comparecer en unión con otras de circunstan- 
cias exteriores semejantes. A presencia de todas ellas ó desde un pun- 
to en que no pudiere ser visto, según al Juez pareciere más conve- 
niente, el que deba practicar el reconocimiento manifestará si se en- 
cuentra en la rueda ó grupo la persona á quien hubiese hecho referen- 
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cia en sus declaraciones, designándola en caso afirmativo clara y de- 
terminadamente. 

En la diligencia que se extienda se harán constar todas las circuns- 
tancias del acto, así como los nombres de todos los qu.e hubiesen for- 
mado la rueda ó grupo. (263 ref. de id.) 

Art. 526. Cuando’fueren varios los que hubieren de reconocerá 
una persona, la diligencia expresada en el artículo anterior deberá 
practicarse separadamente con cada uno de ellos, sin que puedan co- 
municarse entre sí hasta que se haya efectuado el último reconoci- 
miento. 

Cuando fueren varios los que hubieren de ser reconocidos por una 
misma persona, podrá hacerse el reconocimiento de todos en un solo 
acto. (264 de id.) 

Art. 527. El que detuviere ó prendiere á algún presunto culpa- 
ble, tomará las precauciones necesarias para que el detenido ó preso 
no haga en su persona ó traje alteración alguna que pueda dificultar 
su reconocimiento por quien corresponda. (265 de id.) 

Art. 528 Análogas precauciones deberán tomar los Alcaides de 
las cárceles y los Jefes de los depósitos de detenidos ; y si en los esta- 
blecimientos de su cargo hubiere traje reglamentario conservarán cui- 
dadosamente el que llevaren los presos ó detenidos al ingresar en el 
establecimiento, á fin de que puedau vestirlos cuantas veces fuere con- 
veniente para diligencias de reconocimiento. (266 de id.) 

Art 529. Después de manifestar el procesado su nombre y demás 
circunstancias personales, según se dispone en el art. 547, se proce- 
derá á identificar su persona por medio de los testigos de conocimien- 
to que ofreciere á satisfacción del Juez, y en su defecto por los medios 
que parecieren oportunos y que pueda suministrar la policía judicial. 
(267 ref. de id.) 

Art. 530. El Juez hará constar con la minuciosidad posible las se- 
ñas personales del procesado, á fin de que la diligencia pueda servir de 
prueba de su identidad. (268 ref. de id.) 

Art. 531. Para acreditar la edad del procesado y comprobar la 
identidad de su persona, se traerá al sumario certificación de su ins- 
cripción de nacimiento en el Registro civil, ó de su partida de bautis- 
mo, si no estuviere inscrito en el Registro (269 de id.) 

Art. 532. Cuando no fuere posible averiguar el Registro civil ó 
parroquia en que deba constar el nacimiento ó el bautismo del proce- 
sado, ó no existiere su inscripción ó partida, no se detendrá el suma- 
rio y se suplirá el documento del artículo anterior por informe que, 
acerca de la edad del procesado , y prévio su exárnen físico, dieren los 
Médicos forenses ó los nombrados por el Juez. 

En las actuaciones sucesivas y en el plenario en su caso, el proce- 
sado será designado con el nombre con que fuere conocido ó con el 
que él mismo dijere tener. (270 ref. de id.) 

Art. 533. Tampoco se detendrá el curso de los autos si por mani- 
festar el procesado haber nacido en punto lejano, hubiere necesidad de 
emplear mucho tiempo en traer á la causa la certificación oportuna, 
que sin embargo de esto se reclamará á quien corresponda. (271 de id.) 

Art. 534. Se pedirán informes sobre la moralidad del procesado á 



los Alcaldes de barrio ó á los correspondientes funcionarios de policía 
del pueblo ó pueblos en que hubiese residido. 

Estos informes serán fundados, y si no fuere posible fundarlos, se 
manifestará la causa que lo impidiere. 

Lasque los dieren no contraerán responsabilidad alguna, sino en 
caso de malicia probada. (272 de id ) 

Art. 535. Podrá además el Juez recibir declaración acerca de la 
conducta del procesado á todas las personas que por el conocimiento 
que tuvieren de éste, puedan ilustrarle sobre ello. (273 ref. de id .) 

Art. 536. Se harán también constar lo3 antecedentes penales del 
mismo, y los Tribunales y Juzgados se dirigirán exclusivamente al 
Ministerio de Gracia y Justicia para obtenerlos dentro de los dos dias 
siguientes á aquel en que inicien el procedimiento contra determinada 
persona. (1) (2 o del R D. de 2 de Octubre de 1878.) 

Art. 537. Tanto la petición de antecedentes penales como la remi- 
sión de éstos por los Tribunales y Juzgados se ajustarán á los mode- 
los que se les enviarán al efecto por el Ministerio de Gracia y Justicia. 
(3 o del R. D. citado en el artículo anterior.) 

Art. 538. Los Tribunales y Juzgados que impusieren por senten- 
cia firme alguna pena por delito ó falta , librarán de oficio testimonio 
literal de la sentencia al Juez municipal de la localidad en que hubie- 
se nacido el procesado. 

El actuario Secretario del Tribunal ó Juzgado pondrá en los autos 
nota expresiva de haberse expedido la certificación, bajo la multa de 10 
á 100 pesetas si no lo hiciere. (275 ref. de la Ley de Énj. crin.) 

Art. 539. El Juez municipal encargado del Registro conservará 
los testimonios de condena que recibiere, por orden alfabético de pe • 
nados, en legajos separados por años y extractará la sentencia corres- 
pondiente á cada procesado en un libro especial de índole reservada, 
que estará relacionado con el que contuviere los asientos de su estado 
civil. 

Si el condenado no hubiere nacido en España ó no constare el pun- 
to d ' su nacimiento , el testimonio referido en el artículo anterior se 
remitirá á la Dirección general del Registro civil , que procederá del 
modo y forma prescritos en el párrafo que precede. (276 de id.) 

Art. 540. Si el procesado fuere mayor de nueve años y menor de 
quince, el Juez recibirá información acerca del criterio del mismo, y 
especialmente de su aptitud para apreciarla criminalidad del hecho 
que hubiere dado motivo á la causa. 

En esta información serán oidas las personas que puedan deponer 
con acierto por sus circunstancias personales y por las relaciones que 
hayan tenido con el procesado antes y después de haberse ejecutado el 
hecho. En su defecto se nombrarán dos Profesores de instrucción pri- 
maria para que, examinando al procesado, emitan su dictámen. (277 
ref. de id.) 

Art. 541. Si el Juez advirtiere en el procesado indicios de enaje- 


. (1) No alcanzando el registro de penados que se lleva en el ministerio de Gra- 
cia y Justicia_más que al periodo de los tres años anteriores á la fecha del 3 de 
Octubre de 1878 en que se expidió el Real decreto vigente en la materia, claro está 
que habrán de pedirse á los Jueces y Tribunales que los puedan facilitar, los datos 
y antecedentes que se refieran al período anteriormente designado. (Nota de la 
edición oficial.) 



nación mental, le someterá inmediatamente á la observación délos 
Médicos forenses en el establecimiento en que estuviere preso, ó en 
otro público si fuere más á propósito ó estuviere en libertad. 

Los Médicos darán en tal caso sü informe del modo expresado en el 
capitulo 7 o de este mismo título. (278 ref. de id .) 

Art. 542. Sin perjuicio de esto el Juez recibirá información acerca 
de la enajenación mental del procesado en la forma prevenida en el 
artículo 540. (279 ref. de id.) 

Art. 543. Desde que resultare del sumario algún indicio de crimi- 
nalidad contra determinada persona, se dictará auto declarándola pro- 
cesada, y mandando que se entiendan con ella las diligencias en la for- 
ma y del modo dispuesto en este título y en los demás de esta Com- 
pilación. (280 de id.) 


REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 250 
á 235 del tomo II de nuestra obra. 

CAPITULO VI. — De LAS DECLARACIONES É INCOMUNICACIONES DE LOS 
PROCESADOS, DE LAS DECLARACIONES DE LOS TESTIGOS Y DEL 
CAREO DE LOS TESTIGOS Y PROCESADC S. 

Sección primera. — De las declaraciones é incomunicación 

de los procesados. 

Art. 544. El Juez de oficio ó á instancia del Ministerio fiscal, ó del 
querellante particular, hará que los procesados presten cuantas decla- 
raciones considere convenientes para la averiguación de los hechos. 
(281 de la ley de Enj. crim .) 

Art. 545. Si el procesado estuviere detenido, se le recibirá la pri- 
mera declaración dentro del término de veinticuatro horas. 

Este plazo podra prorogarse por otras cuarenta y ocho si mediase 
causa grave, la cual se expresará en la providencia en que se acordase 
la próroga. (282 de id.) 

Art. 546. No se exigirá juramento á los procesados, exhortándoles 
solamente á decir verdad. (283 de id.) 

Art. 547. En la primera declaración será preguntado el procesado 
por su nombre, apellidos paterno y materno, apodo, si lo tuviere, 
edad, naturaleza, vecindad, estado, profesión, arte, oficio ó modo de 
vivir, si tiene hijos, si fué procesado anteriormente, por qué delito, 
ante qué Juez ó Tribunal, qué pena se le impuso, y si la cumplió, y si 
sabe leer y escribir. (284 id.) 

Art. 548. Las preguntas que se le hicieren en todas las declara- 
ciones que hubiere de prestar se dirigirán á la averiguación de los 
hechos y á la participación en ellos del procesado y de las demás per- 
sonas que hubiesen contribuido á ejecutarlos ó encubrirlos. 

Las preguntas serán directas, sin que por ningún concepto puedan 
hacérsele de un modo capcioso ó sugestivo. 

Tampoco se podrá emplear con el procesado género alguno de coac- 
ción ó amenaza. (285 de id.) 


lis - 


Art. 549. Cnando el examen dei procesado se prolongare mucho 
tiempo, ó el número de preguntas que se le hubiesen hecho fuese tan 
considerable que hubiese perdido la serenidad de juicio necesaria para 
contestar á lo demás que hubiere de preguntársele, se suspenderá el 
exámen concediendo al procesado el tiempo necesario para descansar 
y recuperar la calma. (2.S6 de id.) 

Art. 550. El Juez que infringiere lo dispuesto en los dos artículos 
anteriores será corregido disciplinariamente, á no ser que incurriere 
en mayor responsabilidad. (287 ref. de id.) 

Art. 551. El procesado no podrá excusarse de contestar álas pre- 
guntas que le dirigiere el Juez, ó con la vénia de éste el Fiscal ó el 
querellante particular, aunque considere á aquél incompetente, si bien 
podrá protestar la incompetencia, consignándose así en los autos (288 
de id.) 

Art. 552. Se permitirá al procesado manifestar cuanto tenga por 
conveniente para su exculpación ó para la explicación de los hechos, 
evacuándose con urgencia las citas que hiciere y las demás diligencias 
que propusiere, si e! Juez las estimare conducentes para la comproba- 
ción de las manifestaciones efectuadas. 

En ningún caso podrán hacerse al procesado cargos ni reconven- 
ciones, ni se le leerá parte alguna del sumario más que sus declaracio- 
nes anteriores, si lo pidiere. (289 y 290 de id.) 

Art. 553. El procesado podrá dictar por sí mismo las declaracio- 
nes. Si no lo hiciere, lo hará el Juez, procurando, en cuanto fuere po- 
sible, consignar las mismas palabras de que aquél se hubiese valido. 
(291 de id.) 

Art. 554, Si el procesado no supiere el idioma español ó fuere sor- 
do-mudo, se observará lo dispuesto en el último párrafo del art. 593 y 
en los artículos 597, 598 y 599. (292 de id.) 

Art. 555. Cuando el Juez considerare conveniente el exámen del 
procesado en el lugar de los hechos acerca de los que debiere ser exa- 
minado, ó ante las personas ó cosas con ellos relacionadas, se obser- 
vará lo dispuesto en los artículos 594 y 595. (293 ref. de id.) 

Art. 556. El procesado podrá declarar cuantas veces quisiere ante 
el Juez, quien le recibirá inmediatamente la declaración, si tuviere re- 
lación con la causa. (294 de id.) 

Art. 557. En la declaración se consignarán las preguntas y las 
contestaciones. (295 de id.) 

Art. 558. El procesado podrá leer la declaración, y el Juez le ente- 
rará de que le asiste este derecho. 

Si no usare de él, la leerá el actuario ó Secretario á su presencia. 
(296 ref. de id.) 

Art. 559. Se observará lo dispuesto en el art. 605 respecto á ta- 
chaduras ó enmiendas. (297 de id.) 

Art. 560. La diligencia será firmada por todos los que hubiesen 
intervenido en el acto, y autorizada por el actuario ó Secretario, (298 
ref. de id.) 

Art. 561. La incomunicación de una persona detenida 6 presa, 
podiá ser decretada solamente por el Juez que instruya las diligencias, 
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cuando para ello existiere causa bastante, que se expresará en el auto. 
(299 de id.) 

Art. 562. La incomunicación no pasará del tiempo absolutamente 
preciso para la práctica de las diligencias que la hubiesen motivado. 

En ningún caso podrá exceder de cuatro dias, si bien podrá acor- 
darse nuevamente en auto motivado, por otros cuatro, bajo la respon- 
sabilidad del Juez. (300 ref. de id.) 

Art. 563. Se permitirá al incomunicado el uso de libros, recado de 
escribir y demás objetos que pidiere, con tal que no puedan servir de 
medio para eludir la incomunicación ó para atentar contra su vida. 
(301 de id.) 

Art. 564. Los objetos á que se refiere el párrafo anterior no serán 
entregados al incomunicado sino después que el Juez los haya recono- 
cido y autorizado la introducción de los mismos en el local en que 
aquél se hallare. (302 de id.) 

Art. 565. El Alcaide de la cárcel ó el Jefe del establecimiento cui- 
dará, bajo su responsabilidad, de que el incomunicado no se relacione 
con más personas que las que designare el Juez. (303 ref. de id.) 

Art. 566. No se leerán al procesado los fundamentos del auto de 
incomunicación, cuando le fuere notificado, ni se le dará copia de 
ellos. (304 de id. id ) 

REFERENCIA. 

La materia de esta sección ha sido tratada en las páginas 236 
á 241 del tomo II de nuestra obra, habiéndose hecho la oportuna 
división délos dos puntos que comprende, esto es, de la declara- 
ciou del procesado y de su incomunicación. 

Sección segunda. — De las declaraciones de los testigos. 

Art. 567. Todos los que residieren en territorio español, nacio- 
nales ó extranjeros, que no estén impedidos, tendrán obligación de 
concurrir al llamamiento judicial para declarar cuanto supieren sobre 
lo que les fuere preguntado, si para ello se les citase con las formali- 
dades prescritas en la ley. (305 de id.) 

Art. 568. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior, el . 
Rey y el Regente del reino. (300 de id.) 

Art. 569. Estarán exentos también de concurrir al llamamiento del 
Juez, pero no de declarar: 

I o Las demás personas Reales. 

2 o Los Ministros de la Corona. 

3 o Los Presidentes del Senado y del Congreso de los Diputados. 

4” El Presidente del Consejo de Estado. 

5 o Las Autoridades judiciales de categoría superior á la del que re- 
cibiere la declaración. 

6 o El Gobernador de la provincia y el Capitán general del distrito 
en cuyo territorio se hubiere de recibir la declaración. 

7 o Los Embajadores y demás representantes diplomáticos acredita- 
dos cerca del Gobierno español. 
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8 o Los Capitanes generales del Ejército y Armada. 

9 o Los Arzobispos y Obispos. (307 ref. de id.) 

Art. 570. Cuando fuere necesaria ó conveniente la declaración de 
alguna de las personas designadas en el artículo anterior, el Juez que 
hubiere de recibirla pasará á su domicilio, previo aviso, señalándole 
dia y hora. (308 de id.) 

Art. 571. La resistencia de cualquiera de las personas menciona- 
das en el art. 569 á recibir en su domicilio al Juez, ó á declarar cuanto 
supiere sobre lo que le fuere preguntado respecto á los hechos del su- 
mario, será puesto en conocimiento del Tribunal Supremo para los 
efectos que procedan. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior, las personas 
mencionadas en el núm. 7 o de dicho artículo. Si incurrieren éstas en 
la resistencia expresada, el Juez lo comunicara inmediatamente al Mi- 
nistro de Gracia y Justicia remitiendo testimonio instructivo, y se abs- 
tendrá de todo procedimiento respecto á aquéllas hasta que el Minis- 
tro le comunique la Real órden que sobre el caso se dictare. (309 ref. 
de id.) 

Art. 572. Las personas comprendidas en los números 2°, 3 o , 4 o , 5 o 
y 6 o del art. 569, podrán emplear la forma del informe escrito para de- 
clarar sobre los hechos de que tuvieren conocimiento por razón de sus 
cargos. (310 de id.) 

Art. 573. Nadie tendrá obligación de declarar contra su cónyuge, 
ascendientes, descendientes y hermanos consanguíneos. (31 1 de id.) 

r 

Art. 574. El que sin estar impedido no concurriere al primer lla- 
mamiento judicial, excepto los mencionados en el art. 569, ó se resis- 
tiere á declarar lo que supiere sobre los hechos porque fuere pregun- 
tado, á no estar comprendido en el artículo anterior, incurrirá en la 
multa de 25 á 250 pesetas; y si persistiere en su resistencia, será con- 
ducido en el primer caso á la presencia del Juez por los dependientes 
de la Autoridad y procesado por el delito comprendido en el segundo 
párrafo del art. 383 del Código penal, y en el segundo caso será tam- 
bién procesado por el delito comprendido en el 265 del mismo Código. 

La multa será impuesta en el acto de notarse ó de cometerse la 
falta. (312 de id.) 

Art. 575. El Juez de primera instancia, ó el municipal en su caso, 
hará concurrir á su presencia y examinará á los testigos citados en la 
. denuncia ó en la querella ó en cualesquiera otras declaraciones ó dili- 
gencias, y á todos los demás que supieren hechos ó circunstancias ó 
poseyeran datos convenientes para la comprobación ó averiguación del 
delito y del delincuente. 

Se procurará, no obstante, omitir la evacuación de citas impertinen- 
tes ó inútiles. (314 de id.) 

Art. 576. Si el testigo estuviere físicamente impeJido de concur- 
rir, el Juez que hubiere de recibirle la declaración se constituirá en su 
domicilio. (315 de id.) 

Art. 577. Si el testigo residiere fuera del partido jndicial ó del tér- 
mino municipal del Juez que instruyere el sumario, éste se abstendrá 
de mandarle comparecer á su presencia, á no ser que lo considerase ab- 
solutamente necesario para la comprobación del delito ó para el reco- 



nocimiento de la persona del delincuente, ordenándolo en este caso 
por auto. (316 ref. de id.) 

Art. 578. En el caso de la regla general comprendida en el ar- 
ticulo anterior, el Juez de la causa comisionará para recibir la declara- 
ción al que lo fuere del término municipal ó del partido judicial en que 
el testigo residiere. (317 ref. de id.) 

Art. 579. Los testigos serán citados en la forma establecida en el 
capítulo 3 o de este título. (318 de id.) 

Art. 580. Cuando el testigo no hubiere de comparecer ante el Juez 
para prestar la declaración, se harán constar en el suplicatorio, exhorto 
ó mandamiento que se expidan, la 1*, 2 a y 3 a circunstancias prescritas 
en el párrafo I o del artículo 590, y las preguntas á que el testigo ha- 
brá de contestar, sin perjuicio de las qué el Juez ó Tribunal que le re- 
cibiere la declaración considere conveniente hacerle para el mayor es- 
clarecimiento de los hechos. (319 de ii.) 

Art. 581. El actuario del Juez comisionado que haya de autorizar 
la declaración, expedirá la cédula prevenida en el artículo 281 con todas 
las circunstancias expresadas en el mismo y la de haberse de recibir 
la declaración en virtud de suplicatorio, exhorto ó mandamiento. (320 
ref. de id.) 

Art. 582. Los testigos podrán ser citados personalmente donde 
fueren habidos. (321 de id.) 

Art. 583. Guando sea urgente el exámen de un testigo, podrá ci- 
társele verbalmente para que comparezca en el acto, sin esperar á la 
expedición de la cédula prescrita en el art. 281, haciendo constar, sin 
embargo, en los autos el motivo de la urgencia. 

También podrá en igual caso constituirse el Juez en el domicilio de 
un testigo ó en el lugar en que se encontrare para exigirle declaración. 
(322 ref. de id.) 

Art. 584. El Juez podrá habilitar á los agentes de policía para 
practicar las diligencias de citación verbal ó escrita, si lo considerase 
conveniente. (323 de id.) 

Art. 585. Si el testigo no tuviere domicilio conocido ó se ignorase 
su paradero, el Juez ordenará lo conveniente á los funcionarios de po- 
licía ú oficiará á la Autoridad administrativa á quien corresponda para 
que lo averigüen y le den parte del resultado dentro del plazo que les 
hubiese fijado. Trascurrido este plazo sin haberse averiguado el para- 
dero del testigo, se publicará la cédula de citación en el periódico 
oficial del pueblo de la residencia del Juez, y en su defecto en cual- 
quiera otro que allí se publicare. 

Se insertará también la cédula, si el Juez lo estimare conveniente en 
los periódicos oficiales ó particulares de la capital de la provincia y del 
lugar donde se presuma hallarse el testigo y en la Gaceta de Madrid. 

En estos casos se unirá á los autos un ejemplar de cada periódico 
en que se hubiese publicado la citación. (324 de id.) 

Art. 586. Al presentarse á declarar los testigos citados, entregarán 
al actuario la copia de la cédula de citación. (325 ref. de id.) 

Art. 587. Los testigos púberes prestarán juramento de decir todo 
lo que supieren respecto á lo que les fuere preguntado. 

El Juez, ántes de recibir al testigo púber el juramento, le instruirá 
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de la obligación que tiene de ser veraz y de las penas señaladas para el 
delito de falso testimonio en causa criminal. 

A los impúberes no se les exigirá juramento, pero se les instruirá 
también, ántesde examinarlos, de la obligación en que están de decir 
cuanto supieren sobre lo que fuere objeto de la declaración. (326 
ref. de id.) 

Art. 588. El juramento habrá de prestarse en nombre de Dios, 
y si -á esto se resistieren los testigos por razón de sus creencias, lo 
prestarán por su honor. (327 de id.) 

Art. 589. Los testigos habrán de declarar separada y secretamente 
á presencia del Juez y del actuario ó secretario. Si lo hicieren en otra 
forma, salvo los casos especiales señalados en la ley, será corregido 
disciplinariamente el Juez á no ser que incurriese en responsabilidad 
criminal por la falta. (328 ref. de id.) 

Art. 590. El testigo manifestará primeramente su nombre, ape- 
llido, edad, estado y profesión, si conoce ó no al procesado y á las de- 
más partes, y si tiene con ellos parentesco, amistad ó enemistad, ó re- 
laciones de cualquiera otra clase. 

Después manifestará cuanto supiere, por el órden de las pregun- 
tas que le hiciere el Juez, expresando la razón de su dicho. (329 
de id.) 

Art. 591. Inmediatamente que por las manifestaciones del testigo 
constare hallarse comprendido en el art. 573, se le hará saber que 
no tiene obligación de declarar en contra del procesado, pero que puede 
hacerlo á. su favor. (330 de id.) 

Art. 592. En las declaraciones que se prestaren evacuando alguna 
cita, no se leerá al testigo la diligencia en que aquélla se hubiese he- 
cho. (331 de id.) 

Art. 593. No se consignarán en la diligencia más que las contes- 
taciones del testigo, procurando hacerlo con la mayor exactitud. 

Podrá el testigo dictarlas por sí mismo. 

El que no entendiere el idioma español, podrá darlas y dictarlas en 
el que conoiere, sin perjuicio de que también se consignen traducidas 
al español por intérprete, en la forma que se establecerá en el artícu- 
lo 597. (332 de id.) 

Art. 594. El Juez podrá mandar que se conduzca al testigo al lu- 
gar en que hubiesen ocurrido los hechos, y examinarlo allí ó ponerá 
su presencia las cosas que hubieren de ser objeto de la declaración. 
(333 ref. de id.) 

Art. 595. En el caso del artículo anterior, si se tratare del recono- 
cimiento de cosas por el testigo, podrá el Juez ponerlas á su presencia 
solas ó mezcladas con otras semejantes, adoptando además todas las 
medidas que su prudencia le sugiera para la mayor fuerza probatoria 
del reconocimiento. (334 ref. de id ) 

Art. 596. No ¿e harán al testigo preguntas capciosas ni sugesti- 
vas, ni se empleará coacción, engaño, promesa ni artificio alguno 
para obligarle ó inducirle á declarar en determinado sentido. (335 
de id.) 

Art. 597. Si el testigo no entendiere ó no hablare el castellano, se 
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nombrará un intérprete que prestará á su presencia juramento de con- 
ducirse bien y belmente en el desempeño de su cargo. 

Por su medio se harán al testigo las preguntas y se recibirán sus 
contestaciones. (336 de id.) 

Art. 598. El intérprete será elegido entre los que tuvieren título 
de tales, si los hubiere en el pueblo. En su defecto, será nombrado un 
maestro del correspondiente idioma, y si tampoco lo hubiere, cualquie- 
ra persona que lo sepa. (337 ref. de id.) 

Art. 599. Si el testigo fuere sordo- mudo, y supiere leer, se le ha- 
rán por escrito las preguntas. Si supiere escribir, contestará por escri- 
to. Y si no supiere lo uno ni lo otro, se nombrará un intérprete, por 
cuyo conducto se le harán las preguntas ó se recibirán sus contesta- 
ciones. 

Será nombrado intérprete un maestro titular de sordo-mudos si lo 
hubiere en' el pueblo, y en su defecto cualquiera que supiere comuni- 
carse con el testigo. 

El nombrado prestará juramento á presencia del sordo-mudo antes 
de comenzar á desempeñar el cargo. (338 de id.) 

Art. 600. El testigo podrá leer por sí mismo la diligencia de su 
declaración: si no pudiere por hallarse en alguno de los casos compren- 
didos en los artículos 597 y 599, se la leerá el intérprete; y en los demás 
casos se la leerá el actuario ó Secretario. 

El Juez advertirá siempre á los interesados el derecho que tienen 
de leer por sí mismos las diligencias de sus declaraciones. (339 ref. de 
ídem.) 

Art. 601. Estas serán firmadas por el Juez y por todos los que en 
ellas hubiesen intervenido si supieren y pudieren hacerlo, autorizán- 
dolos el actuario ó Secretario. (340 ref. de id.) 

Art. 602. No se consignarán en los autos las declaraciones de los 
testigos que según el Juez fueren manifiestamente inconducentes para 
la comprobación de los hechos objeto del sumario. Tampoco se consig- 
narán en cada declaración las manifestaciones del testigo que se hallen 
en el mismo caso. 

Pero se consignará siempre todo lo que pueda servir así de cargo 
como de descargo al procesado. (341 ref. de id.) 

Art. 603. Terminada la declaración el Juez hará saber al testigo 
la obligación que tiene de dar conocimiento al Juzgado de los cambios 
de domicilio que hiciere durante el curso de la causa. (342 ref. de id.) 

Art. 604. En caso de inminente peligro de muerte del testigo, se 
procederá con toda urgencia á recibirle su declaración. (345 ref. de 
idem.) 

Art. 605. No se harán tachaduras, enmiendas ni entrerenglonadu- 
ras en las diligencias de declaración , salvándose al final las equivoca- 
ciones que se hubiesen cometido. (346 de id.) 


REFERENCIA . 

La materia de esta sección ha sido tratada en las páginas 242 
á 251 del tomo II de nuestra obra. 



OBSERVACION. 


La Compilación manda : que terminada la declaración de un 
testigo, el Juez le hará saber la obligación que tiene de dar cono- 
cimiento al Juzgado de los cambios de domicilio que hiciere duran- 
te el curso de la causa; y que en caso de inminente peligro de 
muerte del testigo, se procederá con toda urgencia á recibirle su 
declaración. ( Artículos 603 y 604.) 

Al tratar nosotros de este punto en el lugar oportuno de nuestra 
obra (pág. 249 del tomo II), dijimos también que si el testigo ma- 
nifestare la imposibilidad de concurrir por haber de ausentarse de 
la Península, ó si hubiere motivos racionalmente bastantes para 
temer su muerte ó su incapacidad física ó intelectual, debe el Juez 
prevenir al procesado que nombre Abogado en el término de vein- 
ticuatro horas para que fe acompañe y aconseje en el acto de la de- 
claración; y que trascurrido dicho término, ha de volverse á jura- 
mentar y á examinar al testigo á presencia del procesado y de su 
Abogado defensor, si concurriere, permitiendo á estos hacer cuan- 
tas preguntas tengan por conveuiente, excepto las que el mismo 
Juez repeliere como manifiestamente impertinentes. Esto dijimos 
de conformidad con lo dispuesto en el art. 344 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal. La Compilación lo ha omitido; y es bien extra- 
ño, porque la disposición de la ley á que nos referimos no está en 
suspenso, siendo más notable todavía la omisión cuando la misma 
Compilación establece en su art. 840 que los interesados pueden 
asistir por sí mismos, ó por medio de persona que los represente de- 
bidamente, al exámen y ratificación de los testigos, haciéndoles las 
preguntas que el Juez estime pertinentes. Concedido este derecho 
al procesado, parecía natural que se le permitiera ejercitarlo antici- 
padamente en el caso de temersecon fundamento la ausencia, muer- 
te ó inutilidad del testigo. Pero la Compilación no lo ha dispuesto 
así por respeto tal vez al sigilo del sumario, introduciendo una re- 
forma en la ley de Enjuiciamiento criminal con la supresión del ci- 
tado art. 344, que nosotros hemos considerado vigente. 

Sección tercera. — Del careo de los testigos y procesados. 

Art. 606. Cuando los testigos ó los procesados entre sí, ó aquéllos 
con éstos, discordaren acerca de algún hecho ó de alguna circunstancia 
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que interese en el sumario, podrá el Juez celebrar careo entre los que 
estuvieren discordes. (347 de id.) 

Art. 607. El careo se verificará ante el Juez, leyendo el actuario ó 
Secretario á los procesados ó testigos entre quienes tenga lugar el 
acto, las declaraciones que hubiesen prestado y preguntando á los tes- 
tigos, despu és de recordarles su juramento y las penas del falso testi - 
monio, si se ratifican en ellas ó tienen alguna variación que hacer. 

El Juez manifestará en seguida las contradiciones que resulten en 
dichas declaraciones , é invitará á los careados á que se pongan de 
acuerdo entre sí. (348 de id ) 

Art. 608. El actuario ó Secretario dará fé de todo lo que ocurriere 
en el acto del careo, y de las preguntas, contestaciones y reconvenció 
nes que mútuament&se hicieren los careados, asi como de lo que se 
observare en su actitud durante el acto, y firmará la diligencia con to- 
dos los concurrentes, expresando, si alguno no lo hiciere, la razón que 
para ello alegare. (349 ref. de id.) 

Art. 609. El Juez no permitirá que los careados se insulten ó ame- 
nacen. (350 ref. de id.) 

Art. 610. No se practicarán careos sino cuando no fuere conocido 
otro modo de comprobar la existencia del delito ó la culpabilidad de 
alguno de los procesados. (351 de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de esta sección ha sido tratada en las páginas 251 
y 252 del tomo II de nuestra obra. 

CAPITULO VII. — Del informe pericial. 

Art. 611. El Juez ordenará proceder al informe pericial cuando 
para conocer ó apreciar algún hecho ó circunstancia importante en el 
sumario fueren necesarios ó convenientes conocimientos científicos ó 
artísticos. (352 ref. de id.) 

Art 612. Los peritos pueden ser ó no titulares. 

Son peritos titulares los que tienen título oficial de una ciencia ó 
arte, cuyo ejercicio esié reglamentado por la Administración. 

Son peritos no titulares los que, careciendo de título oficial, tienen 
sin embargo, conocimientos ó práctica especiales en alguna ciencia ó 
arte. (353 de id.) 

Art. 613. El Juez se valdrá de peritos titulares con preferencia á 
los que no tuvieren título. 

Podrá, sin embargo , nombrar á los que se hallaren en este último 
caso, no solo cuando no los hubiere titulares en el lugar, sino también 
cuando por cualquiera razón creyere que aquellos son más apropósito 
para la mejor apreciación de los hechos. (354 ref. de id.) 

Art. 614. Todo reconocimiento pericial habrá de hacerse por dos 
peritos. 

Se exceptúa el caso en que no hubiere más de uno en el lugar y no 
fue re posible esperar la llegada de otro sin graves inconvenientes para 
el curso del sumario. (355 de id.) 



Art. 615. El nombramiento se hará saber á los peritos por medio 
de oficio, que les será entregado por alguacil ó portero del Juzgado 
con las formalidades prevenidas para la citación de los testigos, reem- 
plazándose la cédula original para los efectos del artículo 284 por un 
atestado que extenderá el alguacil ó portero encargado de la entrega. 
(356 de id.) 

Art. 616. Si la urgencia del caso lo exigiere, podrá hacerse el lla- 
mamiento vertalmente de orden de! Juez , haciéndolo constar así en 
los autos, pero extendiendo siempre el atestado prevenido en el artícu- 
lo anterior el encargado del cumplimiento de la órden del llamamien- 
to. (357 ref. de id.) 

Art. 617. Nádie podrá negarse de acudir al llamamiento del Juez 
para desempeñar su servicio pericial, si no estuviere legítimamente 
impedido. ; 

En este caso deberá ponerlo en conocimiento del Juez en el acto de 
recibir el nombramiento , para que se provea á lo que hava lugar. 
(358 ref. de id.) 

Art. 618. El perito que, sin alegar excusa fundada, dejare de acu- 
dir al llamamiento del Juez ó se negare á prestar el informe, incurrirá 
en las responsabilidades señaladas para los testigos en el artículo 574. 
(359 de id.) 

Art. 619. No podrán prestar informe pericial acerca del delito, 
cualquiera que sea la persona ofendida, los que según el art. 573 , no 
estén obligados á declarar como testigos. 

El perito que, hallándose comprendido en alguno de los casos de 
dicho artículo, prestase el informe sin poner ántes esta circunstancia 
en conocimiento del Juez que lo hubiese nombrado, incurrirá en la 
multa de 25 á 250 pesetas, á no ser que el hecho diese lugar á respon- 
sabilidad criminal. (360 de id.) 

Art. 620. Los que prestaren informe como peritos en virtud.de 
órden judicial, tendrán derecho á reclamar los honorarios ó indemni- 
zaciones que fueren justas, si no tuvieren en concepto de tales peritos 
retribución fija satisfecha por el Estado, por la provincia ó por el Mu- 
nicipio. (361 de id.) 

Art. 621. Hecho el nombramiento de peritos, se notificará inme- 
diatamente asi al actor particular, si lo hubiere, como al profesado, si 
estuviere á disposición del Juez. (362 ref. de id.) 

Art. 622. Si el reconocimiento é informe pericial pudieren tener 
lugar de nuevo en el plenario^los peritos nombrados no podrán ser 
recusados por las partes. (363 ref. de id.) 

Art. 623. Si el reconocimiento no pudiere reproducirse por cual- 
quier causa en el plenario, los peritos nombrados podrán ser recusa- 
dos por las partes. (364 ref. de id.) 

Art. 624. Son causa de recusación de peritos : 

I a El parentesco de consanguinidad ó de afinidad dentro del cuarto 
grado con el querellante ó con el reo. 

2 a El interés directo ó indirecto en la causa ó en otra semejante. 

3 a La amistad íntima ó enemistad manifiesta. (365 de id.) 

Art. 625. El actor ó procesado que intentare recusar al perito ó 
peritos nombrados por el Juez, deberá hacerlo por escrito ántes de 
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empezar la diligencia pericial, expresando la causa de la recusación y 
la prueba testifical que ofreciere, y acompañando la documental que 
tuviere. 

Para la presentación de este escrito no será obligatorio para el pro- 
cesado valerse de Procurador. (366 ref. de id.) 

Art. 626. El Juez, sin levantar mano, examinará los documentos 
que produjere el recusante, y oirá á los testigos que presentare en el 
acto, resolviendo lo que estime justo respecto de la recusación. 

Si hubiere lugar á ella, suspenderá el acto pericial por el tiempo 
extrictamente necesario para nombrar el perito que hubiere de susti- 
tuir al recusado, hacérselo saber y constituirse el nombrado en el lu- 
gar correspondiente. 

Si no la admitiere, se procederá como si no se hubiese usado de la 
facultad de recusar. (367 ref. de id.) 

Art. 627. En el caso del art. 623, el querellante tendrá derecho á 
nombrar á su costa un perito que intervenga en el acto pericial. 

El mismo derecho tendrá el procesado. 

Si los querellantes ó los procesados fuesen varios, se pondrán res- 
pectivamente de acuerdo entre sí para hacer el nombramiento. 

Estos peritos deberán ser titulares, á no ser que no los hubiere de 
esta clase en el partido ó demarcación, en cuyo caso podrán ser nom- 
brados sin título. (368 ref. de id.) 

Art. 628. Si las partes hiciesen uso de la facultad que se les con- 
cede en el artículo anterior, manifestarán al Juez el nombre del perito, 
y ofrecerán, al hacer esta manifestación, los comprobantes de tener la 
cualidad de tal perito la persona designada. 

En ningún caso podrán hacer uso de dicha facultad después de 
empezada la operación de reconocimiento. (369 ref. de id.) 

Art. 629. El Juez resolverá sobre la admisión de dichos peritos en 
la forma determinada en el art. 626 para las recusaciones. (370 ref. 
de id.) 

Art. 630. Antes de darse principio al acto pericial, todos los pe- 
ritos, así los nombrados por el Juez como los que lo hubieren sido por 
las partes, prestarán juramento conforme al art. 588 de proceder bien 
y fielmente en sus operaciones y de no proponerse otro fin más que el 
de descubrir y declarar la verdad. (371 ref. de id) 

Art. 631. El Juez manifestará clara y determinadamente á los pe- 
ritos el objelo de su informe. 

Esta manifestación se hará verbalmente ó por escrito, haciéndola 
constar en el sumario en ambos casos. (372 ref. de id.) 

Art. 632. Al acto pericial podrán concurrir, en el caso del art. 623 
el querellante, si lo hubiere, con su representación, y el procesado con 
la suya, áun cuando estuviere preso, en cuyo caso adoptará el Juez las 
precauciones oportunas. (373 ref . de id.) 

Art. 633. El acto pericial será presidido por el Juez ó en virtud de 
su delegación, por el Juez municipal. Podrá también delegar en el 
■caso del art. 50o en su Secretario 'ó Escribano ó en un funcionario de 
policía judicial. 

Asistirá siempre el Escribano ó Secretario que actuare en la causa. 
(374 ref. de id.) 
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Art. 634. El informe pericial comprenderá, si fuere posible: 

I o Una descripción de la persona ó cosa que deba ser objeto del 
mismo, en el estado ó del modo en que se hallare. 

Esta descripción será redactada por el actuario ó Secretario al dic- 
tado de los peritos y suscrita por todos los concurrentes. 

2 o Una relación detallada de todas las operaciones practicadas por 
los peritos y de su resultado. 

Esta relación se redactará y autorizará en la misma forma que la 
descripción á que se refiere el número anterior. 

3 o Las conclusiones que en vista de tales dalos formularen los pe- 
ritos, conforme á los priuci pios y reglas de su ciencia ó arte. 

Para esto prescindirán de hipótesis científicas y de teorías no de- 
mostradas, concretándose á consignar sus conclusiones con arreglo á 
verdades incontrovertidas ó á lo ménos generalmente aceptadas. (375 
ref de id.) 

Art. 635. Las partes que asistieren á las operaciones ó reconoci- 
mientos, podrán hacer á los peritos las observaciones que estimaren 
convenientes, haciéndose constar todas en la diligencia. (376 de id.) 

Art. 636. Hecho el reconocimiento, podrán los peritos, si lo pidie- 
ren, retirarse por el tiempo absolutamente preciso al sitio que el Juez 
les señalará para deliberar y redactar las conclusiones. (377 ref. de id.) 

Art. 637. Si los peritos necesitaren descanso., el Juez ó el funcio- 
nario que lo represente, podrá concederles para ello el tiempo nece- 
sario. 

También podrá suspender la diligencia hasta otra hora ú otro dia, 
cuando lo exigiere su naturaleza. 

En este caso, el Juez ó quien lo represente, adoptará todas las pre- 
cauciones convenientes para evitar cualquiera alteración en la mate- 
ria de la diligencia pericial. (378 ref. de id.) 

Art. 638. El Juez y las partes presentes podrán, cuando los peritos 
produjeren sus conclusiones, hacerles las preguntas oportunas y pe- 
dirles las aclaraciones necesarias. 

Las contestaciones que dieren los peritos se considerarán como par- 
te de su informe. (379 ref. de id.) 

Art. 639 Si los peritos estuvieren discordes y su número fuere 
par, nombrará otro el Juez. 

Con intervención del nuevamente nombrado se repetirán, si fuere 
posible, las operaciones que hubiesen practicado aquéllos, y se ejecu- 
tarán las demás que parecieren oportunas. 

Si no fuere posible la repetición de las operaciones ni la práctica 
de otras nuevas, la intervención del perito últimamente nombrado se 
limitará á deliberar con los demás, con vista de las diligencias de reco- 
nocimiento practicadas, y á formular luégo con quien estuviere con- 
forme, ó separadamente si no lo estuviere con ninguno, sus conclusio- 
nes motivadas. (380 ref. de id.) 

Art. 640. El Juez facilitará á los peritos los medios materiales ne- 
cesarios para practicar la diligencia que les encomendare, reclamándo- 
los de la administración pública ó dirigiendo á la Autoridad corres- 
pondiente un aviso por escrito, si existieren preparados para tal obje- 
to. (38 1 ref. de id.) 
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REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 253 
A 238 del tomo II de nuestra obra. 

OBSERVACION 

La Compilación ordena: que el acto pericial será presidido por 
el Juez, ó en virtud de su delegación, por el Juez municipal; y que 
podrá también delegar en el caso de la autópsia de un cadáver en 
su Secretario ó Escribano ó en un funcionario de policía judicial. Y 
dispone asimismo, que á dicha diligencia asistirá siempre el Escri- 
bano ó Secretario que actuare en la causa. {Art. 655.) 

Al tomarse esta disposición del art. 574 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal, se ha hecho una adición, que no carece de impor- 
tancia, atribuyendo al Escribano ó Secretario la facultad de presi- 
dir el acto de la autópsia por delegación del Juez. La ley sólo la ha- 
bia concedido á un funcionario de policía judicial, y así lo hemos 
expuesto nosotros en la pág. 256 del tomo II de nuestra obra, con 
lo cual creemos que se evita la anomalía de presidir el acto el ac- 
tuario mismo que ha de certificar ó dar fé de lo que se practique, 
desempeñando por consiguiente el cargo de Presidente y el de Se- 
cretario, que. son incompatibles. 

CAPITULO VIII. — De la detención, prisión y libertad provisionales 

DE LOS PROCESADOS Y DE LAS FIANZAS DE ESTAR Á JUICIO. 

Art. 641. Ningún español ni extranjero podrá ser detenido sino 
en los casos y en la forma que las leyes prescriban. ( párrafo \° del ar- 
tículo 4 o de la Conslilucion.) 

Art. 642. Cualquiera persona' puede detener: 

*° Al que intentare cometer un delito en el momento de ir á co- 
meterlo. 

2 o Al delincuente infraganti. • 

3 o Al que se fugare del establecimiento penal en que se hallare ex- 
tinguiendo condena. 

4 o Al que se fugare de la cárcel en que estuviere esperando su tras- 
lación al establecimiento penal ó tugaren que debiere cumplir la con- 
dena que se le hubiese impuesto por sentencia firme. 

5 o Al que se fugare al ser conduciloal establecimiento ó lugar 
mencionados en el número anterior. 

6 o Al que se fugare estando preso por causa pendiente. 

7 o Al procesado ó condenado que estuvieren en rebeldía. (382 de 
la ley de Enj. crin.) 

Art. 643. El particular que detuviere á otro justificarí, si éste lo 

COMPILACION * 7 



— 130 — 


exigiere, haber obrado en virtud de motivos racionalmente suficientes 
para creer cjue el detenido se hallaba comprendido en alguno de los 
casos del artículo anterior. (383 de id.) ■ 

Art. 644. La Autoridad ó agente de policía judicial tendrá obliga- 
ción de detener: 

I o A cualquiera que se hallare eri alguno de los casos del art. 64?.. 

2 o Al que estuviere procesado por delito que tuviere señalada en 
el Código pena superior á la de confinamiento. 

3 o Al procesado por delito á que estuviere señalada pena inferior, 
si sus antecedentes ó las circunstancias del hecho hicieren presumir 
que no comparecerá cuando fuere llamado por la Autoridad judicial. 

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior el procesado que 
prestare en el acto fianza bastante á juicio de la Autoridad ó agente 
que intentare detenerlo, para presumir racionalmente que comparece- 
rá cuando le llamare el Juez ó Tribunal que conociere de la causa. 

4 o Al que estuviere en el caso del número anterior, aunque toda- 
vía no se hadare procesado, con tal que concurran las dos circunstan- 
cias siguientes: I a Que la Autoridad ó agente tenga motivos racional- 
mente bastantes para creer en la existencia de un hecho que presente 
los caractéres de delito. 2 a Que los tenga también bastantes para creer 
que la persona á quien intente detener tuvo participación en él. (384 
de id.) 

Art. 645. La Autoridad ó agente de policía judicial tomará nota 
del nomb*e, apellido, domicilio y demás circunstancias bastantes para 
la averiguación é identificación de la persona del procesado ó del de- 
lincuente á quienes no detuviere-por no estar comprendidos en ningu- 
no de los casos del artículo anterior. 

Esta nota será oportunamente entregada al Juez ó Tribunal que co- 
nociere de la causa. (385 de id.) 

Art. 646. Dicho Juez ó Tribunal acordarán también la detención de 
los comprendidos en el art. 644 á prevención con las Autoridades y 
agentes de policía judicial. (386 re/, de id.) 

Art. 647. No se podrá detener por simples faltas, á no ser que el 
rresunto reo no tuviere domicilio conocido y no diere fianza bastante 
á juicio de la Autoridad ó agente que intentare detenerlo. (387 de id.) 

Art. 648. El particular, Autoridad ó agente de policía judicial qtie 
detuviere á una persona, habrá de ponerla en libertad ó entregarla al 
Juez más próximo al lugar en que hubiere hecho la detención, dentro 
de las veinticuatro horas siguientes al acto de la misma. 

Si demorare la entrega, incurrirá en la multa de 2o á 250 pesetas, 
á no ser en el caso en que incurriese en las responsabilidades pecunia- 
ria y penal que fija el Código penal si la dilación hubiere excedido de 
veinticuatro horas. (388 ref. de id. con vista del párrafo I o del art. 4 0- 
de la Const.) 

Art. 649. Si el Juez ó Tribunal á quien se hiciese la entrega fuere 
el propio de la causa, y la detención se hubiese hecho según lo dis- 
puesto en los números í°, 2 o y 6 o , y caso referente al procesado del 7* 
del art. 642, y 2 o , 3° y 4 o , del art. 644, elevará la detención á prisión 
ó la dejará sin efecto en el término de setenta y dos horas, á contar des- 
de que aquél le hubiese sido entregado. (889 ref. dé id. convista de los 
párrafos 3 o y 4 o del art. 4° de la Const.) 
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Art. 650. Lo mismo, y en el mismo plazo, hará el Juez ó Tribunal 
respecto del procesado cuya detención hubiere él mismo acordado. 
(399 de id.) 

Art. 651. Si el detenido en virtud del nüm. 6 o y primer caso del 7 o 
del art. 642 y 2 o y 3 o del art. 644, hubiese sido entregado á un Juez 
distinto del de primera instancia que conociere de la cansa, extenderá 
aquél una diligencia expresiva de la persona que hubiere hecho la de- 
tención, de su domicilio y demás circunstancias bastantes para bus- 
carla é identificarla, de los motivos que ésta manifestare haber tenido 
para la detención, y del nombre, apellido y circunstancias del detenido. 

Esta diligencia será firmada por el Juez, el actuario ó Secretario, 
la persona que hubiese ejecutado la detención y las demás concurren- 
tes. Por el que no lo hiciere firmarán dos testigos. 

Inmediatamente después serán remitidas estas diligencias y la per- 
sona del detenido á disposición del Juez ó Tribunal que conociere de 
la causa. (39 1 id.) 

Art. 652. Si el detenido lo hubiese sido por estar comprendido en 
los números 1“ y 2° del art. 642 y en el 4 o del 644, el Juez á quien se 
hubiere entregado, si no fuese el de primera instancia competente 
para la formación del snmario t practicará las primeras diligencias y 
elevará la detención á prisión ó decretará la libertad del detenido, se- 
gún procediere, en el término señalado en el art. 649. 

Hecho esto, remitirá las diligencias y la persona del preso, si lo 
hubiere, á disposición del Juez competente. (392 ref. de id.) 

Art 653. Cuando el detenido lo hubiese sido por las causas 3 a , 
4 a , 5 a y caso' referente al condenado de la 7 a del art. 642, el Juez á 
quien hubiese sido entregado ó que hubiese acordado la detención, 
dispondrá que inmediatamente sea remitido con la seguridad necesa- 
ria al establecimiento ó lugar donde debiere cumplir su condena. (393 
de id.) 

Art. 654 La resolución elevando la detención á prisión ó deján- 
dola sin efecto, será fundada. Se pondrá en conocimiento del Ministerio 
fiscal y se notificará al querellante particular, si lo hubiere, y al pro- 
cesado. 

Al notificar el auto de prisión al procesado, se le hará saber el de- 
recho que le asiste para pedir por sí mismo, de palabra ó por escrito, 
la reposición de dicho auto, consignándose en la notificación las mani- 
festaciones que hiciere. (394 de id.) 

Art. 655. Para decretar la prisión provisional serán necesarias las 
circunstancias siguientes: 

I a Que conste en la causa la existencia de un hecho que presen- 
te los caractéres de delito. 

2 a Que éste tenga señalada pena superior á la de prisión mayor, se- 
gún la escala general comprendida en el Código penal, ó bien que, 
aunque tenga señalada pena inferior, considere necesaria el Juez Ja 
prisión provisional, atendidas las circunstancias del hecho y los ante- 
cedentes del procesado, hasta que presente la fianza que se le señalare. 

3° Que aparezcan en la causa motivos bastantes para creer respon- 
sable criminalmente del delito á la persona contra quien se haya de 
dictar el auto de prisión. (396 de id.) 

Art. 656. Procederá también la prisión provisional cuando con- 
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curran la primera y segunda circunstancia del artículo anterior, y el 
procesado no hubiese comparecido al primer llamamiento del Juez ó 
Tribunal que conociere de la causa. (397 de id.) 

Art. 657. Para llevar á efecto el auto de prisión se expedirá un 
mandamiento, cometido á Alguacil del Juzgado ó portero del Tribu- 
nal, ó al funcionario de policía judicial que hubiere de ejecutarlo, y 
otro al Alcaide de la cárcel que hubiere de recibir al preso. 

Bn estos mandamientos se insertará á la letra el auto de prisión. 
(398 de id.) 

Art. 658. Si el reo no fuere habido en su domicilio y se ignorare 
su paradero, se expedirá requisitoria á los Jueces de primera instancia 
en cuyo teiritorio hubiere motivos para sospechar que aquel se halle, 
y en todo caso se publicará aquella en la (fyceta de Madrid y Boletín 
Oficial de la provincia respectiva, y se fijaíán también copias autori- 
zadas, en forma de edicto, en el local del Juzgado ó Tribunal que co- 
nociere de la causa y de los Jueces á quienes se hubiere requerido. 
(399 ref. de id.) 

Art. 659. El Juez ó Tribunal que conociere de la causa expresarán 
en la ejecutoria el nombre y apellido, si constaren, del procesado 
rebelde, y las señas por que pueda ser identificado, el delito por que 
se le procesa, el territorio donde sea de presumir que se encuentre, y 
la cárcel adonde deba ser conducido. (400 de id.) 

Art. 660. Se unirán á los autos el original de la requisitoria y un 
ejemplar de cada periódico en que se hubiese publicado. (401 de id.) 

Art. 661. El Juez ó Tribunal que hubiese acordado la prisión del 
procesado rebelde, y los Jueces de primera instancia á quienes se en- 
viaren las requisitorias* pondrán en conocimiento de las Autoridades y 
agentes de policía judicial de sus respectivos territorios, por medio de 
oficio ó carta-órden, las circunstancias mencionadas en el artículo an- 
terior. (402 de id.) 

Art. 662. Ningún español podrá ser preso sino en virtud de man- 
damiento de Juez competente. [Párrafo 1* del art. 5 o de la Const.) 

Art. 663. El auto en que se haya dictado el mandamiento de pri- 
sión se ratificará ó repondrá, oido al presunto reo, dentro de las seten- 
ta y dos horas siguientes al acto de la prisión. (493 ref. de id. con vis- 
ta del párrafo 2 o del art. 5 o de la Const.) 

Art. 664. Toda persona detenida ó presa sin las formalidades lega- 
les ó fuera de los casos previstos en la Constitución y las leyes, será 
puesta en libertad á petición suya ó de cualquier español. ( Párrafo 3 o 
del art. 5 o de la Const.) 

Art. 665. El auto de ratificación del de prisión y el de soltura del 
preso se notificarán á las mismas personas jue el de prisión. 

Contra ellos podrá interponerse el recurso de apelación. 

Inmediatamente después de dictadas y dentro de las mismas seten- 
ta y dos horas, habrá de expedirse al Alcaide de la cárcel emque se ha- 
llare el preso, el correspondiente mandamiento en la forma expresada 
en el art. 657. (404 de la ley de Enj. crim ) 

Art. 666. Cuando el procesado lo fuere por delito á que estuviere 
señalada pena inferior á la de presidio mayor, según la escala general, 
y no estuviere por otra parte comprendido en el núm. 3 o del art. 644 
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ó en el art. 656, el Juez ó el Tribunal que conociere de la causa decre- 
tará si el procesado ha de dar ó no fianza para continuar en libertad 
provisional. 

En el mismo auto, si el Juez decretare la fianza, habrá de fijarse la 
calidad y cantidad de la que se hubiere de prestar. 

Este auto habrá de ponerse en conocimiento del Ministerio fiscal y 
notificarse al querellante particular, si lo hubiere, y al procesado, y 
será apelable. (405 ref. de id.) 

Art. 667, Para determinar la calidad y cantidad de la fianza se to- 
marán en cuenta la naturaleza del delito, el estado social y anteceden- 
tes del procesado, y todas las demás circunstancias que pudieren in- 
fluir en el mayor ó menor interés de éste para ponerse fuera del alcan- 
ce de la Autoridad judicial. (406 de id.) 

Art. 668. La fianza se destinará á responder de la comparecencia 
del procesado cuando fuese llamado por el Juez ó Tribunal que cono- 
ciere de la causa. (407 de id.) 

Art. 669. La fianza podrá ser personal ó hipotecaria. 

Podrá constituirse en metálico ó en efectos públicos al precio de 
cotización, depositándose en el establecimiento destinado al efecto. 
(408 de id.) 

Art. 670. Podrá ser fiador personal cualquier español mayor de 
edad con domicilio conocido, siempre que sea contribuyente al Tesoro 
por cualquier concepto. (409 de id.) 

Art. 671. Serán admitidos para fianza así los bienes inmuebles, me- 
tálico ó efectos públicos del procesado, como los.de otra persona. (410 
de id.) 

Art. 672. Cuando se declarare bastante la fianza personal, se fijará 
también la cantidad de que el fiador ha de responder. (4H de id.) 

Art. 673. La fianza hipotecaria podrá sustituirse por la en metáli- 
co ó efectos públicos, y vice-versa, guardando la proporción siguien- 
te: El valor de los bienes de la hipoteca será dos veces mayor que el 
del metálico señalado para la fianza; y una mitad más que éste el de los 
efectos públicos al precio de cotización. (412 de id.) 

Art. 674. El procesado que hubiere de estar en libertad provisio- 
nal, con ó sin lianza, constituirá apud acta obligación de comparecer 
en los dias que le fueren señalados en el auto de fianza y además cuan- 
tas veces fuese llamado ante el Juez ó Tribunal que conociere de la 
causa. (413 de id.) 

Art. 675. Los bienes de la fianza hipotecaria serán tasados por dos 
peritos nombrados por el Juez ó Tribunal que conociere de la causa, y 
los títulos de propiedad habrán de ser examinados por el Ministerio 
fiscal y declarados suficientes por el mismo Juez ó Tribunal. (414 de 
Ídem.) 

Art. 676. La fianza hipotecaria podrá otorgarse apud acta , librán- 
dose en este caso el correspondiente mandamiento para su inscripción 
al Registrador de la propiedad. (415 de id.) 

Art. 677. Devuelto que sea el mandamiento por el Registrador, se 
unirá á los autos. 

Asimismo se unirá también á ellos el resguardo que acreditare el 
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depósito del metálico ó de los efectos públicos en les casos en que se 
hiciere cun ellos la fianza. (416 de id.) 

Art 678. Si al primer llamamiento judicial no compareciere e*l 
procesado, ó no justificase la imposibilidad de hacerlo, se señalará ai 
fiador personal ó al dueño de los bienes de cualquiera clase dados en 
fianza, el término de diez alias para que presente al rebelde. (417 de id.) 

Art. 679. Si el fiador personal ó dueño de los bienes de la fianza 
no presentase al rebelde en el término fijado, se procederá á hacer efec- 
tiva aquélla, declarándose adjudicada al Estado y haciéndose de ella 
entrega en ia Administración de rentas más próxima. (418 de id.) 

Art. 680. Para hacer efectiva la obligación del fiador personal, se 
procederá por la vía de apremio. 

Los inmuebles hipotecados se venderán en pública subasta, prévia 
tasación, hecha con los requisitos establecidos en la ley de Enjuicia- 
miento civil. 

Los efectos públicos se enajenarán por agente de Bolsa ó por cor- 
redor en su defecto. 

Si no lo hubiere en e! lugar de la causa, se remitirán para su ena - 
jenacion al Juez ó Tribunal de la plaza más próxima en que lo hu- 
biere. (419 de id.) 

Art. 681. Cuando los bienes de la fianza fueren de la propiedad del 
procesado, se realizará y adjudicará ésta al Estado inmediamente que 
aquél dejare de comparecer al llamamiento judicial, ó de justificar la 
imposibilidad de hacerlo. (420 de id.) 

Art. 682. En todas las diligencias de enajenación de bienes de las 
fianzas y de la entrega de su importe en las Administraciones de Ha- 
cienda pública, habrá de intervenir el Ministerio fiscal. (421 de id . ) 

Art. 683. Los autos de prisión y libertad provisionales y de fian- 
za, serán reformables de oficio ó á instancia de parte, durante todo el 
curso de la causa. 

En su consecuencia, el procesado podrá ser preso y puesto en li- 
bertad cuantas veces se considere procedente, y la fianza podrá ser au- 
mentada ó disminuida según se estimare necesario para asegurar las 
resultas del juicio. (422 de id.) 

Art. 684. Entre tanto que el procesado no presentare ó ampliare 
la fianza en el término que se le señalare, será reducido á prisión pro- 
visional. (423 de id.) 

Art. 685. Se cancelara la fianza: 

I o Cuando el fiador lo pidiere, presentando á la vez al procesado. 

2 o Cuando éste fuere reducido á prisión provisional. 

3 o Cuando se dictare auto firme de sobreseimiento ó sentencia firme 
absolutoria, ó cuando siendo condenatoria se presentare el reo llamado 
para cumplir la condena. 

4 o Por muerte del procesado, estando pendiente la causa. (424 
de id.) 

Art. 686. Si se hubiese dictado sentencia firme condenatoria y el 
procesado no compareciere al primer llamamiento, ó no justificare la 
imposibilidad de hacerlo, se adjudicará la fianza al Estado. (425 de id.) 

Art. 687. Una vez adjudicada la fianza no tendrá acción el fiador 
para pedir la devolución, quedándole sin embargo, á salvo la que le 
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corresponda para reclamar la indemnización contra el procesado ó sus 
causa-habientes. (426 de id.) 

Art. 688. Todas las diligencias de prisión y libertad provisionales 
y fianzas, se sustanciarán en pieza separada. (427 de id.) 

REFERENCIA.. 

La materia de este capítulo ha sido tratada con la extensión 
conveniente en las páginas 2o8 á 274 del tomo II de nuestra obra, 
habiéndola dividido en tres secciones. En la sección primera he- 
mos tratado de la detención; en la sección segunda, de la prisión 
provisional ; y en la sección tercera, de la libertad con fianza. 

OBSERVACION. 

La Compilación ha establecido sobre esta materia varias dispo- 
siciones, tomándolas de la ley de Enjuiciamiento criminal y de la 
Constitución política de 1876, como lo hicimos nosotros en su lu- 
gar oportuno; pero ha añadido la siguiente: « Toda persona dete- 
nida ó presa sin las formalidades legales ó fuera de los casos pre- 
vistos en la Constitución y las leyes, será puesta en libertad á pe- 
tición suya ó de cualquier español». (Art. 664.) 

Esta disposición ha sido tomada del párrafo 5 o del art. 5 o de la 
Constitución; pero al trascribirlo, se ha omitido la parte más esen- 
cial, puesto que se refiere al orden de proceder. La Constitución 
dice al final: «La ley determinará la forma de proceder sumaria- 
mente en este caso.» 

Ahora bien : la ley nada ha determinado, ó mejor dicho, no se 
ha dado ley alguna que establezca este procedimiento, y nos en- 
contramos con un precepto en la Compilación sin reglas para cum- 
plirlo. Nosotros no lo hemos comprendido en nuestra obra. Y no 
por eso deja de ser conocido de lodos, pues la detención ó prisión 
arbitraria é ilegal. es un delito público comprendido en el Código 
penal; y ya sabemos que produce acción pública para pedir su 
castigo y para obtener la libertad de la persona detenida ó presa, 
sin necesidad de que lo dijeran la Constitución y la Compilación. 


La Compilación preceptúa, al tratar de la fianza de estar á jui- 
cio, que entretanto que el procesado no presentare ó ampliare la 
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fianza en el término que se le señalare, será reducido á prisión 
provisional. ( Art . 084.) 

Nosotros hemos dicho lo contrario al hablar de esta materia: 
hemos dicho, que entretanto que el procesado no presente ó amplíe 
la fianza en el término que se le señalare, no ha de ser reducido 
á prisión provisional (tomo II, pág. 273). 

La divergencia es ciertamente de grande importancia, porque 
versa sobre el punto interesante de haber de permanecer ó no en 
libertad el procesado durante el tiempo que trascurra miéntras no 
preste ó amplíe la fianza que se le exija; de modo que el error 
nuestro ó de la Compilación recae sobre materia grave. Pero nos 
tranquilizamos al ver que nuestro libro está perfectamente de 
acuerdo con el texto de la ley provisional de Enjuiciamiento crimi- 
nal , segunda edición oficial de 1873, sin fé de erratas y autorizada 
con el sello del Ministerio de Gracia y Justicia. El art. 423 de esta 
ley dice así: «Entre tanto que el procesado no presentare ó am- 
pliare la fianza en el término que se le señalare, no será reducido á 
prisión provisional .» 

Y esta disposición de la ley es muy justa; porque si se redujera 
á prisión al procesado antes de trascurrir el término que se le se- 
ñala para preparar y presentar la fianza, se le privaría del derecho 
de disfrutar ese mismo plazo que por equidad se le concede. Du- 
rante el término fijado, no debe ser reducido á prisión, porque se 
halla disponiendo de un tiempo que le pertenece, y del cual no se 
le puede privar sin cometer una insigne injusticia. 

Parece, pues, indudable que en la Compilación se ha cometido 
un grave error de imprenta, que merece pronta rectificación para 
evitar el perjuicio que puede causar á los procesados que se hallen 
en el caso previsto por la ley de Enjuiciamiento criminal. 

CAPITULO IX. — De la entrada y registro en lugar cerrado, del 

DE LIBROS Y PAPELES Y DE LA DETENCION Y APERTURA DE LA COR- 
RESPONDENCIA ESCRITA Y TELEGRÁFICA. 

Art. 689. Nadie podrá entrar en el domicilio de un español ó ex- 
tranjero residente en España sin su consentimiento, excepto pn los ca- 
sos y en la forma expresamente previstos en lás leyes. ( Párrafo I o 
del art. 6 o de la Consl.) 

Art. 690. El Juez ó el Tribunal que conocieren de la causa podrán 
decretar la entrada y registro de día ó de noche en todos los edificios y 
lugares públicos, sea cualquiera el territorio en que radiquen, cuando 



— 137 — 

hubiere indieios de encontrarse allí el procesado, ó efecto ó instru- 
mentos del delito, ó libros, papeles ú otros objetos que puedan servir 
para su descubrimiento ó comprobación. (428 ref. de la ley de Enj. 
crim.) 

Art. 691. Se reputarán edificios ó lugares públicos para la obser- 
vancia de lo dispuesto en este capítulo: 

i° Los que estuvieren destinados á cualquier servicio oficial, mili- 
tar 6 civil, del Estado, de la provincia ó del Municipio, aunque habiten 
allí los encargados de dicho servicio, ó los de la conservación y custo- 
dia del edificio ó lugar. 

2 o Los que estuvieren destinado^ á cualquier establecimiento de 
reunión ó recreo, fueren ó no ilícitos. 

3 o Cualesquiera otros edificios ó lugares cerrados que no constitu- 
yeren domicilio de un particular, con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
tículo 697. 

4 o Los buques del Estado. (429 de id.) 

Art. 692. El Juez necesitará para entrar y registrar en el Palacio 
de cualquiera de los Cuerpos Colegisladores, la autorización del Presi- 
dente respectivo. (430 ref. de id.) 

Art. 693. Para entrar y registrar en los templos y demás lugares 
religiosos, bastará pasar recado de atención á las personas á cuyo car- 
go estuvieren aquéllos. (431 ref. de id.) 

Art. 694. Podrá asimismo el Juez ordenar en los casos indicados 
en el art. 690 la entrada y registro de dia en cualquier edificio ó lugar 
cerrado, ó parte de él que constituya domicilio de cualquier español ó 
extranjero residente en España. (432 ref. de id.) 

Art. 695. Podrá también ordenar que se haga de noche en los ca- 
sos de incendio, inundación ú otro peligro análogo, ó de agresión ile- 
gítima procedente de adentro, ó para auxiliar á alguna persona que 
desde allí pida soeorrro. ó cuando prestare su consentimiento el inte- 
resado ó su representante. (432 ref. de id.) 

Art. 696. Se entenderá que presta su consentimiento aquel que, 
requerido por el que hubiese de efectuar la entrada y registro, ejecu- 
tare por su parte los actos necesarios que de él dependan para que 
aquélla pueda tener efecto. (433 ref. de id.) 

Art. 697. Se reputan domicilio para los efectos de los artículos an- 
teriores: 

t° Los Palacios Reales, estén ó no habitados por el Monarca al 
tiempo de la entrada ó registro. 

2 o El edificio ó lugar cerrado, ó la parte de él destinada principal- 
mente á la habitación de cualquier español ó extranjero residente en 
España y de su familia. 

3* Los buques nacionales mercantes. (434 de id.) 

Art. 698. Para que se pueda entrar á registrar en el Palacioen que 
se hallare residiendo el Monarca, habrá de solicitar el Juez Real li- 
cencia, por conducto del jefe civil ó militar del servicio de S. M. (435 
ref. de id. ) 

Art. 699. En los sitios Reales en que no se hallare el Monarca al 
tiempo del registro, será necesaria la licencia del Jefe ó empleado del 
servicio de S. M. que tuviere á su cargo la custodia del edificio, ó la 
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del que haga sus veces cuando se solicitare, si estuviere ausente. (436 
de id.) 

Art. 700. Las tabernas, casas de comidas, posadas y fondas, no se 
reputarán como domicilio de los que se encontraren ó residieren en 
ellas accidental ó temporalmente; y lo serán tan sólo de los taberneros, 
hosteleros, posaderos y fondistas, que se hallaren á su frente y habi- 
taren allí con sus familias, en la parte del edificio á este servicio des- 
tinada. (437 de id.) 

Art. 701. La resolución en que el Juez ordenare la entrada y re- 
gistro en el domicilio de un particular, será siempre fundada. (438 
ref. de id.) ¡¡ 

Art. 702. El Juez expresará determinadamente, en todo auto de 
entrada ó registro, el edificio ó lugar cerrado que ha de ser su objeto; 
si ha de tener lugar solamente de dia, y la Autoridad ó funcionario que 
los hubiere de practicar. (439 ref. de id.) 

Art. 703. Para entrar y registrar en los edificios destinados á la 
habitación ú oficina de los representantes de naciones extranjeras, 
acreditados cerca del Gobierno de España, les pedirá su venia ei Juez 
por medio d; atento oficio, en el que les rogará que contesten en el 
término de doce horas. (440 ref. de id.) 

Art. 704. Si trascurriere el término sin haberlo hecho, ó si el Re- 
presentante extranjero denegare la venia, el Juez lo comunicará inme- 
diatamente al Ministro de Gracia y Justicia, empleando para ello el te- 
légrafo, si lo hubiere. Entretanto que el Ministro no le comunique su 
resolución, se abstendrá de entrar y registrar en el edificio; pero adop- 
tará las medidas de vigilancia á que se refiere el art. 711. (441 ref. 
de id.) 

Art. 705. Tampoco podrá entrar y registrar en los buques extran- 
jeros, bien sean de guerra ó mercantes, sin la autorización del Coman- 
dante ó Capitán, ó si éstos la denegasen, sin la del Cónsul ó Represen- 
tante diplomático de la Nación respectiva. (441! de id ) 

Art. 706. Se podrá entrar en las habitaciones de los Cónsules ex- 
tranjeros y en sus oficinas, pasándoles previamente recado de atención 
y observando las formalidades prescritas en la Constitución del Estado 
y en las leyes. (443 de id.) 

Art. 707. Si el edificio ó lugar cerrado estuviere en el territorio 
propio del Juez, y éste fuere el que instruyere el sumario, podrá enco- 
mendar la entrada y registro al Juez municipal del territorio en que el 
edificio ó lugar cerrado radicaren, ó á cualquiera Autoridad ó agente 
de policía judicial. Si el que lo hubiese ordenado fuere el Juez muni- 
cipal, podrá encomendarlo también á dichas Autoridades ó agentes de 
policía judicial. 

Cuando el edificio ó lugar cerrado estuviere fuera del territorio 
propio del Juez, encomendará éste la práctica de las operaciones al 
Jaez de su propia categoría del territorio en que aquellos radicaren, 
el cual á su vez podrá encomendarlas á las Autoridades ó agentes de 
policía judicial. (444 ref. de id.) 

Art. 708. Si se tratare de un edificio ó lugar público comprendido 
en los números I o y 4 o del art. 691, oficiará á la Autoridad ó Jefe de 
que dependa en la misma población. 

Si éste no contestare en el término que se le fije en el oficio, se no- 
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tificará el auto en que se disponga la entrada y registro, al encargado 
de la conservación ó custodia del edificio ó lugar en que se hubiere de 
entrar y registrar. (445 de id.) 

Art. 709. Cuando el edificio ó lugar fueren de los comprendidos 
en el número 2 o del art. G9I, la notificación se hará á la persona que 
se hallare al frente del establecimiento de reunión ó recreo, ó á quien 
haga sus veces, si estuviere ausente. (446 de id.) 

Art. 710. Si la entrada y registro se hubieren de hacer en el do- 
micilio de un particular, habrá de notificarse el auto á éste ó á su en- 
cargado, si no fuere habido á la primera diligencia en busca. 

Si no fuere tampoco habido el encargado, se hará la notificación á 
cualquiera otra persona mayor de edad que se hallare en el domicilio, 
prefirieudo para esto á los individuos de !a familia del interesado. 

Si no se hallare á nadie, se hará esto constar por diligencia, que se 
extenderá con asistencia de dos vecinos. (447 de id.) 

Art. 711. Desde el momento en que el Juez acordare la. entrada y 
registro en cualquier edificio ó lugar cerradb, adoptará las medidas de 
vigilancia convenientes para evitar la fuga del procesado ó la sustrac- 
ción de los instrumentos, efectos del delito, libros, papeles ó cua- 
lesquiera otras cosas que hubieren de ser objeto del registro. (44$ ref. 
de id.) 

Art. 712. Practicadas las diligencias que se establecen en los ar- 
tículos anteriores, se procederá á la entrada y registro, empleando para 
ello, si fuere necesario, el auxilio de la fuerza. (449 de id.) 

Art. 713. El registro se hará á presencia del interesado, ó de la 
persona á quien encomendare sus veces. 

Si aquél no fuere habido ó no quisiere concurrir ni nombrar re- 
presentante, se practicará á presencia de unindividuode.su familia, 
mayor de edad. 

Si no le hubiere, se hará á presencia de dos testigos vecinos del 
mismo pueblo. 

La resistencia de los individuos de la familia, de los interesados, ó 
de los testigos á presenciar el registro, producirá la responsabilidad 
declarada en el art. 265 del Código penal, sin perjuicio de que el Juez 
ó su delegado pueda, en último caso, emplear la fuerza para obligarles 
á presenciar aquella diligencia. (450 ref. de id.) 

Art. 714. Cuando el registro se practicare en el domicilio de un 
particular y se concluyese el dia sin haberse terminado, el que lo hi- 
ciere requerirá al interesado ó á su representante, si estuviere presente, 
para que permita la continuación durante la noche. Si se opusiere, se 
suspenderá la diligencia, cerrando y sellando el local ó los muebles en 
que hubiere de continuarse, en cuanto esta precaución se considere 
necesaria para evitar la fuga de la pers >na ó la sustracción de las cosas 
que se buscaren. 

Prevendrá asimismo el que practicare el registro á los que se halla- 
ren en el edificio ó lugar de la diligencia, que no levanten los sellos ni 
violenten las cerraduras, ni permitan que lo hagan otras personas, 
bajo la responsabilidad establecida en el Código penal. (451 de id.) 

Art, 715. Se adoptarán, durante la suspensión del registro, las me- 
didas de vigilancia á que se refiere el art. 71 1. (452 de id.) 
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Art. 716. El registro no se suspenderá sino por el tiempo en que 
no fuere posible continuarle. (453 de id.) 

Art. 717. En la diligencia de entrada y registro en lugar cerrado 
que se extenderá en los autos, se expresarán los nombres del Juez, ó de 
su delegado, que la practique, y de las demás personas que interven- 

f an, los incidentes ocurridos, el tiempo empleado, la hora en que se 
ubiese principiado y concluido la diligencia, y la relación del regis- 
tro por el órden con que se haga, así como los resultados obtenidos. 

Firmarán el acta todos los concurrentes, y si alguno no lo hiciere, 
se expresará la causa. (454 ref. de id.) 

Art. 718. No se ordenará el registro de los libros y papeles de con- 
tabilidad del procesado ó de otra persona, sino cuando hubiere indi- 
cios graves de que de esta diligencia resultará el descubrimiento ó la 
comprobación de algún hecho ó circunstancia importante en la causa. 
(455 de id. ) 

Art. 719. El Juez recogerá los instrumentos y efectos del delito y 
podrá recoger también los libros, papeles ó cualesquiera otras cosas 
que se hubiesen encontrado, si esto fuere necesario para el resultado 
del sumario. 

Los libros y papeles que se recogiesen serán foliados, sellados y ru- 
bricados en todas sus hojas por el Juez, actuario ó Secretario, intere- 
sado y demás personas que hubiesen asistí; o al registro. (456 ref. de 
idem.) 

Art. 720. El registro de papeles y efectos se verificará siempre á 
presencia del interesado ó de un individuo de su familia, y en su de- 
fecto, de dos testigos vecinos del mismo pueblo. ( párrafo 2 o del art. 6 o 
de la Const.) 

Art. 721. Si para determinar sobre la necesidad de recogerlas co- 
sas que se hubiesen encontrado en el registro fuere necesario algún re- 
conocimiento pericial, se acordará en el acto por el Juez en la forma 
establecida en el capítulo 7 o de este título. (457 de la ley de Enj. 
crim.) 

Art. 722. Si el libro que hubiere de ser objeto del registro fuere 
el protocolo de un Notario, se procederá con arreglo á lo dispuesto en 
la ley del Notariado. 

Si se tratare de un libro del Registro de la propiedad, se estará á lo 
ordenado en la ley Hipotecaria. 

Si se tratare de un libro del Registro civil, se estará á lo que se dis- 
ponga en la ley y reglamentos de este servicio. (458 ref. de id.) 

Art. 723. Podrá el Juez acordar la detención de la correspondencia 
privada, postal y telegráfica, que el procesado remitiere ó recibiere, y 
su apertura y exámen, si hubiere indicios de obtener por estos medios 
el descubrimiento ó la comprobación de algún hecho ó circunstancia 
importante de la causa. (459 ref. de id.) 

Art. 724. Es aplicable á la detención de la correspondencia lo dis- 
puesto en los artículos 707 y 708. 

Podrá también encomendarse la práctica de esta operación al Admi- 
nistrador de Correog ó Telégrafos, Jefe de la oficina en que la corres- 
pondencia debiere hallarse. (460 de id.) 

Art. 725. El empleado que hiciere la detención remitirá inmedia- 
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tameote la correspondencia detenida al Juez de la cuasa.(461 ref. de 
idem ) 

Art. 726. Podrá asimismo el Juez ordenar que por cualquiera Ad- 
ministración de telégrafos se le faciliten copias de los telégramas por 
ella trasmitidos, si pudieran contribuir al exclarecimieuto de los hechos 
de la causa. (462 ref. de id.) 

Art. 727. La resolución acordando la detención y registro de la 
correspondencia ó la entrega de copias de telégramas trasmitidos, será 
motivada y determinará la correspondencia que haya de ser detenida 
ó registrada, ó los telégramas cuyas copias hayan de ser entregadas, 
por medio de la designación délas personas á cuyo nombre se hubie- 
ren expendido, ó por otras circunstancias igualmente concretas. (463 
ref. de id.) 

Art. 728 Para la apertura y registro déla correspondencia postal 
habrá de ser citado el interesado. 

Este, ó la persona que designare, podrán presenciar la operación. 
(464 de id.) 

Art. 729. Si el procesado estuviere en rebeldía, ó si citado parala 
apertura no quisiere presenciarla ni nombrar otra persona para que lo 
haga en su nombre, el Juez procederá, sin embargo, á la apertura de 
dicha correspondencia. (465 ref. de id.) 

Art. 730. La operación se practicará abriendo el Juez por sí mismo 
la correspondencia, y después de leerla para sí, apartará la que hiciere 
referencia á los hechos de la causa y cuya conservación considerare 
necesaria. 

, Los sobres y hojas de esta correspondencia, después de haber toma- 
do el mismo Juez las notas necesarias para la práctica de otras diligen- 
cias de investigación á que la correspondencia diere motivo, se rubri- 
carán por todos los asistentes y se sellarán con el sello del Juzgado, en- 
cerrándolo todo después en otro sobre, al que se pondrá el rótulo ne- 
cesario, conservándolo el Juez en su poder durante el sumario, bajo su 
responsabilidad. 

Este pliego podrá abrirsecuantas veces el Juez lo considere preciso. 
(466 ref. de id.) 

Art. 731. La correspondencia que no se relacionare con la causa, 
será entregada en el acto al procesado ó á su representante. 

Si aquél estuviere en rebeldía, se entregará cerrada á un individuo 
de su famiba, mayor de edad. 

Si no fuere conocido ningún pariente del procesado, se conservará 
dicho pliego cerrado en poder del Juez hasta que haya persona á quien 
entregarlo, según lo dispuesto en este artículo. (467 de id.) 

Art. 732. La apertura de la correspondencia se hará constar por 
diligencia, en la que se referirá cuanto en aquella hubiese ocurrido. 

Esta diligencia será firmada por el Juez, el actuario ó Secretario y 
demás asistentes. (468 de id.) 

REFERENCIA. 

Del asunto de este capítulo se ha tratado en las páginas 274 
á 284 del tomo II de nuestra obra. 
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La Compilación ordena: que el registro de papeles y efectos se 
verificará siempre á presencia del interesado ó de un individuo de 
su familia, y en su defecío, dedos testigos del mismo pueblo. (Ar- 
tículo 720.) 

Este precepto es de la Constitución (párrafo 2 o del art. 6 o ). 
Nosotros hemos dicho algo más sobre estos requisitos, tomándolo 
del art. 450 de la ley de Enjuiciamiento criminal; y la Compilación 
lo ha hecho también en su art. 715. Parece, pues, que nada se per- 
dería si se suprimiera el art. 720, que dice ménosquecl 715. 

CAPITULO X. — De las fianzas y embargos. 

Art. 733. Cuando del sumario resultaren indicios de criminalidad 
contra una persona, se mandará por el Juez que preste fianza bastan- 
te para asegurar las responsabilidades pecuniarias que, en definitiva, 
puedan declararse procedentes, decretándose en el mismo auto el em- 
bargo de bienes suficientes para cubrir dichas responsabilidades, si no 
prestare la fianza. 

La cantidad de ésta se fijará en el mismo auto y no podrá bajar de 
la tercera parte más de todo el importe probable de las responsabilida- 
des pecuniarias. (469 de la ley de Enj. crim.) 

Art. 734. Todas las diligencias sobre fianzas y embargos se ins- 
truirán en pieza separada. (470 de id.) 

Art. 735. La fianza podrá prestarse: 

1 Ü Depositando el procesado, ú otro por él, en el establecimiento 
público destinado al efecto, á disposición del Juez y del Tribunal que 
hubiere de conocer de la causa, la cantidad fijada en el auto. 

Se podrá también dar fianza depositando efectos de la Deuda pú- 
blica al precio corriente, según la última cotización oficial conocida 
en el pueblo; pero en este caso el importe deberá exceder en una 
cuarta parte de la cantidad fijada para la fianza. 

2 o Hipotecando el procesado ú otro por él, bienes inmuebles de su 
propiedad, cuyo valor, rebajadas las cargas que los gravaren, sea equi- 
valente al duplo de la cantidad fijada para la fianza. (471 ref. de id.) 

Art. 736. El que prestare la fianza hipotecaria acreditará la pro- 
piedad de los bienes que ofreciere para constituirla, con certificación 
del Registro correspondiente. (472 de id.) 

Art. 737. El Juez calificará la suficiencia de los inmuebles que se 
ofrezcan para la fianza, observando los requisitos establecidos en el 
art. 675. 

Contra el auto que dictare podrá interponerse el recurso de apela- 
ción, la cual será admitida en un solo efecto. (473 de id.) 

Art. 738. Si el Juez estimare suficiente la hipoteca, se constituirá 
esta ayud acta y librará mandamiento en la forma prevenida en la ley 
hipotecaria. (474 de id.) 
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Art. 739. Si en el día siguiente al de la notificación del auto, dic- 
tado con arreglo á lo dispuesto en el art. 733, no se prestase la lianza, 
se procederá al embargo de bienes del procesado, retf Hiriéndole para 
que señale los suficientes á cubrir la cantidad que se hubiese fijado 
para las responsabilidades pecuniarias. (475 id.) 

Art. 740. Cuando el procesado no fuere habido, se hará el reque- 
rimiento á su mujer, hijos, criados ó personas que se encontraren en 
su domicilio. 

Si no se encontrare ninguna, ó si las que se encontraren, ó el pro - 
cesado en su caso, no quisieren señalar bienes, se procederá á embar- 
gar los que se reputen de la pertenencia del procesado, guardándose el 
órden establecido en el art. 949 de la ley de Enjuiciamiento civil, y 
bajo la prohibición contenida en el 9ol. (476 de id.) 

Art. 741. Cuando el alguacil encargado de hacer el embargo cre- 
yere que los bienes señalados no son suficientes, embargará ademas 
los que considere necesarios, sujetándose á lo prescrito en el artículo 
anterior. (477 de id.) 

Art. 742. Sí los bienes embargados fueren muebles, se entrega- 
rán en depósito, bajo inventario, por el encargado de hacer el embar- 
go, al vecino con casa abierta que nombrare al efecto. 

El depositario firmará la diligencia del recibo, obligándose á con- 
servar los bienes á disposición del Juez ó Tribunal que conozca de la 
causa, ó en otro caso, á pagar la cantidad para cuyo afianzamiento se 
hubiese hecho el embargo, sin perjuicio de la responsabilidad criminal 
en que pudiere incurrir. 

El depositario podrá recojer y conservar en su poder los bienes em- 
bargados. ó dejarlos bajo su responsabilidad en el domicilio del proce- 
sado. (478 de id.) 

'Art. 743. Si los bienes embargados fueren semovientes, se reque- 
rirá al procesado para que manifieste si opta porque se enajenen ó 
porque se conserven en depósito y administración. 

Si optare por la enajenación, se procederá á la venta en pública 
subasta, prévia tasación, hasta cubrir la cantidad señalada, que se de- 
positará en el establecimiento público destinado al efecto. 

Si optare por el depósito y administración, se nombrará por el 
Juez un depositario-administrador que recibirá los bienes bajo inven- 
tario y se obligará á rendir al Juzgado cuenta justificada de sus gas- 
tos y productos cuando se le mande. (479 de id.) 

Art. 744. El depositario-administrador cuidará de que los semo 
vientes den los productos propios de su clase con arreglo á las circuns- 
tancias del país, y procurará su conservación y aumento. 

Si creyere conveniente enajenar todos ó algunos semovientes, pe- 
dirá al Juzgado la correspondiente autorización. 

Se enajenaron, áun contra la voluntad del procesado y la opinión 
del depositario-administrador, siempre que los gastos de administra- 
ción y conservación excedan de los productos que dieren, á mériosque 
el pago de dichos cargos se asegure por el procesado ú otra persona á 
su nombre. (480 de id.) 

Art. 745. Cuando se embargaren bienes inmuebles, el Juez deter- 
minará si el embargo ha de ser extensivo á sus frutos y rentas. (481 de 
idem.) 
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Art. 746. Cuando se decretare el embargo de bienes inmuebles, se 
expedirá mandamiento para que se haga la anotación prevenida en la 
Ley hipotecaria. (482 de id.) 

Art. 747. Si se embargaren sementeras, pueblas, plantíos, frutos, 
rentas y otros bienes semejantes, podrá el Juez decretar, si atendidas 
las circunstancias lo creyere conveniente, que continúe administrán- 
dolos el procesado, por sí ó por medio de la persona que designe, en 
cuyo caso nombrará un interventor. 

En el caso de que el procesado manifestare no querer administrar 
por sí, ó de queel Juez no estimare conveniente confiártela administra- 
ción, se nombrará persona que se encargue de ella, pudiendo en este 
caso designar el procesado un interventor de su confianza. (48J de id.) 

Art. 748. El Juez determinará bajo su responsabilidad si el admi- 
nistrador ha de afianzar el buen cumplimiento del cargo y el importe 
de la fianza en su caso. (484 de id.) 

Art. 749. El administrador tendrá derecho á una retribución: 

I o Del uno por ciento sobre el producto líquido de la venta de 
frutos. 

2 o Del cinco por ciento sobre los productos líquidos de la admi- 
nistración que no procedan de la causa expresada en el párrafo ante- 
rior. 

Si no se enajenaren bienes, ó no hubiere productos líquidos de la 
administración, el Juez señalará el premio que haya de percibir el ad- 
ministrador, según la costumbre del pueblo en que aquella se ejerciere. 
(485 de id.) 

Art. 750. El administrador pondrá en conocimiento del interven- 
tor los actos administrativos que se proponga ejecutar, y si éste no los 
creyere convenientes, le liará las observaciones oportunas. 

Pero si el administrador insistiere en llevar á efecto los actos admi- 
nistrativos á que se hubiese opuesto el interventor, dará éste cuenta al 
Juez, quien resolverá lo más conveniente. (486 ref. de id.) 

Art. 751. Cuando el administrador no hubiese dado fianza, el in- 
terventor tendrá una de las llaves del local ó arca en que se custodien 
los frutos ó se deposite el precio de su venta ; ó adoptará el Juez las 
medidas que creyere convenientes para evitar todo perjuicio. (487 de 
ídem.) 

Art. 752. Si el embargo consistiere en pensiones ó sueldos, se pa- 
sará oficio á quien hubiere de satisfacerlos, para que retenga la cuarta 
parte de la cantidad real que perciba, si la pensión ó sueldo no llegare 
á dos mil pesetas anuales, la tercera desde dos mil á cuatro mil qui- 
nientas pesetas anuales, y la mitad si excediere de esta suma. 

Se alzará la retención luégo que quedare cubierta la cantidad man- 
dada afianzar. (488 ref. de id.) 

Art. 753. Si durante el curso del juicio sobrevinieren motivos bas- 
tantes para creer que las responsabilidades pecuniarias que en defini- 
tiva puedan exigirse, excederán de la cantidad prefijada para asegu- 
rarlas, se mandará por auto ampliar la fianza ó embargo. (489 de id.) 

Art. 754. También se dictará auto mandando reducir la fianza y 
el embargo á menor cantidad que la prefijada, si apareciesen motivos 
bastantes para creer que la cantidad mandada afianzar es superior á las 



responsabilidades pecuniarias que en definitiva pudieren imponerse al 
procesado. (490 de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo está tratada en las páginas 284 
á 291 del lomo II de nuestra obra, habiéndola dividido en dos sec- 
ciones. K.n la primera se ha tratado de la fianza de estar á las re- 
sultas del juicio; y en la segunda, del embargo de bienes del pro- 
cesado. 

CAPITULO XI. — De los procedimientos especiales en el sumario. 

Sección primera. — Del modo de 'proceder cuando fuere procesado 
un Senador ó Diputado á Córles. 

Art. 755. El Juez ó Tribunal que encontrare méritos para procesar 
ú un Senador ó Diputado á Córtes por causa de delito, se abstendrá de 
dirigir el procedimiento contra él, si las Córtes estuvieren abiertas, 
hasta obtener la correspondiente autorización del Cuerpo Colegislador 
á que perteneciere. (491 de la ley de Enj. crim.) 

Art 756. Cuando el Senador ó Diputado á Córtes fuere delincuente 
in fraganli , podrá ser detenido y procesado sin la autorización á que se 
refiere el artículo anterior; pero en las veinticuatro horas siguientes á 
la detención ó procesamiento habrá de ponerse lo hecho en conocimien- 
to del Campo Colegislador á que corresponda. 

Se pondrá también en conocimiento del Cuerpo Colegislador res- 
pectivo en el primer dia de sesión la causa que existiere pendiente 
contra el que estando procesado hubiese sido elegido Senador ó Dipu- 
tado á Có'tes. (492 de id. ref.) 

Art. 757 Si un Senador ó Diputado á Córtes fuere procesado du- 
rante un interregno parlamentario, deberá el Juez ó Tribunal que co- 
nociere de la causa ponerla en conocimiento del respectivo Cuerpo Co- 
legislad. o- en el primer dia de reunirse ó de constituirse éste. 

Lo mismo se observará cuando hubiese sido procesado un Senador 
ó un Diputado á Córtes electo antes de reunirse éstas. (493 de id.) 

Art 758. En los casos del articulo anterior se suspenderá todo 
procedimiento desde el dia en que se diere conocimiento á las Córtes, 
permaneciendo las cosas en el estado en que entónces se hallaren, has- 
ta que el Cuerpo Colegislador correspondiente resuelva lo que tenga 
por conveniente. (494 de id.) 

Art. 759. Si el Senado ó el Congreso negasen la autorización pe- 
dida, se sobreseerá respecto al Senador ó Diputado á Córtes; pero con- 
tinuará la causa contra los demás procesados. (493 de id.) 

Art. 760. La autorización se pedirá en forma de suplicatorio, re- 
mitiendo con éste, y con carácter de reservado, el testimonio de los 
cargos q m» resultaren contra el procesado, con inclusión de los dictá- 
menes d -I Fiscal y de las peticiones particulares, en que se haya solici- 
tado la autorización. (496 de id. ref.) 

Art. 761. El suplicatorio se remitirá por conducto del Ministro 
de Gracia y Justicia. (497 de id. id.) 

COMPILACION 19 



REFERENCIA. 

La materia de esta sección ha sido tratada en las páginas 312 
¿314 del tomo II de nuestra obra. 

Sección segunda. — Del sumario por delitos de injuria y calumnia 

contra particulares. 

Art. 762. No se admitirá ninguna querella por injuria ó calumnia 
inferidas á particulares, si no se presentare certificación de haber ce- 
lebrado el querellante acto de conciliación con el querellado, sin que 
hubiese avenencia, ó de haberlo intentado sin efecto. (498 de id.) 

Art. 763. Si la querella fuere por injuria ó calumnia vertidas en 
juicio, será necesario acreditar además la autorización del Juez ó Tri- 
bunal ante quien hubiesen ¿ido inferidas. (499 de id.) 

Art. 764. Si la injuria ó calumnia se hubiesen inferido por escrito, 
se presentará, siendo posible, el documento que las contuviere. (500 
de id ) 

Art. 765. No se admitirán testigos de referencia en las causas por 
injuria ó calumnia vertidas de palabra. (501 de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de esta sección ha sido tratada en las páginas 291 
á 309 d J tomo II de nuestra obra, habiéndola dividido en cinco 
secciones. En la primera se ha tratado del procedimiento por el de- 
lito de injuria contra particulares; en la segunda, del procedimien- 
to por el delito de injuria contra la autoridad; en la tercera, del 
procedimiento por el delito de calumnia contra particulares; en la 
cuarta, del procedimiento por el delito de calumnia contra la auto- 
ridad; y en la quinta, del procedimiento por el delito de denuncia 
calumniosa. 

Sección tercera.— Dtl sumario por delitos cometidos por medio de 

la imprenta , el grabado ií otro medio mecánico de publicación. 

Art. 766. Inmediatamente que se diere principio á un sumario por 
delito cometido por medio de la imprenta, el grabado ú otro medio 
mecánico de publicación, se procederá á secuestrar los ejemplares del 
impreso ó de la estampa, donde quiera que se hallaren. También se 
secuestrará el molde de aquella. 

Se procederá asimismo inmediatamente á averiguar quién haya 
sido el autor real del escrito ó estampa con cuya publicación se hubiese 
. cometido el delito. (502 de id ) 

Art. 767. Si el escrito ó estampa se hubiese publicado en un pe- 
riódico, se tomará declaración para averiguar quién haya sido el autor, 
al Director ó redactores de aquel y ai Jefe ó regente del establecimiento 
tipográfico -en que se hubiese hecho la impresión ó grabado. 
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Para ello se reclamará el original de cualquiera de las personas que 
lo hubiese tenido en su poder, la cual si no lo pusiere á disposición 
del Juez, manifestará la persona á quien se la hubiese entregado. 
(503 de id.) 

Art. 768. Si el delito se hubiese cometido por medio de la publi- 
cación de un escrito ó de una estampa sueltos, se tomará la declara- 
ción, expresada en el artículo anterior, al Jefe y dependientes del es- 
tablecimiento en que se hubiere hecho la impresión ó estampación. 
(504 de id.) 

Art. 769. Cuando no pudiere averiguarse quien hubiese sido el 
autor real del escrito ó estampa, ó cuando resultare hallarse domici- 
liado en el extranjero ó exento de responsabilidad criminal al come- 
terse el delito, se dirigirá el procedimiento contra las personas subsi- 
diariamente responsables por el orden establecido en el art. t4 del Có- 
digo penal. (505 de id.) 

Art. 770. No será bastante la confesión de un supuesto autor para 
que se le tenga como tal, y para que no se dirija el procedimiento 
contra otras personas, si de las circunstancias de aquel ó de las del de - 
lito resultaren indicios bastantes para creer que el confeso no fué el 
autor real del escrito ó estampa publicados. 

Pero una vez dictada sentencia firme en contra de los subsidiaria- 
mente responsables, no se podrá abrir nuevo procedimiento contra el 
responsable principal, si llegare á ser conocido. (506 id.) 

Art. 771. Si durante el curso de la causa apareciere alguna per- 
sona que por el óiden establecido en el art. 14 del Código penal deba 
responder criminalmente del delito antes que el procesado, se sobre- 
seerá en la causa respecto á éste, dirigiéndose el procedimiento contra 
aquélla. (507 id.) 

Art. 772. No se considerarán como instrumentos ó efectos del de- 
lito más que los ejemplares impresos del escrito ó estampa y el molde 
de ésta. (508 id.) 

REFERENCIA.. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 310 
á 312 del tomo II de nuestra obra. 

Sección cuarta. — Del antejuicio necesario para exigir la 
responsabilidad criminal á los Jueces y Magistrados . 

Art. 773. Cualquier ciudadano español que no esté incapacitado 
para el ejercicio de la acción penal, podrá promover el antejuicio ne- 
cesario para exigir la responsabilidad criminal á los Jueces y Magis- 
trados por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, cuando la 
acción penal se ejercite por persona privada. (509 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal , reformado con vista de la R. O. de 12 de Octubre 
de 1 876.) 

Art. 774. Cuando el antejuicio tuviere por objeto alguno de los 
delitos definidos en los artículos 361 y siguientes, hasta el 367 inclu- 
sive, de) Código pena!, no podrá promoverse hasta que se hubiese ter-: 
minado por sentencia firme la causa en que se haya dictado la que hu- 
biese dado motivo al procedimiento. (51 0 de id.) 



Art. 775. Si el antejuicio tuviese por objeto cualquiera de los dos 
delitos definidos en el art. 368 del Código penal, podrá promoverse 
tan pronto como el Juez ó Tribunal hubiese dictado resolución ne- 
gándose á juzgar por oscuridad, insuficiencia ó silencio de la ley, ó 
después que hubiesen trascurrido quince dias de presentada la última 
petición pidiendo al Juez ó Tribuía! que falle ó resuelva cualquier 
causa, expediente ó pretensión judicial que estuviere pendiente, sin 
que aquel lo hubiese hecho ni manifestado por escrito en los autos 
causa legal para no hacerlo. 

Cuando tuviere por objeto cualquier otro delito cometido por el 
Juez ó Magistrado en el ejercicio de sus funciones, podrá promoverse 
el antejuicio desde que el delito fuere conocido. (5H de id.) 

Art. 776. El ofendido por la resolueion judicial no tendrá necesi- 
dad de prestar fianza alguna para ejercitar la acción contra los Jueces 
ó Magistrados. 

Se entiende por ofendido aquel á quien directamente dañare ó per- 
judicare el delito. (512 de id.) 

Art. 777. El que no hubiese sido ofendido por el delito, al promo- 
ver el antejuicio habrá de dar la fianza que el Tribunal que haya de 
conocer de la causa determine para que pueda ésta sustanciarse á su 
instancia. (513 de id.) 

Art. 778. La fianza podrá ser personal, hipotecaria, en metálico ó 
en efectos públicos. (514 de id.) 

Art. 779. Contra el auto exigiendo la fianza y fijando su cantidad 
y calidad, procederá el recurso de apelación en ambos efectos para 
ante la Sala segunda del Tribunal Supremo, si hubiese sido dictado 
por la Audiencia. 

Si lo hubiese sido por el Tribunal Supremo, procederá solamente 
el recurso de súplica. (515 id.) 

Art. 780. El antejuicio se promoverá por escrito redactado en 
formado querella, que firmará un Letrado. (516 de id.) 

Art. 781. Si la responsabilidad criminal que se intentare exigir 
fuese por alguno de los delitos comprendidos en los artículos 371 y 
siguientes hasta el 367 inclusive del Código penal, se presentará con 
el escrito la copia certificada de la sentencia, auto ó providencia 
jinjusta. 

5>i no pudiera presentarse, se manifestará la oficina ó el archivo 
udicial en que se hallaren los autos originales. (517 de id. ) 

Art. 782. Se hará además en el escrito expresión de las diligencias 
de la causa que deban compulsarse para comprobar la injusticia de 
la sentencia, auto ó providencia que diese ocasión al antejuicio. (518 
de id.) 

Art. 783. Si la responsabilidad fuere por razón de cualquiera 
de los delitos definidos en el art. 368 del Código penal, se acompañarán 
con el escrito: 

I o Las copias de los presentados después de trascurrido el término 
legal, si la ley lo fijase, para la resolución ó fallo de la pretensión judi- 
cial, expediente ó causa pendientes, pidiendo cualquiera de los inte- 
resados al Juez ó Tribunal que de ellos conociese que los resuelva ó 
falle con arreglo á derecho. 
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2* La certificación del auto ó providencia dictados por el Juez 6 
Tribunal denegando la petición por oscuridad, insuficiencia ó silencio 
de la ley, si se tratare del delito definido en el párrafo primero del ar- 
tículo citado, ó si se tratare del comprendido en el segundo párrafo 
del mismo artículo, la que acredite que el Juez ó Tribunal dejó tras- 
currir quince dias desde la petición ó desde la última, si se le hubie- 
sen presentado más de una, sin haber resuelto ó fallado los autos, ni 
haberse consignado en ellos y notificado á las partes la causa legítima 
que se lo hubiese impedido. (519 de id.) 

Art. 784. Si la responsabilidad fuere por razón de cualquiera otro 
delito cometido por el Juez ó Magistrado en el ejercicio de sus funcio- 
nes, se presentará con el escrito de querella el documento que acredite 
la perpetración del delito, ó en su defecto la lista de los testigos. (520 
ref. de id.) 

Art. 785. Si el que promoviere el antejuicio por cualquiera de los 
delitos expresados en los artículos anteriores, no pudiere obtener los 
documentos necesarios, presentará á lo ménos el testimonio del acta 
notarial levantada para hacer constar que los reclamó al Juez ó Tribu- 
nal que hubiese debido facilitarlos ó mandar expedirlos. (521 id.) 

Art. 786. El Tribunal que conociere del antejuicio mandará prac- 
ticar las compulsas que se pidieren, y en el caso del artículo anterior 
ordenará al Juez ó Tribunal que se hubiese negado á expedir las cer- 
tificaciones, que las remita en el término que habrá de señalársele, in- 
formando á la vez lo que tuviere por conveniente sobre las causas de 
su negativa para expedir la certificación pedida. 

Mandará, además, practicar las compulsas que considere conve- 
nientes, citándose al querellante para los cotejos de todas las que se 
hicieren, á no ser en el caso de que la compulsa fuere de alguna dili- 
gencia de sumario no concluido, y no se hubiese practicado con inter- 
vención del que promoviere el antejuicio. (522 de id.) i, 

Art. 787. Hechas las compulsas, se unirán á los autos, dándose de 
ellos vista al querellante para instrucción por término de tres dias. 

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior el testimonio 
de carácter reservado á que se refiere el artículo que precede, si el 
querellante se hallare en el caso indicado. 

Si los autos no fueren devueltos en dicho término, se recogerán de 
oficio el primer dia de la demora. 

Se pasarán después al Fiscal por igual término, y devueltos que 
sean, se señalará dia para la vista. (523 de id.) 

Art. 788. Si hubiesen de declarar testigos, se señalará el dia en 
que deban concurrir, citándoles con las formalidades legales. 

Los testigos serán examinados en la forma prescrita en esta Compi- 
lación. (524 de id.) 

Art. 789. Asi el Fiscal como el defensor del querellante podrán 
en el acto de la vista manifestar lo que creyeren conveniente sobre lo 
que resulte de los documentos del expediente, y en su caso de las de- 
claraciones de los testigos examinados, concluyendo por pedir la ad- 
misión ó no admisión de la querella interpuesta. (525 de id.) 

Art. 790. El tribunal resolverá lo que estimare justo en los tre* 
dias siguientes al de la vista. (526 de id.) 

Art. 791. Si se admitiere la querella, mandará proceder á la ins- 


truenen del sumario, con arreglo al procedimiento legal, designando 
conforme á lo dispuesto en el art. 431 el Juez especial que lo hubiere 
de formar, si no considerare conveniente que sea el propio del territo- 
rio donde el delito hubiese sido cometido. . 

El Tribunal acordará también la suspensión de los Jueces y Magis- 
trados contra quienes hubiese sido admitida la querella, poniéndola en 
conocimiento del Ministro do Gracia y Justicia para los efectos que 
procedan. {527 ref. de id.) 

Art. 792. Si no se admitiere la querella, el Tribunal impondrá las 
costas al querellante , si ésto no fuese el ofendido por el supuesto 

delito. , , , , , , 

Las impondrá también á éste si resultare haber obrado con mala fé 

ó con notoria temeridad. (528 de id.) 

Art. 793. Si hubiere condena de costas no se devolverá la fianza 
hasta que se satisfagan, y si,no se pagaren en el término que se fije 
para ello, se harán efectivas por cuenta de la fianza* devolviendo el 
resto á quien la hubiese prestado. (529 de id.) 


REFERENCIA. 

La materia de esta secciou ha sido tratada en las págiuas 314 
á 319 del tomo II de nuestra obra. 

CAPITULO XII. — De la responsabilidad civil de terceras personas. 

Art. 794. Cuando en la instrucción del sumario apareciere indica- 
da la existencia de la responsabilidad civil de un tercero con arreglo 
á los artículos 19, 20 y 21 del Código penal, ó por haber participa- 
do «alguno por título lucrativo de los efectos del delito, el Juez, á 
instancia del actor civil, exigirá fianza á la persona contra quien re- 
sulte la responsabilidad, ó en su defecto embargará con arreglo á lo 
dispuesto en el capitulo 10 de este título los bienes que sean necesa- 
rios (530 de la ley de Enj. crim.) 

Art. 795. La persona á quien se exigiere la fianza, ó cuyos bienes 
fueren embargados, podrá, durante el sumario, manifestar por escrito 
las razones que tenga para que no se la considere civilmente respon- 
sable, y las pruebas que pueda ofrecer para el mismo objeto. (531 
de id.) 

Art. 796. El Juez dará vista del escrito á la parte á quien intere- 
se, y esta lo evacuará en el término de tres dias, proponiendo también 
las pruebas que deban practicarse en apoyo de su pretensión. (332 
de id . ) 

Art. 797. Seguidamente el Juez decretará la práctica de las prue- 
bas propuestas, y resolverá sobre las pretensiones formuladas, siempre 
que pudiere hacerlo sin retraso ni perjuicio del objeto principal de la 
instrucción. (533 de id.) 

Art. 798. Para todo lo relativo á la responsabilidad civil de un ter- 
cero, y á los incidentes á que diere lugar la ocupación, y en su di* l* 
restitución de cosas que se hallaren en su poder, se formará nieta se- 
parada. (534 de id.) ’ 



Art. 799. Lo dispuesto en los artículos anteriores, se observará 
también respecto á cualquiera pretensión que tuviere por objeto la 
restitución á su dueño de alguno de los efectos é instrumentos del de- 
lito que se hallaren en poder de un tercero. (53o de id.) 

Art. 800. Los autos dictados en estos incidentes serán llevados á 
efecto, sin perjuicio de que las partes á quienes perjudiquen puedan 
reproducir sus pretensiones en el plenario ó de la acción civil corres- 
pondiente que podrán entablar en otro caso. (536 ref. de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 519 
é 521 del tomo II de nuestra obra. 

CAPITULO XIII. — De la conclusión del sumario y dei sobre- 
seimiento. 

9 

Sección primera. — De la conclusión del sumario. 

Art. 801. Luego que se hayan practicado todas las diligencias del 
sumario acordadas por el Juez, se mandará entregarla causa al Minis- 
terio tiscal y ai acusador privado, si lo hubiere, para aue dentro del 
término que se les señalará, según el volumen y complicación del pro- 
ceso, manifiesten por escrito, pero sin razonar ni fundar su juicio: 

I o La calificación que merezca el delito según los hechos que re- 
sulten del sumario. 

2 o La participación que en él haya tenido el procesado ó cada uno 
de ellos, si fueren más de uno. 

3 o Si resultan méritos para exigir la responsabilidad civil subsi- 
diaria contra una ó más personas, ó el resarcimiento por el que á título 
lucrativo haya participado de los efectos del delito. 

4 o Si procede elevar la causa á plenario ó sobreseerla, y en qué 
términos. 

5 o Si renuucia la prueba y la ratificación de los testigos del suma- 
rio, ó por el contrario, conviene á su derecho el recibimiento á prueba 
y la ratificación de todos ó.algunos dé los testigos. 

En este último caso propondrán por medio de otrosíes la prueba 
que Ies interese, presentando listas de los testigos que hayan de ser 
examinados, expresando su nombre, apellido, apodo si lo tuvieren, y 
domicilio; ó si ignorasen estas circunstancias, los datos que sean con- 
ducentes para averiguar su paradero (2 o déla ley de 18 de Junio 
de 1870.) 


Sección segunda. — Del sobreseimiento. 

Art. 802. Si el Juez con vista de la causa creyera que procedía 
el sobreseimiento, lo decretará así, declarando si éste es provisional ó 
libre, y en este caso, si total ó parcial. (549 ref. de la ley de Enj. crim.) 

Art. 803. Procederá el sobreseirliiento libre: 

'I o Cuando no resultare justificado el hecho que hubiese dado mo- 
tivo á la formación de la causa. 
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2 ° Cuando el hecho no constituyere delito. 

3 o Cuando aparecieren de un modo indudable exentos de respon- 
sabilidad criminal los procesados como autores , cómplices ó encubri- 
dores. (555 de id.) 

Art. 804. En los casos primero y segundo del artículo anterior 
podrá declararse, al decretar el sobreseimiento, que la formación de la 
causa no perjudica á la reputación de los procesados ó de cualquiera 
de ellos. 

Podrá también á instancia del procesado reservar á éste su dere- 
cho para perseguir al querellante como calumniador. 

El Juez ó Tribuual podrá también mandar proceder de oficio con- 
tra el querellante, con arreglo á lo dispuesto en el párrafo 3 o del ar- 
tículo 340 del Código penal. (556 ref. de id.) 

Art. 805. Decretado el sobreseimiento total, se mandará que se 
archiven los autos y las piezas de convicción que no tuvieren dueño 
conocido, después de haberse practicado las diligencias necesarias para 
la ejecución de lo mandado. (550 de id.) 

Art. 806. Las piezas de convicción cuyo dueño fuere conocido 
continuarán retenidas si un tercero lo solicitare, hasta que se resuelva 
la acción civil que se propusiere entablar. 

En este caso si el Juez ó Tribunal accediese á que continúe la re- 
tención, fijará el plazo dentro del cual habrá de acreditarse que Ja ac- 
ción se ha entablado. (551 de id.) 

Art. 807. Trascurrido el plazo fijado en el artículo anterior sin 
haberse acreditado el ejercicio déla acción civil , ó si nadie hubiese 
reclamado que continúe la retención de las piezas de convicción, serán 
estas devueltas á su dueño. 

Se reputará dueño el que estuviere poseyendo la cosa al tiempo de 
incautarse de ella el Juez de primera instancia. (552 ref. de id ) 

Art. 808. En el caso segundo del art. 803, si resultare que el he- 
cho constituye una falta , se mandará remitir la causa al Juez munici- 
pal competente para la celebración del juicio que corresponda. (557 id.\ 

Art. 809. En el caso tercero del art. 803 , se limitará el sobresei- 
miento á los autores, cómplices ó encubridores que aparecieren indu- 
dablemente exentos de responsabilidad criminal, continuándose la cau- 
sa respecto á los demás que no se hallaren en igual caso. (558 de id.) 

Art. 810. Procederá el sobreseimiento provisional cuando resulta- 
re del sumario haberse cometido un delito, y no hubiere indicación de 
sus autores, cómplices ó encubridores. (559 de id.) 

Art. 811. En el caso del artículo anterior, si resultare del suma- 
rio de un modo indudable la exención de responsabilidad criminal de 
los procesados , ó de alguno de éllos, se decretará el sobreseimiento 
libre respecto de los que se hallen en este caso , declarándose si se es- 
timare procedente, que la causa no les perjudica en su reputación. 
(560 de id.) 

Art. 812. El auto de sobreseimiento no se entenderá ejecutorio 
sino después de aprobado por la Audiencia, á cuyo efecto debe consul- 
tarse con ella remitiendo la causa original. ( Regla 4 a del articulo 51 
del Reg. Prov ) 

Art. 813. Contra el auto de sobreseimiento que dictare la Audien- 



cia confirmando el del Juez de primera instancia, no procederá más que 
el recurso de casación en su caso. (554 ref. de la ley de Enj. crim .) 

Art. 814. Del auto mandando remitir la causa al Juez municipal 
podrá apelarse para ante la Audiencia. 

El recurso será admisible en‘‘ambos efectos. (540 ref . de id.) 

Art. 815. El emplazamiento para ante el Juez municipal se hará á 
las partes para que comparezcan en el término de cinco dias. (539 ref. 
de id.) 

Art. 816. El emplazamiento que haya de practicarse en cumpli- 
miento del auto mencionado en el articulo anterior no tendrá lugar 
hasta que aquel sea firme, y su término empezará á correr desde eldia 
siguiente al de la última notificación. 

Recibidos los autos por el Juez municipal , se sustanciará el juicio 
con aireglo á lo dispuesto en la ley. (541 ref. de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 521 
á 325 del tomo II de nuestrp obra, habiéndose dividido en dos sec- 
ciones como se ha hecho en la Compilación, en las cuales se ha tra- 
tado respectivamente de la conclusión del sumario y del sobresei- 
miento. 


OBSERVACION. 

La Compilación declara: que procederá el sobreseimiento libre 
cuando el hecho no constituyere delito; y ordena, que en tal caso, 
si resultare que el hecho constituye una falta, se mandará remitir 
la causa al Juez municipal competente para la celebración del jui- 
cio que corresponda ( arts . 803, núm. 2 o , y 808). Después dispone: 
que el auto de sobreseimiento no se entenderá ejecutorio sino des- 
pués de aprobado por la Audiencia, á cuyo efecto debe consultarse 
con ella remitiendo la causa original; y que del auto mandando 
remitir la causa al Juez municipal podrá apelarse para ante la Au- 
diencia, siendo admisible este recurso en ambos efectos. ( Arls . 812 
y 814.) 

El conjunto de estas disposiciones parece dar á entender que 
el auto de sobreseimiento y el auto mandando remitir la causa al 
Juez municipal son dos autos distintos, y así lo eran con efecto 
cuando se hallaba en observancia el juicio oral. Cuando el Juez 
instructor declaraba terminado el sumario, debía remitir la causa 
al Tribunal competente para conocer del delito enjuicio oral; y si 
reputaba simple falta el hecho del sumario, debia mandar remitir 

COMPILACION 20 
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el proceso al Juez municipal. Este auto era apelable en ambos 
efectos para ante el Tribunal de partido, y este es e! auto á que se 
refiere el art. 814 de la Compilación, viniendo después el auto de 
sobreseimiento, que podía dictar, en su caso, el Tribunal compe- 
tente. Mas estos dos autos diversos ya no pueden coexistir, pues 
sólo ha quedado establecido el de sobreseimiento, que puede acor- 
dar el mismo Juez instructor, hoy de primera instancia, consul- 
tándolo con la Audiencia, según está prevenido en la regla 4* del 
artículo 51 del Reglamento provisional, y según lo declara la 
Compilación en su art. 812. Así lo hemos entendido al tratar de 
esta materia en nuestra obra. 

Ahora bien: si el auto primero, que dictaba el Juez instructor, 
ya no existe, carece de razón el recurso de apelación que contra 
él se concede en el art. 814 de la Compilación; y esto supuesto, 
sod también superfinos los artículos siguientes 815 y 816 que al 
mismo se refieren. Hoy sólo existe el a ufo de sobreseimiento, que 
debe consultarse con la Audiencia , y en él se manda remitir la 
causa al Juez municipal, si el hecho es una falta. 

También declara la Compilación: que contra el auto de sobre- 
seimiento que dictare la Audiencia confirmando el del Juez de pri- 
mera instancia, no procederá más que el recurso de casación en su 
caso. (Art. 81o.) 

Esta locución causa extraneza, porque la frase «en su caso» 
significa que se concede el recurso de casación para el caso eu que 
la sentencia definitiva sea adversa al acusador, lo cual no puede 
ocurrir, atendidos los efectos del auto de sobreseimiento. Esta re- 
solución pone término al juicio, y por consiguiente, no hay que es- 
perar la sentencia. Contra el auto de sobreseimiento se da el recur- 
so de casación en todo caso y no para cierto caso ó en su caso. 

¿Querrá decir la Compilación que dicho recurso se da en el caso 
de que exista e! auto de sobreseimiento? Entonces debe suprimirse 
la frase por ser ociosa, pues ya se sabe, sin que se diga, que el 
recurso contra el auto de sobreseimiento sólo se da en el caso de 
que exista el auto de sobreseimiento. 

CAPITULO XIV. — De los artículos de previo pronunciamiento. 

Art. 817. Serán tan sólo objeto de artículos de prévio pronuncia- 
miento las cuestiones ó excepciones siguientes: 
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4 a La de declinatoria de jurisdicción. 

2* La de cosa juzgada. 

3 a La de prescripción del delito. 

4 a La de amnistía ó indulto. (580 de la ley de Enj. crim.) 

Art. 818. Las cuestiones expresadas en el artículo anterior podrán 
proponerse en el término de tres dias á contar desde el de la entregada 
los autos para la calilicacion de los hechos. (581 de id.) 

Art. 819. El que hiciere la pretensión acompañará al escrito lus 
documentos justificativos de los hechos en que la fundare, y si no los 
tuviere á su disposición, designará clara y determinadamente el ar- 
chivo ú oficina donde se encuentren, pidiendo que el Juez ó Tribunal 
los reclame á quien corresponda, originales ó por compulsa, según 
proceda. 

Presentará también tantas copias del escrito y de los documentos, 
cuantos fueren los representantes de las partes personadas. Dichas co- 
pias se entregarán á las mismas en el dia de la presentación, hacién- 
dolo asi constar el actuario ó Secretario por diligencia. (582 ref. de id. 

Art. 820. Los representantes de las partes á quienes se hubiesen 
entregado las referidas copias, contestarán en el término de tres dias, 
acompañando también los documentos en que fundaren sus pretensio 
nes, si los tuvieren en Su poder, ó designando en otro caso el archivo 
ú oficina en que se hallaren, y pedirán que e! Juez ó Tribunal los re- 
clame en los términos expresados en el artículo precedente. (583 ref. 
de id.) 

Art. 821. Trascurrido el término de los tres dias, el Juez ó Tribu- 
nal estimará ó denegará la reclamación de documentos según que los 
cons.dere ó no necesarios para el fallo del artículo (584 ref. de id.) 

Art. 822. Si el Juez ó Tribunal accediere á la reclamación de do- 
cumentos, recibirá el artículo á prueba por el término necesario, que no 
podrá exceder de ocho dias. 

El Juez ó Tribunal mandará en el mismo auto dirigir las comuni - 
caciones convenientes á los Jefes ó encargados de los archivos ú ofici - 
ñas en que los documentos se hallaren, determinando si han de remitir- 
los originales ó por compulsa. (585 ref. de id.) 

Art. 823. Cuando los documentos hubieren de ser remitidos por 
compulsa se advertirá á las partes el derecho que les asiste para per- 
sonarse en el archivo ú oficina, á fin de señalar la parle del documento 
que hubiere de compulsarse, si no les fuere necesaria la compulsa de 
todo él y para presenciar el cotejo. (586 de id.) 

Art. 824. En los artículos de prévio pronunciamiento no se admi- 
tirá prueba testifical. (587 de id.) 

Art. 825. Trascurrido el término de prueba, el Juez ó Tribunal se- 
ñalará inmediatamente dia para l;j, vista en la que podrán informar lo 
que conviniere á su derecho los defensores de las partes y estas si lo 
pidieren. (588 de id.) 

Art. 826. En los tres dias siguientes al de la vista el Juez ó Tribu- 
nal dictará sentencia resolviendo sobre las cuestiones propuestas. (389 
ref. de id.) 

Art. 827. Si una de ellas fuere la declinatoria de jurisdicción, el 
Juez ó T/ibunal las resolverá ánles que las demás. 
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Cuando la estimare procedente mandará remitir I 09 autos al Tribu- 
nal ó Juez que considere competente y se abstendrá de resolver sobre 
las demás. (590 ref. de id.) 

Art. 828. Cuando se declare haber lugar á cualquiera de las otras 
cuestiones comprendidas en el art. 817, se sobreseerá libremente, man- 
dando que se ponga^n libertad al procesado ó procesados que no estén 
presos por otra causa. (591 de id.) 

Art. 829. Si el Juez ó Tribunal no estimare suficientemente justi- 
ficada la declinatoria, declarará no haber lugar á ella, confirmando sn 
competencia para conocer del delito. 

Si no estimare justificada cualquiera otra, declarará simplemente 
no haber lugar á su admisión por no haber sido suficientemente justi- 
ficada. mandando en consecuencia continuar la causa según su estado. 
(592 de id.) 

Art. 830. La sentencia resolviendo el artículo, será apelable para 
ante la Audiencia y en todo caso se consultará con la misma. Conlra la 
resolución de la Audiencia no procederá más recurso que el de casa- 
ción, si la cuestión desestimada hubiere sido la de declinatoria de ju- 
risdicción. (593 ref. de id.) 

Art. 831. Las partes podrán reproducir en el plenario como medios 
de defensa las cuestiones prévias que se hubieren desestimado, excepto 
la expresada de declinatoria. (594 ref. de id.) 

REFERENCIA. 

De la materia de este capítulo se ha tratado en las páginas 489 
á 498 del tomo II de nuestra obra, habiéndose dividido en dos ca- 
pítulos, que tratan respectivamente de los artículos de prévio pro- 
nunciamiento ante los Juzgados de primera instancia y de los que 
se promueven ante las Audiencias y el Tribunal Supremo. El for- 
mulario de todos ellos existe en las páginas 497 á 504. 

OBSERVACION. 

La Compilación establece: que la sentencia resolviendo el ar- 
tículo será apelable para ante la Audiencia, y que, en todo caso, 
se consultará con la misma. (Arí. 830.) 

Nosotros hemos hecho una distinción respecto de la consulta de 
la sentencia, y hemos dicho que sólo procede en ciertos casos, esto 
es, cuando la sentencia pone término al juicio en primera instancia, 
como sucede cuando se estima la declinatoria mandando remitir la 
causa al Juez que se reputa competente, ó cuando se estima cual* 
quiera de las otras excepciones sobreseyendo en su virtud. En cual- 
quier otro caso, esto es, cuando se desestima por el Juez la excep- 
ción propuesta, mandando seguir adelante el juicio, no hay consulta 



— 457 — 


sino apelación. Creemos que estamos en lo firme y que no estaría 
de más la reforma del art. 830 de la Compilación. 


TITULO IV.— Del Plenario. 

CAPITULO I. — De la elevación de la causa á plenario. 

Art. 832. Devuelto el escrito de calificación, si el Juez creyere 
procedente elevar la causa á plenario, dictará auto mandándolo asi; y 
comunicándolo á los procesados y personas que cualquiera de los acu- 
sadores hubiere designado como responsables subsidiariamente, por un 
término igual al que se hubiere concedido á cada uno de aquellos. 

Este término podrá ser ampliado por otro igual á la mitad del con- 
cedido si se pidiere ántes de concluir éste y se alegare justa causa, que 
calificará el Juez. 

Trascurrido dicho término, ninguna otra próroga podrá conceder- 
se. (3 o Ley 18 Junio de 1870.) 

Art. 833. El auto en que se mande elevar la causa á plenario no 
es apelable. (4 o de id.) 

CAPITULO II. — De la calificación del delito y de la prueba. 

Art. 834. Al devolver la causa, los procesados y los responsables 
civilmente presentarán un escrito firmado por su Abogado y Procura- 
dor en que manifiesten : 

I o Que se han enterado de la calificación hecha por el Ministerio 
fiscal, y acusador privado si lo hubiere. 

2 o Si se conforman con las declaraciones de los testigos del suma- 
rio, á efecto de omitir su ratificación , y renuncian la prueba; ó si, 
por el contrario, piden la ratificación de todos ó algunos de dichos tes- 
tigos y el recibimiento de la causa á prueba. 

En este caso propondrán por medio de otrosíes la prueba que inten- 
ten practicar. (5 o de la ley de 18 de Junio de 1870.) 

Art. 835. Cuando alguna de las partes lo solicite, el Juez recibirá 
la causa á prueba y mandará practicar las que se hubieren propuesto, 
si las creyere útiles, ó desestimará las que á su juicio no lo sean. (6 o 
de id.) 

Art. 836. De la providencia en que se desestime toda ó parte de 
la prueba propuesta ó se niegue la ampliación del término probatorio 
concedido, podrá pedirse reposición dentro del término de segun- 
do dia. 

Si el Juez declarare no haber lugar á ella, se admitirá la protesta 
que hiciere el interesado para los efectos del art. 855 de esta Compi- 
lación. (7 o ref. de id.) 

Art. 837. Durante el término probatorio podrá cualquiera de las 
partes pedir nueva prueba ó ampliación de la que hubiere propuesto, 
siempre que los hechos que intente justificar hayan ocurrido ó llega- 
do á su noticia después de haber presentado el escrito proponiendo su 
prueba. (8 o de id.) 
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Art. 838. El término de prueba será común, no excediendo de diez 
dias, que podrán prorogarse á petición de cualquiera de las partes, si 
para ello expusiese algún justo motivo, hasta veinte dias cuando unas 
y otras pruebas hubieran de hacerse dentro del partido; hasta cuaren- 
ta, si se hubieren de ejecutar fuera del partido, pero dentro de la pro- 
vincia; y hasta sesenta si hubiere que practicarlas en provincia distin- 
ta dentro de la Península. Si fuere necesario hacer prueba eu alguna 
de las Islas adyacentes, ó de las provincias de Ultramar, el Juez lijará 
para ello el término que estimare preciso, según las distancias, con tal 
que en ningún caso pase de seis meses. [Regla I a del art. 51 del Iieg. 
Prov. para la adm. de justicia . ) 

CAPITULO III. — De la ratificación de las declaraciones de los 

TESTIGOS DEL SUMARIO , INFORMACION DE ABONO, COTEJO Ó COMPULSA DE 

DOCUMENTOS Y DE LAS TACHAS. 

Art. S39, La ratificación de los testigos con cuyas declaraciones no 
se conforme alguna de las partes, y las demás pruebas que por éstas 
se articulen, se ejecutarán dentro del término probatorio, con citación 
de todos los interesados y del Ministerio fiscal. ( Regla 8 a del art. 51 
del l'.eg. Prov.) 

Art. 840. Los interesados y el Ministerio público pueden asistir 
por si mismos, ó por medio de persona que los represente debidamen- 
te, al cotejo ó cotejos de documentos, y al examen y ratificación de los 
tesTgos, haciéndoles las preguntas que el Juez estime pertinentes, y 
los repreguntados deben contestar á ellas. ( Regla citada.) 

Art. 841. En el caso de que alguno de los testigos examinados 
en el sumario haya muerto ó esté ausente, en términos que sea difícil 
su ratificación, y el procesado no se hubiese conformado con su decla- 
ración , deberá practicarse de oficio la información de alono , que consis- 
te en la justificación de dos ó mas personas de probidad, las cuales ue- 
pondHn sobre el concepto que les merecía el test ; go muerto ó ausen- 
te , v si lo creen veraz y digno de crédito. ( R . O. de 8 de Marzo 
de 1840.) 

Art. 842. En el juicio criminal es admisible la prueba de tachas 
respecto de los testigos presentados en el plenario por la parte adver- 
sa, siempre que se propongan dentro de los tres dias siguientes al en 
que hubiere declarado el testigo; y en el caso de haber concluido el 
término probatorio, se ampliará éste; no pudiendo en ningún caso 
exceder de la mitad del señalado para la prueba principal. 

La. prueba de tachas se hará con citación, y el término es común á 
las partes. ( Regla 9 a del art. 51 del l\eg. Prov.) 

Art. 843. Las partes podrán recusar á los peritos por cualquiera 
de las causas mencionadas en el art. 624. 

La recusación habrá de hacerse en los tres dias siguientes á la 
entrega al recusante del escrito en que se designe el nombre del re- 
cusado. 

Interpuesta la recusación, se dará traslado del escrito, por ignal 
término á la parte que intentare valerse del perito recusado. 

Trascurido el término y devueltos ó recogidos los autos, se recibi- 
rán á prueba por seis dias, durante los cuales cada una de las parte» 
practicará la que le convenga. 
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. Trascurrido este término, se señalará dia para la vista á la qne po- 

drán asistir las partes y sus defensores, y á los tres dias de celebrada, 
el Juez ó Tribunal resolverá el incidente. 

Contra este auto no se dará recurso alguno. (515 ref. de la ley de 
Enj. crin.) 

Art. 844. El perito que no fuere recusado en el término fijado en 
el artículo anterior, no podrá serlo después, á no ser eri el caso de in- 
currir en alguna de las causas de recusación. (576 de id.) 

Art. 845. El Juez ó Tribunal adoptará, á instancia de parte las dis- 
posiciones necesarias para que pueda practicarse oportunamente la 
f prueba propuesta, mandando que desde luego se proceda á ejecutar 

los reconocimientos é inspecciones oculares solicitadas por las partes 
y admitidas por el Juez ó Tribunal. (577 ref . de id.) 

REFERENCIA. 

La materia que comprenden los tres capítulos precedentes ha 
• • sido tratada en las páginas 325 á 529 del tomo II de nuestra obra, 

donde hemos expuesto con la debida separación la doctrina relati- 
va á la elevación de la causa á plenario, ratificación de las decla- 
raciones de los testigos del sumario y pruebas. 

OBSERVACION. 

La Compilación ha omitido en su art. 834 una disposición, á 
nuestro juicio importante, á saber: la de que los procesados y los 
responsables civilmente presenten con su escrito de calificación lis- 
tas de los testigos de que intenten valerse para su prueba, en su 
caso, como lo ha dispuesto en el art. 801 al tratar del Ministerio 
fiscal y del acusador privado, y como lo ordena la ley de 18 de Ju- 
nio de 1870 en su art. 5 o . Ha dado motivo á esta supresión la cir- 
cunstancia de que este art. 5 o no expresa dicha formalidad de las 
listas; pero debe tenerse presente que hace una referencia al art. 2*, 
en el cual se manda presentarlas. Por esta razón, hemos hecho 
1 nosotros la oportuna expresión en el lugar correspondiente de 

nuestra obra. 


La Compilación dispone: que el término de prueba será común, 
no excediendo de diez dias, que podrán prologarse á petición de 
cualquiera de las partes, si para ello expusiere algún justo motivo, 
hasta veinte dias, cuando una y otras pruebas hubieran de hacerse 
dentro del partido; hasta cuarenta, si se hubieren de ejecutar fue- 
ra del partido, pero dentro de la provincia; y hasta sesenta, si hu- 
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biere que practicarlas en provincia distinta dentro de la Península. 
Y que si fuere necesario hacer prueba en alguna de las islas adya- 
centes, ó de las provincias de Ultramar, el Juez fijará para ello el 
término que estimare preciso, según las distancias, con tal que en 
ningún caso pase de seis meses. (Art. 8¿>8.) 

En este punto existe divergencia entre nuestra obra y la Com- 
pilación. El artículo citado se ha tomado de la regla 7* del art. 51 
del Reglamento provisional de 26 de Setiembre de 1835, y nosotros 
hemos creído que esta disposición está derogada por el decreto de 
11 de Setiembre de 1820, restablecido en 30 de Agosto de 1836, 
época posterior á la del Reglameuto. Así lo entendió también un 
escritor respetable de muy grata memoria (1). Según el decreto 
(artículo 12), los términos de prueba son de ochenta dias, ciento 
veinte dias y el ultramarino. 

La Compilación declara: que los interesados y el Ministerio pú- 
blico pueden asistir por sí mismos ó por medio de persona que los 
represente debidamente, al cotejo ó cotejos de documentos y al exá- 
men y ratificación de los testigos, haciéndoles las preguntas que el 
Juez estime pertinentes, y los repreguntados deben contestar á 
ellas. (Art. 840.) 

Esta disposición es de la regla 8 a del art. 51 del Reglamento 
provisional de 1835. Pero se ha reformado su redacción, y al refor- 
marla, se ha dado origen á una duda. El Reglamento habla de los 
interesados , y la Compilación nombra además al Ministerio público , 
porque es parte en el juicio. ¿Querrá decirse que el Ministerio pú- 
blico puede delegar su asistencia en alguna persona que le repre- 
sente? Si se quiere decir esto, viene contra ello el principio de que 
el Ministerio fiscal sólo está representado en el juicio por sus fun- 
cionarios. Creemos que la duda debe resolverse en sentido contra- 
rio. El Ministerio público puede asistir al acto de que se trata, pero 
por sí mismo. 

La Compilación declara también: que en el juicio criminal es 
admisible la prueba de tachas respecto de los testigos presentados 
en el plenario por la parte adversa, siempre que se propongan den- 

i\) Ortiz deZúñiga eu su obra titulada Biblioteca judicial, tomo ir, 
pags. 24 y 77. 
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tro de los tres dias siguientes al en que hubiere declarado el testi - 
go; y ordena, que en el caso de haber concluido el término proba- 
torio, se ampliará éste, no pudiendo en ningún caso exceder de la 
mitad del señalado para la prueba principal. (Art. 842.) 

Esta disposición ha sido tomada.de la regla 9* del art. 51 del 
citado Reglamento provisional. Nosotros hemos prescindido de ella 
porque no está en vigor. En nuestro concepto, y según las leyes 
vigentes, no es admisible la prueba de tachas en el juicio criminal, 
en la forma que quedó establecida por el Reglamento. 

La institución del llamado juicio de tachas respondía á un prin- 
cipio de justicia, que consistía en otorgar á los interesados en la 
causa un medio de defensa contra la prueba de testigos producida 
por la parte adversa, porque podia acontecer, y acontecía, que se 
amañara una prueba testifical compuesta de personas fideindignas, 
* ora por sus circunstancias personales ó ya por sus relaciones con la 
parte quejas presentaba, y por su consiguiente, falta de imparcia- 
lidad. A este fin, se concedió la facultad de rechazar semejante 
prueba tachando á los testigos y probando la causa de la tacha, lo 
cual debia hacerse durante cierto término, dentro del concedido 
para las pruebas principales, ó fuera de él, si era necesario por ha- 
berse presentado los testigos en los últimos dias. Esto era muy ra- 
zonable, porque tendía á evitar una sorpresa del contrario. 

Pero ese juicio de tachas, tan conveniente entonces, es ya in- 
necesario en nuestros dias, porque se ha ocurrido á aquella nece- 
sidad por un medio más sencillo. Se ha establecido, que ántes de 
recibir la causa á prueba, presenten las partes listas de los testigos 
que hayan de ser examinados, con expresión de su nombre, apelli- 
do, apodo, si lo tuvieren, y domicilio (art. 2 o de la ley provisional 
de 18 de Junio de 1870). De este modo, se dan á conocer las per- 
sonas de los testigos y se puede preparar la prueba que se consi- 
dere conducente á acreditar la ineficacia de sus declaraciones. Por 
esta razón, esa misma ley provisional, hoy vigente, proscribe im- 
plícitamente el juicio de lachas, tal como era en la época anterior. 
T por esta misma razón, lo hemos omitido nosotros en nuestra 
obra. 

Contra esto puede hacerse una objeción, que no debemos ocul- 
tar. Se dirá, que el medio adoptado es insuficiente, porque si 
se tratt de rechazar la prueba testifical del procesado por el acu- 
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sador, no es posible hacerlo, puesto que éste ha de proponer su 
prueba antes que aquél, y ya no puede volver sobre ella para adi- 
cionarla respecto de la tacha. Esta objeción, sin embargo, carece de 
fundamento, porque en el caso supuesto tiene el acusador el medio 
de pedir nueva prueba ó ampliación de la que haya propuesto, 
toda vez que el hecho de presentarse los testigos tachables ha lle- 
gado á su noticia después (art. 8 o de dicha ley). 

Y por si esta solución no pareciere satisfactoria, la robustecere- 
mos con otra observación. La ley de Enjuiciamiento criminal, que 
la Compilación declara vigente en materia de pruebas, dice en su 
art. 639: «No podrán practicarse más diligencias de prueba que 
las propuestas por las partes, ni ser examinados otros testigos que 
los comprendidos en las listas presentadas.» Esto establece como 
regla general; y después, en el art. 640 dice : «Se exceptúan de 

lo dispuesto en el artículo anterior 3 o . Las diligencias de prue- . 

ba de cualquiera clase que en el acto ofrecieren las partes para 
acreditar cualquiera circunstancia que pueda influir en el valor 
probatorio de ¡a declaración de un testigo .» Hé aquí la prueba de 
tachas sin necesidad de acudir para obtenerla al Reglamento pro- 
visional. 


La Compilación da por supuesto que los testigos de prueba pue- 
den tener la cualidad de peritos; y suponiendo también que se han. 
de designar en los escritos de los interesados, dice : que las partes 
podrán recusar á los peritos, y que la recusación habrá de hacerse 
en los tres dias siguientes á la entrega al recusante del escrito en 
que se designe el nombre del recusado. (Art. 843.) 

Esta disposición está tomada del art. 373 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal en que se dice, que las partes podrán recusar á los 
peritos expresados en las listas, y que la recusación habrá Je ha- 
cerse en los tres dias siguientes á la entrega al recusante de la lista 
en que se contenga el nombre del recusado. Se ve, pues, que en este 
punto se ha introducido una reforma disponiendo que los peritos- 
sean designados por las partes en sus escritos, y que estos escritos 
se entreguen respectivamente á los interesados. Nosotros opinamos, 
sin embargo, que aunque los peritos se designen en los escritos, de- 
ben consignarse sus nombres en una lista como los demás testigos ^ . 
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y que esta lista debe ser entregada á la otra parte para los efectos 
de la recusación. Téngase todo esto como una adición á lo dicho 
sobre la prueba en nuestro libro. 


La Compilación ordena: que el Juez ó Tribunal adoptará, á 
instancia de parte, las disposiciones necesarias para que pueda prac- 
ticarse oportunamente la prueba propuesta, mandando que desde 
luégo se proceda á ejecutar los reconocimientos é inspecciones ocu- 
lares solicitadas por las partes y admitidas por el Juez ó Tribunal. 
(Art. 845.) 

Esta disposición es la del art. 577 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, que tenia un objeto conocido, al paso que hoy no tiene 
objeto alguno, en nuestro concepto, y tanto ménos cuánto que existe 
en la Compilación el art. 855, tomado del art. 6° de la ley de 18 
de Junio de 1870, en el cual se ordena lo conveniente respecto de 
la ejecución de la prueba. 

Toda la importancia que tenia el precepto de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal, está expresado con la palabra oportunamente , 
que se ha trascrito en la Compilación. Se trataba de pruebas que 
debían ejecutarse durante el juicio oral ; y para que no se entor- 
peciera el acto, mandó la ley que el Tribunal adoptara las disposi- 
ciones necesarias para que pudiera practicarse oportunamente la 
prueba propuesta. Y por eso mandó también que se procediera 
desde luego á ejecutar los reconocimientos é inspecciones oculares, 
siempre que de aguardarse á la práctica de las demás pruebas, re- 
sultare la necesidad de suspender el juicio. Mas hoy no existe esa 
razón, y basta que se practiquen las pruebas dentro del término 
concedido, por lo cual dispone la ley de d 870, reproducida por la 
Compilación, que el Juez mande practicar las que se hubieren pro- 
puesto, si las creyere útiles, ó desestime las que á su juicio no lo 
sean (artículos 6 o de la ley de 18 de Junio de 1870 y 835 de la 
Compilación). Nada, pues, se perderia si desapareciera el art. 845. 

CAPITULO IV. — De la acusación y la defensa. 

Art. 846, Tanto en el caso de que se haya renunciado la prueba, 
como en el de haber trascurrido el término probatorio, el Juez dictará 
providencia mandando entregar el proceso al acusador privado si lo hu- 
biere y al Ministerio fiscal, para que formalicen la acusación dentro 
dtl término que señalará según el volúmen y complicación de la causa, 
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paro que no podrá exceder de ocho dias, que podrán prorogarse por 
cinco más, pidiéndolo ántes de espirar el concedido, y mediando justa 

causa. . , . 

Trascurrido este segundo término, no se concederá ningún otro, 

cualquiera que sea la causa que se alegue. (9 de la Ley de 18 de Junio 

de 1870.) 

Art. 847. De las acusaciones se conferirá traslado á los procesados 
y personas responsables civilmente, para que presenten sus defensas 
dentro del término señalado en el artículo anterior. (10 de la ley 
ántes citada.) 


REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 329 
á 531 del tomo II de nuestra obra, con la separación conveniente de 
la acusación y de la defensa. 

CAPITULO Y.— De las vistas y sentencias. 

Art 848. Devuelto el proceso por la última de las personas expre- 
sadas en el articulo anterior, el Juez dietará auto declarando conclusa 
la causa, y mandando traerla á la vista con citación de las partes, se- 
ñalando para ello el dia más próximo que sea posible. (11 de la ley de 
1 8 de Jumo de 1 870 .) 

Art. 849. No obstante lo dispuesto en el articulo anterior , si el 
Juez lo creyere oportuno podrá ordenar que para mejor proveer se 
practiquen las diligencias ó pruebas que estime oportunas bajo su res- 
ponsabilidad. {Id. id.) 

Art. 850. El acto de la vista será público, pudiendo asistirlas par- 
tes, sus defensores y el Ministerio fiscal. Hablarán en ella primeramen- 
te el Ministerio fiscal, después el acusador privado si le hubiere, y el 
defensor ó defensores de los reos. (611 ley de Enj. crim. ref.) 

Art. 851. Los Tribunales y Jueces aplicarán las penas señaladas 
en el Código cuando resulte probada la delincuencia por cualquiera de 
los medios siguientes: 

I o Inspección ocular. 

2 o Confesión de los acusados. 

3 o Testigos fidedignos. 

4 o Juicio pericial. 

o° Documentos fehacientes. 

6 o Indicios graves y concluyentes. 

Para que pueda fundarse la condenación solamente en indicios, es 
necesario : 

1 0 Que baya más de uno. 

2’ Que resulte probado el hecho de que se deriva el indicio. 

3 o Que el convencimiento que produzca la combinación de los in- 
dicios sea tal, que no deje lugar á duda racional de la criminalidad del 
acusado, según el órden natural y ordinario de las cosas. (12 de la ley 
de 18 de Junio de 1870 .) 

Art. 852. Las sentencias se redactarán consignando en párrafos 
separados y numerados, que deberán empezar con la palabra Resultan- 



da, los hechos que consten del proceso y sus circunstancias, y decla- 
rando los que resulten probados. 

En párrafos también numerados, que principiarán con la palabra 
Considerando , se consignarán los fundamentos de la apreciación legal 
de los hechos que se consideren probados. 

En seguida se citarán las disposiciones legales que sean aplicables; 

Si la sentencia fuere condenatoria, se declarará: 

I o Cuál es el delito que constituyen los hechos que se hayan decla- 
rado probados, y la calificación legal de sus circunstancias. 

2 o La calificación legal de la participación que en ellos haya tenido 
cada uno de los procesados. 

3° La pena en que haya incurrido cada uno de ellos. 

4 o La responsabilidad civil en que hayan incurrido los sujetos á 
ella que hayan sido oidos en la causa. 

Cuando la sentencia sea absolutoria, comprenderá además de los 
resultandos y considerandos y la cita de las leyes , la declaración ter- 
minante de fundarse la absolución en falta de prueba de los hechos, ó 
en que estos no constituyan delito, ó en que no esté justificada la par- 
ticipación en ellos de los procesados, ó en estar los mismos exentos de 
responsabilidad. 

En la sentencia se hará constar si habrá de computarse ó no la mi- 
tad del tiempo de la prisión sufrida, con arreglo al Real Decreto de 
9 de Octubre de d 853. 

En las sentencias se resolverán todas las cuestiones que hubiesen 
sido objeto del juicio, condenando ó absolviendo á los procesados, no 
sólo por el delito principal y sus conexos, sino también por las faltas 
incidentales de que se hubiese conocido en la causa. 

Se reputan faltas incidentales las que los procesados hubieran co- 
metido ántes, al tiempo ó después del delito, como medio de perpe- 
trarlo ó de encubrirlo. 

Se reputan también faltas incidentales las cometidas por los pro- 
cesados durante la ejecución del delito, si tuvieren relación con éste 
por cualquier concepto. 

En todos los casos mandará elevar la causa en consulta á la Audien- 
cia, y citar y emplazar á las partes para que acudan á usar de su de- 
recho dentro del término que se les señale. [Art. 13 de la ley citada.) 

Art. 853. La absolución?; se entenderá libre en todos los casos. 
(89 de la ley de Enj. crim.) 

REFERENCIA. 

Del asunto de este capítulo se ha tratado en las páginas 551 
á 556 del tomo II de nuestra obra, habiéndose expuesto con sepa- 
ración lo relativo á la vista y á la sentencia. 

En las páginas 541 á 446 se ha puesto un extenso formulario 
del juicio sobre delitos en primera instancia, que comprende las 
actuaciones siguientes : 

Causa criminal sobre homicidio. — Sumario, pá- 
gina 541. 
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Pieza separada sobre prisión provisional, pá- 
gina 557. 

Pieza separada sobre embargo de bienes, pá- 
gina 565. 

Cansa criminal sobre homicidio. — Plenario, pá- 
gina 569. 

Ratificación «le declaraciones, pág. 376. 

Prueba testifical, pág. 377. 

o 

Causa criminal sobre robo. — Sumario, pág. 382. 

Pieza separada sobre prisión provisional, pá- 
gina 401. 

Pieza separada sobre embargo de bienes, pá- 
gina 402. 


Causa criminal sobre incendio. — Sumario , pá- 
gina 409. 

Pieza separada sobre libertad, pág. 414. 

Pieza separada sobre responsabilidad civil 
de un tercero, pág. 414. 

Causa criminal sobre injuria. — Sumario, pági- 
na 425. 

Causa criminal sobre calumnia. — Sumario , pá- 
gina 454. 

Causa criminal sobre «lelito cometido por me- 
dio «le la imprenta. — Sumario, pág. 456. 

Causa criminal sobre «lelito comethlo por un 
Diputa«lo á Cortes. — Sumario, pág. 440. 

OBSERVACION. 

La Compilación dispone: que devuelto el proceso por las partes 
con la acusación y la defensa, el Juez dictará auto declarando con- 
clusa la causa y mandando traerla á la vista con citación; pero que, 
eslo no obstante, si lo creyere oportuno, podrá ordenar que para 
mejor proveer, se practiquen las diligencias ó pruebas que estime 
oportunas bajo su responsabilidad. ( Artículos 848 y 849 ) 



Nada hemos dicho nosotros acerca de la facultad concedida al 
Juez en estas últimas palabras de la Compilación; y aunque en la 
tabla de correspondencia se dice que esa disposición se ha tomado 
del art. 11 de la ley de 18 de Junio de 1870, se ve que en esta 
cita se ha padecido una equivocación, puesto que el articulo aludi- 
do no habla de la providencia para mejor proveer. Sin duda se 
habrá tomado de la regla 12 del art. 51 del Reglamento provi- 
sional. 

La disposición no ofrece repugnancia porque conduce á la per- 
fecta instrucción del proceso; pero no se determina si la providen- 
cia para mejor proveer y la práctica de las diligencias han de 
tener lugar antes ó después de la vista pública; formalidad que el 
Reglamento no estableció. 


La Compilación prescribe la forma de redactar la sentencia en 
primera instancia. (Art. 852.) 

Esto se ha tomado del art. 13 de la ley de 18 de Junio de 1870 
y de los arts. 653 y 654 de la de Enjuiciamiento criminal ; y al 
ocuparnos nosotros de esto mismo, hemos consultado el art. 13 de 
la ley citada de 1870 y el art. 87 de la de Enjuiciamieuto. De aquí 
nacen algunas diferencias, que consisten en haber omitido la Com- 
pilación ciertos requisitos que pueden verse en las páginas 105 
y 106 del tomo II de nuestra obra. Otras diferencias existen tam- 
bién, de las cuales debemos ocuparnos daudo su explicación. Son 
las siguientes: 

I a La Compilación prescribe que en la sentencia se hará cons- 
tar si habrá de computarse ó no la mitad del tiempo de la prisión 
sufrida con arreglo al Real decreto de 9 de Octubre de 1853. 

Sin afirmar ni negar nosotros que el decreto citado está en vi- 
gor, expusimos en la página 334 y siguiente del tomo II, que el 
Tribunal Supremo tiene declarado qjpe se halla derogado por el ar- 
tículo 626 del Código penal y por la disposición final de la ley de 
Enjuiciamiento criminal. 

2 a La Compilación dispone que en la sentencia debe condenar- 
se ó absolverse á los procesados, no sólo por el delito principal y 
sus conexos, sino también por las faltas incidentales de que se haya 
conocido en la causa. 
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Nosotros no hemos consignado este punto al tratar de la sen- 
tencia; pero esta doctrina está conforme con lo que expusimos al 
tratar de los delitos conexos en la pág. 260 y siguientes del tomo I, 
para que no se divida la continencia de la causa. 


CAPITULO VL— De la segunda instancia en las causas criminales. 

Art. 854. Recibida la causa en la Audiencia, se mandará pasar al 
Relator para formar el apuntamiento. 

Devuelta por el Relator, se mandará entregar la causa al acusador 
privado cuando lo hubiere, y al Ministerio fiscal, aunque haya apelado 
alguna de las partes, para que reproduzcan ó modifiquen su acusación. 

De estos escritos se conferirá traslado á los demás interesados para 
que formalicen su defensa. 

La Sala señalará el término en que hayan de evacuarse lás alega- 
ciones expresadas, atendida la complicación y volúmen del proceso, 
pero sin que en ningún caso pueda exceder de quince dias para cada 
una de las partes. 

Presentado el último escrito, se señalará inmediatamente dia para 
la vista. (14 id. de la ley de 18 de Junio de 1870.) 

Art 855. Cuando vista la causa entendiese el Tribunal superior 
que debió haberse accedido á la prueba propuesta ó ampliado el tér- 
mino, y se hubiere hecho ante el Juez de primera instancia la protesta 
indicada en el art. 836, dejará sin efecto la sentencia consultada y 
mandará devolver la causa al Juzgado para que, reponiéndola al estada 
que corresponda, practique la prueba ó amplíe el término probatorio 
y dicte nueva sentencia, (lo de id ) 

Art. 856. La sentencia se redactará según queda dispuesto en el 
artículo 853, y se pronunciará dentro de los cinco dias siguientes al 
de la conclusión de la vista. (16 ref. de id.) 

Art. 857. Contra las sentencias definitivas que pronuncien las 
Audiencias en la segunda instancia no se da otro recurso que el de 
casación. 

Queda suprimida la tercera instancia. (17 de id.) 

Art. 858. En todas las causas tendrá lugar el recurso de casación 
contra la ejecutoria que recaiga, para lo cual los Tribunales superiores 
redactarán las sentencias con arreglo á lo que queda dispuesto. (18 
ref. de id.) 

REFERENCIA. 

# 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las páginas 447 
á 456 del tomo II de nuestra obra, habiéndose dedicado á ella un 
título dividido en dos capítulos. En el primero se ha tratado de la 
segunda instancia en virtud de sentencia, exponiéndose con sepa- 
ración sobre la acusación, la defensa, la vista y la sentencia; y en 
el segundo, de la segunda instancia en virtud de sobreseimiento y 
de otros autos incidentales. 
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En las páginas 457 á 462 se ha puesto un formulario del juicio 
sobre delitos en segunda instancia en virtud de sentencia y en vir- 
tud de auto de sobreseimiento. 

OBSERVACION. 

La Compilación dice: que la sentencia de la segunda instancia 
se redactará según queda dispuesto en el art. 855. (Art. 856.) 

En este punto se ha cometido, sin duda, un error de imprenta, 
porque el artículo referido sólo habla de la sentencia absolutoria 
para establecer que la absolución se entenderá libre en todos los 
casos. Debemos suponer que la referencia se ha hecho al art. 852. 

Pero nosotros hemos dicho en la pág. 106 del tomo II, que en 
las sentencias que se pronuncian en segunda instancia pueden va- 
riarse las fórmulas establecidas, aceptando los resultandos y con- 
siderandos de las de los Juzgados, y limitándose por consiguiente á 
- confirmarlas. Y nos hemos fundado al decir esto en el art. 812 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, queda por supuesta la facultad 
de aceptar los fundamentos de la sentencia de primera instancia 
sin reproducirlos textualmente. Así se observa en la práctica y se 
observaba también ántes de existir la nueva ley. 

Merece notarse que la Compilación no establece la tramitación 
de las causas que se siguen en única instancia ante las Audiencias 
y ante el Tribunal Supremo. Nosotros hemos expuesto en las pá- 
ginas 465 á 475 del tomo II de nuestra obra las disposiciones vi- 
gentes sobre esta materia, tratando de unas y otras causas con se- 
paración, y poniendo á continuación su formulario en las páginas 
474 á 488. 

CAPITULO Y!!. — De las causas contra reos ausentes. 

Art. 859. Las causas contra reos ausentes se sustanciarán hasta la 
conclusión del sumario. 

Terminado éste se archivarán hasta que sean habidos ó se presenta- 
ren á disposición del Juzgado. 

Las causas en que haya además otros procesados presentes, conti- 
nuarán sustanciándose respecto á éstos solamente. (19 de la ley de 18 
de Junio de 1870.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo, que está reducido á un solo ar- 
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líenlo, lia sido tratada en la pág. 165 del tomo II de nuestra obra, 
como parte del capítulo VIII del título I. 

OBSERVACION. 

La Compilación establece: que las causas contra reos ausentes 
se sustanciarán hasta la resolución del sumario; que terminado éste, 
se ai chivarán basta que sean habidos ó se presentaren á disposición 
del Juzgado, y que las causas en que haya además otros procesa- 
dos presentes, continuarán sustanciándose respecto á éstos sola- 
mente. (Art. 859.) 

Esta disposición está tomada del art. 19 de la ley provisional de 
18 de Junio de 1870; pero bien pudiera suprimirse atendiendo á 
que la Compilación ya dispuso lo mismo en sus artículos 378 y 379 
tomados del 134 y 136 de la ley de Enjuiciamiento criminal. 


TITULO V. — De los recursos de casación y de revisión. 

CAPITULO PRIMERO. — De los recursos de casación. 

Sección primera. — De los casos en que procede el recurso de 

casación. 

Art. 860. Procederá el recurso de casación por infracción de ley 
ó por quebrantamiento de forma en todos los juicios criminales. (796 
ref. de la ley de Enj. crim.) 

Art. 861. Habrá lugar al recurso de casación por infracción de ley 
cuando ésta se hubiese infringido en las resoluciones siguientes de los 
Tribunales: 

•I o En las sentencias definitivas. 

2 o En las sentencias de competencia. 

3 o En las que se hubiesen admitido las excepciones mencionadas en 
los números 2 o , 3 o y 4 o del art. 817. 

i u En los autos de sobreseimiento. 

o° En los de no admisión de querella. 

6' J En los que se desestimare el recurso de queja propuesto contra 
el auto en que se deniegue la apelación interpuesta contra el de no ad- 
misión de querella. 

7 o En los autos sobre habilitación de pobreza. 

Para que pueda admitirse el recurso de casación por infracción de 
ley contra los autos mencionados en los números anteriores, será ne- 
cesario que hayan sido dictados en última instancia según las disposi- 
ciones de la ley. (797 ref. de id.) 

Art. 862. Se entenderá que ha sido infringida una ley en la sen- 
tencia definitiva para el efecto de que pueda interponerse el recurso 
de casación: 

I o Cuando los hechos que en la sentencia declaren probados, sean 



calificados y penados como delitos ó faltas, no siéndolo por su propia 
naturaleza, ó por circunstancias posteriores que impidieren penarlos. 

2.° Cuando los hechos que en la sentencia se declaren prohados no 
se califiquen ó no se penen como delitos ó faltas, siéndolo por su na- 
turaleza, y sin que circunstancias posteriores impidan penarlos. 

3 U Cuando se cometa error de derecho al hacer la calificación del 
delito ó falla que realmente constituyan los hechos que se declaren 
probados en la sentencia. 

4 o Cuando se cometa error de derecho al calificar la participación 
de cada uno de los procesados en los hechos que se declaren probados 
en la sentencia. 

5 o Cuando se cometa error de derecho en la calificación de los he- 
chos que se declaren probados en la sentencia en concepto de circuns- 
tancias agravantes, atenuantes ó eximentes de responsabilidad crimi- 
nal, ó en Ja designación del grado de la pena correspondiente al cul- 
pable, según la calificación que se haga de las mismas circunstancias. 
(793 de id.) 

Art. 863. Se entenderá para el mismo efecto infringida la ley en 
el caso del número segundo del art. 861, cuando, dada la calicacion de 
los hechos que aparecieren en la sentencia, el Tribunal hubiese incur- 
rido en error legal al resolver sobre su competencia. (799 ref. de id.) 

Art. 864. Se entenderá para el efecto sobredicho que ha sido in- 
fringida la ley en las sentencias comprendidas en el número tercero 
del art. 861 , cuando, dados los hechos que se declaren probados se hu- 
biese incurrido en error de derecho al declararlos comprendidos en 
una sentencia firme anterior, ó al considerar prescrita la acción penal 
que naciere del delito ó falta, ó al comprender los hechos en una am- 
nistía ó un indulto. (800 id. id.) 

Art. 865. Se entenderá para el efecto expresado en los artículos 
anteriores que ha sido infringida la ley en cualquiera de los autos 
comprendidos en los números 4 o , 5 o y 6 U del art. 861 , cuando se hubie- 
ren fundado en no estimarse como delito ó falta los hechos de que en 
aquéllos se hiciere referencia, siéndolo por su naturaleza, y no habien- 
do circunstancias posteriores que impidan penarlos. (801 de id.) 

Art. 866. Se entenderá para ei mismo efecto á que se refiere el 
articulo anterior, infringida la ley en el auto mencionado en el núme- 
ro 7 o del art. 361, cuando dados los hechos que se declaren probados, 
se hubiese infringido lo dispuesto en el art. 262, sin fundarse para ello 
en la excepción expresada en el art. 26o. (802 de id.) 

Art. 867. El recurso de casación podrá interponerse por quebran- 
tamiento de forma contra las resoluciones expresamente designadas en 
la ley. (803 ref. de id.) 

Art. 868. Podrá también interponerse el recurso por la misma 
causa: 

I o Cuando en las sentencias no se exprese clara y terminantemente 
cuáles son los hechos que se consideren probados. 

2 o Cuando no se resuelva en ella sobre todos los puntos que hayan 
sido objeto de la acusación y de la defensa. 

3 o Cuando se pene en ella un delito más grave que el que haya sido 
objeto de la acusación. 

4 o Cuando la sentencia hubiese sido dictada por menor número de 
Magistrados que e! señalado en la ley. 



5 o Cu?ndo hubiere concurrido á dictar sentencia algún Juez ó Ma- 
gistrado cuya recusacicn, intentada en tiempo y forma y fundada en 
causa legal, se hubiere desestimado. (804 de id.) 

Art. 869. No será admisible el recurso de casación por quebranta- 
miento de forma en losjuicios sobre faltas. (805 de id.) 

Art. 870. No será admisible el recurso por quebrantamiento de 
forma, si la parte que intentare interponerlo no hubiese reclamado la 
subsanaron de la falta si fuere posible, y hecho la oportuna protesta 
con sujeción á lo dispuesto en la ley y casos en que proceda. (809 ref. 
de id.) 

Art. 871. Podrán interponer el recurso de casación; 

I o El Ministerio fiscal. 

2 o Los que hubiesen sido parte en el juicio. 

3 o Los que sin haberlo sido, resultaren condenados en la sentencia. 

í° Los herederos de los comprendidos en los dos números anteriores. 
(810 de id j 

Art. 872. Los actores puramente civiles no podrán interponer el 
recurso masque en cuanto pueda afectar á las restituciones, repara- 
ciones é indemnizaciones que hubiesen reclamado. (811 de id.) 

Sección segunda. — De la 'preparación del recurso de casación ior 

infracción de léy. 

Art. 873. El que se proponga interponer el recurso de casación 
por infracción de ley, pedirá ante el Juez ó Tribunal que haya dictado 
la resolución judicial definitiva un testimonio de la misma. (812 ref. 
de id. ) 

Art. 874. La petición expresada en el artículo anterior se presen- 
tará dentro del término fijado en el art. 331. (813 de id.) 

Art. 875. Los Jueces ó Tribunales, concederán dentro de tres dias 
el testimonio, á no ser que se pidiere fuera del término señalado en el 
artículo anterior. En este caso consignarán en la providencia de de- 
negación la fecha de la sentencia ó dei auto, la de su última notifica- 
ción á las partes y la de la presentación de la solicitud de testimonio. 

De la providencia denegatoria se dará copia certificada en el acto 
de la notificación al que hubiere pedido el testimonio. 

Cuando el que se proponga interponer el recurso hubiese sido de- 
fendido como pobre, se hará constar esta circunstancia en el testimo- 
nio. (81 4 de id.) 

Art. 876. Contra la providencia denegatoria del testimonio podrá 
el interesado recurrir en queja A la Sala segunda del Tribunal Supre- 
mo, dentro de los quince dias siguientes al en que se le hubiere entre- 
gado la copia expresada, si la causa se hubiese seguido en la Penín- 
sula é Islas Baleares , y de treinta si se hubiese sustanciado en Ca- 
narias. 

Dicha Sala, con vista de la referida copia y oyendo al Fiscal, revo- 
cará la providencia denegatoria, mandando al Tribunal que expida el 
testimonio de la resolución judicial cuando se hubiese pedido dentro 
del término expresado en el art. 331 , ó declarará en el caso contrario 
improcedente el recurso, condenando en costas al que lo haya de- 
ducido. 



Pasados los términos que en este artículo se señalan, se considerará 
consentida la providencia denegatoria y se rechazará de plano la queja. 

La interposición de este recurso suspenderá el cumplimiento de 
la resolución judicial hasta que se decida ó quede desierto. (815 de id. 
reformado.') 

Art. 877. Contra la resolución del Tribunal Supremo sobre el re- 
curso de queja no se dará ningún otro. (816 de id.) 

Art. 878. Cuando el recurrente defendido como pobre lo solicitare, 
el Tribunal sentenciador remitirá directamente á la Sala segunda del 
Supremo el testimonio necesario para la interposición del recurso , ó 
en su caso, la certificación del auto denegatorio del mismo. 

La Sala mandará nombrar Abogado y Procurador que puedan in- 
terponer el recurso que corresponda , si el recurrente no los hubiere 
designado. (817 de id.) 

Art. 879. El Tribunal sentenciador en el mismo dia en que entre- 
gue ó remita el testimonio de la sentencia ó del auto, enviará á la 
Sala segunda del Tribunal Supremo certificación de los votos reser- 
vados, si los hubiere, ó negativa en su caso, y dispondrá que se noti- 
fique á los que hayan sido parte en la causa además del recurrente, 
la entrega ó remesa del testimonio , emplazándolos para que puedan 
comparecer en la referida Sala á hacer valer su derecho dentro de los 
términos fijados en el art. 876. 

Los procesados que no hayan interpuesto el recurso podrán adhe - 
rirse á él, acudiendo directamente á la misma Sala del Tribunal Su- 
premo, si los motivos de casación alegados fueren aplicables á la par- 
te de la sentencia que á ellos se refiera. (81 8 de id.) 

Sección tercera. — De la interposición , sustanciacion y decisión de 
los recursos por infracción de ley. 

Art. 880. El recurso de casación por infracción de ley se interpon- 
drá en la Sala segunda del Tribunal Supremo dentro de los quince dias 
siguientes al de la entrega ó remesa del testimonio de la resolución, si 
ésta se hubiere dictado en la Península ó Islas Baleares, y de treinta si 
en Canarias. Trascurridos estos términos, sin interponerlo , se tendrá 
por firme y consentida dicha resolución. 

En los mismos términos deberán adherirse al recurso las partes que 
puedan hacerlo. (819 ref. de id.) 

Art. 881. Este recurso se interpondrá en escrito, firmado por Aho- 
gado y Procurador, en el cual se expresarán clara y concisamente sus 
fundamentos y se citarán el artículo de la ley que lo autorice , y las 
leyes que se supongan infringidas. 

Con este escrito se presentará el testimonio antedicho si hubiese 
sido entregado al recurrente. 

La adhesión al recurso se interpondrá en la forma expresada en el 
párrafo primero de este artículo. 

Cuando el recurrente pobre tuviere en su poder el testimonio, po- 
drá presentarlo con un escrito firmado por su Procurador, y en su de- 
fecto por él. mismo ó por otra persona á su ruego, en el cual manifieste 
su voluntad de interponer el recurso y pida el nombramiento de Abo- 
gado, que se encargue de su defensa y ehde Procurador que le repre- 
sente , si tampoco lo tuviere. Con la presentación de dicho escrito y 
testimonio se tendrá por interpuesto el recurso. (820 de id.) 
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Art. 882. Cuando el recurrente fuere el acusador privado, y el de- 
lito 6 falta sea de los que pueden perseguirse de oficio, presentará su 
Procurador con el escrito de interposición el documento que acredite 
haber depositado mil pesetas en el establecimiento público destinado 
al efecto, si el Ministerio fiscal no hubiere preparado ni deducido el 
mismo recurso contra la sentencia. 

Cuando el delito fuere de los que sólo pueden perseguirse á instan- 
cia de parte, el depósito será de quinientas pesetas. 

Cuando fuere el procesado el recurrente presentará á la Sala con el 
escrito de interposición el documento que acredite lnber depositado 
ciento veinticinco pesetas en el establecimiento público destinado al 
efecto. 

Si el recurrente estuviese habilitado para defenderse como pobre, 
quedará obligado á responder de la cantidad referida, si viniere á me- 
jor fortuna. (821 de id.) 

Art. 883. En el caso previsto en el último párrafo del árt. 881 
mandará la Sala nombrar dentro de tres dias Procurador y Abogado 
para que éste funde el recurso en el término que se fije. 

Si el Letrado designado no lo estimare procedente, deberá mani- 
festarlo así, dentro del término de tres dias, exponiendo las razones en 
que funde su opinión. 

La Sala dispondrá en este caso que en el mismo término se nombre 
otro Abogado; y si éste opinare del mismo modo, lo manifestará tam- 
bién, fundando su opinión en el plazo anteriormente fijado, y se nom- 
brará un tercero en el término establecido para la designación de los 
anteriores. 

Si éste fuere del mismo parecer, hará la manifestación en el plazo 
y forma prevenidos en el párrafo anterior. 

En este caso, se pasarán los antecedentes al Fiscal, á fin de que 
funde el recurso en beneficio del que lo hubiese interpuesto, si lo cre- 
yere procedente, ó de lo contrario los devuelva con !a nota de «Visto » 

Si el Fiscal hiciere lo primero, se sustanciará el recurso en la forma 
ordinaria; si lo segundo, se tendrá por desestimado. 

El Letrado que dejare trascurrir el término que se expresa en los 
párrafos anteriores sin manifestar su opinión contraria al recurso, se 
considerará que acepta la defensa y quedará obligado á fundarlo en el 
término que se le señalare. (822 de id.) 

Art. 884. Los recursos se numerarán correlativamente por el ór- 
den de su presentación, y del número que corresponda á cada uno se 
dará certificación á los que lo hubiesen interpuesto, si lo pidieren. 

Los recursos contra las sentencias en que se imponga la pena de 
muerte y las de competencia se numerarán separadamente. (823 de id.) 

Art. 885. Fundado el recurso y trascurrido el término del empla- 
zamiento, la Sala designará el Magistrado Ponente que estuviere en 
turno, y mandará dar traslado por cinco dias de los autos, inclusa la 
certificación de votos reservados, si los hubiese habido, á cada una de 
las partes personadas y al Fiscal si no fuere el recurrente. (824 de id.) 

Art. 886. Al dictar la providencia de que se habla en el artículo 
anterior, la Sala mandará también nombrar Abogado y Procurador 
para la defensa del procesado, condenado ó absuelto por la sentencia, 
cuando no fuere el recurrente ni hubiese comparecido. - 

Si el Abogado nombrado no aceptare la defensa, deberá manifes- 



tarlo á la Sala en escrito motivado, dentro del término de tercero dia. 

En este caso se procederá á la designación de segundo ó tercer Le- 
trado, en la forma establecida en el art. 883. (825 de id.) 

Art. 887. Dentro del término del traslado, el Fiscal y las partes se 
instruirán y podrán impugnar la admisión del recurso ó la adhesión al 
mismo. (820 de id.) 

Art. 888. Devuelto el expediente por el que últimamente lo hu- 
biese recibido, el Presidente de la Sala señalará dia para decidir acerca 
de la admisión del recurso y de la adhesión. (827 de id.) 

Art. 889. La vista de esta cuestión previa se celebrará en audien- 
cia pública, por el orden de numeración de los recursos, si al tiempo 
que llegare el turno á cada uno de ellos se hallase en estado de cele- 
brarse la vista. 

Los recursos que se interpongan contra sentencias en que se haya 
impuesto la pena de muerte, ó contra las de competencias y los demás 
que la Sala declare urgentes, serán despachados con preferencia. (8 28 
de id.) 

Art. 890. El acto de la vista, se celebrará leyendo el Secretario 
la sentencia'y los votos reservados, si los hubiere, el escrito interpo- 
niendo el recurso, el de adhesión, si lo hubiere también, y los de im- 
pugnación en su caso. 

En este acto no podrán informar el Fiscal ni los Abogados de las 
partes. (829 de id.) 

Art. 891. Concluida la audiencia del dia, la Sala deliberará sobre 
la admisión de los recursos de que se hubiese dado cuenta, oyendo al 
Ponente, quien deberá para este efecto, traer redactado el proyecto de 
sentencia. 

Si la Sala creyere necesario aplazar la decisión, podrá hacerlo ; pe- 
ro en ningún caso trascurrirán más de tres dias sin que se resuelva so- 
bre la admisión. (830 de id.) 

Art. 892. El fallo se formulará de uno de los modos siguientes: 

I o «Admitido.» 

2 o «No ha logará la admisión, y comuniqúese al, Tribunal senten- 
ciador para los efectos correspondientes.» 

La fórmula del número i° se empleará cuando proceda la admisión 
del recurso por ser la resolución sobre que verse de lasque enumeran 
los arts. 862 y 870, y estar todas o algunas de las infracciones alegadas 
comprendidas en cualquiera de las causas expresadas en los arts. 862 y 
siguientes hasta el 886 inclusive. 

La fórmula número 2 o se empleará cuando la resolución no sea de 
lasque enumera el art. 861, ó siéndolo, ninguna de las infracciones 
alegadas esté comprendida en las causas expresadas en los arts. 862 y 
siguientes hasta el 886 inclusive. (831 ref. de id.) 

Art. 893. La resolución en que se deniegue la admisión del recur- 
so será fundada y se publicará en la Gaceta de Madrid. La en que se 
admita, no se fundará ni publicará. 

Los resultandos y considerandosde las decisiones, se limitarán á los 
puntos pertinentes á la cuestión resuelta. (832 de id.) 

Art. 894. Para denegar la admisión del recurso, serán necesarios 
cinco votos conformes. No reuniéndose esto número de votos, se tendrá 
por admitido. (833 de id.) 



Art. 895. Si fuese admitido el recurso, se considerará el expedien- 
te concluso para la vista. . . 

Si no lo fuese, se remitirá copia certificada de la decisión al Tribu- 
nal de que proceda la causa. (834 de id.) 

Art. 896. Guando la Sala denegare la admisión del recurso y el re- 
currente hubiese constituido depósito, se le condenará á perderlo y se 
aplicará la mitad de él al acusado, por vía de indemnización, y la otra 
mitad se conservará á disposición de la Sala de gobierno del Tribunal 
Supremo para los usos prescritos en el art. 370. 

Si el recurrente no hubiese constituido depósito por ser pobre, se 
dictará la misma resolución para cuando mejore de fortuna. (835 de 
ídem.) 

Art. 897. Contra fa resolución de la Sala admitiendo ó denegando 
el recurso y la adhesión, no se dará ningún otro. (836 de id.) 

Art. 898. La Sala mandará traer á la vista los recursos por el ór- 
den de su admisión, guardando el turno especial de preferencia para 
los mencionados en el párrafo 2 o del art. 889. 

Si por cualquier accidente no pudiere tener lugar la vista en el dia 
señalado, se designará otro á la mayor brevedad, cuidando de no alte- 
rar en lo posible el orden establecido. (837 de id.) 

Art. 899 La vista del recurso se celebrará en la forma establecida 
en el primer párrafo del art. 890 , ccn asistencia é informe oral de los 
Letrados de las partes, si éstas lo creyeren conveniente, y la del Minis- 
terio fiscal en todo caso , hablando primero el recurrente , después los' 
que se hayan adherido al recurso , y por último los que lo impugnen. 
Siempre que el Ministerio fiscal contradiga el recurso, hablará el 
último. 

El Ministerio fiscal y los Letrados podrán , por el orden mismo en 
que hayan usado de la palabra, rectificar cualquier error de hecho, 
refiriéndose á los hechos admitidos en la resolución recurrida. 

No permitirá el Presidente discusión algupa sobre la existencia de 
los hechos consignados en dicha resolución , y llamará al orden al que 
intente discutirlos. (838 de id.) 

Art. 900. Será obligatoria la asistencia de los Letrados cuando ha- 
yan sido nombrados de oficio y no se hubieren excusado , en el térmi- 
no y forma que prescriben los artículos 883 y 886. (839 de id.) 

Art. 901. Concluida la audiencia pública, la Sala fallará el recurso, 
pero cuando sea indispensable podrá prorogar hasta diez dias el tér- 
mino para redactar y publicar la sentencia. (840 de id.) 

Art. 902. La sentencia se redactará de la manera siguiente: 

En párrafos separados, que empezarán con la palabra Resultando , 
se establecerán los puntos de hecho consignados en la resolución ob- 
jeto del recurso y pertinentes al mismo, con exclusión de cualesquiera 
otros que aunque consignados también en ella, no influyan en la de- 
cisión. En párrafos también separados , que empezarán con la palabra 
Considerando , se expresarán los fundamentos de derecho de la sen- 
tencia. 

Y á continuación se consignará el fallo que corresponda. (841 de id.) 

Art. 903. Cuando la Sala estimare infringida la ley por cualquiera 
de los motivos alegados, siempre que sean de los comprendidos en los 
artículos 862 y siguientes hasta el 866 inclusive , declarará haber lu - 



gar al recurso , y casará y anulará la resolución sobre que versase, 
mandando devolver el depósito al que lo hubiese constituido. 

Si estimare que no ha habido tal infracción, declarará no haber lu- 
gar al recurso y condenará en costas al recurrente y á la pérdida del 
depósito, ó á satisfacer la cantidad equivalente, si se hubiese defendido 
como pobre. (842 de id.) 

Art. 904. Si la Sala casare la resolución objeto del recurso, dictará 
á continuación, pero separadamente, la sentencia que proceda, acep- 
tando los fundamentos de hecho y los de derecho de la resolución casa- 
da que no se refieran á los puntos que hubiesen sido objeto del re- 
curso y la parte del fallo con este compatible, reemplazando la parte 
casada con la que corresponda, según las disposiciones legales en que 
se haya fundado la casación. (843 de id.) 

Art. 905. Cuando hubiese sido recurrente uno de los procesados, 
la nueva sentencia aprovechará á los demás en lo que les fuere favora- 
ble, pero no les perjudicará en lo que les fuere adverso. (844 de id.) 

Art. 906. Contra la sentencia de casación y la que se dicte en vir- 
tud de la misma, no se dará recurso alguno. (845 id.) 

Sección cuarta. — De la interposición , susta.nciacion y resolución 
del recurso de casación por quebrantamiento deforma. 

Art. 907. El recurso de casación por quebrantamiento de forma se 
interpondrá ante el Tribunal sentenciador dentro del término fijado en 
el art. 331 . (846 di id.) 

Art. 908. Se interpondrá este recurso por escrito autorizado con 
firmas de Letrado y Procurador, expresándose en él : 

La fecha de la notificación de la sentencia. 

La de la presentación del recurso. 

El artículo de la ley que lo autorice. 

La falta de forma que se suponga cometida. 

La reclamación practicada para subsanarla y su fecha, si la falta 
fuese de las que exigen este requisito. 

Guando el recurrente sea el querellante particular, deberá también 
manifestar en el escrito que, para el caso de que el Tribunal admita el 
recurso, está dispuesto á presentar ante la Sala tercera del Tribunal 
Supremo, dentro de los términos que se expresarán en el art. 910, e¡ 
documento que acredite haber depositado en el establecimiento públi- 
co, destinado al efecto, mil pesetas, si el delito fuere público, y qui- 
nientas si fuere de los que sólo pueden perseguirse á instancia de par- 
te. (847 id.) 

Art. 909. El Tribunal sentenciador examinará sin oir á las partes: 
I o Si e! recurso se ha interpuesto después de haberse pronunciado 
sentencia definitiva. 

2 o Si se ha interpuesto en el término de la ley. 

3 o Si se funda en alguna.de las causas exnnestas en los artículos á 
que se refiere el 867 ú 868. 

4 o Si la falta fné reclamada oportunamente en los casos en que esto 
fuese necesario. (848 id.) 

Art. 910. Si concurrieren todas estas circunstancias, admitirá el 
recurso y remitirá la causa ó el ramo de ella’en que se suponga comc- 
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lida la falta, con certificación de la sentencia, de los votos reservados, 
si los hubiere, y del auto admitiendo el recurso, á la Sala tercera del 
Tribunal Supremo, citando y emplazando á las partes para que com- 
parezcan ante ella dentro de los quince dias siguientes al de la citación, 
6 treinta si la causa se hubiere seguido en Canarias. 

Si faltase cualquiera de las circunstancias referidas en el artículo 
anterior no se admitirá el recurso. (849 id.) 

Art. 911. Cuando se denegare la admisión del recurso, se hará por 
auto del que se dará copia certiíicada al recurrente al tiempo de hacer- 
le la notificación. (850 de id.) 

Art. 912. Si el recurrente se creyere agraviado por no admitirle el 
recurso, podrá acudir en queja á la Sala tercera del Tribunal Supremo, 
la cual sustanciará y decidirá este incidente en la forma y términos 
establecidos en el art. 876. 

Cuando el recurrente fuere defendido como pobre, y al tiempo de 
hacérsele la notificación del auto denegatorio de la admisión lo solici- 
tare, el Tribunal remitirá directamente la copia certificada que se ex- 
presa en el artículo anterior á la Sala tercera del Tribunal Supremo, la 
cual mandará nombrarle Abogado y Procurador que puedan interponer 
el recurso de queja, si él no los hubiese designado. (851 id. ref.) 

Art. 913. Cuando la Sala revoque el auto denegatorio de la admi- 
sión, ordenará el Tribunal que le remita la causa con los antecedentes 
necesarios, con arreglo al ar¿. 910. Cuando lo confirmare, comunicará 
su resolución al Tribunal sentenciador para los efectos correspon- 
dientes. 

Contra estas resoluciones no se dará recurso alguno. 

Cuando resulten falsos los hechos alegados por fundamentos del 
recurso, la Sala podrá imponer al recurrente una multa que no bajará 
de doscientas cincuenta pesetas, ni excederá de mil. 

También podrá suspender del ejercicio de su profesión, por término 
que no exceda de un año, á los Letrados que lo hubieran interpuesto y 
sostenido é imponerles una multa de igual cuantía. En el caso de in- 
solvencia de los Letrados, se aumentará un mes de suspensión por cada 
cincuenta pesetas que dejen de satisfacer. (852 de id.) 

Art. 914. El recurso por quebrantamien deforma, se sustanciará 
y decidirá por la Sala tercera del Tribunal Supremo en los términos 
y con los procedimientos establecidos para los recursos por infracción 
de ley en la sección tercera de este capítulo, en cuanto sus disposicio- 
nes no estén modificadas por las siguientes. 

Los autos serán entregados al recurrente para su instrucción por 
término de cinco dias, y por otro igual á cada una de las partes y al 
Fiscal. 

Al devolver el recurrente la causa, no podrá alegar nuevos motivos 
de casación. (853 id. ref.) 

Art. 915. La entrega de que habla el artículo anterior, no tendrá 
lugar cuando el recurrente fuere el querellante particular y no hubie- 
re presentado todavía el documento que acredite haber verificado el 
depósito prevenido en el art. 908. 

Pero si se hubiese defendido como pobre, bastará que se obligue á 
responder del importe del depósito, si viniere á mejor fortuna. (854 
de id.) 

Art. 916. Trascurrido el término del emplazamiento sin haberso 
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personado el recurrente, y si fuere el querellante particular sin que 
justifique la constitución del depósito ó constituya apud acta la obli- 
gación mencionada en el artículo anterior, se declarará desierto el re- 
curso, condenándole en las costas, y se devolverá la causa al Tribunal 
(855 de id. ) 

Art. 917. Cuando el recurrente fuere pobre, podrá comparecer 
personalmente pidiendo el nombramiento de Abogado y Procurador 
que le defiendan. 

En tal caso, se observará lo dispuesto en el art. 873. (856 de id.) 

Art. 918. En la vista el Secretario dará cuenta de la sentencia, de 
los votos particulares, del escrito de interposición del recurso y de 
la parte de la causa que se considere necesaria, para dar cumplida idea 
de la falta que hubiere motivado el recurso. (857 de id.) 

Art. 919. Cuando la Sala estimare haberse cometido U falta en que 
se funde el recurso, declarará haber lugar á él, y ordenará la devolu - 
cion del depósito, sise hubiere constituido, y la de la causa al Tribu- 
nal de que proceda para que, reponiéndola al estado que tenía cuando 
se cometió la falta, la sustancie y determine , ó haga sustanciar ó de- 
terminar con arreglo á derecho. (858 de id.) 

Art. 920. Si la Sala estimare no haberse cometido la falta alega- 
da, declarará no haber lugar al recurso, condenará al recurrente en jas 
costas y á la pérdida del depósito , si se hubiere constituido , ó á la de 
su importe en su caso para cuando viniere á mejor fortuna, y mandará 
devolver la causa al Tribunal sentenciador. Al depósito se dará la 
aplicación prevenida en el art. 896. (859 de id.) 

Sección quinta. — De la interposición , sustanciacion y resolución del 

recurso de casación por infracción de ley y por quebrantamiento de 

forma. 

Art. 921. Lo dispuesto en la presente Compilación respecto á ¡os 
recursos de casación por infracción de ley y por quebrantamiento de 
forma, tendrá aplicación á los recursos que á la vez se funden en in- 
fracción de ley y quebrantamiento de forma con las modificaciones que 
en esta sección se establecen. (860 ref. de id.) 

Art. 922. Los recursos de casación por infracción de ley y por 
quebrantamiento de forma se interpondrán dentro del término que fija 
el art. 33!, fundándose el de quebrantamiento de forma, con arreglo 
al art. 908, y anunciando el de infracción de ley. (861 de id.) 

Art. 923. El Tribunal sentenciador, con vista del escrito, admitirá 
ó denegará únicamente el recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, con arreglo á lo establecido en los artículos 909, 9 1 0 y 911 . (862 
de id.) 

Art. 924. Cuando el Tribunal admitiere el recurso, elevará á la 
Sala tercera del Tribunal Supremo la causa con los antecedentes ex- 
presados en el art. 910. En este caso se entenderá preparado el recurso 
de casación por infracción de ley. (863 ref. de id.) 

Art 925. Cuando el Tribunal denegare el recurso, los interesados 
podrán recurrir en queja á la Sala tercera del Tribunal Supremo, con- 
tra el auto, en el tiempo y forma que preceptúa el art. 9! 2. (864 ref. 
de id.) 
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Art. 926. Si la Sala tercera del Tribunal Supremo revocare el auto 
denegatorio, dirigirá orden al Tribunal para que le remita la causa, á 
tenor de lo que se establece en el art. 913. En este caso se entenderá 
también preparado el recurso de casación por infracción de ley. (865 
ref. de id ) 

Art. 927. Si la Sala tercera confirmare el auto denegatorio, co- 
municará su resolución al Tribunal para los efectos que haya lugar. 
(866 ref. de id.) 

Art. 928. Los efectos del auto confirmando la denegación, de que 
se trata en el artículo anterior, serán respecto del recurso de casación, 
por infracción de ley, los siguientes: 

1° Hacer imposible su interposición, cuando el auto confirmando 
el denegatorio de la admisión del recurso de casación en la forma se 
hubiere fundado en haberse presentado el escrito proponiendo un re- 
curso y preparando el otro fuera del término legal. 

4 2 o Dejar expedita su interposición en su caso y lugar cuando 
*el auto confirmando el denegatorio de la admisión del recurso de ca- 
sación en la forma, se hubiese fundado en la no concurrencia de las 
demás circunstancias expresadas en el art. 909. (867 de id.) 

Art. 929. En este ültimo caso, si el recurrente lo pidiere dentro 
del término de tercero dia, contado desde el en que se le haya notifi- 
cado la confirmación del auto denegatorio, la Sala segunda del Tribu- 
nal Supremo mandará al Tribunal sentenciador que expida y entregue 
al recurrente, ó en su caso remita, dentro del término de tres dias, 
testimonio de la resolución para que pueda seguir el recurso por in- 
fracción de ley, y que cite al efecto á las partes, cumpliendo en un 
todo con lo que se ordena en el art. 879. (868 de id.) 

Art. 930. Admitido por el Tribunal sentenciador el recurso por 
quebrantamiento de forma, y remitida la causa á la Sala tercera del 
Tribunal Supremo, se sustanciará y resolverá con arreglo á lo dis- 
puesto en la sección 4 a de este capítulo. (869 ref. de id.) 

Art. 931. Cuando la Sala tercera declare no haber lugar al recurso 
por quebrantamiento de forma, condenará al recurrente en las costas y 
á la pérdida del depósito, si lo hubiere constituido, y mandará entre- 
garle la causa por término de cinco dias para que interponga el recurso 
por infracción de ley ante la Sala segunda, con arreglo á la sección 
segunda de este capítulo. (870 de id.) 

Art. 932. Formulado el recurso por infracción de ley, se sustan- 
ciará conforme á lo dispuesto en la sección tercera de este capítulo. 
(871 de id.) 

Art. 933. Cuando el recurrente no estuviere habilitado como 
pobre, al devolver la causa interponiendo el recurso, deberá presentar 
el documento que acredite haber hecho el correspondiente depósito, 
en conformidad con lo estab'ecido en el art. 882. (872 de id.) 

Sección sexta. — De la interposición del recurso de casación 
por el Ministerio fiscal. 

Art. 934. Los Fiscales de los Tribunales, en las causas en que in- 
tervengan, prepararán é interpondrán en su caso los recursos de casa- 
ción por infracción de ley ó por quebrantamiento de forma, ó en ambos 


conceptos á la vez, siempre que ios consideren procedentes, con ar- 
reglo á la ley, sujetándose á las reglas establecidas en los artícu- 
los 873, 874, 876, 908 y 922, y además á las disposiciones siguientes. 
(873 

Art. 935. Si el Tribunal denegare el testimonio de la sentencia, el 
Fiscal dará cuenta de ello al del Tribunal Supremo, para que, si lo 
creyere procedente, recurra en queja del modo establecido en el ar- 
tículo 876. (874 de id.) 

Art. 936. Si el Tribunal no admitiere el recurso por quebranta- 
miento de forma, el Fiscal procederá del modo prescrito en el art. 912 
875 de id.) 

Art. 937. El Promotor fiscal del Juzgado de primera instancia ó el 
Fiscal de la Audiencia, luego que reciba el testimonio de la resolución 
judicial, si el recurso se fundare en infracción de ley, lo remitirá al 
Fiscal del Tribunal Supremo, á fin de que en su vista interponga ó 
sostenga el recurso ó proceda como estime justo. 

Tan pronto como se notifique al Promotor del Juzgado de primera 
instancia ó al Fiscal de la Audiencia, el suto admitiendo el recurso 
por quebrantamiento de forma, y se le emplace con arreglo á lo pres- 
crito en el art. 910, lo pondrá en conocimiento del Fiscal del Tribunal 
Supremo para los efectos expresados en el párrafo anterior. (87 6 
de id.) 

Art. 938. Si el Fiscal del Tribunal Supremo creyere procedente el 
recurso de casación, lo interpondrá desde luégo en la Sala segunda) 
dentro del término señalado en el art. 880. Si no lo estimare así y el 
recurso fuere por infracción de ley, comunicará dicho Fiscal su reso- 
lución al del Tribunal de quien proceda, para que lo ponga en conoci- 
miento de éste. Mas si el recurso se fundare en quebrantamiento de 
forma y hubiere sido admitido, el Fiscal del Tribunal Supremo que 
creyere no deber sostenerlo, desistirá Je él, y la Sala pondrá en cono- 
cimiento del Tribunal correspondiente la providencia en que se le 
tenga por desistido. (877 de id. ref.) 

Art. 939. Cuando el recurso se hubiese preparado ó interpuesto por 
el Fiscal del Tribunal sentenciador por infracción de ley y por que- 
brantamiento de forma á la vez, y el Fiscal del Tribunal Supremo de- 
sistiere de sostenerlo en este último concepto, podrá interponer el de 
infracción de ley, dentro del término de cinco dias contados desde el 
en que se le haya notificado la providencia relativa al desistimiento de 
que se trata en el artículo anterior. (878 de id. id.) 

Sección sétima. — Del recurso de casación en las causas de muerte. 

Art. 940. Contra las sentencias que no hubiese dictado el Tribunal 
Supremo ó su Sala segunda, en las cuales se imponga la pena de muer- 
te, se considerará admitido de derecho en beneficio del reo el recurso 
de casación. (879 de id.) 

Art. 941. La Sala de lo criminal de la Audiencia, terminado el pla- 
zo establecido en el art. 331, áun cuando no se haya interpuesto re- 
curso de casación, elevará la causa á la Sala segunda del Tribunal Su- 
premo, acompañando certificación de los votes reservados, si los hu- 
biere, ó negativa en su caso. (880 de id.) 
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Art. 942. Si dentro del término dé cinco dias de recibida la causa 
en la Sala segunda del Tribunal Supremo, se presentaren los defenso- 
les nombrados por el reo, pidiendo vista de la causa para sostener la 
procedencia del recurso, se les tendrá por parte y se les mandará en- 
tregar por el término de cinco dias. Si no so presentaren dentro de 
aquel plazo, la Sala mandará nombrar de oficio Procurador y Abogado 
que defiendan al reo, entregándoles el proceso por igual término de 
cinco dias. (881 ref. de id.) 

Art. 943. Por igual término y con igual fin se entregará la causa á 
las demás partes, si se hubiesen personado, y al Fiscal. (883 de id.) 

Art. 944. Los recursos de casación que se interpongan en virtud 
de lo dispuesto en esta Sección, se sustanciarán y resolverán con suje- 
ción á lo dispuesto en las secciones tercera, cuarta y quinta de este ca- 
pítulo. 

La Sala segunda podrá declarar haber lugar al recurso por infrac- 
ción de ley ó por quebrantamiento de forma, aunque no lo hubiesen 
sostenido como procedente las partes personadas y el Fiscal. 

Guando la Sala segunda estimare procedente el recurso por que- 
brantamiento de forma, mandará pasar los autos á la Sala tercera, para 
que se sustancie con arreglo á lo dispuesto en la sección quinta de 
este mismo capitulo (884 ref. de id.) 

Art. 945. Cuando se declare no haber lugar al recurso por ninguna 
causa, la Sala mandará pasar los autos al Fiscal, y con lo que éste ex- 
ponga y con vista de los méritos del proceso, si encontrare ‘algún mo- 
tivo para que pueda ser minorada la pena, propondrá á S. M., por con- 
ducto del Ministro de Gracia y Justicia, la conmutación correspondien- 
te de aquélla. (885 ref. de id.) 

Sección octava.— De las sentencias de casación. 

Art. 946. En los autos en que se deniegue la admisión del recurso 
de casación y las sentencias en que se declare haber ó no lugar á él, se 
expresará el nombre del ponente, y se publicarán en la Oaceta de Ma- 
drid y en la Colección legislativa. (88 tí de id.) 

Art. 947. Si las sentencias de que se trata en el artículo anterior 
recayeren en causas seguidas por cualquiera de los delitos comprendi- 
dos en los títulos 9 o y 10° del libro 2 o del Código penal, se publicarán 
suprimiendo los nombres propios de las personas, los de los lugares, y 
las circunstancias que puedan dar á conocer á los acusadores, á los 
acusados y á los Tribunales que hayan fallado el proceso. 

Si por circunstancias especiales estimare la Sala que la publicación 
de la sentencia á que se refiere el articulo anterior ofende á la decen- 
cia pública, podrá ordenar en la propia sentencia que no se efectúe 
aquélla. (887 de id.) 

Art. 948. No se dará recurso alguno contra la sentencia declaran- 
do haber ó no lugar al recurso de casación. 

Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio del recurso 
de revisión, en los casos en que proceda. (888 de id.) 

Art. 949. El desistimiento del recurso podrá hacerse en cualquier 
estado del procedimiento, prévia ratificación del interesado, ó presen- 
tando su Procurador poder especial para ello. Si las partes estuvieren 
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citadas para la decisión del recurso, perderá la que desista la mitad del 
depósito, si lo hubiere constituido, y papará las costas procesales que 
se hubiesen ocasionado por su culpa. (889 de id.) 

Art. 950. Las sentencias contra las cuales pueda interponerse ro- 
curso de casación, no se ejecutarán hasta que trascurra el término se- 
ñalado para prepararlo por infracción de ley ó interponerlo por que- 
brantamiento de forma. 

Sien dicho término se preparare ó interpusiere el recurso, quedará 
en suspenso hasta su terminación la ejecución de la sentencia, á mé- 
nos que ésta sea absolutoria, en cuyo caso, si el reo estuviere preso, 
será puesto en libertad. (890 de id.) 

Art. 951. Cuando el recurso hubiere sido preparado ó interpuesto 
por ono de los procesados, podrá llevarse á efecto la sentencia desde 
luego en cuanto á los demás, si lo solicitaren, sin perjuicio de lo dis- 
puesto en el art. 905. (891 de id.) 


REFERENCIA. 

La materia de todo el capítulo precedente ha sido tratada en las 
páginas 50o á 544 del lomo II de nuestra obra, habiéndose dividi- 
do en cinco secciones. En la sección primera se ha tratado de la 
preparación, interposición, sustanciacion y decisión del recurso de 
casación por infracción de ley; en la sección segunda, de la prepa- 
ración, interposición, sustanciacion y decisión del recurso de casa- 
ción por quebrantamiento de forma; en laseccion tercera, del recurso 
de casación por infracción de ley, y á la vez por quebrantamiento 
de forma; en la sección cuarta, del recurso de casación interpuesto 
por el Ministerio fiscal; y en la sección quinta, del recurso de casa- 
ción contra la sentencia de muerte. 

Eu las págs. 548 á 578 existe el formulario, que comprende las 
actuaciones siguientes: 

Recurso de casación por infracción de ley, pá- 
gina 548. 

Recurso de casación por ffuebraiitamicnto «le 
forma, pág. 555. 

Recurso «le easaeioii por infracción «le ley y á 
la ve* por ffuebrant amiento «le forma, pág. 564. 

Recurso «le casación interpuesto por el minis- 
terio fiscal, pág. 569. 

Recurso de casación contra sentencia de 
muerte, pág. 515. 
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OBSERVACION. 

La Compilación establece: que procederá el recurso de casación 
por infracción de ley ó por quebrantamiento de forma en todos los 
juicios criminales. (Art. 860.) 

Esta disposición es la del art. 796 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, habiéndose suprimido sus últimas palabras en que se hizo 
una excepción respecto de los juicios de que conozca el Tribunal 
Supremo. Y la excepción estaba muy en su lugar, porque contra la 
sentencia que dicta dicho Tribunal en única instancia en las causas 
de su competencia, no se da recurso. Tampoco hemos expresado 
nosotros dicha excepción; pero al tratar de las sentencias del Tri- 
bunal Supremo en las causas referidas, hemos tenido buen cuida- 
do de decir que contra ellas no hay recurso. 


La Compilación declara: que habrá lugar al recurso de casación 
por infracción de ley cuando ésta se hubiese infringido en las re- 
soluciones que expresa, de los Tribunales. (Art. 861.) 

Nosotros hemos suprimido las palabras «de los Tribunales» 
para que no se entiendan excluidos los Juzgados de primera instan- 
cia, puesto que contra la sentencia que éstos dictan en la segunda 
instancia de los juicios sobre faltas, se da el recurso de casación. 

Después de enumerar las sentencias y autos susceptibles de ca- 
sación, previene la Compilación en el mismo art. 861, que para que 
pueda admitirse el recurso de casación por infracción de ley contra 
los autos mencionados en los números anteriores, será necesario- 
que hayan sido dictados en última instancia, según las disposicio- 
nes de la ley. 

Nosotros hemos creído que este requisito no se limita á los au- 
tos , sino que se exige igualmente en las sentencias, y por esta ra- 
zón hemos empleado la palabra «resolución,» que los comprende á 
todos. Y es de notar que, tanto la Compilación como nosotros, he- 
mos cometido una impropiedad en el lenguaje al dar la denomina- 
ción de autos á las resoluciones sobre habilitación de pobreza seña- 
ladas con el núm. 7 o , porque estas resoluciones son y se llaman 
sentencias. Pero tenemos disculpa en cierto modo, porque no hemos 
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hecho más que trascribir la palabra de la ley de Enjuiciamiento 
criminal. 


La Compilación declara: que para el efecto deque pueda inter- 
ponerse el recurso de casación, se entenderá infringida la ley en el 
caso del núm. 2 o del art. 861 (en las sentencias de competencia) 
cuando, dada a calificación de los hechos que apareciere en la 
sentencia, el Tribunal hubiese incurrido en error legal al resolver 
sobre # su competencia. (Art. 863.) 

Nosotros hemos usado las palabras Juzgado ó Tribunal, te- 
niendo presente que el error puede haberse cometido por el Juzga- 
do de primera instancia ó por la Audiencia, según que el incidente 
de declinatoria se haya propuesto ante aquél ó ante ésta en las 
causas de su respectiva competencia. 

Establecido el recurso de casación por infracción de ley, pasa 
á tratar la Compilación del mismo recurso por quebrantamiento de 
forma, y dice que éste podrá interponerse contra las resoluciones 
expresamente designadas en laleg. (Art. 867.) . 

No dice la Compilación á qué ley se refiere; pero debemos su- 
poner que se refiere á la Compilación misma, pues de otro modo 
quedaría sin efecto la institución del recurso contra ciertas resolu- 
ciones que la Compilación designa expresamente en otros artículos 
como susceptibles de casación, y que no se designaron por la ley de 
Enjuiciamiento criminal. 

• Esto supuesto,' y ya que nosotros no hemos mencionado dichas 
resoluciones como objeto de casación, debemos citarlas aquí y ex- 
poner la razón de nuestra opinión. 

Una de estas resoluciones contra las cuales puede interponerse 
el recurso de casación por quebrantamiento de forma, según la 
Compilación, es la que se designa en el art. 68 que dice así: «Los 
autos en que los Jueces municipales denegaren el requerimientode 
inhibición, serán apelables en ambos efectos. Contra lo que en se- 
gunda instancia decidieren los Jueces de partido, sólo habrá recur- 
so de casación en su caso .» Queda, pues, establecido el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma contra la resolución del 
Juez de primera instancia que confirme ó revoque el auto de un 
Juez municipal en que denegare el requerimiento de inhibición á 
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otro Juez municipal puraque se abstenga de conocer de un juicio 
sobre faltas. Y no puede entenderse que el recurso verse sobre el 
fondo de la cuestión de competencia, porque este ya quedó esta- 
blecido por el art. 861 contra las sentencias dictadas en incidentes 
de declinatoria de jurisdicción, designadas en el uúm. 2*. 

Pero nosotros hemos creído, y seguimos creyendo, que en los 
juicios sobre faltas no cabe el recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, según otras disposiciones de la Compilación. El 
art. 869 de este Cuerpo legal dice: «No será admisible el recurso 
de casación por quebrantamiento de forma en los juicios sobre fal- 
las »; y el art. 1.018, perteneciente, al capítulo 2° del tít. 7°, en 
que se trata del procedimiento para el juicio sobre faltas, dice á su 
vez: «Contra la sentencia que se dictare en segunda instancia no 
habrá lugar á más recurso que el de casación por infracción de ley.» 
Por esta razón, al señalar la Compilación el término para preparar 
el recurso de casación por infracción de ley contra la sentencia 
dictada en juicio sobre faltas (art. 331, párrafo 4“)j, no designa 
término alguno para interponer el de quebrantamiento de forma. 

Y sin embargo, vemos todavía que la Compilación lo establece 
deliberadamente, pues al tratar de la interposición del recurso de 
casación por el Ministerio fiscal en la sección 6* del capítulo V del 
título 5 o , dice en el párrafo 2 o del art. 937 lo siguiente: «Tan 
pronto como se notifique al Promotor del Juzgado de primera ins- 
tancia ó al Fiscal de la Audiencia el auto admitiendq el recurso por 
quebrantamiento de forma y se le emplace con arreglo á lo pres- 
crito en el art. 910, lo pondrá en conocimiento del Fiscal del Tri- 
bunal Supremo para los efectos expresados en el párrafo anterior 
(para sostener el recurso ó desistir de él).» 

Esta última disposición revela que el propósito de la Compila- 
ción es establecer el recurso de casación por quebrantamiento de 
forma contra la sentencia dictada en segunda instancia en el juicio 
sobre faltas. Pero, por otra parte, da á entender lo contrario en 
artículos anteriores y posteriores *de la misma sección 6 a . En el ar- 
tículo 934 impone á los Fiscales de los Tribunales el deber de in- 
terponer el recurso de casación por quebrantamiento de forma, y no 
ordena lo mismo á los Promotores fiscales. En el art. 936 impone 
á los Fiscales la obligación de interponer el recurso de queja cuan- 
do el Tribunal no admitiere el de casación en la forma, v nada dice 
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respecto del caso en que no lo admitiere un Juzgado. En el ar- 
tículo 938, al tratar del mismo recurso, ordena que la Sala del Tri- 
bunal Supremo pondrá en conocimiento del Tribunal correspon- 
diente la providencia en que se tenga por desistido al Fiscal, y no 
dice que se practique lo mismo con el Juzgado correspondiente. Y 
últimamente, eto el art. 939, al tratar del recurso en él fondo y en 
la forma que puede prepararse é interponerse respectivamente por 
el Fiscal del Tribunal sentenciador, no dice lo mismo acerca del 
Promotor fiscal del Juzgado sentenciador. 

El conjunto de los cinco artículos que acabamos de citar produ- 
ce una duda grave acerca del designio que baya tenido la Compi- 
lación al dictar sus prescripciones sobre la importante materia de 
que tratamos. Pero nosotros, volviendo la vista al art. 869, que es 
claro y terminante, tenemos por seguro que en los juicios sobre 
faltas no es admisible el recurso de casación por quebrantamiento 
de forma, confirmando esta opinión nuestra el art. J 0 1 8 , igualmen- 
te claro y terminante, en que se establece que, en los juicios so- 
bre fallas, contra la sentencia que se dictare en segunda instan- 
cia, no habrá lugar á más recurso que el de casación por infrac- 
ción de ley. 

Otra de las resoluciones contra las cuales puede interponerse el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma, según lo dis- 
puesto por el art. 867 de la Compilación, es la que se designa en 
el art. 70, que dice así: «Contra los autos de las Audiencias dene- 
gando el requerimiento de inhibición, sólo habrá, en su caso, re- 
curso de casación en lo criminal.» 

Nosotros hemos creído lo contrario, y por esta razón no hemos 
comprendido dichos autos entre los motivos de casación; y fundamos 
nuestra opinión en que el art. 370 de la ley orgánica, de donde se 
ha tomado dicha disposición, está derogado por la de Enjuiciamien- 
to criminal, toda vez que ésta no establece el recurso en dicho caso. 

Otra de las resoluciones susceptibles de casación por quebran- 
tamiento de forma, según lo dispuesto por el precisado art. 867 de 
la Compilación, es la designada en su art. 8o, que dice así: «Con- 
tra los autos de las Audiencias en que se decidan cuestiones de 
competencia, sólo se dará el recurso de casación en su caso.» 

Tampoco hemos comprendido este motivo de casación entre los 
enumerados en el lugar correspondiente de nuestra obra, porque. 



< 88 — 


hemos creído que la disposición del art. 385 de la ley orgánica, de 
donde se ha tomado, está derogada también por la de Enjuicia- 
miento criminal. 


Después de establecer el recurso de casación por medio de re- 
ferencias, la Compilación enumera cinco casos más en que puede 
tener lugar por la misma causa. {Art. 868.) 

Esta disposición está tomada del art. 804 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal; y no existiendo completa conformidad entre 
nuestra obra y la Compilación relativamente al caso 5 o , debemos 
exponer la razón de la divergencia. 

La Compilación dice; que podrá interponerse el recurso de ca- 
sación por quebrantamiento de forma cuando hubiere concurrido á 
dictar sentencia algnn Juez ó Magistrado, cuya recusación, inten- 
tada en tiempo y forma y fundada en causa legal, se hubiese des- 
estimado. 

Al trascribirse en la Compilación este párrafo del art. 804 de 
la lev de Enjuiciamiento criminal , se ha procedido óon una exac- 
titud y fidelidad exagerada, á nuestro parecer, sin suprimir la pa- 
labra Juez , que en la ley era necesaria y en la Compilación no debe 
existir, según nuestro modo de ver. Al usar de esta palabra la ley, 
se reíeria á los funcionarios del orden judicial que habían de formar 
los Tribunales de partido, contra cuyas sentencias, dictadas en jui- 
cios sobre delitos, $e concedía el recurso de casacion.por quebranta- 
miento de forma; porque es de notar que los miembros ó individuos 
de los Tribunales de partido se denominaban Jueces [ art. 36 de la ley 
orgánica), á diferencia de los individuos de las Audiencias y del 
Tribunal Supremo, que se llamaban y se llaman Magistrados (ar- 
tículos 50 y 60 de la misma ley orgánica). Pero en la Compilación 
creemos que no cabe en este caso la palabra «Juez,» pues sólo es 
aplicable á los municipales y á los de primera instancia, á no ser 
que se conceda contra las sentencias de estos últimos dicho recurso 
de casación, lo cual no puede ser. Por esta razón hemos suprimido 
nosotros la palabra «Juez» al exponer el expresado caso de casa- 
ción en la pág. 526 del tomo II de nuestra obra. Y nos complacemos 
en haberlo hecho así, porque vemos que la Compilación ha practi- 
cado lo mismo al trascribir el núm. 4" del citado art. 804 de la ley, 
pues habiéndose dicho en esta que puede interponerse el recurso 
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cuando la sentencia hubiese sido dictada por menor número de 
Jueces ó Magistrados que el señalado, la Compilación ha pres- 
cindido de los Jueces por considerarlos como miembros de los Tri- 
bunales de partido. 


También existe divergencia entre nuestra obra y la Compilación 
en cuanto al caso de casación que expresa el párrafo segundo del 
artículo 149, en el cual se dice que contra el auto que dictare la 
Audiencia decidiendo el incidente de recusación, habrá recurso de 
casación en su caso. De esto se deduce que cuando la Audiencia 
decida en grado de apelación sobre la recusación de un Juez de 
primera instancia, cuya facultad se le concede en el art. 1 47, ha- 
brá recurso de casación; y esto no puede ser, según nuestra hu- 
milde opinión, porque si así fuera, nos pondríamos en contradicción 
con lo establecido en el núm. 5 o del art. 868, en el cual se estable- 
ce, según hemos visto, que sólo se da dicho recurso cuando se tra- 
ta de la recusación de un Magistrado y nunca cuando la recusa- 
ción se refiere á un Juez. 

Al conceder la Compilación el recurso de casación en el párra- 
fo 2* del art. 149, que acabamos de citar, tal vez se refiera al auto 
que puede dictar la Audiencia decidiendo el incidente de recusa- 
ción de nn Magistrado; y si esto es así, carece de fundamento nues- 
tra observación. Pero en tal caso, se presta este artículo á otra ob- 
servación distinta. El auto de la Audiencia es objeto de la casación 
según dicho artículo y el anterior, ya se declare haber ó no haber 
lugar á la recusación; de modo que el recurso queda establecido 
contra el auto en que se estime la recusación, y también contra el 
auto en que se desetime ( arl . 148 en combinación con el 149). Y 
esteno es posible, porque no se halla conforme con el núm. 5* del 
art. 868, que sólo da lugar al recurso cuando, habiéndose intenta- 
do la recusación en tiempo y forma y estando fundada en causa le- 
gal, se hubiese desestimado. De aquí se sigue que el recurso de 
casación no es admisible cuando se ha estimado la recusación del 
Magistrado, lo cual es muy natural, porque habiéndose separado el 
recusado del conocimiento del asunto por virtud de la recusación es- 
timada, no es posible el caso de concurrir con sus compañeros á 
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dictar sentencia, que es lo que constituye el motivo de casación. 

( Véase lo que dijimos sobre esto en las páginas 481 y 482 del 
tomo I.) 

Hemos explicado la razón de las diferencias que aparecen en- 
tre nuestra obra y la Compilación respecto de ios casos en que se 
ha establecido por esta última el recurso de casación. Ahora ex- 
pondremos la razón de la disidencia en que también nos encontra- 
mos por no haberse establecido el mismo recurso en otros casos en 
que correspondía, según nuestra humilde opinión. 

Caso 1 Cuando se deniegue la práctica de alguna diligencia 
de prueba solicitada oportunamente. 

Esta causa de casación está lomada por nosotros del art. 803 
de la ley de Enjuiciamiento criminal en combinación con el artícu- 
lo 571; disposiciones hoy vigentes que vienen aplicándose constan- 
temente por el Tribunal Supremo en innumerables casos, como 
fundamento del recurso de casación en la forma. V sin embargo, 
la Compilación no lo ha comprendido entre las causas enumeradas 
en su art. 868. La denegación de diligencias de prueba que en mu- 
chas ocasiones coarta indebidamente los medios de defensa, ha sido 
siempre considerada como un vicio de nulidad en el procedimiento 
por el inmenso agravio que ocasiona, y por eso se ha comprendido 
por todas las leyes de casación entre las causas que sirven de mo- 
tivo á este recurso extraordinario. Pero la Compilación no lo ha en- 
tendido así, disintiendo de nuestro humilde juicio. Deseamos muy 
de veras que se decrete sobre este punto una reforma ó adición. 

Caso 2 '—Cuando se desestime cualquier pregunta ó repregunta 
propuesta en la prueba testifical , por considerarla capciosa, suges- 
tiva ó impertinente. 

Esta causa de casación se halla en el art. 803 de la ley de En- 
juiciamiento criminal en combinación con los artículos 624, 625 
y 632; y al comprenderla nosotros entre los motivos del recurso 
por quebrantamiento de forma, nos hemos inspirado en los mismos 
principios que acabamos de exponer. Pero la Compilación lo ha en- 
tendido de diferente modo y no ha estimado esta causa como moti- 
vo suficiente de casación. 

Caso 5 o — Cuando se deniegue el recibimiento á prueba solicitado 
oportunamente. 
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Nosotros no nos hemos permitido comprender esta causa de ca- 
sación entre las que enumeramos, porque no la encontramos en la 
ley de Enjuiciamiento criminal; pero hemos expresado nuestra opi- 
nión en el sentido de que puede alegarse como motivo del recurso 
comprendido en el caso del núm. 4 o , porque tanto importa denegar 
el recibimiento de la causa á prueba, como denegar la práctica de 
todas las diligencias de prueba propuestas por Jas partes. Así lo 
manifestamos en la pág. 526 del tomo II, expresando también el 
juicio que formamos respeclode la omisión de este punto en la ley 
de Enjuiciamiento criminal. Dijimos entonces , y ahora repetimos, 
que siendo el recibimiento á prueba un trámite necesario del juicio 
oral establecido por dicha ley, no podia ofrecerse el caso en que se 
denegara, y que por esta razón era innecesario establecer este mo- 
tivo de casación. Pero ahora que no existe el juicio oral , ya no es 
forzoso el recibimiento á prueba, y es posible, por consiguiente, 
que se deniegue alguna vez con perjuicio de las partes, en cuyo 
caso parece justo que se conceda contra la resolución denegatoria el 
remedio extraordinario de la casación. Mas la Compilación no lo ha 
considerado como nosotros, y por eso lo ha omitido en el art. 868. 


Quedan enumerados los tres casos en que, según nuestro juicio, 
ha debido la Compilación establecer el recurso de casación por 
quebrantamiento de forma como lo hizo la ley de Enjuiciamiento 
crimina!. Y después de todo esto, la misma Compilación nos revela 
que ha tenido el propósito de establecerlo. Nos fundamos en el ar- 
tículo 870, que dice así : «No será admisible el recurso por que- 
brantamiento de forma, si la parte que intentare interponerlo no 
hubiese reclamado la subsanacion de la falta, si fuere posible, // he- 
cho la oportuna protesta con sujeción á lo dispuesto en la ley y 
casos en que proceda.» Ahora bien: esta protestado que habla 
la Compilación, es la que debe hacerse cuando se desestima toda 
ó parte de la prueba propuesta, ó cuando se deniega la ampliación 
del término probatorio concedido, según se dispone en el art. 856; 
y de esto se deduce que la Compilación ha querido establecer el 
recurso de casación en estos casos. Por eso dice al tratar de su 
interposición, que en el escrito debe expresarse la falta de forma 
que se suponga cometida y la reclamación practicada para subsa- 
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narla (art. 908). Y por eso dice también al tratar de la admisión 
del recurso, que el Tribunal sentenciador examinará si la falta fue 
reclamada oportunamente en los casos en que esto fuese necesario 
(art. 909). Se ve, pues, que la Compilación ha querido establecer 
el recurso en los casos que nosotros hemos expresado, y que, ol- 
vidando su buen propósito, no lo ha establecido. Mucho interesa á 
la administración de justicia que se cumpla el designio de la Com- 
pilación por medio de una saludable reforma. 


La Compilación previene: que el que se proponga interponer 
el recurso de casación por infracción de ley, pedirá ante el Juez 
ó Tribunal que haya dictado la resolución judicial definitiva, un 
testimonio de la misma. (Art. 873.) 

Al tratar nosotros de este punto, hemos hecho una distinción 
entre los dos casos posibles de haberse dictado la resolución en jui- 
cio sobre faltas ó haberse pronunciado en causa sobre delito. En 
el caso primero, debe pedirse testimonio, y en el segundo, ha de 
pedirse certificación; porque los Escribanos de los Juzgados de pri- 
mera instancia libran testimonios, y los secretarios de las Audien- 
cias expiden certificaciones. 

Además de esta pequeña diferencia entre nuestra obra y la 
Compilación, existe otra, que es importante. Nosotros hemos dicho, 
que el testimonio ó la certificación ha de comprender la resolución 
dictada en las dos instancias cuando en la segunda se hayan acep- 
tado, sin reproducirlos textualmente, los resultandos y conside- 
randos que hayan servido de fundamento al fallo del Juez inferior. 
Así lo dispone la ley de Enjuiciamiento criminal en su art. 812; 
pero la Compilación lo ha omitido. 

La Compilación dispone : que si el Juez ó Tribunal denegare el 
testimonio, se ha de dar al interesado copia certificada de la pro - 
videncia denegatoria, y que contra esta providencia podrá recurrir 

en queja á la Sala segunda del Tribunal Supremo. ( Artículos 873 
y 876.) 

Esta disposición está tomada fielmente de los artículos 814 y 813 
de la ley de Enjuiciamiento criminal. Pero nosotros, separándonos 
de la letra de est^ ley, hemos llamado auto y no providencia á di- 
cha resolución denegatoria, teniendo en cuenta que lia de ser fuá- 
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<lada, puesto que no es de mera tramitación sino de aquellas que 
pueden producir á las partes un perjuicio irreparable {art. 668 de 
la ley orgánica del Poder judicial). Y tenemos la satisfacción de 
que la ley y la Compilación han venido después á conformarse con 
nuestro modo de ver, porque la ley en su art. 817 y la Compila- 
ción en el 878, dan á dicha resolución la denominación de auto 
como lo hacemos nosotros. Esto nos complace mucho, porque da á 
los Jueces y Tribunales la seguridad de que acomodándose á nues- 
tra humilde opinión-, no estarán fuera de la ley ni de la Compi- 
lación. 


La Compilación establece también: que la interposición del re- 
curso de queja suspenderá el cumplimiento de la resolución judi- 
cial hasta que se decida ó quede desierto. {Art. 876, párrafo 4 o .) 

Esto mismo ha dicho la ley de Enjuiciamiento criminal en su 
artículo 815, párrafo 4°. Pero nosotros hemos suprimido las últi- 
mas palabras de la Compilación y de la ley; y nos fundamos en que 
el recurso de queja no puede quedar desierto. Una vez interpuesto 
ante la Sala segunda del Tribunal Supremo, se ha de sustanciar y 
resolver forzosamente sin oir al recurrente , y por lo tanto, la au- 
sencia de éste no influye en él ni produce la deserción, según pue- 
de verse en el párrafo 2 o del citado art. 876 de la Compilación, 
que es también el párrafo 2 o del art. 815 de la ley. Esto nos com- 
pensa el disgusto que nos causa la disidencia, porque vemos que á 
pesar de la disidencia, estamos dentro de la Compilación y de 
la lev. 


Tratando la Compilación de la admisión del recurso de casa- 
ción por infracción de ley, dice: que el fallo se formulará de uno 
de los modos siguientes: 

I o «Admitido.» 

2 o «No há lugar á la admisión, y comuniqúese al Tribunal 
sentenciador para los efectos correspondientes.» (Art. 892.) 

Esta disposición está tomada fielmente del art. 851 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal. Pero nosotros hemos añadido en nuestra 
obra (página 518 del lomo II) la palabra Juzgado, fundándonos 
en que el recurso de que se trata, no se da solamente contra la 
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sentencia de un Tribunal en juicio sobre delito, sino que se da, 
también contra la sentencia de uu Juzgado en juicio sobre fallas, 
y consideramos necesario que el Tribunal Supremo comunique su 
resolución al Juzgado como al Tribunal en sus casos respectivos. 
La lev hizo uso solamente de la palabra Tribunal porque se referia, 
á las Audiencias y á los Tribunales de partido; y hallándose en lu- 
gar de éstos los Juzgados de primera instancia, nos ha parecido 
que deben expresarse por su nombre. 

También dispone la Compilación: que la primera de las fórmu- 
las antes expresadas se empleará cuando proceda la admisión del 
recurso por ser la resolución sobre que verse de las que enumeran 
los artículos 862 y 870, y estar todas ó algunas de las infracciones 
alegadas comprendidas en cualquiera de las causas expresadas en 
los artículos 862 v siguientes hasta el 886 inclusive; y que en 
caso contrario, se empleará la segunda fórmula. (Art. 892 citado .) 

La Compilación no habrá querido citar el art. 862 sino el 861, 
que es el que enumera las resoluciones susceptibles de casación. 
Pero ha citado además con el propio objeto el art. 870, y en esto 
no hemos estado conformes, porque, según la legislación hoy vi- 
gente, no hay más que un artículo en que se designan las resolu- 
ciones de dicha clase. Antes de ahora, es decir, cuando estaba en 
vigor la institución del Jurado, existían en observancia dos artícu- 
los de la ley que designaban las resoluciones susceptibles de casa- 
ción: uno de ellos era el 797, que enumeraba las resoluciones de 
los Tribunales de derecho, y el otro era el 806, que enumeraba las 
resoluciones del Tribunal del Jurado: tanto éstas como aquéllas 
podían ser objeto del recurso. Pero habiéndose suspendido la ob- 
servancia de la ley en la parte relativa al Jurado, sólo debe aten- 
derse al art. 797 para admitir ó no el recurso, sin tener en cuenta 
el 806, que se referia á las resoluciones del Jurado. Aparte de esto, 
el art. 870 que cita la Compilación, no enumera resoluciones sus- 
ceptibles de casación para infracción de ley, como se supone, sino 
que trata del recurso por quebrantamiento de forma y para otro 
objeto diferente. 

Y ya que estamos explicando la razón de nuestra disidencia, 
habremos de indicar también que cuando se cita enda Compila- 
ción el art. 886, hablando de las causas de casación, ha querido 
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citarse el art. 866, debiéndose atribuir, en nuestro concepto, esta 
equivocación á un error de imprenta. 

Después de la observación que acabamos de bacer sobre la dis- 
posición del art. 892 de la Compilación, que trata de las dos fór- 
mulas que deben emplearse por la Sala segunda del Tribunal Su- 
premo en los casos respectivos de admitir ó no admitir el recurso 
de casación por infracción de ley, debemos manifestar que en la 
página 518 del tomo II de nuestra obra nos hemos permitido aña- 
dir un caso en que deben emplearse, y se emplean efectivamente 
por el Tribunal Supremo, las dos fórmulas de admisión y no admi- 
sión en un mismo recurso. Esto se hace cuando, fundándose el re- 
curso en dos ó más causas, se admite por alguna de ellas y se de- 
niega la admisión por las demás. Así se observa en la práctica sin 
salir de la disposición de la ley. 


La Compilación establece: que la sentencia decidiendo el recurso 
de casación, se redactará estableciendo en párrafos separados con 
la palabra Resultando los puntos de hecho consignados en la reso- 
lución objeto del recurso, y expresando en párrafos también sepa- 
rados con la palabra Consideranao los fundamentos de derecho de 
la sentencia misma; y que á continuación se consignará el fallo que 
corresponda. {Art'. 902.) 

Esta disposición se ha tomado exactamente del art. 841 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal. Pero nosotros, al ocuparnos de 
esie punto en la pág. 522 y siguiente del tomo II de nuestra obra, 
hemos adicionado la fórmula con algunos otros requisitos que he- 
mos creído indispensables, atemperándonos á la práctica que ob- 
serva el Tribunal Supremo, según aparece de sus decisiones, que 
se publican en la Gacela de Madrid y en la Colección legislativa, y 
que bien pueden servir de modelo. 

La Compilación ordena : que cuando la Sala del Tribunal Su- 
premo estimare infringida la ley por cualquiera de los motivos 
alegados, declarará haber lugar al recurso ; y que si estimare que 
no ha habido tal infracción, declarará no haber lugar al recurso. 
[Art. 903.) 



Nosotros hemos añadido en las páginas 524 y 525 del tomo II, 
que cuando el Tribunal estimare infringida la ley por alguno de los 
motivos alegados y no por los demás, deben emplearse las dos fór- 
mulas, toda vez que la sentencia contiene dos declaraciones diver- 
sas. Debe declararse que no há lugar al recurso por los motivos 
desechados, designándolos concretamente, y que há lugar al mismo 
recurso por los otros motivos estimados, también con designación. 
Al verificar esta adición, nos hemos ajustado á la práctica del Tri- 
bunal Supremo, como lo hemos hecho respecto de la admisión del 
recurso. 


La Compilación, hablando del recurso de casación por infrac- 
ción de ley y á la vez por quebrantamiento de forma, el cual dehe 
empezar á sustanciarse en la Sala tercera del Tribunal Supremo, 
dispone: que cuando esta Sala declare no haber lugar al recurso por 
quebrantamiento de forma, condenará al recurrente en las costas y 
á la pérdida del depósito, si lo hubiere constituido, y mandará en- 
tregarle la causa por término de cinco dias para que interponga el 
recurso por infracción de ley ante la Sala segunda. (Art 931.) 

Esta disposición ha sido tomada del art. 870 de la ley de En- 
juiciamiento criminal. Pero nosotros hemos creído que este artículo 
no es hoy aplicable, tal como está escrito, porque se ha variado la 
organización del Tribunal Supremo. Explicaremos el fundamento 
de nuestra, opinión. 

Según lo dispuesto por la ley de Enjuiciamiento criminal, co- 
nocía la Sala segunda del Tribunal Supremo del recurso de casación, 
tanto por infracción de ley como por quebrantamiento de forma. 
En su virtud, cuando se utilizaba el recurso por los dos conceptos 
á la vez y la Sala lo desestimaba por quebrantamiento de forma, 
debia mandar y mandaba entregar la causa al recurrente para que 
interpusiera el mismo recurso por infracción de ley; y era nutura! 
la entrega de la causa, porque dicho recurso se habia de interpo- 
ner ante la propia Sala segunda sin que hubiera de salir de ella 
el proceso. Pero por virtud del decreto del Ministerio- Regencia de 
27 de Enero de 1875 se varió la organización del Tribunal Supre- 
mo designando á la Sala tercera la atribución de conocer del re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma y quedando en 
la Sala segunda la facultad de conocer del recurso por infracción 
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de ley. Hecha esla división de atribuciones, resolta, que cuando 
la Sala tercera declara no haber lugar al recurso por quebranta- 
miento de forma, debe salir de ella la causa para interponer el 
recurso por infracción de ley ante la Sala segunda; y siendo esto 
así, ya no procede entregar la causa al recurrente para que la 
presente en distinta Sala, sino que corresponde que la Sala ter- 
cera la remita á la segunda notificándose esta resolución al recur- 
rente para que acuda ante la misma á tomar la causa é interponer 
el recurso que ya dejó preparado. Así se practica por el Tribunal 
Supremo, y así lo hemos expuesto nosotros al final de la pági- 
na 536 y principio de la 537 del tomo II de nuestra obra. 

Y el punto de la divergencia es de importancia, como vamos á 
ver. Si desestimado el recurso por quebrantamiento de forma en 
la Sala tercera, se entrega la causa al recurrente y deja éste de 
comparecer ante la Sala segunda, continuará en suspenso la ejecu- 
ción de la sentencia recurrida por tiempo indefinido, porque esta 
Sala no tiene antecedente alguno sobre el asunto, ni puede, por 
consiguiente, declarar firme la sentencia dictada por la Audiencia y 
acordar su cumplimiento. Pero si desestimado el recurso en la Sala 
tercera, se remite la causa á la Sala segunda, como debe hacerse, 
puede ésta, con conocimiento del asunto, declarar al recurrente 
decaído de su derecho, si no comparece ante la misma á recibir la 
causa para interponer el recurso por infracción de ley, dentro del 
término de cinco dias que se le concede, y queda firme la sentencia. 


Tratando la Compilación del recurso de casación en las causas 
de muerte, ordena : que los recursos de casación que se interpon- 
gan en virtud de lo dispuesto en la sección sétima, se sustanciarán 
y resolverán con sujeción á lo dispuesto en las secciones tercera, 
cuarta y quinta ; y establece después, que la Sala segunda del 
Tribunal Supremo podrá declarar haber lugar al recurso por in- 
fracción de ley ó por quebrantamiento de forma, aunque no lo hu- 
biesen sostenido como procedente las partes personadas y el Fiscal. 
{Art. 944.) Aquí se ha cometido un error de imprenta poniendo 
«y el Fiscal» en vez de «ni el Fiscal.» 

Esta disposición está tomada literalmente del art. 884 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal. Pero la Compilación ha tenido por 
conveniente hacer una adición de suma gravedad. Ha establecido. 
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que cuando la Sala segunda estimare procedente el recurso por 
quebrantamiento de forma, mandará pasa r los autos á la Sala ter- 
cera para que se sustancie con arreglo á lo dispuesto en la sec- 
ción quinta. ( Período final de dicho art. 944.) 

En la tabla de correspondencia de los artículos de la Compila- 
ción con los de las leyes y decretos de donde están tomados, no 
consta de dónde se ha tomado esta adición ó reforma; y como quie- 
ra que nosotros ignoramos su origen, no hemos podido exponerla 
en el lugar correspondiente de nuestra obra; pero en la página 543 
del tomo II hemos propuesto una duda sobre este punto resolvién- 
dola en sentido contrario á lo establecido en la Compilación. Para 
que nuestros lectores encuentren aquí reunido todo io que se ha 
dicho con relación á este asunto, reproduciremos lo expuesto en el 
lugar citado. 

La ley de Enjuiciamiento criminal atribuyó á la Sala segunda 
del Tribunal Supremo el conocimiento y resolución del recurso de 
casación, ora se fundara en infracción de ley ó en quebrantamiento 
de forma; pero el decreto del Ministerio- Regencia de 27 de Enero 
de 1875 dejó en la Sala segunda la facultad de conocer por infrac- 
ción de ley, y pasó á la Sala tercera la de conocer por quebranta- 
miento de forma. Ahora bien: cuando se interpone el recurso en 
ambos conceptos contra una sentencia de muerte ¿deben conocer 
las dos Salas respectivamente ó debe hacerlo exclusivamente la Sa- 
la segunda? Héaquí la duda. Estando dividida entre las dos Salas 
la facultad de conocer del recurso de casación según que se haya 
fundado en infracción de ley ó en quebrantamiento de forma, 
parece procedente que se observe esto mismo cuando se trate 
de una sentencia de muerte; pero la práctica tiene establecido lo 
contrario, esto es, que la Sala segunda conozca del recurso en 
ambos conceptos. Y opinamos que así debe observarse, porque 
así lo persuaden los artículos 880 y 884 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal. El 880 ordena , que áun cuando no se haya inter- 
puesto recurso de casación contra la sentencia de muerte, ele- 
vará la Audiencia el proceso á la Sala segunda ; y el 884 es- 
tablece , que esta misma Sala segunda podrá declarar haber lu- 
gar al recurso por infracción de ley ó por quebrantamiento de 
forma, aunque nadie lo hubiese sostenido. Según estas dos dispo- 
siciones, la sentencia de muerte ha de ser examinada por una Sala 
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cuando nadie haya interpuesto ni preparado el recurso; y si enten- 
diere que la sentencia merece ser casada, dehe casarla sin que na- 
die lo solicite. lié aquí ya la solución de la duda; si la Sala puede 
casar la sentencia sin sustanciado^ es evidente que no ha de re- 
mitir la causa á otra Sala para que reciba dicha sustanciacion. Así 
opinamos en oposición á la reforma establecida por la Compilación, 
según la cual, cuando la Sala segunda estimare procedente el re- 
curso por quebrantamiento de forma, debe pasar la causa á la Sala 
tercera para su sustanciacion. Esto no puede ser. Si la Sala segun- 
da puede declarar que há lugar al recurso, ¿cómo ha de sustanciar- 
se éste después? Estimado el recurso y declarándose haber lugar á 
di, como dice la Compilación de acuerdo con la ley, no cabe hacer 
más, porque dicha declaración es la sentencia, ó sea la última 
palabra. De desear es, por lo tanto, que, si no estamos equivoca- 
dos, se reforme el art. 944 de la Compilación, suprimiendo la 
adición. 


CAPITULO II. —Del recurso de revisión. 

Art. 952. Habrá lugar al recurso de revisión contra las sentencias 
ejecutorias en los casos siguientes; 

I o Cuando estén sufriendo condena dos ó mas personas, en virtud 
de sentencias contradictorias, por un mismo delito que no haya podido 
ser cometido más que por una sola. 

2 o Cuando esté sufriendo condena alguno como autor, cómplice ó 
encubridor del homicidio de una persona cuya existencia se acredite 
después de la condena. 

3 o Cuando esté sufriendo condena alguno en virtud de sentencia cu- 
yo fundamento haya sido un documento declarado después falso, y 
penado por sentencia ejecutoria. (892 de la ley de Enj. crim .) 

Art. 953. El recurso de revisión podrá promoverse por los pena- 
dos en todo caso, y por sus cónyuges, descendientes, ascendientes y 
hermanos, en los casos de los números 2 o y 3 o del art. 932, acudiendo 
al Ministerio de Gracia y Justicia con solicitud motivada. ( s 93 d? id.) 

Art. 954. El Ministerio de Gracia y Justicia, prévia formación del 
expediente, podrá ordenar al Fiscal del Tribunal Supremo que inter- 
ponga *'l recurso, cuando á su juicio hubiese fundamento bastante pa- 
ra ello. (894 de id.) 

Art 955. El Fiscal del Tribunal Supremo podrá también, sin nece- 
sidad de dicha orden, interponer el recurso ante la Sala segunda, 
siempre que tenga conocimiento de algún caso en que proceda. (895 
de id.) 

Art, 956. En el caso del número I o del artículo 932, la Sala decla- 
rará la contradicción entre las sentencias, si en efecto existiere, anu- 
lando una y otra, y mandará instruir de nuevo la causa al Tribunal á 
quien corresponda el conocimiento del delito. 
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Kn el caso del número 2 o del mismo artículo, la Sala, comprobarla 
)a identidad de la persona cuya muerte hubiese sido penada, anulará 
la ejecutoria. , 

En el caso del número 3 o del referido articulo, dictará la Sala la 
misma resolución, con vista de la ejecutoria que declare la falsedad del 
documento, y mandará al Tribunal á quien corresponda el conocimien- 
to del delito, instruir de nuevo la causa. (896 de id.) 

Art. 957. El recurso de revisión se sustanciará oyendo'por escri- 
to una sola vez^l Fiscal y otra á los penados, que deberán ser citados, 
si ántes no comparecieren. Cuando pidieren la unión de antecedentes 
á los autos, la Sala acordará sobre este particular lo que.estime más 
oportuno. Después seguirá el recurso por los trámites establecidos pa- 
ra el de casación por infracción de ley, y la Sala con informe oral ó sin 
él, s j gun acuerde en vista de las circunstancias del caso, dictará sen- 
tencia, que será irrevocable. (897 de id.) 

Art. 958: Cuando por consecuencia de la ejecutoria anulada hu- 
biese sufrido el condenado alguna pena corporal, si en la nueva sen- N 
tencia se le impusiere alguna de la misma especie ó más leve, se ten- 
drá en cuenta todo el tiempo de la anteriormente sufrida. (898 de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de este capítulo ha sido tratada en las págs. 544 á 
547 del tomo II de nuestra obra., con el formulario correspondiente 
en las págs. 578 á 585. 


OBSERVACION. 

La Compilación declara: que corresponde á la Sala tercera 
del Tribunal Supremo conocer de los recursos de revisión. (Art. 16,. 
núm, 7 o .) 

Esta disposición está tomada del art. 280, núm. 6 o , de la ley 
orgánica del Poder judicial. Pero este artículo está derogado por 
la ley de Enjuiciamiento criminal, según nos lo dice la misma 
Compilación en otro lugar. Con efecto: tomando la Compilación el 
art. 895 de dicha ley, dice: «El Fiscal del Tribunal Supremo podrá 
también, sin necesidad de dicha orden (del Ministerio de Gracia y 
Justicia), interponer el recurso (de revisión) ante la Sala segunda, 
siempre que tenga conocimiento de algún caso en que proceda» 
{art. 955). Y la razón os obvia: el recurso de revisión no versa so- 
bre la forma del juicio, sino sobre el fondo, y por consiguiente, de- 
be interponerse ante la Sala segunda, que es la que conoce del 
recurso por infracción de ley. Por eso dice también la Compila- 
ción, que se ha de seguir por los trámites establecidos para el re- 
curso de casación por infracción de ley (art. 957). 



Es, pues, indudable que la ley orgánica está derogada en este 
punto, aunque de un modo indirecto, por la de Enjuiciamiento 
criminal. Y es de extrañar que no la derogara también el decreto 
del Ministerio-Regencia de Í27 de Enero de 1875 al variar la orga- 
nización del Tribunal Supremo, puesto que atribuyó á la Sala se- 
gunda la facultad de conocer del recurso sobre el fondo. Este de- 
creto guardó silencio acerca del recurso de revisión, como si no 
existiera. Nosotros, sin embargo, dejamos consignado en la pág. 85 
del lomo I, que corresponde á dicha Sala; y ahora nos complace 
ver que la Compilación dice lo mismo en el art. 955. 

TÍTULO VI. — De la ejecución de las sentencias. 


Art. 959. La ejecución de la sentencia en los juicios sobre faltas 
corresponde al Juez municipal que haya conocido del juicio. 

El Juez de primera instancia que hubiese conocido en la apelación 
de un juicio sobre faltas, remitirá certificación de la sentencia íirme al 
Juez municipal correspondiente para los efectos de este artículo. (899 
ref. de la ley de Enj. crim .) 

Art. 960. La ejecución de la sentencia en causas por delito cor- 
responde al Tribunal que haya dictado la que sea firme. (900 ref. de 
Ídem.) 

Art. 961. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, la 
sentencia dictada en casación por la Sala segunda del Tribunal Supre- 
mo se ejecutará por el Tribunal que hubiere pronunciado la sentencia 
casada, en vista de la certificación que a¡ efecto le remitirá la referida 
Sala. (90 1 de id.) 

Art. 962. Cuando el Tribunal al que le corresponda la ejecución 
de la sentencia, no pudiere practicar por sí mismo todas las diligencias 
necesarias, comisionará al Juez del partido ó demarcación en que deban 
tener efecto, para que las practique. (902 ref. id.) 

Art. 963. Cuando una sentencia sea firme, con arcedo á lo dis- 
puesto en el art. 668 de la Ley provisional sobre organización del Po- 
der judicial, lo declarará asi el Juez ó el Tribunal que la baya dictado. 

Hecha esta declaración, se procederá á ejecutar la sentencia, aunque 
el reo esté sometido á otra causa, en cuyo caso se lo conducirá, cuando 
sea necesario, desde el establecimiento penal en que se hallare cum- 
pliendo la condena, al lugar donde se esté instruyendo lu causa pen- 
diente. (903 ref. de id.) 

Art. 964. Cuando la pena impuesta en sentencia firme sea la d e 
muerte, la Sala del Tribunal Supremo no remitirá la certificación que 
se expresa en el art. 961 hasta que el Ministro de Gracia y Justicia 
haya acusado el recibo del informe de que se trata en el art. 945. (904 
de id ) 

Art. 965. La notificación de la sentencia firme en que se impusiere 
la pena de muerte, se hará al reo á la hora de las ocho de la mañana, 
trasladándole inmediatamente al local de la cárcel que se considere más 
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X propósito, en el cual permanecerá hasta la misma hora del dia si- 
guiente. (905 de id.) 

Art. 966. Durante la permanencia del reo eu el local expresado en 
el artículo anterior, se le facilitará lo necesario para que pueda otorgar 
testamento, y se le prestarán los demás auxilios de todas clases que 
pidiere. 

Se le permitirá también recibir las visitas de su familia y amigos, 
quienes podrán acompañarle hasta su salida para el lugar de la eje- 
cución. 

Podrán también entraren dicho local los sacerdotes y los indivi- 
duos de ias corporaciones cuyo instituto sea prestar auxilios espiri- 
tuales ó corporales á los reos condenados á la pena de muerte. (906 de 
ideu.) 

Art. 967. A las veinticuatro horas de haberse notificado al reola 
sentencia, será conducido con ias seguridades convenientes al lugar de 
la ejecución, de la manera prevenida en los artículos 102 y siguientes 
del Código penal. (901 de id.) 

Art. 968. No se causarán al reo más vejaciones ni molestias, ni se 
le someterá á más privaciones que las indispensables para Inseguridad 
de su persona y de la ejecución de la sentencia, y para evitar cualquier 
escándalo ó desórden (908 de id.) 

Art. 969. El Juzgado de primera instancia, si lo hubiere en el pueblo 
donde se ejecute la sentencia, y en otro caso el municipal, estará cons- 
tituido desde la salida del reo de la cárcel hasta que se dé cuenta de 
haberse llevado á cabo la ejecución. (909 re/, de id.) 

Art. 970. Acompañará al reo, además de la escolta conveniente, 
el actuario ó Secretario y el alguacil á quienes se dé comisión al efec- 
to, los sacerdotes que hayan de asistirle en sus últimos momentos, y 
los individuos de las corporaciones citadas en el art. 966 que lo soli- 
citen. (910 ref. de id.) 

Art. 971. Concluida la ejecución, se extenderá en los autos dili- 
gencia por el actuario ó Secretario que hubiese asistido á ella, dán- 
dose conocimiento inmediatamente al Tribunal Supremo. (91 1 ref. de 
idem.) 

Art. 972. El cadáver del ejecutado, después de trascurrir el tiem- 
po en que deba estar expuesto con arreglo al art. 104 del Código pe- 
nal, se entregará para que se le dé sepultura, á sus parientes ó amigos, 
si lo solicitaren; en defecto de éstos, á los individuos de las corporacio- 
nes mencionadas en el art. 966 , y no habiéndolas en el pueblo de la 
ejecución, el Juez cuidará de que inmediatamente sedé dicha sepultu- 
ra, extendiéndose en los autos diligencia expresiva de los hechos. (912 
ref. de id.) 

Art 973. Cuando las penas impuestas sean de cadena, reclusión, 
relegación, extrañamiento, presidid, prisión, confinamiento, arresto 
mayor ó arresto menor en las casas del Ayuntamiento ú otras públicas, 
pondrán el Juez ó Tribunal, ó el Juez municipal en su caso, los reos á 
disposición de la Autoridad gubernativa correspondiente, para que sin 
demora comiencen á sufrir la pena, remitiéndole al efecto certificación 
literal de la sentencia. 

Cuando fuere de destierro la pena impuesta, el Juez ó Tribunal dará 
inmediatamente el oportuno aviso á la Autoridad gubernativa del lu- 
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gar de que deba alejarse el reo, para que no le permita su residencia 
en él, ni en el rádioque se le haya señalado. (913 ref. de id.) 

Art. 974. Si la pena impuesta fuere la de inhabilitación absoluta 
perpétua, el Juez ó Tribunal dispondrá que se publique testimonio de 
la parle dispositiva de la sentencia en los Boletines oficiales de las 
provincias en que se hubiese seguido la causa y en que hubiese nacido 
el reo ti obtenido domicilio. 

Cuando las circunstancias del caso lo exigieren, á juicio del Juez ó 
Tribunal, se publicará también dicho testimonio en la Gacela de Ma- 
drid. (9 1 í ref. de id.) 

Art. 975. Si la pena impuesta fuere de la inhabilitación especial 
perpétua para el ejercicio de algún cargo público, derecho de sufragio 
activo ó pasivo, profesión ú oficio, además de la publicación prevenida 
en el articulo precedente, dispondrá el Juez ó Tribunal : 

I o Que se comunique á la Autoridad superior de la provincia don- 
de el reo desempeñare ó hubiere desempeñado el cargo público para el 

3 ue se le inhabilite, al Juez á cuyas inmediatas órdenes hubiese esta- 
o y al ¡Ministro á cuyo departamento correspondiere el cargo, para que 
dispongan que se anote la sentencia en el expediente personal del inha- 
bilitado. 

2 o Que se remita igual comunicación al Alcalde ó Juez municipal 
del domicilio del penado, ó á los del lugar donde tuviese reconocido el 
derecho de sufragio para que se le excluya de las listas respectivas y 
se tome razón de la condena. 

3 o Que se comunique también la inhabilitación al Jefe, si lo hubie- 
re, de la clase á que correspondiese el reo. 

4 o Que se recoja el título en cuya virtud ejerciera el reo la profe- 
sión ú oficio para que se le hubiese inhabilitado. 

5 o Que se oficie á la Autoridad gubernativa de la provincia para 
que recoja ó disponga que no se expida la patente en que se facultase 
ó hubiere de facultar al reo para ejercer la profesión ú oficio objeto de 
la inhabilitación. 

6 o Que se oficie asimismo á la Autoridad que hubiese expedido el 
titulo ó patente para que en su matriz se anote en debida forma la in- 
habilitación. (915 de id.) 

Art. 976. Si la nena fuere de inhabilitación especial temporal para 
el ejercicio de cargo público, derecho de sufragio activo ó pasivo, 
profesión ú oficio, mandará el Juez ó Tribunal que se ponga en cono- 
cimiento del Jefe inmediato ó del Juez municipal del domicilio del reo 
en el primer caso; de la Autoridad gubernativa del pueblo de su domi- 
cilio en el segundo, y del Jefe de la clase y de la Autoridad adminis- 
trativa del mismo pueblo en el tercero, para que recoja ó disponga que 
no se dé patente al reo para ejercer dicha profesión ú oficio durante el 
tiempo de la inhabilitación. (916 ref. de id.) 

Art. 977. Se cumplirá también lo prevenido en el artículo anterior 
cuando la pena impuesta fuere de suspensión de cargo público, del de- 
recho de sufragio activo ó pasivo, ó de profesión ú oficio. (917 de id.) 

Art. 978. Las mismas disposiciones adoptará el Tribunal cuando 
impusiere las penas Je inhabilitación y suspensión como accesorias de 
otras mayores (918 de id.) 

Art. 979. Las Autoridades á quienes se dirigieren las comunica- 
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cienes referidas en los artículos anteriores, acusarán inmediatamente 
recibo de ell 'S, poniendo en conocimiento del Tribunal ó Juez corres- 
pondiente la ejecución de lo que se les hubiese encargado, con expre- 
sión en su caso del establecimiento penal adonde el reo hubiese sido 
destinado. 

Estas comunicaciones de las Autoridades gubernativas se unirán á 
la causa para acreditar la ejecución de la sentencia. (919 de id.) 

Art. 980. La inspección y facultades de los Tribunales en el cum- 
plimiento de las penas, cuya ejecución corresponde á la Autoridad ad- 
ministrativa, se ejercerán del modo y en la forma que determinen ios 
reglamentos especiales. (920 ref. de id.) 

Art. 981. Los confinados que se supongan en estado de dementes, 
serán constituidos en observación, instruyéndose al efecto por la co- 
mandancia del presidio en que aquéllos se encuentren un expediente 
informativo de los hechos y motivos que hayan dado lugar á la sospe- 
cha de la demencia, en el que se consigne el primer juicio ó la certifi- 
cación de los facultativos, por lo ménos, que los hayan examinado y 
observado. (I o de La /?. O. de 13 de Enero de 1874.) 

Art. 982. Consignada la gravedad de la sospecha, el Coman- 
dante del presidio dará cuenta inmediatamente, con copia literal del 
expediente instruido, al Presidente de la Audiencia de que procedan 
los confinados, sin perjuicio de ponerlo en conocimiento de la Direc- 
ción general de Establecimientos penales. (2 o de id.) 

Art. 983. El Presidente de la Audiencia pasará el expediente á que 
se refiere el artículo anterior á la Sala de justicia sentenciadora, la 
cual, con preferencia, oirá al Fiscal y al acusador particular de la cau- 
sa, si lo hubiere, hasta la última instancia, y dándose intervención y 
audiencia al defensor del penado, ó nombrándosele de oficio para este 
caso si no le tuviere, acordará la instrucción más ámplia y formal so- 
bre los hechos y el estado físico y moral de los pacientes por los mismos 
medios legales de prueba que se hubiesen empleado, si el incidente 
ocurriera durante el seguimiento de la causa, comisionando al efecto 
al Juez de primera instancia del partido en que se hallen los confina- 
dos, por conducto del Presidente del territorio de la Audiencia, para 
que puedan vigilar el cumplimiento. (3 o de id.) 

Art: 984. Sustanciado el incidente á que se refieren los artículos 
anteriores en juicio contradictorio si hubiese oposición, y en forma 
ordinaria si no la hubiese, y después de oir las declaraciones juradas 
de los peritos en el arte de curar, y en su caso de la Academia de Me- 
dicina y Ci rujia, se dictará el fallo que proceda, de si fia ó no lugar á 
declarar la demencia, el cual se comunicará al Comandante del presi- 
dio para la traslación del penado demente al establecimiento de benefi- 
cencia que corresponda y su colocación en la habitación solitaria que 
previene el art. 88 del Código penal vigente, todo sin perjuicio de 
cumplir con lo que en el mismo artículo se dispone, si en cualquier 
tiempo el demente recobrase su juicio. (4 o de id.) 

Art. 985. La pena de reprensión pública se ejecutará leyéndola 
sentencia el Juez ó Presidente del Tribunal, en audiencia pública, á 
la que deberán asistir, además del reo, el Fiscal, los subalternos del 
Tribunal y tres testigos vecinos de la población. 

Del acto público se extenderá en la causa la diligencia correspon- 
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diente, que firmarán los miembros del Tribunal, el Fiscal, r los testigos, 
el reo, si supiere, y el actuario ó Secretario. (921 re/. de la ley d'e 
Enj. crim .) 

Art. 986. La pena de reprensión privada se ejecutará haciendo 
comparecer al reo ante el Juez ó Tribunal, y el actuario ó Secretario 
del mismo, leyendo el Juez ó Presidente la sentencia y dirigiendo la 
exhortación oportuna. 

Se extenderá en la causa el acta correspondiente, que será firmada 
por los circunstantes, y si el reo no supiere, por un testigo á su rue- 
go. (922 id. id.) 

Art. 987. Cuando la pena impuesta fuera la de interdicción civil, 
cuidará el Juez ó Tribunal de que se observen las :eglas establecidas 
en el articulo 4 o de la ley de 18 de Junio de 1870, sobre efectos civi- 
les de la interdicción, y de que se inscriba la prohibición de disponer 
de los bienes en los Registros de la propiedad de los partidos en que 
el penado los tuviere. (923 id. id.) 

Art. 988. Cuando la pena impuesta sea la de degradación, si el reo 
fuere eclesástico, se ejecutará aquella en la cárcel por la Autoridad 
eclesiástica á quien competa, ó por delegado, en el modo y forma que 
corresponda. 

Para ello el Juez ó Presidente del Tribunal remitirá á dicha Auto- 
ridad eclesiástica un testimonio literal de la parte dispositiva de la 
sentencia, invitándole á que por sí, ó por medio de delegado comparez- 
ca en la cárcel, dentro de tercero día, si residiese en el mismo pueblo, 
á hacer la degradación, y si no residiere en él, dentro del término que 
prudentemente señale el Juez ó Tribunal, atendida la distancia de los 
lugares. (924 id. id.) 

Art. 989. Si la Autoridad eclesiástica no compareciese á hacer la 
degradación en el término prefijado, el Juez ó Tribunal procederá, sin 
más demora, á la ejecucion'de la sentencia, en cuanto á la pena princi- 
pal. (92o de id.) 

Art. 990. Si el reo fuere seglar, se hará la degradación en la for- 
ma prevenida en el art. 120 del Código peual. (926 de id.) 

Art. 991. Cuando la pena impuesta fuere la de multa y el reo no 
la pagare voluntariamente, se hará efectiva por la vía de apremio, 
empleándose las cantidades que se realicen en el papel de militas ne- 
cesario, que se destinará del modo que prevengan las disposiciones vi- 
gentes sobre uso del papel sellado. 

Si el reo pagase voluntariamente la multa, se invertirán las canti- 
dades que entregare del modo prescrito en el párrafo anterior. (927 
de id.) 

Art. 992. La pena de caución se ejecutará presentando el reo la 
primera copia de la escritura pública, por la que un fiador abonado 
se obligue áque el primero no ejecutará el mal que se tratare de pre- 
caver, y en caso de causarlo, á satisfacer la cantidad fijada en li sen- 
tencia. (928 de id.) 

Art. 993. Cuando se decomisaren instrumentos y efectos del delito, 
con arreglo al art. 63 del Código penal, se extenderá en los autos la 
oportuna diligencia. (929 de id.) 

Art. 994. Las costas procesales, cuando el reo no las pagare volun- 
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tariamente, se harán efectivas con sujeción á lo prevenido en los ar- 
tículos 368 y 369 de la ley. (930 de id.) 

Art. 995. Para hacer efectiva la responsabilidad civil del reo, se ob- 
servarán las reglas establecidas en los artículos 49, 50, 51, 52, !2t y 
siguientes, hasta el 128 inclusive del Código penal. (93! de id.) 

Art. 996. Las tercerías de dominio ó de mejor derecho que pue- 
dan deducirse, se sustanciarán y decidirán con sujeción á las disposi- 
ciones establecidas en la ley de Enjuiciamiento civil. (932 de id.) 

Art. 997. El Juez de primera instancia á quien se hubiere cometi- 
do la práctica de algunas diligencias para la ejecución de la sentencia, 
dará inmediatamente «uenta del cumplimiento de las mismas al Tri- 
bunal sentenciador, con testimonio en relación de las practicadas al 
intento, el cual se unirá á la causa. (933 ref. de id.) 

Art. 998. Las referidas diligencias se archivarán por el Secretario 
del Juez que en ellas haya intervenido. (934 de id. id.) 

REFERENCIA. 

Creyendo nosotros oporíuno tratar de la ejecución de las sen- 
tencias que se dictan por los Juzgados y Tribunales, tanto ordina- 
rios como extraordinarios y especiales, reservamos esta materia 
para el (inal del presente apéndice. 


TITULO VII. — Del procedimiento para el juicio sobre faltas. 

CAPITULO I. — Del juicio sobre faltas en primera instancia. 

Art. 999. Luego que el Juez municipal tuviere noticia de haberse 
cometido alguna de las faltas previstas en el libro III del Código pe- 
nal, que puedan perseguirse de oficio, mandará convocar á juicio 
verbal al Fiscal municipal, al querellante, si lo hubiere, al presunto 
culpable y á los testigos que pudieren dar razón de los hechos, seña- 
lardo dia y hora para lá celebración del juicio. (935 de la ley de En- 
juiciamiento criminal.) 

Art. 1000. Del mismo modo dispondrá la celebración del juicio 
verbal, pero sin convocar al Fiscal municipal, cuando la falta sólo pu- 
diere perseguirse á instancia de parte legítima y ésta solicitare la re- 
presión. (936 de id.) 

Art. 1001. El juicio deberá celebrarse en el local del Juzgado 
municipal dentro de los tres dias siguientes al de la fecha del en que 
tuviere noticia el Juez de haberse cometido la falta. 

El Juez municipal podrá, sin embargo, de oficio ó á instancia de 
parte, señalar un dia más lejano para la celebración del juicio, cuando 
hubiere para ello causa bastante, que hará constar en el expediente. 

Cuando algún testigo importante ó una de las partes que resida 
dentro del término municipal, estuviere físicamente impedido de con- 
cucurrir al local del Juzgado, podrá también el Juez disponer la ce- 
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lebracion del juicio en el punto en que considere conveniente fun- 
dando su resolución. (937 de id.) 

Art. 1002. A la citación que se haga i los presuntos culpables 
acompañará copia de la querella, si se hubiese presentado, y en dicha 
citación se expresará que el citado debe acudir al juicio con las prue- 
bas que tenga. Siempre debeTán trascurrir, cuando ménos, veinticua- 
tro horas entre el acto de la citación del presunto culpable y el de la 
celebración del juicio, si el citado residiere dentro del término muni- 
cipal, y un dia más por cada 30 kilómetros de distancia, si residiere 
fuera de él. (938 de id.) 

Art. 1003. Cuando los citados como partes y los testigos no com- 
parecieren ni alegaren justa causa para dejar de hacerlo, podrán ser 
multados con la cantidad que determine el Juez municipal, hasta el 
máximum de veinticinco pesetas. 

En la misma multa incurrirán los peritos que no acudieren al lla- 
mamiento del Juez municipal. (939 de id.) 

Art 1004. A los testigos y á los presuntos culpables que residie- 
ren fuera del territorio municipal, se les recibirá declaración por me- 
dio de exhorto, con citación del querellante particular si lo hubiere, 
y en presencia del Ministerio fiscal, si la falta pudiere perseguirse de 
oficio. 

Dichas declaraciones se recibirán y redactarán con las formalidades 
establecidas respectivamente en la presente Compilaoion. (9 40 de id.) 

Art. 1005. En el caso de que por motivo justo no pudiere cele- 
brarse el juicio verbal en el dia señalado , ó de que no pudiere con- 
cluirse en un sólo acto, el Jaez municipal señalará el dia más inme- 
diato posible para su celebración ó continuación, haciéndolo saber á 
los interesados (941 de id.) 

Art. 1006. El juicio será público, dando principio por la lectura 
de la querella, si la hubiere, siguiendo á esto el examen de los testigos 
convocados, y practicándose las demás pruebas que el querellante, 
denunciador y Fiscal municipal, si asistiere, pidieren, y el Juez consi- 
derare admisibles. Seguidamente se oirá al acusado, se examinarán 
los testigos que presentare en su descargo, y se practicarán las demás 
pruebas que pidiere y el Juez considerare admisibles, observándose 
las prescripciones de esta ley en cuanto sean aplicables. Acto con- 
tinuo expondrán de palabra las partes lo que creyeren conveniente 
en apoyo de sus respectivas pretensiones, hablando el primero el Mi- 
nisterio fiscal, si asistiere, después el querellante particular, y por 
último el acusado. 

El Fiscal municipal asistirá á los juicios sobre faltas, siempre que 
á ellos fuese citado con arreglo al art. 999. (942 de id.) 

Art. 1007. Si el presunto culpable de una falta residiere fuera del 
término municipal, no tendrá obligación de concurrir al acto del jui- 
cio, y podrá diiigir al Juez municipal escrito al p gando lo que estima- 
se conveniente en su defensa, y apoderar persona que presente en 
aquel acto las pruebas de descargo que tuviere. (943 de id.) 

Art. 1008. La ausencia del acusado no suspenderá la celebración 
ni la resolución del juicio, siempre que conste habérsele citado con las 
formalidades prescritas-en esta ley, y con los requisitos del art. 1002, á 
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no ser que el Jaez municipal, de oficio ó á instancia de parte, creyere 
necesaria la declaración de aquél. (944 de id.) 

Art. 1009. De cada juicio se extenderá un acta diaria , expresan- 
do clara y sucintamente lo actuado, la cual se firmará por todos los 
concurrentes al mismo que puedan hacerlo, á cuyo efecto podrá el 
Juez municipal adoptar todas las disposiciones necesarias para que no 
se ausenten aquéllos hasta que dicha acta esté extendida . (945 
de id.) 

Art. ÍOIO. Dentro del término fijado en el núin. V del art. 322, 
el Juez municipal dictará sentencia. (946 de id.) 

Art. 1011. La sentencia se llevará á efecto por el Juez municipal 
inmediatamente de trascurrido el término fijado en el segundo párrafo 
del art. 33 1 , si no hubiere apelado ninguna de las partes. (947 de id.) 

Art 1012. Si se hubiese apelado, se admitirá en ambos efectos 
el recurso para ante el Juez de primera instancia á que corresponda el 
Juzgado municipal, haciéndose constar la interposición del recurso por 
diligencia que extenderá el Secretario municipal y firmará el apelan- 
te, y si no supiere, un testigo á su ruego. (948 ref. de id.) 

Art. 1013. Admitida que fuere la apelación, se remitirán los autos 
originales por el Juez municipal al de primere instancia, haciéndose 
saber la remisión y emplazándose al Fiscal municipal, si hubiere sido 
parte en el juicio, y á los demás interesados, para que en el término 
de cinco dias acudan á usar de su derecho ante dicho Juzgado. (949 
id. id.) 

CAPITULO II. — Del juicio sobre faltas en segunda instancia. 

Art. 1014. Recibidas las diligencias por el Juez de primera ins- 
tancia y trascurrido que sea el término del emplazamiento, si el ape- 
lante se hubiere personado, señalará dia para la vista, mandando que 
se pongan de manifiesto á las partes en la Secretaría por el término de 
cuarenta y ocho horas. 

Si el apelante no se hubiese personado en el término del emplaza- 
miento, el Juez declarará desierto el recurso y devolverá los autos al 
Juez municipal á costa de aquél. (950 ref. de la ley de Enj. crim.) 

Art, 1015. La vista será pública y Comenzará por la lectura de 
los autos remitidos. Se oirá en seguida al Fiscal del Juzgado, cuya 
asistencia será precisa si la falta fuere de las que deben perseguirse de 
oficio, y á los interesados ó á sus legítimos representantes, si concur- 
rieren, y acto continuo se dictará sentencia, la cual se notificará al 
Fiscal y á los interesados presentes. (951 ref. de id.) 

Art. 1016. No se admitirá en la segunda instancia otra prueba 
que la que, habiendo sido propuesta en la primera, no hubiere podido 
practicarse por causa ajena á la voluntad del que la hubiese propuesto. 
(952 id.) 

Art. ¿017. Para hacer la prueba á que se refiere el artículo ante- 
rior, podrá concederse un término que no pase de diez días, expidién- 
dose, para que tenga lugar, los mandamientos ó exhortos que fueren 
necesarios. (953 id.) 

Art. 1018. Contra la sentencia, que se dictare en segunda instan- 
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cia, no habrá lugar á más recurso que el de casación por infracción 
de ley. 

Si trascurrido el término fijado en el párrafo 2 o del art. 331 no se 
hubiese preparado el recurso mencionado, el Juez de primera instancia 
mandará devolver al Juez municipal los autos originales que hubiese 
remitid^, acompañándolos con certificación déla sentencia dictada para 
que aquél proceda á su ejecución. (954 ref. de id.) 

Art. 1019. Los Jueces municipales reunirán todas las actuaciones 
de cada juicio, y al fin de cada año las coleccionarán, formando con 
ellas los tomos necesarios que, después de convenientemente encua- 
dernados, se conservarán en el archivo del Juzgado respectivo. (933 
de id.) 

REFERENCIA. 

La materia de los dos capítulos que preceden, ha sido tratad t 
«n las páginas 172 á 178 y 182 á 184 del tomo II de nuestra obra, 
con dos formularios correspondientes á la primera y segunda ins- 
tancia del juicio sobre faltas en las págs. 179 á 182 y 185 á 189. 

OBSERVACION. 

Tratando la Compilación de la ejecución de la sentencia dicta- 
da en juicios sobre fallas, ordena: que la sentencia de primera ins- 
tancia se llevará á efecto por el Juez municipal inmediatamente de 
trascurrido el término fijado en el segundo párrafo del art. 551, 
si no hubiese apelado ninguna de las partes (art. 1011); y después 
establece, que contra la sentencia que se dictare en segunda ins- 
tancia, no habrá lugar á más recurso que el de casación por infrac- 
ción de ley, y que si, trascurrido el término fijado en el párrafo se- 
gundo del art. 571, no se hubiese preparado el recurso menciona- 
do, el Juez de primera instancia mandará devolver al Juez munici- 
pal los autos originales que hubiese remitido, acompañándolos con 
certificación de la sentencia dictada, para que aquél proceda á su 
ejecución. (Ai't. 1018.) 

Nosotros hemos dicho (pág. 184 del tomo II), que deben acom- 
pañarse los autos con testimonio; y nos fundamos en que los Escri- 
banos de los Juzgados de primera instancia libran testimonios , á di- 
ferencia de los Secretarios, que expiden certificaciones. 

Estas dos disposiciones están tomadas respectivamente de los 
arts. 947 y 954 de la ley de Enjuiciamiento criminal; pero se ha 
hecho esto con tal exactitud, que al trascribirlos, se ha incurrido 
en un error que se cometió por la misma ley. Los arts. 947 y 954 

COMPILACION 27 
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<lc la lev de Enjuiciamiento criminal se referian al párrafo 2 o del 
art. 85, en el cual se lijó el término de cinco dias para enlabiar el 
recurso de casación por quebrantamiento deforma; y en esta refere i- 
cia se padeció una equivocación, porque, debió hacerse al párrafo i* 
del mismo art. 85, en que se señaló el término de un dia para in- 
terponer el recurso de apelación y para preparar el de casación por 
infracción de ley contra la sentencia dictada en juicio sobre falta . 
Ahora bien: el art. 85 de dicha ley ha sido reemplazado por el 33 1 
de la Compilación; y queriendo ésta sujetarse estrictamente á las 
palabras de aquélla, se ha referido del mismo modo al párrafo i * 
del citado art. 331, sin considerar que en este párrafo se establece 
el término de cinco dias para el recurso de casación por quebran- 
miento de forma, debiendo por consiguiente referirse al párrafo 4°, 
que fija el término de un dia para apelar de la sentencia del Juez 
municipal y para preparar el recurso de casación contra la del Juez 
del partido. La Compilación lo ha tomado todo de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal: basta la equivocación. 

Conviene, pues, según nuestro modo de ver, tener presente 
esta equivocación de I? ley y de la Compilación que, si bien puede 
traer su origen de un error de imprenta, merece la atención, pava 
evitar que se dilate la ejecución de la sentencia firme del juicio 
sobre faltas durante cinco dias, cuando no puede dilatarse más 
de uñ dia. 


TITULO ADICIONAL. — Del procedimiento para la extra- 
dición de los procesados ó condenados por sentencia fir- 
me que se hallen refugiados en país extranjero. 

Art. 1020. Procederá la petición de extradición del que estuvie- 
re procesado ó hubiere sido condenado por sentencia firme: 

I o En los casos que se determinen en los tratados que estuvieren vi- 
gentes con la Potencia en cuyo territori > se hallare aquél refugiad ). 

2 o En defecto de Tratado, en los casos en que la extradición proceda 
según el derecho escrito ó consuetudinario vigente en el territorio á 
cuya Potencia se pida la extradición. 

3 o En defecto de los casos comprendidos en los dos números anterio- 
res, cuando la extradición sea procedente s^gun el principio de reci- 
procidad. (956 de la ley de Enj . crim.) 

Art. 1021. El Juez ó Tribunal que conozca de la causa en que. es- 
tuviere procesado el reo ausente en territorio extranjero, será el com- 
petente para pedir su extradición. 

Esta se pedirá por la vía diplomática, ó por la que se hubiese con- 


A 


venido en el Tratado que se hallare vigente con la Potencia á quien se 
haya de pedir. (957 de id.) 

Art. 1022 . El Juez ó Tribunal que conociere de la causa , acor- 
darán de oficio, ó á instancia de parte, en resolución fundada, pedir la 
extradición desde el momento en que, por el estado del proceso y 
por su resultado, fuere procedente con arreglo á cualquiera de los nú- 
meros del art. 956. (958 de id.) 

Art. 1023. Contra el auto acordando ó denegando pedir la extra- 
dición podrá interponerse el recurso de apelación, si lo hubiese dicta- 
do un Juez de primera instancia. (959 re/, de id.) 

Art. 1024. La petición de extradición se hará en forma de supli- 
catorio dirigido al Ministro de Gracia y Justicia. 

Se exceptúa el caso en que por el Tratado vigente con la Potencia 
en cuyo territorio se hallare el procesado, pueda pedir directamente 
laextradicion el JuezóTribunal que conociere de la causa. (960 de id. id.) 

Art. 1025. Con el suplicatorio ó comunicación que hayan de ex- 
pedirse, según lo dispuesto en el artículo anterior, habrá de remitirse 
testimonio literal del auto acordando pedir la extradición y en rela- 
ción de la pretensión ó del dictámen fiscal en que se hubiere solicita- 
do y de todas las diligencias de la causa, necesarias para justificar la 
procedencia de la extradición con arreglo al número del art. 1020 en 
que aquélla se fundare. (961 de id. id.) 

Art. 1026. Cuando la extradición hubiere de pedirse por conducto 
del Ministro de Gracia y Justicia, se le remitirá el suplicatorio y testi 
monio por medio del Presidente de la Audiencia respectiva. 

Si el Tribunal que conociere de la causa fuese el Supremo ó su Sala 
segunda, los documentos mencionados se remitirán por medio del Pre- 
sidente de dicho Tribunal. (962 de id. id.) 

REFERENCIA. 

Del asunto de este título adicional nos proponemos tratar al 
final de este apéndice. 


D I SPO S IC ION FINAL. 

No se comprenden en esta Compilación, y quedan en su fuerza y 
vigor, las leyes y disposiciones que establecen un procedimiento espe- 
cial en casos determinados para los delitos á que las mismas se re- 
fieren. [Nuevo.) 


OBSERVACION FINAL. 

La Compilación dice: que no se comprenden en ella, y que 
quedan en su fuerza y vigor, las leyes y disposiciones que estable- 
cen un procedimiento especial en casos determinados, para los de- 
litos á que las mismas se refieren. ( Disposición final.) 

Nosotros, sin embargo, hemos tratado de los procedimientos. 


tanto administrativos como judiciales, sobre delitos contra la Ha- 
cienda pública, en las págs. 583 á 614 del tomo II de nuestra obra.,, 
con un formulario que existe en las págs. 614 á 619; y además nos 
proponemos tratar en el presente apéndice, de los procedimientos 
que tienen lugar en los Tribunales de imprenta, en los Consulares, 
en el Senado y en los especiales de Guerra y Marina, compren- 
diendo en éstos la sustanciacion correspondiente para la persecu- 
ción y castigo del delito de secuestro de personas con objeto de robo. 

DECIARA.CION. 

Hemos puesto nuestro libro en relación con la Compilación. Co- 
nocido el objeto de este trahajo por la manifestación que hicimos al 
principio, podríamos dispensarnos de expresar otra vez nuestra in- 
tención; pero, esto no obstante, declaramos: que nuestras observa- 
ciones sólo tienden á explicar las diferencias que aparecen entre 
nuestra obra y la obra del Gobierno. Hemos expuesto con franqueza 
nuestra opinión áobre los puntos de divergencia; pero respetamos 
como es debido las disposiciones de la nueva ley, y nos sometemos 
á su observancia. 


ERRATAS. 


Página. Linea. 


Dice. 


63 4 primera votación 

147 33 este capítulo 


Debe decir. 


segunda votación 
esta sección. 



INDICE 


Pága. 


Ley de 30 de Diciembre de 1 878 5 

Exposición y Real decreto de 16 de Octubre de 1879 6 

Dictámen de la Comisión de codificación ; 10 

TITULO PRIMERO.— De la justicia en lo criminal 17 

CAPITULO PRIMERO. — De los Tribunales y Juzgados que admi- 
nistran justicia en lo criminal 17 

Referencia 18 

Observación 18 

CAPITULO II. — De las atribuciones de los Tribunales y Juzgados 

en lo criminal 19 

Sección primera. — D e las atribuciones de los Jueces muni- 
cipales 19 

Referencia 19 

Observación 19 

Sección segunda. — De las atribuciones de los Jueces de pri- 
mera instancia en lo criminal 19 

Referencia 20 

Observación 20 


Sección tercera. — De las atribuciones de las Audiencias en lo 

criminal 21 

Referencia . . - 21 

Observación 21 

Sección cuarta. — De Icis atribuciones del Tribunal Supremo. 22 

Referencia 23 

CAPITULO III. — De la competencia de los Juzgados y Tribuna 

les en lo criminal 23 

Sección primera. — Disposiciones generales 23 

Sección segunda. — De la competencia de la jurisdicción ordi- 


naria en lo criminal 24 

Referencia 28 

Observación 28 

Sección tercera.— De la competencia de las jurisdicciones 

especiales en lo criminal 30 



216 


ÍNDICE. 


Págs. 

Referencia * 32 

CAPITULO IV.— De las cuestiones de competencia 32 

Referencia • 37 

Observación 37 

CAPITULO V. — De los recursos de fuerza en conocer 39 

Referencia 42 

Observación 42 

CAPITULO VI. — De la recusación de los Jueces, Magistrados y 

Asesores, y de los Auxiliares de los Juzgados y Tribunales. 43 

Sección primera. — D isposiciones generales ' 43 

Sección segunda. — D e la sustanciacion de las recusaciones de 
los Jueces de primera instancia y de los Magistrados. . . 43 

Sección tercera. — D e la sustanciacion de las recusaciones en 

los juicios de faltas 46 

Sección cuarta. — D e las recusaciones de los auxiliares de los 

Juzgados y Tribunales 47 

Referencia 49 

Observación 49 

CAPITULO VII. — De las audiencias y policía de estrados en los 

Juzgados y Tribunales 5t 

Referencia 53 

Observación 53 

CAPITULO VIII.— De la forma de dictar acuerdos, providencias, 

autos y sentencias, y del modo de dirimir las discordias. . . 54 

Sección primera. — D e la forma de dictar acuerdos, providen- 
cias, autos y sentencias 54 

Sección segunda. — D el modo de dirimid las discordias 57 

Referencia 58 

Observación 59 

CAPITULO IX. — Del Ministerio fiscal 63 

Referencia 64 

Observación 64 

♦ 

TITULO II. — Disposiciones generales relativas al En- 
juiciamiento criminal 65 

CAPITULO PRIMERO. — De las personas á quienes corresponde el 

ejercicio de las acciones que nacen de los delitos y faltas.. 65 



ÍNDICE. 217 

Págs. 

Referencia , 57 

CAPITULO II. — Del derecho de defensa y del beneficio de pobre- 
za en los juicios criminales 67 

Referencia -70 

Observación 70 

CAPITULO III. — De las notificaciones, citaciones y emplaza- 
mientos 70 

Referencia 73 

Observación , 73 

CAPITULO IV. — De los suplicatorios, exhortos y mandamientos. 74 

Referencia 76 

Observación 76 

CAPITULO V.— -De los términos judiciales 78 

Referencia 80 

Observación 80 

CAPITULO VI. — De los recursos contra las resoluciones de los Tri- 
bunales y Jueces de primera instancia 81 

Referencia 84 

Observación 84 

CAPITULO VII. — De las costas procesales 87 

Referencia 88 

CAPITULO VIII. — De la declaración de rebeldía del procesado, y 

de sus efectos 88 

Referencia 90 

CAPITULO IX. — De las obligaciones de los Jueces y Tribunales 

relativas á la formación de la estadística judicial 90 

Referencia 91 

Observación 91 

TITULO III. — Del sumario 95 

CAPITULO PRIMERO.— -De la denuncia y la querella 95 

Sección primera. — D e la denuncia 95 

Referencia 97 

Sección segunda. — D e la querella 97 

Referencia 90 

Observación. 190 


COMPILACION 



218 


ÍNDICE. 


Págs. 

CAPITULO II.— De las autoridades competentes para instruir su- 


mario y de la policía judicial 4 00 

Referencia 105 

CAPITULO III. — De la instrucción 105 

Referencia 108 

Observación 108 

CAPITULO IV. — Del cuerpo del delito 108 

Referencia 114 

Observación 114 

CAPITULO V. — De la identidad del delincuente y de sus circuns- 
tancias personales . . 114 

Referencia 117 

CAPITULO VI. — De las declaraciones é incomunicaciones de los 
procesados, de las declaraciones de los testigos y del careo 

de los testigos y procesados 117 

Sección primera. — D e las declaraciones é incomunicación de 

los procesados 117 

Referencia 119 

Sección segunda. — D e las declaraciones de los testigos 119 

Referencia 153 

Observación 124 

Sección tercera. — D el careo de los testigos y procesados. . . 124 

1 Referencia 125 

CAPITULO VII. — Del informe pericial 125 

Referencia 129 

Observación 129 

CAPITULO VIII. — De la detención, prisión y libertad provisiona- 
les de los procesados y de las fianzas de estar á juicio 129 

Referencia 135 

Observación 135 

CAPITULO IX. — De la entrada y registro en lugar cerrado, del 
de libros y papeles y de la detención y apertura de la cor- 
respondencia escrita y telegráfica 136 

Referencia 141 

Observación 142 

CAPITULO X. — De las fianzas y embargos. . . . : 142 



ÍNDICE. 


210 

Págs. 

Referencia 1 45 

CAPITULO XI.— De los procedimientos especiales en el sumario. U5 

Sección primera. — D el modo de proceder cuando fuere pro- 
cesado un Senador ó Diputado á Córtes <45 

Referencia 146 

Sección segunda.— D el sumario por delitos de injuria y ca- 
lumnia contra particulares 146 

Referencia 140 

Sección tercera. — Del sumario por delitos cometidos por 
medio de la imprenta, el grabado ú otro medio mecánico 

de publicación 146 

Referencia 147 

Sección cuarta. — D el antejuicio necesario para exigir la res- 
ponsabilidad criminal á los Jueces y Magistrados 147 

Referencia 150 

CAPITULO XII. — De la responsabilidad civil de terceras per- 
sonas 150 

Referencia.. 151 

i 

CAPITULO XIII. — Déla conclusión del sumario y del sobresei- 
miento .' 151 

Secci.on primera. — D e la conclusión del sumario 151 

Sección segunda. — D el sobreseimiento. 151 

Referencia 153 

Observación 153 

CAPITULO XIV. — De los artículos de prévio pronunciamiento.. 154 

Referencia *56 

Observación *56 

TITULO IV.— Del Plenario *57 

CAPITULO 1. — De la elevación de la causa á plenario 157 

CAPITULO II.— De la calificación del delito y de la prueba 157 

CAPITULO III.— De la ratificación de las declaraciones de los tes- 
tigos del sumario, información de abono, cotejo ó com- 
pulsa de documentos y de las tachas *58 

Referencia *59 

Observación *59 

CAPÍTULO IV. — De la acusación y la defensa *63 


220 


ÍNDICE 


Págs. 

Referencia 164 

CAPITULO V. — De las vistas y sentencias 164 

Referencia 165 

Observación . , 166 

CAPITULO VI.— De la segunda instancia en las causas crimi- 
nales 168 

Referencia . 168 

Observación 169 

CAPITULO VII. — De las causas contra reos ausentes 169 

Referencia 169 

Observación 170 

TITULO V. — De los recursos de casación y de revisión. 170 

CAPITULO PRIMERO.— De los recursos de casación 170 

Sección primera. — D e los casos en que procede el recurso de 

casación 170 

Sección segunda. — D e la preparación del recurso de casación 

por infracción de ley 17? 

Sección tercera. — D e la interposición, sustanciacion y deci- 
sión de los recursos por infracción de ley 173 

Sección cuarta. — D e la interposición, sustanciacion y reso- 
lución del recurso de casación por quebrantamiento de 

forma 177 

Sección quinta. — D e la interposición, sustanciacion y resolu- 
ción del recurso de casación por infracción de ley y por 

quebrantamiento de forma 179 

Sección sexta.— D e la interposición del recurso de casación 

por el Ministerio fiscal 180 

Sección sétima. — D el recurso de casación en las causas de 

muerte 181 

Sección octava. — D e las sentencias de casación 18? 

Referencia 183 

Observación 184 

CAPITULO II. — Del recurso de revisión 199 

Referencia 200 

Observación 200 


TITULO VI. — De la ejecución de las sentencias 


201 



221 


ÍNDICE. 


Págs. 

Referencia 206 

TITULO VII.— Del procedimiento para el juicio sobre 
faltas 206 

CAPITULO PRIMERO. — Del juicio sobre faltas en primera ins- 
tancia 206 

CAPITULO II. — Del joieio sobre faltas en segunda instancia 208 

Referencia 209 

Observación 209 

TITULO ADICIONAL. — Del procedimiento para la ex- 
tradición de los procesados ó condenados por sen- 
tencia firme que se hallen refugiados en pais ex- 
tranjero 210 

Referencia 211 

Disposición final 211 

Observación final 21 • 

Declaración 212 


FIN DEL ÍNDICE. 


